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TEMA 1 
 

LA CONSTITUCION ESPAÑOLA DE 1978. PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES: EL 
TITULO PRELIMINAR DE LA CONSTITUCION. LOS DERECHOS 

FUNDAMENTALES Y LAS LIBERTADES PUBLICAS. LOS DEBERES 
CONSTITUCIONALES 

 



CONSTITUCIÓN 

TÍTULO PRELIMINAR 

 
Artículo 1 
 

1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna 
como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el 
pluralismo político. 

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del 
Estado. 

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria. 
 

Artículo 2 
 

La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria 
común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de 
las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas. 
 
Artículo 3 
 

1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el 
deber de conocerla y el derecho a usarla. 

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades 
Autónomas de acuerdo con sus Estatutos. 

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural 
que será objeto de especial respeto y protección. 

 
Artículo 4 
 

1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, 
siendo la amarilla de doble anchura que cada una de las rojas. 

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades 
Autónomas. Estas se utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus 
actos oficiales. 
 
Artículo 5 
 

La capital del Estado es la villa de Madrid. 
 
 
Artículo 6 
 

Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y 
manifestación de la voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. 
Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. 
Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos. 
 



Artículo 7 
 

Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y 
promoción de los intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio 
de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y 
funcionamiento deberán ser democráticos. 
 
Artículo 8 
 

1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del 
Aire, tienen como misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su 
integridad territorial y el ordenamiento constitucional. 
 

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios 
de la presente Constitución. 
 
Artículo 9 
 

1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del 
ordenamiento jurídico. 

2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la 
igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los 
obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos 
en la vida política, económica, cultural y social. 

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la 
publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o 
restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de 
la arbitrariedad de los poderes públicos. 
 
 

TÍTULO I 
 

De los derechos y deberes fundamentales 
 
Artículo 10 
 

1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre 
desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del 
orden político y de la paz social. 

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la 
Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por 
España. 
 

CAPÍTULO PRIMERO 

De los españoles y los extranjeros 

 



Artículo 11 
 

1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo 
establecido por la ley. 

2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad. 
3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países 

iberoamericanos o con aquellos que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. 
En estos mismos países, aun cuando no reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, 
podrán naturalizarse los españoles sin perder su nacionalidad de origen. 
 
Artículo 12 
 

Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años. 
 
Artículo 13 
 

1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente 
Título en los términos que establezcan los tratados y la ley. 

2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, 
salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el 
derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales. 

3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo 
al principio de reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no 
considerándose como tales los actos de terrorismo. 

4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas 
podrán gozar del derecho de asilo en España. 
 

CAPITULO SEGUNDO 

Derechos y libertades 

 
Artículo 14 
 

Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por 
razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social. 
 
 

 

SECCIÓN 1ª 

De los derechos fundamentales y de las libertades públicas 

 
Artículo 15 
 



Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, 
puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la 
pena de muerte, salvo lo que puedan disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra. 
 
Artículo 16 
 

1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las 
comunidades sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento 
del orden público protegido por la ley. 

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias. 
3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las 

creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de 
cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones. 
 
Artículo 17 
 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su 
libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma 
previstos en la ley. 

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la 
realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el 
plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de 
la autoridad judicial. 

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea 
comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a 
declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y 
judiciales, en los términos que la ley establezca. 

4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta 
a disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el 
plazo máximo de duración de la prisión provisional. 
 
Artículo 18 
 

1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia 
imagen.  

2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin 
consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito. 

3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, 
telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial. 

4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal 
y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos. 
 
 
Artículo 19 
 

Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el 
territorio nacional. 

Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley 
establezca. Este derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos. 



 
Artículo 20 
 

1. Se reconocen y protegen los derechos: 
a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la 

palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción. 
b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica. 
c) A la libertad de cátedra. 
d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. 

La ley regulará el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de 
estas libertades. 

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura 
previa. 

3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de 
comunicación social dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a 
dichos medios de los grupos sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la 
sociedad y de las diversas lenguas de España. 

4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, 
en los preceptos de las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la 
intimidad, a la propia imagen y a la protección de la juventud y de la infancia. 

5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de 
información en virtud de resolución judicial. 
 
Artículo 21 
 

1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no 
necesitará autorización previa. 

2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará 
comunicación previa a la autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas 
de alteración del orden público, con peligro para personas o bienes. 
 
Artículo 22 
 

1. Se reconoce el derecho de asociación. 
2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son 

ilegales. 
3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un 

registro a los solos efectos de publicidad. 
4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud 

de resolución judicial motivada. 
5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar. 

 
 
 
 
Artículo 23 
 

1. Los ciudadanos tiene el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por 
medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal. 



2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y 
cargos públicos, con los requisitos que señalen las leyes. 
 
Artículo 24 
 

1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales 
en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse 
indefensión. 

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la 
defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un 
proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba 
pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la 
presunción de inocencia. 

La ley regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no se 
estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos. 
 
Artículo 25 
 

1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento 
de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente 
en aquel momento. 

2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la 
reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena 
de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este 
Capítulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido del fallo 
condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En todo caso, tendrá derecho a un 
trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social, así como al acceso 
a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad. 

3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, 
impliquen privación de libertad. 
 
Artículo 26 
 

Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las 
organizaciones profesionales. 
 
Artículo 27 
 

1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza. 
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el 

respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades 
fundamentales. 

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos 
reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita. 
5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una 

programación general de la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y 
la creación de centros docentes. 



6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros 
docentes, dentro del respeto a los principios constitucionales. 

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y 
gestión de todos los centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos 
que la ley establezca. 

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para 
garantizar el cumplimiento de las leyes. 

9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la 
ley establezca. 

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca. 
 
Artículo 28 
 

1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el 
ejercicio de este derecho a las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a 
disciplina militar y regulará las peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La 
libertad sindical comprende el derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como 
el derecho de los sindicatos a formar confederaciones y a formar organizaciones sindicales 
internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá ser obligado a afiliarse a un sindicato. 

2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. 
La ley que regule el ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el 
mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad. 
 
Artículo 29 
 

1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, 
en la forma y con los efectos que determine la ley. 

2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a 
disciplina militar podrán ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en 
su legislación específica. 
 

SECCIÓN 2ª 

De los derechos y deberes de los ciudadanos 

 
Artículo 30 
 

1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España. 
2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas 

garantías, la objeción de conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar 
obligatorio, pudiendo imponer, en su caso, una prestación social sustitutoria. 

3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general. 
4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave 

riesgo, catástrofe o calamidad pública. 
 
Artículo 31 
 



1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad 
económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y 
progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio. 

2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su 
programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía. 

3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público 
con arreglo a la ley. 
 
Artículo 32 
 

1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica. 
2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los 

derechos y deberes de los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos. 
 
Artículo 33 
 

1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia. 
2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes. 
3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad 

pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo 
dispuesto por las leyes. 
 
Artículo 34 
 

1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley. 
2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22. 

 
Artículo 35 
 

1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre 
elección de profesión u oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente 
para satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse 
discriminación por razón de sexo. 

2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores. 
 
Artículo 36 
 

La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios 
Profesionales y el ejercicio de las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento 
de los Colegios deberán ser democráticos. 
 
Artículo 37 
 

La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de 
los trabajadores y empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios. 

2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de 
conflicto colectivo. La ley que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones 
que puedan establecer, incluirá las garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los 
servicios esenciales de la comunidad. 



 
Artículo 38 
 

Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes 
públicos garantizan y protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las 
exigencias de la economía general y, en su caso, de la planificación. 
 

CAPITULO TERCERO 

De los principios rectores de la política social y económica 

 
Artículo 39 
 

1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia. 
2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales 

éstos ante la ley con independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado 
civil. La ley posibilitará la investigación de la paternidad. 

3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del 
matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda. 

4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan 
por sus derechos. 
 
Artículo 40 
 

1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y 
económico y para una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de 
una política de estabilidad económica. De manera especial realizarán una política orientada al 
pleno empleo. 

2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y 
readaptación profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el 
descanso necesario, mediante la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas 
retribuidas y la promoción de centros adecuados. 
 
Artículo 41 
 

Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los 
ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de 
necesidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias 
serán libres. 
 
Artículo 42 
 

El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales 
de los trabajadores españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno. 
 
Artículo 43 
 



1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud. 
2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas 

preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes 
de todos al respecto. 

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el 
deporte. 

Asimismo facilitarán la adecuada utilización del ocio. 
 
Artículo 44 
 

1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos 
tienen derecho. 

2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en 
beneficio del interés general. 
 
Artículo 45 
 

1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo 
de la persona, así como el deber de conservarlo. 

2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, 
con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, 
apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva. 

3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije 
se establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar 
el daño causado. 
 
Artículo 46 
 

Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del 
patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, 
cualquiera que sea su régimen jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados 
contra este patrimonio. 
 
Artículo 47 
 

Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los 
poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes 
para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés 
general para impedir la especulación. La comunidad participará en las plusvalías que genere la 
acción urbanística de los entes públicos. 
 
Artículo 48 
 

Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la 
juventud en el desarrollo político, social, económico y cultural. 
 
 
 
 



Artículo 49 
 

Los poderes públicos realizarán una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e 
integración de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a los que prestarán la atención 
especializada que requieran y los ampararán especialmente para el disfrute de los derechos que 
este Título otorga a todos los ciudadanos. 
 
Artículo 50 
 

Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente 
actualizadas, la suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con 
independencia de las obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de 
servicios sociales que atenderán sus problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio. 
 
Artículo 51 
 

1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, 
protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses 
económicos de los mismos. 

2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y 
usuarios, fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a 
aquéllos, en los términos que la ley establezca. 

3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio 
interior y el régimen de autorización de productos comerciales. 
 
Artículo 52 
 

La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los 
intereses económicos que les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser 
democráticos. 
 
 

CAPÍTULO CUARTO 

De las garantías de las libertades y derechos fundamentales 

 
Artículo 53 
 

1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título 
vinculan a todos los poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido 
esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 161, 1, a). 

2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en 
el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un 
procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del 
recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción 
de conciencia reconocida en el artículo 30. 

3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el 
Capítulo tercero informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los 



poderes públicos. Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que 
dispongan las leyes que los desarrollen. 
 
Artículo 54 
 

Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado 
de las Cortes Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este 
Título, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes 
Generales. 
 
 

CAPITULO QUINTO 

De la suspensión de los derechos y libertades 

 
Artículo 55 
 

1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, 
apartados 1, a) y d), y 5, artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser 
suspendidos cuando se acuerde la declaración del estado de excepción o de sitio en los términos 
previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 
17 para el supuesto de declaración de estado de excepción. 

2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual 
y con la necesaria intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos 
reconocidos en los artículos 17, apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para 
personas determinadas, en relación con las investigaciones correspondientes a la actuación de 
bandas armadas o elementos terroristas. 

La utilización injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica 
producirá responsabilidad penal, como violación de los derechos y libertades reconocidos por las 
leyes. 
 

 
TEMA 2 

 
LA CONSTITUCION 1978 Y LAS AUTONOMIAS: LAS COMUNIDADES 
AUTONOMAS: CONCEPTO. REQUISITOS. GRADOS DE AUTONOMIA 

 

De las Comunidades Autónomas 

 
Artículo 143 
 

1. En el ejercicio del derecho a la autonomía reconocido en el artículo 2 de la 
Constitución, las provincias limítrofes con características históricas, culturales y económicas 
comunes, los territorios insulares y las provincias con entidad regional histórica podrán acceder a 
su autogobierno y constituirse en Comunidades Autónomas con arreglo a lo previsto en este 
Título y en los respectivos Estatutos. 



2. La iniciativa del proceso autonómico corresponde a todas las Diputaciones interesadas 
o al órgano interinsular correspondiente y a las dos terceras partes de los municipios cuya 
población represente, al menos, la mayoría del censo electoral de cada provincia o isla. 

Estos requisitos deberán ser cumplidos en el plazo de seis meses desde el primer acuerdo 
adoptado al respecto por alguna de las Corporaciones locales interesadas. 

3. La iniciativa, en caso de no prosperar, solamente podrá reiterarse pasados cinco años. 
 
Artículo 144 
 

Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, podrán, por motivos de interés nacional: 
a) Autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito territorial no 

supere el de una provincia y no reúna las condiciones del apartado 1 del artículo 143. 
b) Autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que no estén 

integrados en la organización provincial. 
c) Sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales a que se refiere el apartado 2 del 

artículo 143. 
 
Artículo 145 
 

1. En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas. 
2. Los Estatutos podrán prever los supuestos, requisitos y términos en que las 

Comunidades Autónomas podrán celebrar convenios entre sí para la gestión y prestación de 
servicios propios de las mismas, así como el carácter y efectos de la correspondiente 
comunicación a las Cortes Generales. En los demás supuestos, los acuerdos de cooperación entre 
las Comunidades Autónomas necesitarán la autorización de las Cortes Generales. 
 
Artículo 146 
 

El proyecto de Estatuto será elaborado por una asamblea compuesta por los miembros de 
la Diputación u órgano interinsular de las provincias afectadas y por los Diputados y Senadores 
elegidos en ellas y será elevado a las Cortes Generales para su tramitación como ley. 
 
Artículo 147 
 

1. Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos serán la norma 
institucional básica de cada Comunidad Autónoma y el Estado los reconocerá y amparará como 
parte integrante de su ordenamiento jurídico. 

2. Los Estatutos de autonomía deberán contener: 
a) La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad histórica. 
b) La delimitación de su territorio. 
c) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias. 
d) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las bases 

para el traspaso de los servicios correspondientes a las mismas. 
3. La reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los mismos y 

requerirá, en todo caso, la aprobación por las Cortes Generales, mediante ley orgánica. 
 
Artículo 148 
 

1. Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias: 



1.ª Organización de sus instituciones de autogobierno. 
2.ª Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en 

general, las funciones que correspondan a la Administración del Estado sobre las Corporaciones 
locales y cuya transferencia autorice la legislación sobre Régimen Local. 

3.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda. 
4.ª Las obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma en su propio territorio. 
5.ª Los ferrocarriles y carreteras cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio 

de la Comunidad Autónoma y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por estos 
medios o por cable. 

6.ª Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que no 
desarrollen actividades comerciales. 

7.ª La agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía. 
8.ª Los montes y aprovechamientos forestales. 
9.ª La gestión en materia de protección del medio ambiente. 
10.ª Los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, 

canales y regadíos de interés de la Comunidad Autónoma; las aguas minerales y termales. 
11.ª La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la caza y la pesca fluvial. 
12.ª Ferias interiores. 
13.ª El fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los 

objetivos marcados por la política económica nacional. 
14.ª La artesanía. 
15.ª Museos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la Comunidad 

Autónoma. 
16.ª Patrimonio monumental de interés de la Comunidad Autónoma. 
17.ª El fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de la 

lengua de la Comunidad Autónoma. 
18.ª Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial. 
19.ª Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio. 
20.ª Asistencia social. 
21.ª Sanidad e higiene. 
22.ª La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. La coordinación y demás 

facultades en relación con las policías locales en los términos que establezca una ley orgánica. 
2. Transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades 

Autónomas podrán ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco establecido en el 
artículo 149. 
 
Artículo 149 
 

1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: 
1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los 

españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales. 
2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo. 
3.ª Relaciones internacionales. 
4.ª Defensa y Fuerzas Armadas. 
5.ª Administración de Justicia. 
6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las 

necesarias especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho 
sustantivo de las Comunidades Autónomas. 



7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades 
Autónomas. 

8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las 
Comunidades Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan. 

En todo caso, las reglas relativas a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, 
relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de matrimonio, ordenación de los registros e 
instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales, normas para resolver los conflictos 
de leyes y determinación de las fuentes del derecho, con respeto, en este último caso, a las normas 
de derecho foral o especial. 

9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial. 
10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior. 
11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación de 

crédito, banca y seguros. 
12.ª Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial. 
13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica. 
14.ª Hacienda general y Deuda del Estado. 
15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica. 
16.ª Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre 

productos farmacéuticos. 
17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la 

ejecución de sus servicios por las Comunidades Autónomas. 
18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen 

estatutario de sus funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento 
común ante ellas; el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades 
derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre 
expropiación forzosa; legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas y el 
sistema de responsabilidad de todas las Administraciones públicas. 

19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector se 
atribuyan a las Comunidades Autónomas. 

20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales 
marítimas; puertos de interés general; aeropuertos de interés general; control del espacio aéreo, 
tránsito y transporte aéreo, servicio meteorológico y matriculación de aeronaves. 

21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una 
Comunidad Autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y circulación de vehículos a 
motor; correos y telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y radiocomunicación. 

22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos 
cuando las aguas discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la autorización de las 
instalaciones eléctricas cuando su aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte de 
energía salga de su ámbito territorial. 

23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las 
facultades de las Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. La 
legislación básica sobre montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias. 

24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una Comunidad 
Autónoma. 

25.ª Bases de régimen minero y energético. 
26.ª Régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos. 
27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los 

medios de comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y ejecución 
correspondan a las Comunidades Autónomas. 



28.ª Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la 
exportación y la expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, sin perjuicio de 
su gestión por parte de las Comunidades Autónomas. 

29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las 
Comunidades Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco 
de lo que disponga una ley orgánica. 

30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos 
académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, 
a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia. 

31.ª Estadística para fines estatales. 
32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de referéndum. 
2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el 

Estado considerará el servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la 
comunicación cultural entre las Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas. 

3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán 
corresponder a las Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La 
competencia sobre las materias que no se hayan asumido por los Estatutos de Autonomía 
corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso de conflicto, sobre las de las 
Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva competencia de éstas. El 
derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades Autónomas. 
 
Artículo 150 
 

1. Las Cortes Generales, en materias de competencia estatal, podrán atribuir a todas o a 
alguna de las Comunidades Autónomas la facultad de dictar, para sí mismas, normas legislativas 
en el marco de los principios, bases y directrices fijados por una ley estatal. Sin perjuicio de la 
competencia de los Tribunales, en cada ley marco se establecerá la modalidad del control de las 
Cortes Generales sobre estas normas legislativas de las Comunidades Autónomas. 

2. El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante ley 
orgánica, facultades correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza 
sean susceptibles de transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la correspondiente 
transferencia de medios financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado. 

3. El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar 
las disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de materias 
atribuidas a la competencia de éstas, cuando así lo exija el interés general. Corresponde a las 
Cortes Generales, por mayoría absoluta de cada Cámara, la apreciación de esta necesidad. 
 
Artículo 151 
 

1. No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años, a que se refiere el apartado 2 
del artículo 148, cuando la iniciativa del proceso autonómico sea acordada dentro del plazo del 
artículo 143.2, además de por las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por 
las tres cuartas partes de los municipios de cada una de las provincias afectadas que representen, 
al menos, la mayoría del censo electoral de cada una de ellas y dicha iniciativa sea ratificada 
mediante referéndum por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de los electores de cada 
provincia en los términos que establezca una ley orgánica. 

2. En el supuesto previsto en el apartado anterior, el procedimiento para la elaboración del 
Estatuto será el siguiente: 



1.º El Gobierno convocará a todos los Diputados y Senadores elegidos en las 
circunscripciones comprendidas en el ámbito territorial que pretenda acceder al autogobierno, 
para que se constituyan en Asamblea, a los solos efectos de elaborar el correspondiente proyecto 
de Estatuto de autonomía, mediante el acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros. 

2.º Aprobado el proyecto de Estatuto por la Asamblea de Parlamentarios, se remitirá a la 
Comisión Constitucional del Congreso, la cual, dentro del plazo de dos meses, lo examinará con 
el concurso y asistencia de una delegación de la Asamblea proponente para determinar de común 
acuerdo su formulación definitiva. 

3.º Si se alcanzare dicho acuerdo, el texto resultante será sometido a referéndum del 
cuerpo electoral de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado Estatuto. 

4.º Si el proyecto de Estatuto es aprobado en cada provincia por la mayoría de los votos 
válidamente emitidos, será elevado a las Cortes Generales. Los plenos de ambas Cámaras 
decidirán sobre el texto mediante un voto de ratificación. Aprobado el Estatuto, el Rey lo 
sancionará y lo promulgará como ley. 

5.º De no alcanzarse el acuerdo a que se refiere el apartado 2 de este número, el proyecto 
de Estatuto será tramitado como proyecto de ley ante las Cortes Generales. El texto aprobado por 
éstas será sometido a referéndum del cuerpo electoral de las provincias comprendidas en el 
ámbito territorial del proyectado Estatuto. En caso de ser aprobado por la mayoría de los votos 
válidamente emitidos en cada provincia, procederá su promulgación en los términos del párrafo 
anterior. 3. En los casos de los párrafos 4.º y 5.º del apartado anterior, la no aprobación del 
proyecto de Estatuto por una o varias provincias no impedirá la constitución entre las restantes de 
la Comunidad Autónoma proyectada, en la forma que establezca la ley orgánica prevista en el 
apartado 1 de este artículo. 
 
Artículo 152 
 

1. En los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo anterior, la 
organización institucional autonómica se basará en una Asamblea Legislativa, elegida por 
sufragio universal, con arreglo a un sistema de representación proporcional que asegure, además, 
la representación de las diversas zonas del territorio; un Consejo de Gobierno con funciones 
ejecutivas y administrativas y un Presidente, elegido por la Asamblea, de entre sus miembros, y 
nombrado por el Rey, al que corresponde la dirección del Consejo de Gobierno, la suprema 
representación de la respectiva Comunidad y la ordinaria del Estado en aquélla. El Presidente y 
los miembros del Consejo de Gobierno serán políticamente responsables ante la Asamblea. 

Un Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al 
Tribunal Supremo, culminará la organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad 
Autónoma. En los Estatutos de las Comunidades Autónomas podrán establecerse los supuestos y 
las formas de participación de aquéllas en la organización de las demarcaciones judiciales del 
territorio. Todo ello de conformidad con lo previsto en la ley orgánica del poder judicial y dentro 
de la unidad e independencia de éste. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 123, las sucesivas instancias procesales, en su 
caso, se agotarán ante órganos judiciales radicados en el mismo territorio de la Comunidad 
Autónoma en que esté el órgano competente en primera instancia. 

2. Una vez sancionados y promulgados los respectivos Estatutos, solamente podrán ser 
modificados mediante los procedimientos en ellos establecidos y con referéndum entre los 
electores inscritos en los censos correspondientes. 

3. Mediante la agrupación de municipios limítrofes, los Estatutos podrán establecer 
circunscripciones territoriales propias, que gozarán de plena personalidad jurídica. 
 



Artículo 153 
 

El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas se ejercerá: 
a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de sus disposiciones 

normativas con fuerza de ley. 
b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del ejercicio de funciones 

delegadas a que se refiere el apartado 2 del artículo 150. 
c) Por la jurisdicción contencioso-administrativa, el de la administración autónoma y sus 

normas reglamentarias. 
d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario. 

 
Artículo 154 
 

Un Delegado nombrado por el Gobierno dirigirá la Administración del Estado en el 
territorio de la Comunidad Autónoma y la coordinará, cuando proceda, con la administración 
propia de la Comunidad. 
 
Artículo 155 
 

1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u otras 
leyes le impongan, o actuare de forma que atente gravemente al interés general de España, el 
Gobierno, previo requerimiento al Presidente de la Comunidad Autónoma y, en el caso de no ser 
atendido, con la aprobación por mayoría absoluta del Senado, podrá adoptar las medidas 
necesarias para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de dichas obligaciones o para la 
protección del mencionado interés general. 

2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno podrá 
dar instrucciones a todas las autoridades de las Comunidades Autónomas. 
 
Artículo 156 
 

1. Las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y 
ejecución de sus competencias con arreglo a los principios de coordinación con la Hacienda 
estatal y de solidaridad entre todos los españoles. 

2. Las Comunidades Autónomas podrán actuar como delegados o colaboradores del 
Estado para la recaudación, la gestión y la liquidación de los recursos tributarios de aquél, de 
acuerdo con las leyes y los Estatutos. 
 
Artículo 157 
 

1. Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por: 
a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; recargos sobre impuestos 

estatales y otras participaciones en los ingresos del Estado. 
b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales. 
c) Transferencias de un Fondo de Compensación interterritorial y otras asignaciones con 

cargo a los Presupuestos Generales del Estado. 
d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado. 
e) El producto de las operaciones de crédito. 



2. Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias 
sobre bienes situados fuera de su territorio o que supongan obstáculo para la libre circulación de 
mercancías o servicios. 

3. Mediante ley orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias financieras 
enumeradas en el precedente apartado 1, las normas para resolver los conflictos que pudieran 
surgir y las posibles formas de colaboración financiera entre las Comunidades 
Autónomas y el Estado. 
 
Artículo 158 
 

1. En los Presupuestos Generales del Estado podrá establecerse una asignación a las 
Comunidades Autónomas en función del volumen de los servicios y actividades estatales que 
hayan asumido y de la garantía de un nivel mínimo en la prestación de los servicios públicos 
fundamentales en todo el territorio español. 

2. Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo el 
principio de solidaridad, se constituirá un Fondo de Compensación con destino a gastos de 
inversión, cuyos recursos serán distribuidos por las Cortes Generales entre las Comunidades 
Autónomas y provincias, en su caso. 

 
 

 
TEMA 3 

 
LOS ESTATUTOS DE AUTONOMIA: CONCEPTO Y NATURALEZA. EL ESTATUTO 

DE AUTONOMIA DEL PAIS VASCO: EL TITULO PRELIMINAR. LAS 
COMPETENCIAS DEL PAIS VASCO: EXCLUSIVAS, DE DESARROLLO 

LEGISLATIVO Y DE EJECUCION 

 
 

TÍTULO PRELIMINAR 
 
Artículo 1 
El Pueblo Vasco o Euskal Herria, como expresión de su nacionalidad, y para acceder a su 
autogobierno, se constituye en Comunidad Autónoma dentro del Estado español bajo la 
denominación de Euskadi o País Vasco, de acuerdo con la Constitución y con el presente Estatuto, 
que es su norma institucional básica. 
 
Artículo 2 
1.- Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, así como Navarra, tienen derecho a formar parte de la 
Comunidad Autónoma del País Vasco. 
2.- El territorio de la Comunidad Autónoma del País Vasco quedará integrado por los Territorios 
Históricos que coinciden con las provincias, en sus actuales límites, de Álava, Guipúzcoa y 
Vizcaya, así como la de Navarra, en el supuesto de que esta última decida su incorporación de 
acuerdo con el procedimiento establecido en la disposición transitoria cuarta de la Constitución. 
 
Artículo 3 



Cada uno de los Territorios Históricos que integran el País Vasco podrán, en el seno del mismo, 
conservar o, en su caso, restablecer y actualizar su organización e instituciones privativas de 
autogobierno. 
 
Artículo 4 
La designación de la sede de las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma del País 
Vasco se hará mediante Ley del Parlamento Vasco y dentro del territorio de la Comunidad 
Autónoma. 
 
Artículo 5 
1.- La bandera del País Vasco es la bicrucífera, compuesta de aspa verde, cruz blanca superpuesta 
y fondo rojo. 
2.- Asimismo, se reconocen las banderas y enseñas propias de los Territorios Históricos que 
integran la Comunidad Autónoma. 
 
 
Artículo 6 
1.- El euskera, lengua propia del Pueblo Vasco, tendrá, como el castellano, carácter de lengua 
oficial en Euskadi, y todos sus habitantes tienen el derecho a conocer y usar ambas lenguas. 
2.- Las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma, teniendo en cuenta la diversidad 
socio-lingüística del País Vasco, garantizarán el uso de ambas lenguas, regulando su carácter 
oficial, y arbitrarán y regularán las medidas y medios necesarios para asegurar su conocimiento. 
3.- Nadie podrá ser discriminado por razón de la lengua. 
4.- La Real Academia de la Lengua Vasca-Euskaltzaindia es institución consultiva oficial en lo 
referente al euskera. 
5.- Por ser el euskera patrimonio de otros territorios vascos y comunidades, además de los 
vínculos y correspondencia que mantengan las instituciones académicas y culturales, la 
Comunidad Autónoma del País Vasco podrá solicitar del Gobierno español que celebre y 
presente, en su caso, a las Cortes Generales, para su autorización, los tratados o convenios que 
permitan el establecimiento de relaciones culturales con los Estados donde se integran o residan 
aquellos territorios y comunidades, a fin de salvaguardar y fomentar el euskera. 
 
Artículo 7 
1.- A los efectos del presente Estatuto tendrán la condición política de vascos quienes tengan la 
vecindad administrativa, de acuerdo con las Leyes generales del Estado, en cualquiera de los 
municipios integrados en el territorio de la Comunidad Autónoma. 
2.- Los residentes en el extranjero, así como sus descendientes, si así lo solicitaren, gozarán de 
idénticos derechos políticos que los residentes en el País Vasco, si hubieran tenido su última 
vecindad administrativa en Euskadi, siempre que conserven la nacionalidad española. 
 
Artículo 8 
Podrán agregarse a la Comunidad Autónoma del País Vasco otros territorios o municipios que 
estuvieran enclavados en su totalidad dentro del territorio de la misma, mediante el cumplimiento 
de los requisitos siguientes: 
a) Que soliciten la incorporación el Ayuntamiento o la mayoría de los Ayuntamientos interesados, 
y que se oiga a la Comunidad o provincia a la que pertenezcan los Territorios o Municipios a 
agregar. 



b) Que lo acuerden los habitantes de dicho Municipio o Territorio mediante referéndum 
expresamente convocado, previa la autorización competente al efecto y aprobado por mayoría de 
los votos válidos emitidos. 
c) Que lo aprueben el Parlamento del País Vasco y posteriormente las Cortes Generales del 
Estado mediante Ley Orgánica. 
 
Artículo 9 
1.- Los derechos y deberes fundamentales de los ciudadanos del País Vasco son los establecidos 
en la Constitución. 
2.- Los poderes públicos vascos, en el ámbito de su competencia: 
a) Velarán y garantizarán el adecuado ejercicio de los derechos y deberes fundamentales de los 
ciudadanos. 
b) Impulsarán particularmente una política tendente a la mejora de las condiciones de vida y 
trabajo. 
c) Adoptarán aquellas medidas que tiendan a fomentar el incremento del empleo y la estabilidad 
económica. 
d) Adoptarán aquellas medidas dirigidas a promover las condiciones y a remover los obstáculos 
para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean efectivas y 
reales. 
e) Facilitarán la participación de todos los ciudadanos en la vida política, ecónomica, cultural y 
social del País Vasco. 
 
 

TÍTULO I - DE LAS COMPETENCIAS DEL PAÍS VASCO 
 
Artículo 10 
La Comunidad Autónoma del País Vasco tiene competencia exclusiva en las siguientes materias: 
1.- Demarcaciones territoriales municipales, sin perjuicio de las facultades correspondientes a los 
Territorios Históricos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 37 de este Estatuto. 
2.- Organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno dentro de las 
normas del presente Estatuto. 
3.- Legislación electoral interior que afecte al Parlamento Vasco, Juntas Generales y Diputaciones 
Forales, en los términos previstos por el presente Estatuto y sin perjuicio de las facultades 
correspondientes a los Territorios Históricos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 37 del 
mismo. 
4.- Régimen Local y Estatuto de los Funcionarios del País Vasco y de su Administración Local, 
sin perjuicio de los establecido en el artículo 149.1.18º de la Constitución. 
5.- Conservación, modificación y desarrollo del Derecho Civil Foral y especial, escrito o 
consuetudinario propio de los Territorios Históricos que integran el País Vasco y la fijación del 
ámbito territorial de su vigencia. 
6.- Normas procesales y de procedimientos administrativos y económico-administrativo que se 
deriven de las especialidades del derecho sustantivo y de la organización propia del País Vasco. 
7.- Bienes de dominio público y patrimoniales cuya titularidad corresponda a la Comunidad 
Autónoma, así como las servidumbres públicas en materias de sus competencias. 
8.- Montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias y pastos, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 149.1.23º de la Constitución. 
9.- Agricultura y Ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía. 
10.- Pesca en aguas interiores, marisqueo y acuicultura, caza y pesca fluvial y lacustre. 



11.- Aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos cuando las aguas discurran íntegramente 
dentro del País Vasco, instalaciones de producción, distribución y transporte de energía, cuando 
este transporte no salga de su territorio y su aprovechamiento no afecte a otra provincia o 
Comunidad Autónoma; aguas minerales, termales y subterráneas. Todo ello sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 149.1.25º de la Constitución. 
12.- Asistencia social. 
13.- Fundaciones y Asociaciones de carácter docente, cultural, artístico, benéfico, asistencial y 
similares, en tanto desarrollen principalmente sus funciones en el País Vasco. 
14.- Organización, régimen y funcionamiento de las Instituciones y establecimientos de 
protección y tutela de menores, penitenciarios y de reinserción social, conforme a la legislación 
general en materia civil, penal y penitenciaria. 
15.- Ordenación farmacéutica de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 149.1.16º de la 
Constitución, e higiene, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 18 de este Estatuto. 
16.- Investigación científica y técnica en coordinación con el Estado. 
17.- Cultura, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.2 de la Constitución. 
18.- Instituciones relacionadas con el fomento y enseñanza de las Bellas Artes. Artesanía. 
19.- Patrimonio histórico, artístico, monumental, arqueológico y científico, asumiendo la 
Comunidad Autónoma el cumplimiento de las normas y obligaciones que establezca el Estado 
para la defensa de dicho patrimonio contra la exportación y la expoliación. 
20.- Archivos, Bibliotecas y Museos que no sean de titularidad estatal. 
21.- Cámaras Agrarias, de la Propiedad, Cofradías de Pescadores, Cámaras de Comercio, 
Industria y Navegación, sin perjuicio de la competencia del Estado en materia de comercio 
exterior. 
22.- Colegios Profesionales y ejercicio de las profesiones tituladas, sin perjuicio de lo dispuesto 
en los artículos 36 y 139 de la Constitución. Nombramiento de Notarios de acuerdo con las Leyes 
del Estado. 
23.- Cooperativas, Mutualidades no integradas en la Seguridad Social y Pósitos, conforme a la 
legislación general en materia mercantil. 
24.- Sector público propio del País Vasco en cuanto no esté afectado por otras normas de este 
Estatuto. 
25.- Promoción, desarrollo económico y planificación de la actividad económica del País Vasco 
de acuerdo con la ordenación general de la economía. 
26.- Instituciones de crédito corporativo, público y territorial y Cajas de Ahorro, en el marco de 
las bases que sobre ordenación del crédito y la banca dicte el Estado y de la política monetaria 
general. 
27.- Comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, la libre circulación de bienes 
en el territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la competencia. Ferias y mercados 
interiores. Denominaciones de origen y publicidad en colaboración con el Estado. 
28.- Defensa del consumidor y del usuario en los términos del apartado anterior. 
29.- Establecimiento y regulación de Bolsas de Comercio y demás centros de contratación de 
mercancías y de valores conforme a la legislación mercantil. 
30.- Industria, con exclusión de la instalación, ampliación y traslado de industrias sujetas a 
normas especiales por razones de seguridad, interés militar y sanitario y aquellas que precisen de 
legislación específica para estas funciones, y las que requieran de contratos previos de 
transferencia de tecnología extranjera. En la reestructuración de sectores industriales corresponde 
al País Vasco el desarrollo y ejecución de los planes establecidos por el Estado. 
31.- Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda. 
32.- Ferrocarriles, transportes terrestres, marítimos, fluviales y por cable, puertos, helipuertos, 
aeropuertos y Servicio Meteorológico del País Vasco, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 



149.1.20º de la Constitución. Centros de contratación y terminales de carga en materia de 
transportes. 
33.- Obras Públicas que no tengan la calificación legal de interés general o cuya realización no 
afecte a otros territorios. 
34.- En materia de carreteras y caminos, además de las competencias contenidas en el apartado 5, 
número 1, del artículo 148 de la Constitución, las Diputaciones Forales de los Territorios 
Históricos conservarán íntegramente el régimen jurídico y competencias que ostenten o que, en su 
caso, hayan de recobrar a tenor del artículo 3 de este Estatuto. 
35.- Casinos, juegos y apuestas, con excepción de las Apuestas Mutuas Deportivas Benéficas. 
36.- Turismo y Deporte. Ocio y esparcimiento. 
37.- Estadística del País Vasco para sus propios fines y competencias. 
38.- Espactáculos. 
39.- Desarrollo comunitario. Condición femenina. Política infantil, juvenil y de la tercera edad. 
 
Artículo 11 
1.- Es de competencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco el desarrollo legislativo y la 
ejecución dentro de su territorio de la legislación básica del Estado en las siguientes materias: 
a) Medio ambiente y ecología. 
b) Expropiación forzosa, contratos y concesiones administrativas, en el ámbito de sus 
competencias, y sistema de responsabilidad de la Administración del País Vasco. 
c) Ordenación del sector pesquero del País Vasco. 
2.- Es también de competencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco el desarrollo 
legislativo y la ejecución, dentro de su territorio, de las bases, en los términos que las mismas 
señalen, en las siguientes materias: 
a) Ordenación del crédito, banca y seguros. 
b) Reserva al sector público de recursos o servicios esenciales, especialmente en caso de 
monopolio, e intervención de empresas cuando lo exija el interés general. 
c) Régimen minero y energético. Recursos geotérmicos. 
 
Artículo 12 
Corresponde a la Comunidad Autónoma del País Vasco la ejecución de la legislación del Estado 
en las materis siguientes: 
1.- Legislación penitenciaria. 
2.- Legislación laboral, asumiendo las facultades y competencias que en este terreno ostenta 
actualmente el Estado respecto a las relaciones laborales; también la facultad de organizar, dirigir 
y tutelar, con la alta inspección del Estado, los servicios de éste para la ejecución de la legislación 
laboral, procurando que las condiciones de trabajo se adecuen al nivel del desarrollo y progreso 
social, promoviendo la cualificación de los trabajadores y su formación integral. 
3.- Nombramiento de Registradores de la Propiedad, Agentes de Cambio y Bolsa y Corredores de 
Comercio. Intervención en la fijación de las demarcaciones correspondientes en su caso. 
4.- Propiedad intelectual e industrial. 
5.- Pesas y medidas; contraste de metales. 
6.- Ferias internacionales celebradas en el País Vasco. 
7.- Sector público estatal en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, la que tendrá 
participación en los casos y actividades que proceda. 
8.- Puertos y aeropuertos con calificación del interés general, cuando el Estado no se reserve su 
gestión directa. 
9.- Ordenación del transporte de mercancías y viajeros que tengan su origen y destino dentro del 
territorio de la Comunidad Autónoma, aunque discurran sobre las infraestructuras de titularidad 



estatal a que hace referencia el número 21 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, sin 
perjuicio de la ejecución directa que se reserve el Estado. 
10.- Salvamento marítimo y vertidos industriales y contaminantes en las aguas territoriales del 
Estado correspondientes al litoral vasco. 
 
Artículo 13 
1.- En relación con la Administración de Justicia, exceptuada la jurisdicción militar, la 
Comunidad Autónoma del País Vasco ejercerá en su territorio las facultades que las Leyes 
Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo General del Poder Judicial reconozcan, reserven o 
atribuyan al Gobierno. 
2.- Corresponde íntegramente al Estado, de conformidad con las Leyes Generales, el derecho de 
gracia y la organización y el funcionamiento del Ministerio Fiscal. 
 
Artículo 14 
1.- La competencia de los órganos jurisdiccionales en el País Vasco se extiende: 
a) En el orden civil, a todas las instancias y grados, incluidos los recursos de casación y de 
revisión en la materias del Derecho Civil Foral propio del País Vasco. 
b) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, con excepción de los recursos de 
casación y de revisión. 
c) En el orden contencioso-administrativo, a todas las instancias y grados cuando se trate de actos 
dictados por la Administración del País Vasco, en las materias cuya legislación exclusiva 
corresponde a la Comunidad Autónoma, y, en primera instancia, cuando se trate de actos dictados 
por la Administración del Estado. 
d) A las cuestiones de competencia entre órganos judiciales del País Vasco. 
e) A los recursos sobre calificación de documentos referentes al Derecho privativo vasco que 
deban tener acceso a los Registros de la Propiedad. 
2.- En las restantes materias se podrán interponer ante el Tribunal Supremo los recursos que, 
según las leyes, procedan. El Tribunal Supremo resolverá también los conflictos de competencia y 
de jurisdicción entre los órganos judiciales del País Vasco y los demás del Estado. 
 
Artículo 15 
Corresponde al País Vasco la creación y organización mediante ley de su Parlamento y con 
respecto a la institución establecida por el artículo 54 de la Constitución, de un órgano similar que 
en coordinación con aquélla ejerza las funciones a las que se refiere el mencionado artículo y 
cualesquiera otras que el Parlamento Vasco pueda encomendarle. 
 
Artículo 16 
En aplicación de lo dispuesto en la disposición adicional primera de la Constitución, es de la 
competencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco la enseñanza en toda su extensión, 
niveles y grados, modalidades y especialidades, sin perjuicio del artículo 27 de la Constitución y 
Leyes Orgánicas que lo desarrollen, de las facultades que atribuye al Estado el artículo 149.1.30º 
de la misma y de la alta inspección necesaria para su cumplimiento y garantía. 
 
Artículo 17 
1.- Mediante el proceso de actualización del régimen foral previsto en la disposición adicional 
primera de la Constitución, corresponderá a las instituciones del País Vasco, en la forma que se 
determina en este Estatuto, el régimen de la Policía Autónoma para la protección de las personas y 
bienes y el mantenimiento del orden público dentro del territorio autónomo, quedando reservados 
en todo caso a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado los servicios policiales de carácter 



extracomunitario y supracomunitario, como la vigilancia de puertos, aeropuertos, costas y 
fronteras, aduanas, control de entrada y salida en territorio nacional de españoles y extranjeros, 
régimen general de extranjería, extradición y expulsión, emigración e inmigración, pasaportes y 
documento nacional de identidad, armas y explosivos, resguardo fiscal del Estado, contrabando y 
fraude fiscal al Estado. 
2.- El mando supremo de la Policía Autónoma Vasca corresponde al Gobierno del País Vasco, sin 
perjuicio de las competencias que pueden tener las Diputaciones Forales y Corporaciones Locales. 
3.- La Policía Judicial y Cuerpos que actúen en estas funciones se organizarán al servicio y bajo la 
vigilancia de la Administración de Justicia en los términos que dispongan las leyes procesales. 
4.- Para la coordinación entre la Policía Autónoma y los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del 
Estado existirá una Junta de Seguridad formada, en número igual, por representantes del Estado y 
de la Comunidad Autónoma. 
5.- Inicialmente, las Policías Autónomas del País Vasco estarán constituidas por: 
a) El Cuerpo de Miñones de la Diputación Foral de Álava, existente en la actualidad. 
b) Los Cuerpos de Miñones y Miqueletes dependientes de las Diputaciones de Vizcaya y 
Guipúzcoa que se restablecen mediante este precepto. 
Posteriormente las instituciones del País Vasco podrán acordar refundir en un solo Cuerpo los 
mencionados en los apartados anteriores, o proceder a la reorganización precisa para el 
cumplimiento de las competencias asumidas. 
Todo ello sin perjuicio de la subsistencia, a los efectos de representación y tradicionales, de los 
Cuerpos de Miñones y Miqueletes. 
6.- No obstante lo dispuesto en los números anteriores, los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del 
Estado podrán intervenir en el mantenimiento del orden público en la Comunidad Autónoma en 
los siguientes casos: 
a) A requerimiento del Gobierno del País Vasco, cesando la intervención a instancias del mismo. 
b) Por propia iniciativa, cuando estimen que el interés general del Estado está gravemente 
comprometido, siendo necesaria la aprobación de la Junta de Seguridad a que hace referencia el 
número 4 de este artículo. En supuestos de especial urgencia y para cumplir las funciones que 
directamente les encomienda la Constitución, los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado 
podrán intervenir bajo la responsabilidad exclusiva del Gobierno, dando éste cuenta a las Cortes 
Generales. Las Cortes Generales, a través de los procedimientos constitucionales, podrán ejercitar 
las competencias que les correspondan. 
7.- En los casos de declaración del estado de alarma, excepción o sitio, todas las fuerzas policiales 
del País Vasco quedarán a las órdenes directas de la autoridad civil o militar que en su caso 
corresponda, de acuerdo con la legislación que regule estas materias. 
 
Artículo 18 
1.- Corresponde al País Vasco el desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del 
Estado en materia de Sanidad Interior. 
2.- En materia de Seguridad Social, corresponderá al País Vasco: 
a) El desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado, salvo las normas que 
configuran el régimen económico de la misma. 
b) La gestión del régimen económico de la Seguridad Social. 
3.- Corresponderá también al País Vasco la ejecución de la legislación del Estado sobre productos 
farmacéuticos. 
4.- La Comunidad Autónoma podrá organizar y administrar a tales fines, dentro de su territorio, 
todos los servicios relacionados con las materias antes expresadas y ejercerá la tutela de las 
instituciones, entidades y fundaciones en materia de Sanidad y de Seguridad Social, reservándose 



el Estado la alta inspección conducente al cumplimiento de las funciones y competencias 
contenidas en este artículo. 
5.- Los poderes públicos vascos ajustarán el ejercicio de las competencias que asuman en materia 
de Sanidad y de Seguridad Social a criterios de participación democrática de todos los 
interesados, así como de los sindicatos de trabajadores y asociaciones empresariales en los 
términos que la ley establezca. 
 
Artículo 19 
1.- Corresponde al País Vasco el desarrollo legislativo de las normas básicas del Estado en 
materia de medios de comunicación social, respetando en todo caso lo que dispone el artículo 20 
de la Constitución. 
2.- La ejecución en las materias a que se refiere el párrafo anterior se coordinará con la del Estado, 
con respecto a la reglamentación específica aplicable a los medios de titularidad estatal. 
3.- De acuerdo con lo dispuesto en el párrafo primero de este artículo, el País Vasco podrá 
regular, crear y mantener su propia televisión, radio y prensa, y, en general, todos los medios de 
comunicación social para el cumplimiento de sus fines. 
 
Artículo 20 
1.- El País Vasco tendrá competencias legislativas y de ejecución en las demás materias que por 
ley orgánica le transfiera o delegue el Estado según la Constitución, a petición del Parlamento 
Vasco. 
2.- La Comunidad Autónoma del País Vasco podrá dictar la correspondiente legislación en los 
términos del artículo 150.1 de la Constitución, cuando las Cortes Generales aprueben las leyes 
marco a que se refiere dicho precepto. 
3.- El País Vasco ejecutará los tratados y convenios en todo lo que afecte a las materias atribuidas 
a su competencia en este Estatuto. Ningún tratado o convenio podrá afectar a las atribuciones y 
competencias del País Vasco, si no es mediante el procedimiento del artículo 152.2 de la 
Constitución, salvo en lo previsto en el artículo 93 de la misma. 
4.- Las funciones de ejecución que este Estatuto atribuye a la Comunidad Autónoma del País 
Vasco en aquellas materias que no sean de su competencia exclusiva comprenden la potestad de 
administración, así como, en su caso, la de dictar reglamentos internos de organización de los 
servicios correspondientes. 
5.- El Gobierno Vasco será informado en la elaboración de los tratados y convenios así como de 
los proyectos de legislación aduanera, en cuanto afecten a materias de específico interés para el 
País Vasco. 
6.- Salvo disposición expresa en contrario, todas las competencias mencionadas en los artículos 
anteriores y otros del presente Estatuto se entienden referidas al ámbito territorial del País Vasco. 
 
Artículo 21 
El derecho emanado del País Vasco en las materias de su competencia exclusiva es el aplicable 
con preferencia a cualquier otro, y sólo en su defecto será de aplicación supletoria el derecho del 
Estado. 
 
Artículo 22 
1.- La Comunidad Autónoma podrá celebrar convenios con otras Comunidades Autónomas para 
la gestión y prestación de servicios propios de la exclusiva competencia de las mismas. La 
celebración de los citados convenios, antes de su entrada en vigor, deberá ser comunicada a las 
Cortes Generales. Si las Cortes Generales o alguna de las Cámaras manifestaran reparos en el 
plazo de 30 días a partir de la recepción de la comunicación, el convenio deberá seguir el trámite 



previsto en el párrafo tercero de este artículo. Si transcurrido dicho plazo no se hubiesen 
manifestado reparos, el convenio entrará en vigor. 
2.- La Comunidad Autónoma podrá celebrar convenios con otro Territorio Histórico foral para la 
gestión y prestación de servicios propios correspondientes a las materias de su competencia, 
siendo necesaria su comunicación a las Cortes Generales. A los veinte días de haberse efectuado 
esta comunicación, los convenios entrarán en vigor. 
3.- La Comunidad Autónoma podrá establecer también acuerdos de cooperación con otras 
Comunidades Autónomas previa autorización de las Cortes Generales. 
 
Artículo 23 
1.- La Administración Civil del Estado en el territorio vasco se adecuará al ámbito geográfico de 
la Comunidad Autónoma. 
2.- De conformidad con el artículo 154 de la Constitución, un delegado nombrado por el Gobierno 
la dirigirá y la coordinará, cuando proceda, con la Administración propia de la Comunidad 
Autónoma. 
 
 
 
 
 

 
TEMA 4 

 
EL MUNICIPIO: DEFINICION Y ELEMENTOS. COMPETENCIAS MUNICIPALES. 
ORGANIZACIÓN MUNICIPAL: EL PLENO. EL ALCALDE Y LOS TENIENTES DE 

ALCALDE. LA JUNTA DE GOBIERNO. OTROS ORGANOS MUNICIPALES 

 
 

TITULO II 
 

EL MUNICIPIO 
 
 Artículo 11. 
 1. El Municipio es la Entidad local básica de la organización territorial del Estado. Tiene 
personalidad jurídica y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines. 
 2. Son elementos del Municipio el territorio, la población y la organización. 
 

CAPITULO PRIMERO 
 

Territorios y población 

 

Artículo 12. 

1. El término municipal es el territorio en que el Ayuntamiento ejerce sus competencias. 
2. Cada municipio pertenecerá a una sola provincia.»  

 



«Artículo 13. 

1. La creación o supresión de Municipios, así como la alteración de términos municipales, se 
regularán por la legislación de las Comunidades Autónomas sobre régimen local, sin que la 
alteración de términos municipales pueda suponer, en ningún caso, modificación de los 
límites provinciales. Requerirán en todo caso audiencia de los Municipios interesados y 
dictamen del Consejo de Estado o del órgano consultivo superior de los Consejos de Gobierno 
de las Comunidades Autónomas, si existiere. Simultáneamente a la petición de este dictamen se 
dará conocimiento a la Administración General del Estado. 

2. La creación de nuevos Municipios sólo podrá realizarse sobre la base de núcleos de población 
territorialmente diferenciados y siempre que los Municipios resultantes cuenten con recursos 
suficientes para el cumplimiento de las competencias municipales y no suponga disminución en 
la calidad de los servicios que venían siendo prestados. 
3. Sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas, el Estado, atendiendo a 
criterios geográficos, sociales, económicos y culturales, podrá establecer medidas que tiendan a 
fomentar la fusión de Municipios con el fin de mejorar la capacidad de gestión de los asuntos 
públicos locales.»  

Artículo 14.  
1. Los cambios de denominación de los Municipios sólo tendrán carácter oficial cuando, tras 
haber sido anotados en un Registro creado por la Administración del Estado para la inscripción 
de todas las Entidades a que se refiere la presente Ley, se publiquen en el «Boletín Oficial del 
Estado». 
 2. La denominación de los Municipios podrá ser, a todos los efectos, en castellano, en cualquier 
otra lengua española oficial en la respectiva Comunidad Autónoma, o en ambas. 
 
 Artículo 15. 
 Toda persona que viva en España está obligada a inscribirse en el Padrón del municipio en el 
que resida habitualmente. Quien viva en varios Municipios deberá inscribirse únicamente en el 
que habite durante más tiempo al año. 
 El conjunto de personas inscritas en el Padrón municipal constituye la población del municipio. 
Los inscritos en el Padrón municipal son los vecinos del municipio. 
 La condición de vecino se adquiere en el mismo momento de su inscripción en el Padrón. 
 
 Artículo 16. 
 1.El Padrón municipal es el registro administrativo donde constan los vecinos de un municipio. 
Sus datos constituyen prueba de la residencia en el municipio y del domicilio habitual en el 
mismo. Las certificaciones que de dichos datos se expidan tendrán carácter de documento 
público y feheciente para todos los efectos administrativos. 
 2. La inscripción en el Padrón municipal contendrá como obligatorios sólo los siguientes datos: 
a) Nombre y apellidos. 
b) Sexo. 
c) Domicilio habitual. 
d) Nacionalidad. 
e) Lugar y fecha de nacimiento. 
f) Número de documento nacional de identidad o, tratándose de extranjeros, del documento que 
lo sustituya. 
g) Certificado o título escolar o académico que se posea. 



h) Cuantos otros datos puedan ser necesarios para la elaboración del Censo Electoral, siempre 
que se garantice el respeto a los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución. 
 3. Los datos del Padrón municipal se cederán a otras Administraciones Públicas que lo soliciten 
sin consentimiento previo del afectado solamente cuando les sean necesarios para el ejercicio de 
sus respectivas competencias, y exclusivamente para asuntos en los que la residencia o el 
domicilio sean datos relevantes. También pueden servir para elaborar estadísticas oficiales 
sometidas al secreto estadístico, en los términos previstos en la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la 
Función Estadística Pública. 
 Fuera de estos supuestos, los datos del Padrón son confidenciales y el acceso a los mismos se 
regirá por lo dispuesto en la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de Regulación del 
Tratamiento Automatizado de los Datos de Carácter Personal y en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 
 
 Artículo 17 
 1. La formación, mantenimiento, revisión y custodia del Padrón municipal corresponde al 
Ayuntamiento, de acuerdo con lo que establezca la legislación del Estado. 
 Con este fin, los distintos organismos de la Administración General del Estado, competentes por 
razón de la materia, remitirán periódicamente a cada Ayuntamiento información sobre las 
variaciones de los datos de sus vecinos que con carácter obligatorio deben figurar en el Padrón 
municipal, en la forma que se establezca reglamentariamente. 
 La gestión del Padrón municipal se llevará por los Ayuntamientos con medios informáticos. Las 
Diputaciones Provinciales, Cabildos y Consejos insulares asumirán la gestión informatizada de 
los Padrones de los municipios que, por su insuficiente capacidad económica y de gestión, no 
puedan mantener los datos de forma automatizada. 
 2. Los Ayuntamientos realizarán las actuaciones y operaciones necesarias para mantener 
actualizados sus Padrones de modo que los datos contenidos en éstos concuerden con la realidad. 
 3. Los Ayuntamientos remitirán al Instituto Nacional de Estadística, en aras a subsanar posibles 
errores y evitar duplicidades, realizará las comprobaciones oportunas, y comunicará a los 
Ayuntamientos las actuaciones y operaciones necesarias para que los datos padronales puedan 
servir de base para la elaboración de estadísticas de población a nivel nacional, para que las 
cifras resultantes de las revisiones anuales puedan ser declaradas oficiales, y para que los 
Ayuntamientos puedan remitir, debidamente actualizados, los datos del Censo Electoral. 
 Corresponderá al Presidente del Instituto Nacional de Estadística la resolución de las 
discrepancias que, en materia de empadronamiento, surjan entre los Ayuntamientos, 
Diputaciones Provinciales, Cabildos y Consejos insulares o entre estos entes y el Instituto 
Nacional de Estadística, así como elevar al Gobierno de la Nación la propuesta de cifras oficiales 
de población de los municipios españoles, comunicándolo en los términos que 
reglamentariamente se determinan al Ayuntamiento interesado. 
 El Instituto Nacional de Estadística podrá remitir a las Comunidades Autónomas y a otras 
Administraciones Públicas los datos de los distintos Padrones en las mismas condiciones 
señaladas en el artículo 16.3 de esta Ley. 
 4. Adscrito al Ministerio de Economía y Hacienda se crea el Consejo de Empadronamiento 
como órgano colegiado de colaboración entre la Administración General del Estado y los Entes 
Locales en materia padronal, de acuerdo con lo que reglamentariamente se establezca. 
 El Consejo será presidido por el Presidente del Instituto Nacional de Estadística y con 
representación de los Entes Locales. 
 El Consejo de Empadronamiento desempeñará las siguientes funciones: 



A) Elevar a la decisión del Presidente del Instituto Nacional de Estadística propuesta vinculante 
de resolución de las discrepancias que surjan en materia de empadronamiento entre 
Ayuntamientos, Diputaciones Provinciales, Cabildos, Consejos insulares o entre estos entes y el 
Instituto Nacional de Estadística. 
B) Informar, con carácter vinculante, las propuestas que eleve al Gobierno el Presidente del 
Instituto Nacional de Estadística sobre cifras oficiales de población de los municipios españoles. 
C) Proponer la aprobación de las instrucciones técnicas precisas para la gestión de los padrones 
municipales. 
D) Cualquier otra función que se le atribuya por disposición legal o reglamentaria. 
 5. La Administración General del Estado, en colaboración con los Ayuntamientos y 
Administraciones de las Comunidades Autónomas confeccionará un Padrón de españoles 
residentes en el extranjero al que será de aplicación las normas de esta Ley que regulan el Padrón 
municipal. 
 Las personas inscritas en este Padrón se considerarán vecinos del municipio español que figura 
en los datos de su inscripción únicamente a efectos del ejercicio del derecho de sufragio, no 
constituyendo, en ningún caso, población del municipio. 
 

«Artículo 18. 

1. Son derechos y deberes de los vecinos: 

a) Ser elector y elegible de acuerdo con lo dispuesto en la legislación electoral. 
b) Participar en la gestión municipal de acuerdo con lo dispuesto en las leyes y, en su caso, 
cuando la colaboración con carácter voluntario de los vecinos sea interesada por los órganos de 
gobierno y administración municipal. 

c) Utilizar, de acuerdo con su naturaleza, los servicios públicos municipales, y acceder a los 
aprovechamientos comunales, conforme a las normas aplicables. 

d) Contribuir mediante las prestaciones económicas y personales legalmente previstas a la 
realización de las competencias municipales. 

e) Ser informado, previa petición razonada, y dirigir solicitudes a la Administración municipal 
en relación a todos los expedientes y documentación municipal, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 105 de la Constitución. 

f) Pedir la consulta popular en los términos previstos en la Ley. 
g) Exigir la prestación y, en su caso, el establecimiento del correspondiente servicio público, en 
el supuesto de constituir una competencia municipal propia de carácter obligatorio. 
h) Ejercer la iniciativa popular en los términos previstos en el artículo 70 bis. 
i) Aquellos otros derechos y deberes establecidos en las Leyes. 

 

2.La inscripción de los extranjeros en el Padrón municipal no constituirá prueba de su residencia 
legal en España ni les atribuirá ningún derecho que no les confiera la legislación vigente, 
especialmente en materia de derechos y libertades de los extranjeros en España.»  

CAPITULO II 
 

Organización 



 

Artículo 19. 

1. El Gobierno y la administración municipal, salvo en aquellos Municipios que legalmente 
funcionen en régimen de Concejo Abierto, corresponde al Ayuntamiento, integrado por el 
Alcalde y los Concejales. 

2. Los Concejales son elegidos mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, y el 
Alcalde es elegido por los Concejales o por los vecinos; todo ello en los términos que 
establezca la legislación electoral general. 

3. El régimen de organización de los municipios señalados en el Título X de esta Ley se 
ajustará a lo dispuesto en el mismo. En lo no previsto por dicho Título, será de 
aplicación el régimen común regulado en los artículos siguientes.»  

 

Artículo 20. 

1. La organización municipal responde a las siguientes reglas: 
a) El Alcalde, los Tenientes de Alcalde y el Pleno existen en todos los Ayuntamientos. 

b) La Junta de Gobierno Local existe en todos los municipios con población superior a 
5.000 habitantes y en los de menos, cuando así lo disponga su reglamento orgánico o así lo 
acuerde el Pleno de su Ayuntamiento. 

c) En los municipios de más de 5.000 habitantes, y en los de menos en que así lo disponga su 
reglamento orgánico o lo acuerde el Pleno, existirán, si su legislación autonómica no prevé en 
este ámbito otra forma organizativa, órganos que tengan por objeto el estudio, informe o 
consulta de los asuntos que han de ser sometidos a la decisión del Pleno, así como el 
seguimiento de la gestión del Alcalde, la Junta de Gobierno Local y los concejales que 
ostenten delegaciones, sin perjuicio de las competencias de control que corresponden al Pleno. 
Todos los grupos políticos integrantes de la Corporación tendrán derecho a participar en dichos 
órganos, mediante la presencia de concejales pertenecientes a los mismos en proporción al 
número de Concejales que tengan en el Pleno. 

d) La Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones existe en los municipios 
señalados en el Título X, y en aquellos otros en que el Pleno así lo acuerde, por el voto 
favorable de la mayoría absoluta del número legal de sus miembros, o así lo disponga su 
Reglamento orgánico. 

e) La Comisión Especial de Cuentas existe en todos los municipios, de acuerdo con la 
estructura prevista en el artículo 116. 

 
 
2. Las leyes de las Comunidades Autónomas sobre el régimen local podrán establecer una 
organización municipal complementaria a la prevista en el número anterior. 
3. Los propios municipios, en los reglamentos orgánicos, podrán establecer y regular otros 



órganos complementarios, de conformidad con lo previsto en este artículo y en las leyes de las 
Comunidades Autónomas a las que se refiere el número anterior.»  

 
«Artículo 21. 

1. El Alcalde es el Presidente de la Corporación y ostenta las siguientes atribuciones: 
a) Dirigir el gobierno y la administración municipal. 

b) Representar al Ayuntamiento. 

c) Convocar y presidir las sesiones del Pleno, salvo los supuestos previstos en esta Ley y en la 
legislación electoral general, de la Junta de Gobierno Local, y de cualesquiera otros órganos 
municipales cuando así se establezca en disposición legal o reglamentaria, y decidir los 
empates con voto de calidad. 

d) Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y obras municipales. 

e) Dictar bandos. 

f) El desarrollo de la gestión económica de acuerdo con el Presupuesto aprobado, disponer 
gastos dentro de los límites de su competencia, concertar operaciones de crédito, con exclusión 
de las contempladas en el artículo 158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de 
las Haciendas Locales, siempre que aquéllas estén previstas en el Presupuesto y su importe 
acumulado dentro de cada ejercicio económico no supere el 10 por 100 de sus recursos 
ordinarios, salvo las de tesorería que le corresponderán cuando el importe acumulado de las 
operaciones vivas en cada momento no supere el 15 por 100 de los ingresos corrientes liquidados 
en el ejercicio anterior, ordenar pagos y rendir cuentas; todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. 

g) Aprobar la oferta de empleo público de acuerdo con el Presupuesto y la plantilla aprobados 
por el Pleno, aprobar las bases de las pruebas para la selección del personal y para los concursos 
de provisión de puestos de trabajo y distribuir las retribuciones complementarias que no sean 
fijas y periódicas. 

h) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal, y acordar su nombramiento y sanciones, 
incluida la separación del servicio de los funcionarios de la Corporación y el despido del 
personal laboral, dando cuenta al Pleno, en estos dos últimos casos, en la primera sesión que 
celebre. Esta atribución se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 99.1 y 3 de esta 
Ley. 

i) Ejercer la jefatura de la Policía Municipal. 

j) Las aprobaciones de los instrumentos de planeamiento de desarrollo del planeamiento general 
no expresamente atribuidas al Pleno, así como la de los instrumentos de gestión urbanística y de 
los proyectos de urbanización. 

k) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y la defensa del Ayuntamiento en las 
materias de su competencia, incluso cuando las hubiere delegado en otro órgano, y, en caso de 
urgencia, en materias de la competencia del Pleno, en este supuesto dando cuenta al mismo en la 
primera sesión que celebre para su ratificación. 



l) La iniciativa para proponer al Pleno la declaración de lesividad en materias de la competencia 
de la Alcaldía. 

m) Adoptar personalmente, y bajo su responsabilidad, en caso de catástrofe o de infortunios 
públicos o grave riesgo de los mismos, las medidas necesarias y adecuadas dando cuenta 
inmediata al Pleno. 

n) Sancionar las faltas de desobediencia a su autoridad o por infracción de las ordenanzas 
municipales, salvo en los casos en que tal facultad esté atribuida a otros órganos. 
ñ) Las contrataciones y concesiones de toda clase cuando su importe no supere el 10 por 100 de 
los recursos ordinarios del Presupuesto ni, en cualquier caso, los seis millones de euros; 
incluidas las de carácter plurianual cuando su duración no sea superior a cuatro años, siempre 
que el importe acumulado de todas sus anualidades no supere ni el porcentaje indicado, referido 
a los recursos ordinarios del Presupuesto del primer ejercicio, ni la cuantía señalada. 
o) La aprobación de los proyectos de obras y de servicios cuando sea competente para su 
contratación o concesión y estén previstos en el Presupuesto. 
p) La adquisición de bienes y derechos cuando su valor no supere el 10 por 100 de los recursos 
ordinarios del Presupuesto ni los tres millones de euros, así como la enajenación del patrimonio 
que no supere el porcentaje ni la cuantía indicados en los siguientes supuestos: 

1.º La de bienes inmuebles, siempre que esté prevista en el Presupuesto. 

2.º La de bienes muebles, salvo los declarados de valor histórico o artístico cuya enajenación no 
se encuentre prevista en el Presupuesto. 

q) El otorgamiento de las licencias, salvo que las leyes sectoriales lo atribuyan expresamente al 
Pleno o a la Junta de Gobierno Local. 

r) Ordenar la publicación, ejecución y hacer cumplir los acuerdos del Ayuntamiento. 
s) Las demás que expresamente le atribuyan la leyes y aquellas que la legislación del Estado o de 
las Comunidades Autónomas asignen al municipio y no atribuyan a otros órganos municipales. 

2. Corresponde asimismo al Alcalde el nombramiento de los Tenientes de Alcalde. 

3. El Alcalde puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, salvo las de convocar y presidir las 
sesiones del Pleno y de la Junta de Gobierno Local, decidir los empates con el voto de calidad, 
la concertación de operaciones de crédito, la jefatura superior de todo el personal, la separación 
del servicio de los funcionarios y el despido del personal laboral, y las enunciadas en los 
apartados a), e), j), k), l) y m) del número 1 de este artículo. No obstante, podrá delegar en la 
Junta de Gobierno Local el ejercicio de las atribuciones contempladas en el apartado j).»  

 

«Artículo 22. 

1. El Pleno, integrado por todos los Concejales, es presidido por el Alcalde. 

2. Corresponden, en todo caso, al Pleno las siguientes atribuciones: 

a) El control y la fiscalización de los órganos de gobierno. 



b) Los acuerdos relativos a la participación en organizaciones supramunicipales; alteración del 
término municipal; creación o supresión de municipios y de las Entidades a que se refiere el 
artículo 45; creación de órganos desconcentrados; alteración de la capitalidad del municipio y el 
cambio de nombre de éste o de aquellas entidades y la adopción o modificación de su bandera, 
enseña o escudo. 

c) La aprobación inicial del planeamiento general y la aprobación que ponga fin a la tramitación 
municipal de los planes y demás instrumentos de ordenación previstos en la legislación 
urbanística. 

d) La aprobación del reglamento orgánico y de las ordenanzas. 

e) La determinación de los recursos propios de carácter tributario; la aprobación y modificación 
de los Presupuestos; la disposición de gastos en materia de su competencia y la aprobación de las 
cuentas; todo ello de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. 

f) La aprobación de las formas de gestión de los servicios y de los expedientes de 
municipalización. 
g) La aceptación de la delegación de competencias hecha por otras Administraciones públicas. 
h) El planteamiento de conflictos de competencias a otras entidades locales y demás 
Administraciones públicas. 

i) La aprobación de la plantilla de personal y de la relación de puestos de trabajo, la fijación de la 
cuantía de las retribuciones complementarias fijas y periódicas de los funcionarios y el número y 
régimen del personal eventual. 

j) El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la defensa de la Corporación en materias 
de competencia plenaria. 

k) La declaración de lesividad de los actos del Ayuntamiento. 

l) La alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público. 
m) La concertación de las operaciones de crédito cuya cuantía acumulada, dentro de cada 
ejercicio económico, exceda del 10 por 100 de los recursos ordinarios del Presupuesto—salvo 
las de tesorería, que le corresponderán cuando el importe acumulado de las operaciones vivas en 
cada momento supere el 15 por 100 de los ingresos corrientes liquidados en el ejercicio 
anterior—todo ello de conformidad con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales. 
n) Las contrataciones y concesiones de toda clase cuando su importe supere el 10 por 100 de los 
recursos ordinarios del Presupuesto y, en cualquier caso, los seis millones de euros, así como 
los contratos y concesiones plurianuales cuando su duración sea superior a cuatro años y los 
plurianuales de menor duración cuando el importe acumulado de todas sus anualidades supere el 
porcentaje indicado, referido a los recursos ordinarios del Presupuesto del primer ejercicio y, en 
todo caso, cuando sea superior a la cuantía señalada en esta letra. 

ñ) La aprobación de los proyectos de obras y servicios cuando sea competente para su 
contratación o concesión, y cuando aún no estén previstos en los Presupuestos. 
o) La adquisición de bienes y derechos cuando su valor supere el 10 por 100 de los recursos 
ordinarios del Presupuesto y, en todo caso, cuando sea superior a tres millones de euros, así 
como las enajenaciones patrimoniales en los siguientes supuestos: 



1.º Cuando se trate de bienes inmuebles o de bienes muebles que estén declarados de valor 
histórico o artístico, y no estén previstas en el Presupuesto. 

2.º Cuando estando previstas en el Presupuesto, superen los mismos porcentajes y cuantías 
indicados para las adquisiciones de bienes. 

p) Aquellas otras que deban corresponder al Pleno por exigir su aprobación una mayoría 
especial. 
q) Las demás que expresamente le confieran las leyes. 

 

3. Corresponde, igualmente, al Pleno la votación sobre la moción de censura al Alcalde y sobre 
la cuestión de confianza planteada por el mismo, que serán públicas y se realizarán mediante 
llamamiento nominal en todo caso, y se rigen por lo dispuesto en la legislación electoral 
general. 

4. El Pleno puede delegar el ejercicio de sus atribuciones en el Alcalde y en la Junta de 
Gobierno Local, salvo las enunciadas en el apartado 2, párrafos a), b), c), d), e), f), g), h), i), l) y 
p), y en el apartado 3 de este artículo.»  

 

«Artículo 23. 

 

1. La Junta de Gobierno Local se integra por el Alcalde y un número de Concejales no 
superior al tercio del número legal de los mismos, nombrados y separados libremente por aquél, 
dando cuenta al Pleno. 

 

2. Corresponde a la Junta de Gobierno Local: 

a) La asistencia al Alcalde en el ejercicio de sus atribuciones. 

b) Las atribuciones que el Alcalde u otro órgano municipal le delegue o le atribuyan las leyes. 

 

3. Los Tenientes de Alcalde sustituyen, por el orden de su nombramiento y en los casos de 
vacante, ausencia o enfermedad, al Alcalde, siendo libremente designados y removidos por éste 
de entre los miembros de la Junta de Gobierno Local y, donde ésta no exista, de entre los 
Concejales. 

4. El Alcalde puede delegar el ejercicio de determinadas atribuciones en los miembros de la 
Junta de Gobierno Local y, donde ésta no exista, en los Tenientes de Alcalde, sin perjuicio de 
las delegaciones especiales que, para cometidos específicos, pueda realizar en favor de 
cualesquiera Concejales, aunque no pertenecieran a aquélla.»  

 



«Artículo 24. 

1. Para facilitar la participación ciudadana en la gestión de los asuntos locales y mejorar ésta, 
los Municipios podrán establecer órganos territoriales de gestión desconcentrada, con la 
organización, funciones y competencias que cada Ayuntamiento les confiera, atendiendo a 
las características del asentamiento de la población en el término municipal, sin perjuicio de 
la unidad de gobierno y gestión del Municipio. 

2. En los Municipios señalados en el artículo 121 será de aplicación el régimen de gestión 
desconcentrada establecido en el artículo 128.»  

 

CAPITULO III 
 

Competencias 
  
Artículo 25.  
1. El Municipio, para la gestión de sus intereses y en el ámbito de sus competencias, puede 
promover toda clase de actividades y prestar cuantos servicios públicos contribuyan a satisfacer 
las necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal. 
 2. El Municipio ejercerá en todo caso, competencias, en los términos de la legislación del 
Estado y de las Comunidades Autónomas en las siguientes materias: 
 a) Seguridad en lugares públicos. 
 b) Ordenación del tráfico de vehículos y personas en las vías urbanas. 
 c) Protección civil, prevención y extinción de incendios. 
 d) Ordenación, gestión, ejecución y disciplina urbanística; promoción y gestión de viviendas; 
parques y jardines, pavimentación de vías públicas urbanas y conservación de caminos y vías 
rurales. 
 e) Patrimonio histórico-artístico. 
 f) Protección del medio ambiente. 
 g) Abastos, mataderos, ferias, mercados y defensa de usuarios y consumidores. 
 h) Protección de la salubridad pública. 
 i) Participación en la gestión de la atención primaria de la salud. 
 j) Cementerios y servicios funerarios. 
 k) Prestación de los servicios sociales y de promoción y reinserción social. 
 l) Suministro de agua y alumbrado público; servicios de limpieza viaria, de recogida y 
tratamiento de residuos, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales. 
 ll) Transporte público de viajeros. 
 m) Actividades o instalaciones culturales y deportivas: ocupación del tiempo libre; turismo. 
 n) Participar en la programación de la enseñanza y cooperar con la Administración educativa en 
la creación, construcción y sostenimiento de los Centros Docentes públicos, intervenir en sus 
órganos de gestión y participar en la vigilancia del cumplimiento de la escolaridad obligatoria. 
 3. Sólo la Ley determina las competencias municipales en las materias enunciadas en este 
artículo, de conformidad con los principios establecidos en el artículo 2. 
 
 Artículo 26 
 1. Los Municipios por sí o asociados deberán prestar, en todo caso, los servicios siguientes: 
 a) En todos los Municipios: 



 Alumbrado público, cementerio, recogida de residuos, limpieza viaria, abastecimiento 
domiciliario de agua potable, alcantarillado, acceso a los núcleos de población, pavimentación de 
las vías públicas y control de alimentos y bebidas. 
 b) En los Municipios con población superior a 5.000 habitantes, además: 
 Parque público, biblioteca pública, mercado y tratamiento de residuos. 
 c) En los Municipios con población superior a 20.000 habitantes, además: 
 Protección civil, prestación de servicios sociales, prevención y extinción de incendios e 
instalaciones deportivas de uso público. 
 d) En los Municipios con población superior a 50.000 habitantes, además: 
 Transporte colectivo urbano de viajeros y protección del medio ambiente. 
 2. Los Municipios podrán solicitar de la Comunidad Autónoma respectiva la dispensa de la 
obligación de prestar los servicios mínimos que les correspondan según lo dispuesto en el 
número anterior cuando, por sus características peculiares, resulte de imposible o muy difícil 
cumplimiento el establecimiento y prestación de dichos servicios por el propio Ayuntamiento. 
 3. La asistencia de las Diputaciones a los Municipios, prevista en el artículo 36, se dirigirá 
preferentemente al establecimiento y adecuada prestación de los servicios públicos mínimos, así 
como la garantía del desempeño en las Corporaciones municipales de las funciones públicas a 
que se refiere el número 3 del artículo 92 de esta Ley. 
 4. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 40, las Comunidades Autónomas podrán 
cooperar con las Diputaciones Provinciales, bajo las formas y en los términos previstos en esta 
Ley, en la garantía del desempeño de las funciones públicas a que se refiere el apartado anterior. 
Asimismo, en las condiciones indicadas, las Diputaciones Provinciales podrán cooperar con los 
entes comarcales en el marco de la legislación autonómica correspondiente. 
 
 Artículo 27. 
 1. La Administración del Estado, de las Comunidades Autónomas y otras Entidades locales 
podrán delegar en los Municipios el ejercicio de competencias en materias que afecten a sus 
intereses propios, siempre que con ello se mejore la eficacia de la gestión pública y se alcance 
una mayor participación ciudadana. La disposición o el acuerdo de delegación debe determinar 
el alcance, contenido, condiciones y duración de ésta, así como el control que se reserve la 
Administración delegante y los medios personales, materiales y económicos que ésta transfiera. 
 2. En todo caso, la Administración delegante podrá, para dirigir y controlar el ejercicio de los 
servicios delegados, emanar instrucciones técnicas de carácter general y recabar, en cualquier 
momento, información sobre la gestión municipal, así como enviar comisionados y formular los 
requerimientos pertinentes para la subsanación de las deficiencias observadas. En caso de 
incumplimiento de las directrices, denegación de las informaciones solicitadas o inobservancia 
de los requerimientos formulados, la Administración delegante podrá revocar la delegación o 
ejecutar por sí misma la competencia delegada en sustitución del municipio. Los actos de éste 
podrán ser recurridos ante los órganos competentes de la Administración delegante. 
 3. La efectividad de la delegación requerirá su aceptación por el Municipio interesado, y, en su 
caso, la previa consulta e informe de la Comunidad Autónoma, salvo que por Ley se imponga 
obligatoriamente, en cuyo caso habrá de ir acompañada necesariamente de la dotación o el 
incremento de medios económicos para desempeñarlos. 
 4. Las competencias delegadas se ejercen con arreglo a la legislación del Estado o de las 
Comunidades Autónomas correspondientes o, en su caso, la reglamentación aprobada por la 
Entidad local delegante. 
 
 Artículo 28. 



 Los Municipios pueden realizar actividades complementarias de las propias de otras 
Administraciones públicas y, en particular, las relativas a la educación, la cultura, la promoción 
de la mujer, la vivienda, la sanidad y la protección del medio ambiente. 
 

CAPITULO IV 
 

Regímenes Especiales 
 
 Artículo 29. 
 1. Funcionan en Concejo abierto: 
 a) Los Municipios con menos de 100 habitantes y aquellos que tradicionalmente cuenten con 
este singular régimen de gobierno y administración. 
 b) Aquellos otros en los que su localización geográfica, la mejor gestión de los intereses 
municipales u otras circunstancias lo hagan aconsejable. 
 2. La constitución en Concejo abierto de los Municipios a que se refiere el apartado b) del 
número anterior, requiere petición de la mayoría de los vecinos, decisión favorable por mayoría 
de dos tercios de los miembros del Ayuntamiento y aprobación por la Comunidad Autónoma. 
 
 3. En el régimen del Concejo abierto, el gobierno y la administración municipales corresponden 
a un Alcalde y una Asamblea vecinal de la que forman parte todos los electores. Ajustan su 
funcionamiento a los usos, costumbres y tradiciones locales y, en su defecto, a lo establecido en 
esta Ley y las Leyes de las Comunidades Autónomas sobre régimen local. 
 
 Artículo 30.  
Las Leyes sobre régimen local de las Comunidades Autónomas en el marco de lo establecido en 
esta Ley, podrán establecer regímenes especiales para Municipios pequeños o de carácter rural y 
para aquellos que reúnan otras características que lo hagan aconsejable, como su carácter 
histórico-artístico o el predominio en su término de las actividades turísticas, industriales, 
mineras u otras semejantes. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

TEMA 5 
 



LA RESPONSABILIDAD DE LAS AUTORIDADES Y PERSONAL AL SERVICIO DE 
LAS ADMINISTRACIONES PUBLICAS. REGIMEN DISCIPLINARIO DE LOS 
FUNCIONARIOS. 
 

TÍTULO I. 

DEL PERSONAL AL SERVICIO DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS VASCAS. 

CAPÍTULO I. 

DISPOSICIONES GENERALES. 

Artículo 1.  

1. El objeto de esta Ley, conforme a las previsiones contenidas en el apartado 4 del artículo 10 del 
Estatuto de Autonomía para el País Vasco, es la ordenación y regulación de la Función Pública 
Vasca y del Régimen Jurídico del personal que la integra. 

2. La Función Pública Vasca se ordena de acuerdo con los principios de imparcialidad y 
profesionalidad en el ejercicio de las funciones, y eficacia y objetividad en la gestión de los 
intereses generales. 

Artículo 2.  

1. La presente Ley es de aplicación al personal al servicio de: 

a. La Administración General de la Comunidad Autónoma de Euskadi y sus Organismos 
Autónomos. 

b. El Tribunal Vasco de Cuentas Públicas. 

c. El Consejo de Relaciones Laborales. 

d. La Administración foral y local, u sus Organismos Autónomos. 

e. La Universidad del País Vasco, conforme a las previsiones contenidas en la Ley Orgánica 
11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Universitaria, y ello sin perjuicio del respeto a la 
autonomía universitaria. 

f. Las Juntas Generales. 

2. El personal laboral se regirá por las normas de Derecho laboral y por los preceptos de esta Ley 
que hagan expresa referencia al mismo. 

3. En aplicación de esta Ley podrán dictarse normas específicas para adecuarla a las 
peculiaridades del personal sanitario, docente e investigador. 

4. La presente Ley tiene carácter supletorio para todo el personal al servicio de las 
Administraciones Públicas Vascas no incluido en su ámbito de aplicación. 



5. Las referencias de esta Ley a las Administraciones Públicas Vascas se entenderán siempre 
hechas a las comprendidas en el apartado primero del presente artículo. 

CAPÍTULO II. 

PERSONAL AL SERVICIO DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS VASCAS. 

Artículo 3.  

El personal al servicio de las Administraciones Públicas Vascas, incluido en el ámbito de 
aplicación de esta Ley, se integra por: 

a. Funcionarios de carrera. 

b. Funcionarios interinos. 

c. Personal eventual. 

d. Personal laboral. 

CAPÍTULO VI. 
DERECHOS Y DEBERES DE LOS FUNCIONARIOS. 

SECCIÓN I. DERECHOS EN GENERAL. 

Artículo 69.  

1. Las Administraciones Públicas Vascas dispensarán a sus funcionarios la protección necesaria 
en el ejercicio de sus funciones, y garantizarán los derechos inherentes a los mismos recogidos en 
la presente Ley. 

2. Los funcionarios tendrán derecho: 

a. Al cargo y a la permanencia en su puesto de trabajo y destino, con sujeción a los límites y 
condiciones previstos en esta Ley. 

b. A ser retribuidos conforme al puesto de trabajo que desempeñen y al régimen de 
previsión social que les corresponda. 

c. A la carrera administrativa y a la promoción interna. 

d. A la formación profesional permanente. 

e. A la información y participación en la determinación de sus condiciones de trabajo a 
través de las organizaciones sindicales y órganos de representación, mediante los 
procedimientos establecidos al efecto. 

f. A ser informados por sus superiores jerárquicos inmediatos sobre los fines, organización 
y funcionamiento de la unidad administrativa en la que se hallen destinados. 



g. A la asistencia sanitaria y a las prestaciones sociales que se reconozcan, así como a la 
seguridad e higiene en el trabajo. 

h. A conocer y acceder libremente a su expediente individual. 

i. Al ejercicio de los derechos y libertades sindicales. 

SECCIÓN II. VACACIONES Y LICENCIAS. 

Artículo 70.  

1. Los funcionarios tendrán derecho a una vacación retribuida de al menos un mes de duración por 
cada año de servicio activo, o de los días que en proporción les correspondan cuando el tiempo 
trabajado fuera menor. El momento de su disfrute quedará subordinado a las necesidades del 
servicio. 

2. Se concederán licencias por las siguientes causas debidamente justificadas: 

a. Por el nacimiento o adopción de un hijo o la muerte o enfermedad grave de un familiar 
hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad. 

b. Por traslado de domicilio. 

c. Para concurrir a exámenes finales en centros oficiales, durante los días de su celebración. 

d. Por deberes inexcusables de carácter público ó personal, durante el tiempo indispensable 
para su cumplimiento. 

e. Realización de funciones sindicales, formación sindical o representación del personal. 

f. Por embarazo y alumbramiento. 

g. Por enfermedad que impida el normal desempeño de la función. 

h. Por matrimonio. 

3. Las licencias a que se refiere este artículo serán retribuidas, y el período de disfrute se 
entenderá a todos los efectos como de servicio activo. Reglamentariamente se determinarán 
plazos de duración y condiciones a que deba sujetarse su ejercicio. 

4. Las Administraciones Públicas Vascas, en sus ámbitos respectivos, podrán acordar con la 
representación de los funcionarios la concesión de licencias retribuidas en supuestos distintos a 
los contenidos en el apartado segundo de este artículo, y, en su caso, establecer para éstas plazos 
de duración superiores o condiciones de ejercicio más favorables que las que reglamentariamente 
se hubieran establecido. 

Artículo 71.  

Podrán concederse licencias en los supuestos y de conformidad con las condiciones siguientes: 

a. Para la realización de estudios sobre materias directamente relacionadas con las funciones 
propias del Cuerpo o Escala a que el funcionario pertenezca. Esta licencia se computará a 



todos los efectos como de servicio activo, y será retribuida cuando se otorgue por interés 
de la Administración. 

b. Por asuntos propios sin retribución alguna. La concesión de este permiso quedará 
subordinada a las necesidades del servicio, y su duración acumulada no podrá exceder de 
tres meses cada dos años. 

c. Para la participación en cursos selectivos o períodos de prácticas encaminados al acceso a 
Cuerpos o Escalas de la propia Administración o de otras distintas. Esta licencia se 
otorgará por el período de duración del curso y prácticas, y no dará lugar a retribución 
alguna. 

Artículo 72.  

1. El funcionario con un hijo menor de diez meses tendrá derecho a ausentarse durante una hora 
del trabajo para atenderlo. Este período podrá dividirse en dos fracciones o bien sustituirse por 
una reducción de la jornada en media hora. Cuando el padre y la madre trabajen, solamente uno 
de ellos podrá ejercitar este derecho. 

2. El funcionario que por guarda legal tenga a su custodia directa a un niño menor de seis años o a 
un disminuido físico o psíquico que no desarrolle actividad retribuida alguna, tendrá derecho a la 
reducción en un tercio o en la mitad de la jornada laboral, con la reducción proporcional de todas 
sus retribuciones, incluidos trienios. La concesión de la reducción de jornada por razón de guarda 
legal será incompatible con el desarrollo de cualquier otra actividad, sea o no remunerada, durante 
el horario objeto de la reducción. 

3. En casos debidamente justificados, por incapacidad física o psíquica del cónyuge, padre o 
madre que convivan con el funcionario, podrá concederse la reducción de jornada en las 
condiciones señaladas en el anterior apartado. 

SECCIÓN III. DEBERES. 

Artículo 73.  

1. Son deberes de los funcionarios: 

a. El cumplimiento del ordenamiento jurídico vigente en el ejercicio de sus funciones. 

b. El desempeño eficaz de las funciones que tenga encomendadas y el servicio imparcial y 
objetivo a los intereses generales. 

c. El respeto a sus superiores y el cumplimiento de las instrucciones emanadas de los 
mismos. 

d. La cooperación y el trato correcto en la relación con los compañeros y subordinados, 
facilitando a éstos el desempeño de sus tareas y el cumplimiento de sus obligaciones. 

e. El trato correcto con los administrados, facilitándoles el máximo de ayuda en la gestión 
de sus asuntos ante la Administración. 



f. Mantener la debida reserva respecto a los asuntos de que tenga conocimiento por razón de 
sus funciones, y especialmente en relación con los asuntos declarados por Ley secretos o 
reservados. 

g. Procurar el máximo perfeccionamiento profesional, utilizando los medios que a tal efecto 
ponga la Administración a disposición del personal a su servicio. 

h. Cumplir estrictamente la jornada y el horario de trabajo establecido. 

i. Procurar la continuidad en la buena marcha del servicio, en los supuestos de ausencia de 
los superiores, compañeros o subordinados. 

SECCIÓN IV. INCOMPATIBILIDADES. 

Artículo 74.  

1. Los funcionarios vendrán obligados a observar estrictamente el régimen de incompatibilidades 
establecido en la legislación vigente, y·las Administraciones Públicas Vascas a la exigencia de su 
cumplimiento. 

2. El desempeño de un segundo puesto de trabajo o actividad en el sector público o privado 
requerirá, en todo caso, la previa y expresa autorización de compatibilidad, que únicamente se 
otorgará en los casos previstos en la vigente legislación y conforme al procedimiento que 
reglamentariamente se determine. 

SECCIÓN V. RESPONSABILIDAD. 

Artículo 75.  

Los funcionarios serán responsables de las funciones que tengan encomendadas, sin perjuicio de 
la que pudiera corresponder a sus superiores jerárquicos, a los que en todo momento deberán dar 
cuenta de las anomalías que hubieran observado en el servicio. 

Artículo 76.  

Sin perjuicio de su responsabilidad por el funcionamiento de los servicios públicos y del deber de 
resarcir los daños causados, las Administraciones Públicas Vascas podrán dirigirse contra el 
funcionario que hubiese causado daños a los administrados o a los bienes y derechos de la 
Administración, por culpa grave o ignorancia inexcusable, mediante la instrucción del 
correspondiente expediente, y previa audiencia del interesado. 

CAPÍTULO VII. 

 
RETRIBUCIONES. 

Artículo 77.  

1. Los funcionarios de las Administraciones Públicas Vascas sólo podrán ser remunerados por los 
conceptos retributivos que se establecen en la presente Ley. 



2. Las retribuciones de los funcionarios se dividen en básicas y complementarias. 

Artículo 78.  

Son retribuciones básicas: 

a. El sueldo que corresponda a cada uno de los Grupos a que se refiere el artículo 43 de esta 
Ley. La cuantía del sueldo de los funcionarios del Grupo A no podrá exceder en más de 
tres veces a la fijada para los del Grupo E. 

b. Los trienios, consistentes en una cantidad igual para cada uno de los Grupos por cada tres 
años de Servicios. 

c. Las pagas extraordinarias, que serán dos al año, por un importe mínimo cada una de ellas 
de una mensualidad del sueldo y trienios, se percibirán en los meses de junio y diciembre. 

Artículo 79.  

1. Son retribuciones complementarias: 

a. El complemento de destino correspondiente al nivel del puesto que se desempeñe, cuya 
cuantía se fijará anualmente en los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma. 

b. El complemento específico, que será único para cada puesto de trabajo que lo tenga 
asignado, retribuirá las condiciones de especial dificultad técnica, dedicación, 
responsabilidad, incompatibilidad, peligrosidad o penosidad. 

c. El complemento de productividad, destinado a retribuir el especial rendimiento, la 
actividad extraordinaria y el interés o iniciativa con que el funcionario desempeña su 
puesto de trabajo. 

Su cuantía se determinará globalmente dentro de cada programa de gasto, 
correspondiendo al órgano competente la concreción individual de las cuantías y de los 
funcionarios que merezcan su percepción, de acuerdo con los criterios que se establezcan 
y previo informe del órgano de representación del personal. 

d. Las gratificaciones por servicios extraordinarios prestados fuera de la jornada normal de 
trabajo, que en ningún caso podrán ser fijas en su cuantía ni periódicas en su devengo. No 
procederá su percepción en aquellos puestos de trabajo en que para la determinación del 
complemento especifico hubiera sido ponderada una especial dedicación. 

2. Los funcionarios tendrán derecho a ser indemnizados de los gastos realizados por razón del 
servicio, en las cuantías y condiciones que reglamentariamente se determinen. 

3. El Gobierno establecerá reglamentariamente, previo informe del Consejo Vasco de la Función 
Pública, los criterios generales para la determinación de los complementos especifico y de 
productividad. 

4. El disfrute de las retribuciones complementarias no creará derechos adquiridos a su 
mantenimiento en favor de los funcionarios, salvo el nivel de complemento de destino que 
corresponda en atención al grado consolidado. 



Artículo 80.  

Las cuantías que perciba cada funcionario por los conceptos previstos en esta Ley serán de 
público conocimiento para todo el personal al servicio de la respectiva Administración Pública, 
así como para los representantes sindicales. 

 

Artículo 81.  

1. Las retribuciones se devengarán y harán efectivas por mensualidades completas y de acuerdo 
con la situación y derechos del funcionario referidos al primer día hábil del mes a que 
correspondan, salvo en los siguientes casos, en que se liquidarán por días: 

a. En el mes en que se produzca el ingreso o reingreso al servicio activo, en el de 
incorporación por conclusión de licencias sin derecho a retribución, y en aquel en que se 
hubiera hecho efectiva la adscripción a un nuevo puesto de trabajo, siempre que existan 
diferencias retributivas entre éste y el anterior. 

b. En el mes en que se inicie el disfrute de licencias sin derecho a retribución y en el que sea 
efectivo el pase a una situación administrativa distinta de la de servicio activo. 

c. En el mes en que se cese en el servicio activo, salvo los supuestos de fallecimiento o 
jubilación de funcionarios sujetos a regímenes de pensiones públicas que se devenguen 
por mensualidades completas desde el primer día del mes siguiente al del nacimiento del 
derecho. 

2. Cuando el tiempo de servicios prestados hasta el día en que se devengue la paga extraordinaria 
no comprenda la totalidad de los seis meses inmediatos anteriores a los de junio o diciembre, el 
importe de aquélla se reducirá proporcionalmente. A estos efectos, no se computará como tiempo 
de servicios prestados el de duración de las licencias sin derecho a retribución. 

3. Los trienios se devengarán y harán efectivos con el valor correspondiente al Grupo del Cuerpo 
o Escala al que el funcionario pertenezca en el momento de su perfeccionamiento. 

4. La diferencia entre la jornada reglamentaria de trabajo y la efectivamente realizada por cl 
funcionario dará lugar, salvo justificación, a la correspondiente deducción proporcional de 
haberes, sin perjuicio, en su caso, de la responsabilidad disciplinaria a que pudiera haber lugar. 

5. Los funcionarios destinados en el extranjero serán retribuidos por los mismos conceptos 
establecidos para los que presten servicios en el territorio de la Comunidad Autónoma. 

La retribución íntegra resultante de la suma del sueldo correspondiente al grupo al que pertenezca 
y de su importe incluido en las pagas extraordinarias, así como las retribuciones complementarias 
de carácter fijo y periódico, se multipicará por un módulo que habrá de ser determinado para cada 
ejercicio por el Consejo de 

Gobierno y que permitirá la equiparación del poder adquisitivo y de las condiciones de vida en el 
país de residencia. 

CAPÍTULO VIII. 



 
RÉGIMEN DISCIPLINARIO DE LOS FUNCIONARIOS. 

SECCIÓN I. FALTAS. 

 

 

 

Artículo 82.  

El incumplimiento de las obligaciones y deberes propios de los funcionarios constituirá falta y 
dará lugar a las sanciones previstas en esta Ley. 

Las faltas se clasifican en muy graves, graves y leves. 

Artículo 83.  

Se consideran faltas muy graves: 

A. El incumplimiento del deber de fidelidad a la Constitución o al Estatuto de 
Autonomía en el ejercicio de la función pública. 

B. Toda actuación que suponga discriminación por razón de raza, sexo, religión, 
lengua, opinión, lugar de nacimiento o vecindad o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social. 

C. El abandono del servicio. 

D. La adopción de resoluciones o acuerdos manifiestamente ilegales que causen 
grave perjuicio a la Administración o a los ciudadanos. 

E. La publicación o utilización indebida de secretos oficiales, declarados así por 
ley o clasificados como tales. 

F. La notoria falta de rendimiento que implique inhibición en el cumplimiento de 
los trabajos encomendados. 

G. La violación de la neutralidad o de la independencia políticas, utilizando las 
facultades atribuidas para influir en procesos electorales de cualquier naturaleza y 
ámbito. 

H. El incumplimiento de las normas sobre incompatibilidades. 

I. La obstaculización en el ejercicio de las libertades públicas y de los derechos 
sindicales. 

J. La realización de actos encaminados a coartar el libre ejercicio del derecho de 
huelga. 



K. La participación en huelgas de quienes lo tengan expresamente prohibido por 
la Ley. 

L. El incumplimiento de la obligación de atender los servicios esenciales en caso 
de huelga. 

M. Los actos limitativos de la libre expresión del pensamiento, de las ideas y de 
las opiniones. 

N. Haber sido sancionado por la comisión de tres faltas graves en el período de un 
año. 

Ñ. La no emisión, cuando proceda, dentro del plazo y con los requisitos 
establecidos, de la certificación de actos presuntos. 

O. La infracción o aplicación indebida de los preceptos contenidos en la 
normativa legal sobre contratos de las Administraciones Públicas, cuando 
mediare al menos negligencia grave. 

P. La violación del secreto profesional y la falta del debido sigilo respecto a los 
asuntos que conozca por razón de su cargo, que perjudiquen los intereses de la 
Administración o de los afectados. 

Artículo 84.  

Se consideran faltas graves: 

A. El incumplimiento de las órdenes o instrucciones de los superiores referidas al 
servicio. 

B. La falta grave de consideración con los administrados. 

C. Causar por negligencia o mala fe graves daños en los locales, material o 
documentos de los servicios. 

D. Originar o tomar parte en altercados en los centros de trabajo 

E. El incumplimiento de deber de sigilo profesional respecto a los asuntos que se 
conozcan por razón del puesto de trabajo cuando causen perjuicio a la 
Administración o se utilicen en provecho propio. 

F. La tolerancia de los superiores respecto de la comisión de faltas por sus 
subordinados. 

G. La falta grave de consideración con los superiores, compañeros o 
subordinados. 

H. La emisión de informes y la adopción de acuerdos manifiestamente ilegales, 
cuando causen perjuicio a la Administración o a los ciudadanos y no constituyan 
falta muy grave. 



I. El incumplimiento de los plazos y otras disposiciones de procedimiento en 
materia de incompatibilidades, cuando no suponga el mantenimiento de una 
situación de incompatibilidad. 

J. La falta de rendimiento que afecte al normal funcionamiento de los servicios y 
no constituya falta muy grave. 

K. La intervención en un procedimiento administrativo cuando existan causas de 
abstención legalmente establecidas. 

L. El incumplimiento injustificado de la jornada de trabajo que acumulado 
suponga un mínimo de diez horas al mes, 

M. El abuso de autoridad en el ejercicio del puesto de trabajo. 

N. Las acciones u omisiones dirigidas a evadir los sistemas de control horario o a 
impedir que sean detectados los incumplimientos injustificados de la jornada de 
trabajo. 

Ñ. La tercera falta injustificada de asistencia en un período de tres meses, cuando 
los dos anteriores hubieran sido objeto de sanción por falta leve. 

O. El incumplimiento de las normas en materia de seguimiento y control de bajas 
por enfermedad o accidente. 

P. La simulación de enfermedad o accidente cuando comporte la ausencia del 
trabajo. 

Q. La ausencia injustificada del puesto de trabajo durante la jornada laboral. 

R. Las faltas continuadas de asistencia de dos o más días sin causa justificada. 

S. El incumplimiento del deber de sigilo profesional respecto a los asuntos que 
se conozcan por razón de su cargo, cuando no constituya falta grave. 

T. la emisión de informes sobre asuntos de servicio que, sin faltar abiertamente 
a la verdad, desnaturalicen la misma valiéndose de términos ambiguos, confusos 
o tendenciosos o la alteren mediante inexactitudes, cuando desvirtuarla tenga por 
objeto la obtención de un beneficio propio o ajeno o cause perjuicio a la 
Administración o a los ciudadanos. 

U. Emplear o autorizar para usos particulares medios o recursos de carácter 
oficial o facilitarlos a terceros, salvo que por su escasa entidad merezca la 
calificación de falta leve. 

Artículo 85.  

Son faltas leves: 

a. El incumplimiento injustificado del horario de trabajo, cuando no suponga falta grave. 

b. La falta de asistencia injustificada de un día. 



c. La ligera incorrección con el público, superiores, compañeros o subordinados. 

d. El retraso, descuido o negligencia en el cumplimiento de sus funciones. 

e. El descuido en la conservación de los locales, material y documentos de los servicios, 
cuando no constituya falta grave. 

f. El incumplimiento de los deberes y obligaciones del funcionario, siempre que no deban 
ser calificados como falta muy grave o grave. 

Artículo 86.  

1. Para la determinación de la mayor o menor gravedad de la falta, así como para graduar la 
sanción a imponer, se tendrán en cuenta los siguientes elementos: 

a. Intencionalidad. 

b. Perturbación del servicio. 

c. Daños producidos a la Administración o a los administrados. 

d. La reincidencia. 

e. Grado de participación. 

2. No se podrán imponer sanciones por faltas graves o muy graves sino en virtud de expediente 
instruido al efecto. Para la imposición de sanciones por faltas leves no será preceptiva la previa 
instrucción de expediente, salvo el trámite de audiencia al inculpado. 

3. De la incoación de los expedientes disciplinarios, así como de su resolución, deberá darse 
cuenta a los órganos de representación del personal. 

4. El procedimiento disciplinario se regulará reglamentariamente. 

SECCIÓN II. SANCIONES 

Artículo 87.  

1. Por razón de las faltas cometidas por los funcionarios podrán imponerse las siguientes 
sanciones: 

a. Separación del servicio. 

b. Destitución del cargo. 

c. Suspensión de funciones. 

d. Traslado con cambio de residencia. 

e. Deducción proporcional de retribuciones, y apercibimiento. 

2. La sanción de destitución del cargo únicamente será de aplicación a los funcionarios con 
habilitación de carácter nacional, y sólo se impondrá por faltas graves o muy graves. 



3. La sanción de separación definitiva del servicio se impondrá únicamente por la comisión de 
faltas muy graves. 

4. Las sanciones de traslado con cambio de residencia y suspensión de funciones sólo podrá 
imponerse por faltas muy graves o graves. La suspensión de funciones impuesta por falta muy 
grave no podrá exceder de cuatro años ni ser inferior a dos, y si se impone por falta grave no 
podrá ser superior a dos años. 

5. Las faltas leves sólo podrán corregirse con la sanción de apercibimiento. 

6.  

Artículo 88.  

1. La responsabilidad disciplinaria se entiende sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal en 
que pudiera incurrir el funcionario. 

2. La iniciación de un procedimiento penal contra funcionarios no impedirá la instrucción por los 
mismos hechos de la información previa o expediente disciplinario correspondiente, con la 
adopción, en su caso, de la suspensión provisional de los expedientados y de las demás medidas 
cautelares que procedan. No obstante, la resolución definitiva de dichos procedimientos sólo 
podrá producirse cuando la sentencia recaída en el ámbito penal sea firme, vinculando a la 
Administración la declaración de hechos probados que contenga. 

Artículo 89.  

1. La responsabilidad disciplinaria se extingue con el cumplimiento de la sanción, muerte, 
prescripción de la falta o de la sanción, indulto o amnistía. 

2. Las faltas muy graves prescribirán a los seis, años, las graves a los dos y las leves al mes. 

3. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los seis años, por graves a los dos 
y por leves al mes. 

4. Las sanciones disciplinarias se anotarán en el registro de personal. Dichas anotaciones podrán 
cancelarse, de oficio o a instancia del interesado, una vez transcurrido un período de tiempo 
equivalente a su plazo de prescripción, y siempre que durante el mismo no se hubiera impuesto 
una nueva sanción. 

Artículo 90.  

Las sanciones disciplinarias se ejecutarán conforme a los términos de la resolución en que se 
impongan y en el plazo máximo de tres meses. Ello no obstante, el órgano sancionador podrá 
acordar, previa conformidad del interesado, la suspensión temporal de su ejecución por un período 
de tiempo que no exceda del legalmente establecido para su prescripción. 

 
 
 

TEMA 6 
 



LEY DEL PARLAMENTO VASCO 4/2005, DE 18 DE FEBRERO, PARA LA IGUALDAD 
DE MUJERES Y HOMBRES. PRINCIPIOS GENERALES QUE DEBEN REGIR Y 

ORIENTAR LA ACTUACION DE LOS PODERES PUBLICOS VASCOS EN MATERIA 
DE IGUALDAD DE MUJERES Y HOMBRES 

 
Artículo 3. – Principios generales. 
 
Los principios generales que deben regir y orientar la actuación de los poderes públicos vascos en 
materia de igualdad de mujeres y hombres son los siguientes: la igualdad de trato; la igualdad de 
oportunidades; el respeto a la diversidad y a la diferencia; la integración de la perspectiva de 
género; la acción positiva; la eliminación de roles y estereotipos en función del sexo; la 
representación equilibrada y la coordinación y colaboración. 
 
1. – Igualdad de trato. 
 
Se prohíbe toda discriminación basada en el sexo de las personas, tanto directa como indirecta y 
cualquiera que sea la forma utilizada para ello. 
 
A los efectos de esta ley: 
 
a) Existirá discriminación directa cuando una persona sea, haya sido o pudiera ser tratada de 
manera menos favorable que otra en situación análoga por razón de su sexo o de circunstancias 
directamente relacionadas con el sexo, como el embarazo o la maternidad. Sin perjuicio de su 
tipificación como delito, el acoso sexista en el trabajo tiene la consideración de discriminación 
directa por razón de sexo. 
 
b) Existirá discriminación indirecta cuando un acto jurídico, criterio o práctica aparentemente 
neutra perjudique a una proporción sustancialmente mayor de miembros de un mismo sexo, salvo 
que dicho acto jurídico, criterio o práctica resulte adecuada y necesaria y pueda justificarse con 
criterios objetivos que no estén relacionados con el sexo. 
 
c) No se considerarán constitutivas de discriminación por razón de sexo las medidas que, aunque 
planteen un tratamiento diferente para las mujeres y los hombres, tienen una justificación objetiva 
y razonable, entre las que se incluyen aquellas que se fundamentan en la acción positiva para las 
mujeres, en la necesidad de una protección especial de los sexos por motivos biológicos, o en la 
promoción de la incorporación de los hombres al trabajo doméstico y de cuidado de las personas. 
 
Los poderes públicos vascos no podrán conceder ningún tipo de ayuda o subvención a ninguna 
actividad que sea discriminatoria por razón de sexo, ni tampoco a aquellas personas físicas y 
jurídicas que hayan sido sancionadas administrativa o penalmente por incurrir en discriminación 
por razón de sexo, durante el período impuesto en la correspondiente sanción. 
 
Los poderes públicos vascos garantizarán el ejercicio efectivo de los derechos fundamentales de 
aquellas mujeres o grupos de mujeres que sufran una múltiple discriminación por concurrir en 
ellas otros factores que puedan dar lugar a situaciones de discriminación, como la raza, color, 
origen étnico, lengua, religión, opiniones políticas o de otro tipo, pertenencia a una minoría 
nacional, patrimonio, nacimiento, discapacidad, edad, orientación sexual o cualquier otra 
condición o circunstancia personal o social. 
 



 2. – Igualdad de oportunidades. 
 
Los poderes públicos vascos deben adoptar las medidas oportunas para garantizar el ejercicio 
efectivo por parte de mujeres y hombres, en condiciones de igualdad, de los derechos políticos, 
civiles, económicos, sociales y culturales y del resto de derechos fundamentales que puedan ser 
reconocidos en las normas, incluido el control y acceso al poder y a los recursos y beneficios 
económicos y sociales. A efectos de esta ley, la igualdad de oportunidades se ha de entender 
referida no sólo a las condiciones de partida o inicio en el acceso al poder y a los recursos y 
beneficios, sino también a las condiciones para el ejercicio y control efectivo de aquéllos. 
 
Asimismo, los poderes públicos vascos garantizarán que el ejercicio efectivo de los derechos y el 
acceso a los recursos regulados en esta ley no se vea obstaculizado o impedido por la existencia 
de barreras cuya eliminación se contemple en la Ley 20/1997, de 4 de diciembre, para la 
Promoción de la Accesibilidad. 
 
3. – Respeto a la diversidad y a la diferencia. 
 
Los poderes públicos han de poner los medios necesarios para que el proceso hacia la igualdad de 
sexos se realice respetando tanto la diversidad y las diferencias existentes entre mujeres y 
hombres en cuanto a su biología, condiciones de vida, aspiraciones y necesidades, como la 
diversidad y diferencias existentes dentro de los propios colectivos de mujeres y de hombres. 
 
4. – Integración de la perspectiva de género. 
 
Los poderes públicos vascos han de incorporar la perspectiva de género en todas sus políticas y 
acciones, de modo que establezcan en todas ellas el objetivo general de eliminar las desigualdades 
y promover la igualdad de mujeres y hombres. 
 
A efectos de esta ley, se entiende por integración de la perspectiva de género la consideración 
sistemática de las diferentes situaciones, condiciones, aspiraciones y necesidades de mujeres y 
hombres, incorporando objetivos y actuaciones específicas dirigidas a eliminar las desigualdades 
y promover la igualdad en todas las políticas y acciones, a todos los niveles y en todas sus fases 
de planificación, ejecución y evaluación. 
 
5. – Acción positiva. 
 
Para promover la consecución de la igualdad real y efectiva de mujeres y hombres, los poderes 
públicos deben adoptar medidas específicas y temporales destinadas a eliminar o reducir las 
desigualdades de hecho por razón de sexo existentes en los diferentes ámbitos de la vida. 
 
6. – Eliminación de roles y estereotipos en función del sexo. 
 
Los poderes públicos vascos deben promover la eliminación de los roles sociales y estereotipos en 
función del sexo sobre los que se asienta la desigualdad entre mujeres y hombres y según los 
cuales se asigna a las mujeres la responsabilidad del ámbito de lo doméstico y a los hombres la 
del ámbito público, con una muy desigual valoración y reconocimiento económico y social. 
 
  
7. – Representación equilibrada. 



 
Los poderes públicos vascos han de adoptar las medidas oportunas para lograr una presencia 
equilibrada de mujeres y hombres en los distintos ámbitos de toma de decisiones. 
 
A los efectos de esta ley, se considera que existe una representación equilibrada en los órganos 
administrativos pluripersonales cuando los dos sexos están representados al menos al 40%. 
 
8.– Colaboración y coordinación. 
 
Los poderes públicos vascos tienen la obligación de colaborar y coordinar sus actuaciones en 
materia de igualdad de mujeres y hombres para que sus intervenciones sean más eficaces y 
acordes con una utilización racional de los recursos.  
 
Asimismo, han de promover la colaboración y el trabajo en común con otras instituciones y 
entidades de Euskal Herria y de fuera de ella con el fin de garantizar a toda la ciudadanía vasca la 
igualdad de mujeres y hombres. 
 

 

 
LEY DE POLICIA DEL PAIS VASCO 

 
 

TEMA 7 
 

LEY 4/1992, DE 17 DE JULIO, DE POLICIA DEL PAIS VASCO: FUNCIONES DE LOS 
CUERPOS DE POLICIA LOCAL 

 
Artículo 27.  
 
1. Los Cuerpos de Policía Local ejercen las siguientes funciones: 
 
Proteger a las autoridades de los municipios y vigilancia o custodia de sus edificios e 
instalaciones. 
 
Ordenar, señalizar y dirigir el tráfico en el casco urbano, dé acuerdo con lo establecido en las 
normas de circulación. 
 
Instruir atestados por accidentes de circulación dentro del casco urbano. 
 
Policía Administrativa en lo relativo a ordenanzas, bandos y demás disposiciones y actos 
municipales dentro de su ámbito de competencia, así como velar por el cumplimiento de la 
normativa vigente en materia de medio ambiente y protección del entorno en el ámbito de las 
competencias locales en dichas materias. 
 
Participar en las funciones de Policía Judicial colaborando con las Unidades de Policía Judicial. 
 



Prestar auxilio en los casos de accidente, catástrofe o calamidad pública, participando, en la forma 
prevista en las leyes, en la ejecución de los planes de protección civil. 
 
Efectuar diligencias de prevención y cuantas actuaciones tiendan a evitar la comisión de actos 
delictivos. 
 
Vigilar los espacios públicos y colaborar en la protección de las manifestaciones y el 
mantenimiento del orden en grandes concentraciones humanas, cuando sean requeridos para ello. 
 
Cooperar en la resolución de los conflictos privados cuando sean requeridos para ello. 
 
2. De las actuaciones practicadas en virtud de lo previsto en los párrafos c y g del apartado 
anterior, se dará cuenta a la Fuerza o Cuerpo de Seguridad con competencia general en la materia. 
 
3. Los Cuerpos de Policía Local actuarán en el ámbito territorial correspondiente a la entidad local 
de la que dependan, pudiendo hacerlo fuera del mismo en situaciones de emergencia o necesidad 
en que, requeridos para ello por la autoridad competente, estén autorizados por el Alcalde 
respectivo. 
 

 
TEMA 8 

 
LEY 4/1992, DE 17 DE JULIO, DE POLICIA DEL PAIS VASCO: CODIGO 

DEONTOLOGICO DE LA POLICIA DEL PAIS VASCO 

 
CAPÍTULO II.CÓDIGO DEONTOLÓGICO. 

 
Artículo 28.  
 
El servicio público de policía se ejercerá con absoluto respeto a la Constitución, al Estatuto de 
Autonomía y al resto del ordenamiento jurídico, y al mismo incumbe cumplir los deberes que le 
impone la Ley, sirviendo a la comunidad y protegiendo a todas las personas contra actos ilegales 
que impidan el libre ejercicio de sus derechos y libertades. 
 
 
Artículo 29.  
 
Los miembros de la Policía del País Vasco respetarán la autoridad de los Tribunales, y, en el 
desempeño de su función como Policía Judicial, estarán al servicio y bajo la dependencia de la 
Administración de Justicia, en los términos que dispongan las leyes. 
 
Artículo 30.  
 
1. Los miembros de la Policía del País Vasco actuarán con absoluta neutralidad política e 
imparcialidad, y evitarán cualquier práctica abusiva o arbitraria respetando en todo momento los 
principios de igualdad y no discriminación, y los demás que se consignan en la Constitución y en 
la Declaración Universal de Derechos Humanos. 
 



2. Deberán actuar en todo momento con integridad y dignidad, evitando todo comportamiento que 
pueda significar pérdida de la confianza y consideración que requieren sus funciones, o 
comprometer el prestigio o eficacia del servicio o de la Administración. En particular deben 
abstenerse de todo acto de corrupción y oponerse a éstos resueltamente. 
 
3. En sus relaciones con los ciudadanos observarán un trato correcto y esmerado, proporcionando 
información cumplida, y tan amplia como sea posible, sobre las causas y finalidad de sus 
intervenciones. 
 
Acreditarán su condición profesional siempre que sea necesario y cuando lo demanden las 
personas con las que se relacionen en sus actuaciones. 
 
Artículo 31.  
 
En su actuación profesional se regirán por los principios de jerarquía y subordinación, debiendo 
respeto y obediencia a las autoridades y superiores jerárquicos. Ello no obstante, se abstendrán de 
cumplir órdenes que entrañen la ejecución de actos que manifiestamente constituyan delito o sean 
contrarios a las leyes, sin que en tal caso pueda ser adoptada ninguna medida disciplinaria contra 
ellos. 
 
Artículo 32.  
 
Deberán guardar secreto respecto a todas las informaciones que conozcan por razón o con ocasión 
del desempeño de sus funciones. salvo que el ejercicio de las mismas o las disposiciones de la Ley 
les impongan actuar de otra manera. 
 
Artículo 33.  
 
Los miembros de la Policía del País Vasco están obligados, incluso fuera del servicio, a observar 
los deberes inherentes a su función, debiendo intervenir siempre en defensa de la Ley y de la 
seguridad ciudadana, y prestar auxilio en los casos de accidentes, calamidades públicas o 
desgracias particulares. 
 
Artículo 34.  
 
1. En el ejercicio de sus funciones, los miembros de la Policía del País Vasco actuarán con la 
decisión necesaria, sin recurrir a la fuerza más allá de lo razonable y rigiéndose por los principios 
de adecuación, necesidad y proporcionalidad en la utilización de los medios a su alcance. 
 
2. No deberán utilizar las armas salvo que exista un riesgo racionalmente grave para su vida o 
integridad física o las de terceras personas, o en aquellas circunstancias en que concurra un grave: 
riesgo para la seguridad ciudadana, y de conformidad con los principios a que se refiere el 
apartado anterior. El uso de armas de fuego se considerará como medida extrema, no debiendo 
emplearse salvo que se les ofrezca resistencia armada o se ponga en peligro de algún otro modo su 
vida o la de terceras personas, y no pueda detenerse o reducirse al agresor mediante otro tipo de 
medidas. 
 
Artículo 35.  
 



Cuando detengan a una persona, deberán identificarse debidamente como miembros de la Policía 
del País Vasco, y darán cumplimiento con la debida diligencia a los trámites, plazos y requisitos 
exigidos por el ordenamiento jurídico. 
 
Artículo 36.  
 
1. Los miembros de la Policía del País Vasco velarán por la vida e integridad física de las 
personas a quienes detengan o que se encuentren bajo su custodia, y respetarán su honor y 
dignidad y los derechos que legalmente les corresponden. 
 
2. No podrán infligir, instigar o tolerar acto alguno de tortura u otros tratos crueles, inhumanos o 
degradantes, ni invocar la orden de un superior o circunstancias especiales, como amenaza de 
guerra o de la seguridad nacional, o cualquier otra emergencia pública, como justificación. 
 
3. Asegurarán la plena protección de la salud de las personas bajo su custodia. Cuando el estado 
de las mismas lo requiera, les procurarán asistencia médica y seguirán las instrucciones del 
facultativo que les atienda, cuidando en todo caso que no se produzca merma alguna en las 
medidas de seguridad necesarias para garantizar su vigilancia. 
 
Artículo 37.  
 
1. Todo miembro de la Policía del País Vasco es responsable personal y directo de los actos que 
lleve a cabo en su actuación profesional infringiendo o vulnerando las normas legales y 
reglamentarias, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial que como consecuencia de los 
mismos pueda corresponder a la Administración. 
 
2. No obstante, los miembros de la Policía del País Vasco tendrán derecho a ser representados y 
defendidos por profesionales designados por la Administración Pública de la que dependan, y a 
cargo de ésta, en todas las actuaciones judiciales en que se les exijan responsabilidades por hechos 
cometidos en el ejercicio de sus funciones. Cuando la resolución jurisdiccional firme acreditare 
que los hechos causantes de la exigencia de responsabilidad se produjeron contraviniendo las 
normas reguladoras de la actuación policial, la Administración podrá ejercitar la correspondiente 
acción de regreso. 
 
Artículo 38.  
 
Cuando tengan motivos fundados para creer que se ha producido o va a producirse una violación 
del presente código, informarán a sus superiores y, si fuera necesario, a cualquier autoridad que 
tenga atribuciones correctivas. 
 
 

 
TEMA 9 

 
LEY 4/1992, DE 17 DE JULIO, DE POLICIA DEL PAIS VASCO:REGIMEN 

ESTATUTARIO DE LOS FUNCIONARIOS DE POLICIA DEL PAIS VASCO: 
ADQUISICION Y PERDIDA DE LA CONDICION DE FUNCIONARIO. DERECHOS Y 

DEBERES. SITUACIONES ADMINISTRATIVAS 



 
CAPÍTULO I - ADQUISICIÓN Y PÉRDIDA DE LA CONDICIÓN DE FUNCIONARIO. 

 
Artículo 60.  
 
La condición de funcionario de carrera en los distintos Cuerpos que integran la Policía del País 
Vasco se adquiere por el acceso a plazas de plantilla presupuestaria pertenecientes a sus escalas o 
categorías, mediante el cumplimiento sucesivo de los siguientes requisitos: 
 
Superación del procedimiento selectivo. 
 
Nombramiento conferido Por la autoridad competente. 
 
Toma de posesión dentro del plazo reglamentario. 
 
Artículo 61.  
 
1. La condición de funcionario se perderá por alguna de las causas previstas en el apartado 
primero del artículo 37 del Capítulo II del Título III de la Ley 6/1989, de 6 de julio, de la Función 
PúbIica Vasca. 
 
2. Asimismo, perderán la condición de funcionario: 
 
Quienes, transcurrido el período máximo de permanencia en cualquier situación administrativa o 
extinguida la causa que motivó su declaración, no soliciten el reingreso al servicio activo o 
segunda actividad, careciendo del tiempo de servicios efectivos necesario para acceder a la 
situación de excedencia voluntaria por interés particular. 
 
Quienes, hallándose en situación de excedencia forzosa, no participen en los concursos para la 
provisión de puestos de trabajo o no accedan al reingreso al servicio activo o segunda actividad si 
así se dispone con carácter obligatorio por la Administración, careciendo del tiempo de servicios 
efectivos necesario para acceder a la situación de excedencia voluntaria por interés particular. 
 
Artículo 62.  
 
1. La jubilación forzosa se declarará de oficio al cumplir el funcionario la edad legalmente 
establecida. Excepcionalmente, la permanencia en el servicio activo podrá prorrogarse hasta 
alcanzar el mínimo de servicios computables para causar derecho a la pensión de jubilación, 
conforme al régimen de previsión social que resulte de aplicación, siempre que el interesado 
conserve la aptitud necesaria para el correcto desempeño de sus funciones. 
 
2. Se podrá declarar la jubilación forzosa, bien sea de oficio o a petición del interesado, y previa 
instrucción del correspondiente expediente, cuando, no alcanzando el funcionario la edad de 
jubilación legalmente establecida, se halle en estado de imposibilidad física o disminución de sus 
facultades que le incapaciten con carácter permanente para el desempeño de sus funciones. 
 
Artículo 63.  
 



1. Quienes hubieran perdido la condición de funcionario en virtud de sanción disciplinaria podrán 
ser rehabilitados en tal cualidad, reingresando al Cuerpo en la escala y categoría de origen, 
siempre que acrediten la cancelación de los antecedentes penales, en su caso, el cumplimiento de 
las responsabilidades en que hubieren podido incurrir y una conducta que, a juicio del órgano 
competente para acordar la rehabilitación, les haga merecedores de dicho beneficio. 
 
2. La rehabilitación se acordará por el Consejero de Interior o por el órgano competente del 
Ayuntamiento de la respectiva entidad local, sin que pueda concederse hasta transcurridos 6 años 
desde que la sanción disciplinaria hubiera adquirido firmeza. Si la solicitud de rehabilitación fuera 
desestimada, no podrá reproducirse hasta transcurridos 2 años. 
 
3. El interesado deberá reingresar al servicio activo en el plazo máximo de un mes, contado a 
partir del día siguiente a aquél en que se le notifique el acuerdo o resolución que disponga la 
rehabilitación. De no hacerlo así, y salvo causa de fuerza mayor, se le entenderá decaido en su 
derecho y sin efecto la rehabilitación otorgada. 
 

CAPÍTULO IV. - DERECHOS Y DEBERES. 
 
Artículo 75.  
 
Los funcionarios que integran los Cuerpos de la Policía del País Vasco tendrán derecho: 
 
Al cargo y a la permanencia en su puesto de trabajo, con sujeción a los límites y condiciones 
previstos en esta Ley. 
 
A ser retribuidos conforme al puesto de trabajo que desempeñen y al régimen de previsión social 
que les corresponda. 
 
A la carrera administrativa y a la Promoción interna. 
 
A la formación profesional permanente. 
 
A la información y participación en la determinación de sus condiciones de trabajo, en los 
términos establecidos en las leyes. 
 
A la asistencia sanitaria y a las prestaciones sociales que se reconozcan, así como a la seguridad e 
higiene en el trabajo. 
 
A conocer y acceder libremente a su expediente individual. 
 
Al ejercicio de los derechos y libertades sindicales, en los términos establecidos en las leyes. 
 
A disfrutar por cada año completo de servicio activo de al menos un mes de vacaciones 
retribuidas, o de los días que en proporción les correspondan cuando el tiempo trabajado fuese 
menor. El momento de su disfrute quedará subordinado a las necesidades de servicio. 
 
A las licencias establecidas con carácter general en la Ley de la Función Pública Vasca, sin 
perjuicio de las adaptaciones que en vía reglamentaria puedan adoptarse como consecuencia de su 
peculiar estatuto profesional. 



 
A una mejora de su nivel de vida y condiciones sociales a través de medidas concretas de atención 
social fomentadas por las Administraciones respectivas. 
 
Artículo 76.  
 
Sin perjuicio del cumplimiento de los deberes que les vienen impuestos en el código deontológico 
y demás previsiones contempladas en esta Ley, los funcionarios que integran los Cuerpos de 
Policía del País Vasco están vinculados por el deber de residencia. En cumplimiento del mismo, 
deberán residir en el ámbito territorial o circunscripción que se determine por el Departamento de 
Interior u órgano competente de la respectiva entidad local, atendiendo a los condicionantes 
geográficos y de infraestructura concurrentes en cada caso. 
 
Artículo 77.  
 
1. La duración y ordenación de la jornada de trabajo y el régimen de descansos, horarios y fiestas 
serán las que se determinen por el Departamento de Interior o el órgano competente de la 
respectiva entidad local. 
 
2. En casos excepcionales, cuando existan razones de servicio que lo hagan necesario, los 
funcionarios podrán ser requeridos para el servicio fuera de su jornada de trabajo. Asimismo, y 
por las mismas razones, podrá imponerse la obligación de permanecer en las dependencias 
policiales o mantenerse en situación de disponibilidad. 
 
Artículo 78.  
 
1. Los funcionarios de los Cuerpos de Policía del País Vasco vendrán obligados a observar 
estrictamente el régimen de incompatibilidades establecido en la legislación vigente, y las 
Administraciones Públicas Vascas a la exigencia de su cumplimiento. 
 
2. El desempeño de un segundo puesto de trabajo o actividad en el sector público o privado 
requerirá, en todo caso, la previa y expresa declaración de compatibilidad, que únicamente se 
otorgará en los casos previstos en la vigente legislación. 
 

CAPÍTULO V - ACTO DE SERVICIO. 
 
Artículo 79.  
 
1. Podrá ser declarado acto de servicio la actuación policial de carácter extraordinario realizada 
por un funcionario ejerciendo el servicio público en beneficio de un tercero, aun a riesgo de la 
propia vida, que ponga de manifiesto cualidades excepcionales de entrega, valor, espíritu 
humanitario o solidaridad social. 
 
2. La muerte en accidente, o cualquier otra muerte violenta de un funcionario, siempre que sea 
durante la realización del servicio o en el ejercicio de sus funciones, tendrá la consideración de 
acto de servicio. 
 
Artículo 80.  
 



1. La declaración de acto de servicio correspondiente al Consejero de Interior, oído el Consejo de 
la Ertzaintza, o al Pleno de la respectiva entidad local, oída la representación sindical. 
 
2. Reglamentariamente se determinarán los efectos que comporte la declaración de acto de 
servicio. 
 

CAPÍTULO VI - SITUACIONES ADMINISTRATIVAS. 
 
Artículo 81.  
 
1. Los funcionarios de los Cuerpos de la Policía del País Vasco podrán hallarse en alguna de las 
siguientes situaciones administrativas: 
 
Servicio activo. 
 
Servicio en otras Administraciones Públicas Vascas. 
 
Servicios especiales. 
 
Excedencia, forzosa o voluntaria. 
 
Suspensión. 
 
Segunda actividad. 
 
2. Dichas situaciones se regirán por lo dispuesto en el Capítulo V del Título III de la Ley 6/1989, 
de 6 de julio, de la Función Pública Vasca, con las particularidades que en éste se contienen. 
 
Artículo 82.  
 
1. Procederá declarar en la situación de excedencia voluntaria a los funcionarios que deseen 
participar como candidatos a elecciones para órganos representativos públicos, siendo la 
permanencia en servicio activo o segunda actividad causa de inelegibilidad. Si fueran elegidos 
para el cargo pasarán a la situación administrativa que legalmente les corresponda. En caso 
contrario, deberán solicitar el reingreso al servicio activo o segunda actividad en el plazo máximo 
de treinta días, pasando, de no hacerlo así, a la situación de excedencia voluntaria por interés 
particular, siempre que reúnan los requisitos exigidos para ello. 
 
2. Los funcionarios en la situación de excedencia voluntaria prevista en el apartado anterior no 
devengarán retribución alguna mientras permanezcan en ella. No obstante, tendrán derecho a la 
reserva del puesto de trabajo, y el tiempo de permanencia en la misma será computable a efectos 
de trienios, consolidación de grado personal y derechos pasivos. 
 
Artículo 83.  
 
La suspensión de funciones podrá ser provisional o firme, y durante la misma el funcionario 
quedará privado del ejercicio de sus funciones y de los derechos inherentes a su condición, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 84. 
 



Artículo 84.  
 
1. Con carácter excepcional, la suspensión provisional podrá acordarse como medida cautelar 
durante la tramitación de un procedimiento disciplinario o judicial, mediante resolución motivada 
del órgano competente, cuando así lo exija la protección del interés público, y se declarará 
preceptivamente si contra el funcionario se hubiera dictado auto de prisión. 
 
2. El tiempo de suspensión provisional no podrá exceder de 6 meses, salvo en caso de 
paralización del expediente disciplinario imputable al interesado o que la finalización de éste se 
halle pendiente de la resolución definitiva de un procedimiento penal por delito dolosa que se 
trámite por los mismos hechos, pudiendo prolongarse, en este último caso, hasta que concluya el 
expediente disciplinario. Cuando la suspensión tuviera lugar por haberse dictado contra el 
funcionario auto de prisión, se prolongará hasta tanto recaiga sentencia o se decrete la libertad. 
 
3. El suspenso provisional tendrá derecho a percibir sus retribuciones básicas y ayuda familiar, 
salvo en los supuestos de incomparecencia o dilación del expediente disciplinario imputable al 
mismo, que determinará la pérdida del derecho a toda retribución. 
 
4. Si, resuelto el expediente, la suspensión no fuera declarada firme ni se acuerda la separación del 
servicio, procederá la incorporación inmediata del funcionario a su puesto de trabajo, el abono de 
las retribuciones dejadas de percibir y el cómputo como servicio activo del tiempo permanecido 
en la situación de suspenso provisional. 
 
Artículo 85.  
 
Los funcionarios de los Cuerpos de Policía del País Vasco, con excepción de quienes pertenezcan 
a la Escala de Facultativos y Técnicos de la Ertzaintza, podrán pasar a la situación de segunda 
actividad por alguna de las siguientes causas: 
 
Cumplimiento de la edad que se determine por Ley del Parlamento Vasco para cada categoría. 
 
Insuficiencia apreciable, y presumiblemente permanente, de las facultades físicas o psíquicas 
necesarias para el eficaz desempeño de las funciones propias de la categoría, de conformidad con 
lo previsto en el artículo 87. 
 
Artículo 86.  
 
1. El pase a la situación de segunda actividad en razón de la edad se declarará de oficio, 
cualquiera que sea la situación administrativa en la que se encuentre el funcionario, sin perjuicio 
de que, si ésta fuera distinta a la de servicio activo, pueda continuar en la misma. En este último 
caso, el derecho a la reserva del puesto de trabajo, en aquellas situaciones que lo tengan 
reconocido, se entenderá condicionado a que el ocupado anteriormente resulte de susceptible 
desempeño en la nueva situación de segunda actividad. 
 
2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, y atendiendo a las disponibilidades de personal 
existentes y a las necesidades orgánicas y funcionales del Cuerpo, el Departamento de Interior y 
los órganos competentes de las entidades locales podrán limitar, para cada año natural y categoría, 
el número máximo de funcionarios que puedan pasar a la situación de segunda actividad, 



prorrogando la permanencia en el servicio activo de quienes, en orden inverso al de la fecha en 
que cumplan la edad, excedan del cupo así fijado. 
 
Asimismo, podrá aplazarse el pase a la situación de segunda actividad, por sucesivos períodos de 
un año, cuando exista petición expresa del interesado y siempre que medie informe favorable del 
Tribunal Médico a que se refiere el apartado segundo del artículo siguiente. 
 
Artículo 87.  
 
1. Pasarán a la situación de segunda actividad aquellos funcionarios que antes de cumplir la edad 
reglamentariamente establecida, o cumplida ésta si hubieran obtenido la prórroga en la situación 
de servicio activo, tengan una disminución apreciable de las facultades psíquicas o físicas 
necesarias para el ejercicio de sus funciones que, sin impedirles la eficaz realización de las 
fundamentales tareas de la profesión policial, determine una insuficiente capacidad de carácter 
permanente para el pleno desempeño de las propias de su categoría. La declaración en segunda 
actividad, en el supuesto al que se refiere el presente artículo, únicamente podrá producirse desde 
la situación de servicio activo. 
 
2. El procedimiento podrá iniciarse de oficio o a instancia del interesado, y la evaluación de la 
incapacidad corresponderá a un Tribunal Médico, compuesto por 3 facultativos, que se designarán 
por el Departamento de Interior u órgano competente de la respectiva entidad local, uno de ellos a 
propuesta de representación sindical. 
 
El Tribunal podrá recabar la participación de aquellos especialistas que estime precisos para el 
correcto ejercicio de su función, y disponer la práctica de cuantas pruebas, reconocimientos o 
exploraciones médicas considere necesarias a tal fin. 
 
3. Los dictámenes emitidos por el Tribunal Médico vincularán al órgano competente para declarar 
la situación de segunda actividad, sin perjuicio de que éste, si apreciara la existencia de alguna 
irregularidad invalidante, pueda proceder a su revisión conforme a las normas reguladoras del 
procedimiento administrativo. 
4. Si, como consecuencia de los reconocimientos efectuados, el Tribunal apreciara en el 
funcionario un estado de imposibilidad física o de disminución de sus facultades que le 
incapaciten con carácter permanente para el desempeño de sus funciones, lo pondrá en 
conocimiento del órgano competente al objeto de que se trámite el oportuno expediente de 
incapacidad y, si así procede, su jubilación forzosa. 
 
5. El Gobierno Vasco determinará reglamentariamente para cada categoría el cuadro de 
incapacidades determinantes del pase a la situación de segunda actividad. 
 
Artículo 88.  
 
1. Los funcionarios declarados en situación de segunda actividad quedarán a disposición del 
Departamento de Interior u órgano competente de la respectiva entidad local, y deberán 
desarrollar funciones policiales ordinarias cuando razones de servicio lo requieran y mientras 
éstas persistan. 
 



2. Asimismo, podrán ocupar, con sujeción a las previsiones contenidas en el Capítulo II del Título 
III de esta Ley, aquellos puestos de trabajo que resulten de susceptible desempeño por personal en 
situación de segunda actividad conforme a lo establecido en las relaciones de puestos de trabajo. 
 
3. Durante la permanencia en la situación de segunda actividad, los funcionarios percibirán las 
retribuciones básicas correspondientes a su categoría y aquéllas de carácter personal que tuvieran 
reconocidas, incluidas las que correspondan en concepto de trienios, que continuarán 
perfeccionándose en dicha situación. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado siguiente, 
cuando ocupen un puesto de trabajo percibirán las retribuciones complementarias asignadas al 
mismo, y, si por razones de servicio tuvieran que prestar funciones policiales ordinarias, las 
propias del puesto al que éstas correspondan, en proporción al tiempo efectivo de prestación de 
las mismas. En aquellos supuestos en que el funcionario haya sido declarado en situación de 
incapacidad permanente por los órganos competentes de la Seguridad Social, sin que proceda su 
jubilación forzosa, las retribuciones complementarias que le correspondan se minorarán en la 
misma cuantía que importe la prestación de pago periódico que tenga reconocida en aquel 
concepto. 
 
Artículo 89.  
 
1. El reingreso en la situación de servicio activo o segunda actividad de quienes no tengan reserva 
de plaza y destino se efectuará mediante su participación en las convocatorias para la provisión de 
puestos de trabajo, a través de los sistemas de concurso o libre designación. Asimismo, el 
reingreso podrá efectuarse mediante la adscripción provisional a un puesto de trabajo con ocasión 
de vacante. 
 
2. El reingreso a la situación de servicio activo desde la de segunda actividad sólo podrá 
producirse en aquellos casos en que, habiendo sido declarada esta última por razones de 
incapacidad física o psíquica, se demuestre fehacientemente la total recuperación del funcionario, 
previo dictamen favorable del Tribunal Médico al que se refiere el apartado segundo del artículo 
87. 
 

TEMA 10 
 

LEY 4/1992, DE 17 DE JULIO, DE POLICIA DEL PAIS VASCO:REGIMEN 
DISCIPLINARIO DE LOS CUERPOS DE POLICIA DEL PAIS VASCO 

 
CAPÍTULO VII.  RÉGIMEN DISCIPLINARIO. 

 
Artículo 90.  
 
1. El régimen disciplinario establecido en el presente Capítulo es de aplicación a los funcionarios 
de los Cuerpos de Policía del País Vasco, cualquiera que sea la situación administrativa en que se 
encuentren. 
 
2. De no ser posible el cumplimiento de la sanción en el momento en que se dicte la resolución, 
por hallarse el funcionario en situación administrativa que lo impida, ésta se hará efectiva cuando 
su cambio de situación lo permita. 
 



3. No podrá exigirse responsabilidad disciplinaria por actos anteriores a la adquisición o 
posteriores a la pérdida de la condición de funcionario, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 
siguiente. 
 
4. Los funcionarios en prácticas estarán sometidos a las normas de régimen disciplinario 
establecidas en el Reglamento del centro de formación policial correspondiente, y, con carácter 
supletorio, a las previstas en el presente capítulo y disposiciones que se dicten en su desarrollo. 
 
Artículo 91.  
 
1. Los funcionarios de los Cuerpos de Policía del País Vasco sólo serán sancionados por el 
incumplimiento de sus deberes y obligaciones cuando dicho incumplimiento sea constitutivo de 
falta disciplinaria. 
 
2. La responsabilidad disciplinaria se entiende sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal en 
que pudiera incurrir el funcionario. 
 
3. Incurrirán en responsabilidad disciplinaria no sólo los autores de una falta, sino también los 
superiores que la toleren y los funcionarios que induzcan a su comisión, así como los que la 
encubran. 
 
4. Cuando se considere que los hechos por los que se ha instruido expediente disciplinario pueden 
ser constitutivos de delito, se deberá dar inmediata cuenta a la Administración de Justicia. 
 
5. La iniciación de un procedimiento penal contra miembros de la Policía del País Vasco no 
impedirá la instrucción por los mismos hechos de la información previa o expediente disciplinario 
correspondiente, con la adopción, en su caso, de la suspensión provisional de los expedientados y 
de las demás medidas cautelares que procedan. No obstante, la resolución definitiva de dichos 
procedimientos sólo podrá producirse cuando la sentencia recaída en el ámbito penal sea firme, 
vinculando a la Administración la declaración de hechos probados que contenga. 
 
Artículo 92.  
 
1. Las faltas disciplinarias se clasifican en leves, graves y muy graves. 
 
2. Son faltas muy graves: 
 
Cualquier conducta constitutiva de delito doloso, que lleve aparejada pena privativa de libertad. 
 
El abuso de autoridad que cause grave perjuicio a los ciudadanos, subordinados o a la 
Administración, así como la práctica de la tortura o cualquier trato inhumano, degradante, 
discriminatorio o vejatorio a las personas que se encuentren bajo su custodia. 
 
Embriagarse o consumir drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas durante el 
servicio o con habitualidad, así como negarse, en situación de anormalidad física o psíquica 
evidente, a las pertinentes comprobaciones técnicas. 
 
La violación del secreto profesional y la falta del debido sigilo respecto a los asuntos que conozca 
por razón de su cargo, que perjudique el desarrollo de la labor policial o a cualquier persona. 



 
La participación en huelgas, en acciones sustitutivas de las mismas, o en actuaciones concertadas 
con el fin de alterar el normal funcionamiento de los servicios. 
 
La insubordinación individual o colectiva respecto a las autoridades o mandos, así como la 
desobediencia a las órdenes e instrucciones legítimamente dadas por aquéllos. 
 
La manifiesta, reiterada y no justificada falta de rendimiento, así como la apatía, desidia o 
desinterés en el cumplimiento de los deberes, cuando constituya conducta continuada o que 
ocasionare grave perjuicio a los ciudadanos o a la eficacia de los servicios. 
 
Hacer ostentación del arma reglamentaria o los distintivos del cargo, sin ninguna causa que lo 
justifique y causando grave perjuicio a cualquier persona o grave desprestigio del Cuerpo, así 
como la utilización del arma reglamentaria fuera de servicio, salvo en los casos contemplados en 
el artículo 34. 
 
La pérdida o sustracción por negligencia inexcusable de armas. 
 
La no prestación de auxilio; con urgencia en aquellos hechos o circunstancias graves en que sea 
obligada su actuación. 
 
La falta de colaboración manifiesta con los demás miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad. 
 
Incurrir en falta grave cuando hubiera sido anteriormente sancionado, en virtud de resoluciones 
que hubieran alcanzado firmeza en vía administrativa, por otras 2 faltas graves, cuya anotación no 
cumpla los requisitos para ser cancelada. 
 
Cualquier otra conducta no enumerada en los puntos anteriores y tipificada como falta muy grave 
en la legislación general de los funcionarios de las Administraciones Públicas Vascas. 
 
3. Las faltas graves y leves se determinarán reglamentariamente en función de los criterios 
contenidos en el artículo 94. 
 
Artículo 93.  
 
Por razón de las faltas a que se refiere este capítulo, podrán imponerse las siguientes sanciones: 
 
Por las faltas muy graves: 
 
Separación del servicio. 
 
Suspensión de funciones de 2 a 4 años. 
 
Por faltas graves: 
 
Suspensión de funciones de 5 días a 2 años. 
 
Traslado. 



 
Por faltas leves: 
 
Apercibimiento. 
 
Suspensión de funciones de 1 a 5 días con pérdida de la remuneración, que no supondrá pérdida 
de antigüedad. 
 
Artículo 94.  
 
Para la determinación de la mayor o menor gravedad de la falta y graduar la sanción a imponer se 
tendrán en cuenta, además de lo que objetivamente se haya cometido u omitido, y actuando bajo 
el principio de proporcionalidad, los siguientes elementos: 
 
Intencionalidad. 
 
Grado de participación en comisión u omisión. 
 
Perturbación que puedan producir en el normal funcionamiento de la Administración y de los 
servicios policiales. 
 
Los daños y perjuicios o la falta de consideración que pueda implicar para los ciudadanos y los 
subordinados. 
 
El quebrantamiento de los principios de disciplina, jerarquía, y colaboración. 
 
Reincidencia o reiteración. 
 
Deterioro de imagen de la Administración o de los servicios policiales que pudieran haber 
causado. 
 
En general, su trascendencia para la seguridad ciudadana. 
 
Artículo 95.  
 
1. No se podrán imponer sanciones por faltas graves o muy graves, sino en virtud de expediente 
instruido al efecto. Para la imposición de sanciones por faltas leves no será preceptiva la previa 
instrucción de expediente, salvo el trámite de audiencia. 
 
2. El procedimiento sancionador de los funcionarios de los Cuerpos de la Policía del país Vasco se 
establecerá reglamentariamente ajustándose a los principios de impulso de oficio, imparcialidad, 
agilidad, eficacia, publicidad y contradictoriedad, y comprendiendo esencialmente los derechos de 
información, defensa, audiencia y vista del expediente. 
 
3. Con la incoación del expediente disciplinario, o en cualquier momento posterior, la autoridad 
competente podrá acordar la suspensión provisional del funcionario, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 84 de esta Ley, y adoptar aquellas otras medidas cautelares que fueran precisas para 
asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer o la prestación eficaz del servicio. 
 



4. De la incoación de los expedientes disciplinarios contra los funcionarios de los Cuerpos de 
Policía Locales, así como de su resolución, deberá darse cuenta a los órganos de representación 
del personal. 
 
5. Las sanciones disciplinarias se ejecutarán conforme a los términos de la resolución en que se 
impongan y en el plazo máximo de 3 meses. Ello no obstante, el órgano sancionador podrá 
acordar, previa conformidad del interesado, la suspensión temporal de su ejecución por un período 
de tiempo que no exceda del legalmente establecido para su prescripción. 
 
Artículo 96.  
 
1. Son órganos competentes para la imposición de sanciones disciplinarias a los miembros de la 
Ertzaintza: 
 
El Consejero de Interior para la sanción de separación de servicio. 
 
El Viceconsejero de Seguridad para las sanciones por faltas muy graves y graves. 
 
Para la imposición de sanciones por faltas leves, además de los órganos anteriores, serán 
competentes los Jefes de las dependencias o unidades en que presten servicio los infractores. 
 
2. Son órganos competentes para la imposición de sanciones disciplinarias a los miembros de la 
Policía Local los establecidos en la legislación de régimen local. 
 
3. Lo dispuesto en los precedentes apartados se entenderá sin perjuicio de la competencia 
atribuida en el artículo 3 de esta Ley a los Diputados Generales, en relación a los funcionarios 
adscritos a las secciones de Miñones, Forales y Mikeletes. 
 
Artículo 97.  
 
1. La responsabilidad disciplinaria se extingue con el cumplimiento de la sanción, muerte, 
prescripción de la falta o sanción, indulto o amnistía. 
 
2. Las faltas muy graves prescribirán a los 6 años, las graves a los 2 años, y las leves al mes. El 
plazo de prescripción comenzará a contarse desde que la falta se hubiese cometido. 
 
3. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los 6 años, las impuestas por 
faltas graves a los 2 años, y las impuestas por faltas leves al mes. El plazo para la prescripción 
comenzará a contarse a partir del día siguiente a aquél en que haya adquirido firmeza la resolución 
que las imponga. 
 
4. Las sanciones disciplinarias se anotarán en el registro de personal. Dichas anotaciones se 
cancelarán de oficio una vez transcurrido un período de tiempo equivalente a su plazo de 
prescripción, en el caso de sanciones por falta muy grave o grave, y de 3 meses en el supuesto de 
sanciones por falta leve, a contar desde el cumplimiento de la sanción correspondiente, siempre 
que durante este tiempo no hubiera dado lugar el sancionado a otro procedimiento disciplinario 
que termine con la imposición de sanción. 

 



 
 

TEMA 11 
 

LEY 4/1992, DE 17 DE JULIO, DE POLICIA DEL PAIS VASCO:DE LAS POLICIAS 
LOCALES: DISPOSICIONES GENERALES Y ESTRUCTURA 

 
 

TÍTULO V.DE LAS POLICÍAS LOCALES. 
 

CAPÍTULO I.DISPOSICIONES GENERALES. 
 
Artículo 116.  
 
1. Los municipios del País Vasco que tengan una población igual o superior a 5.000 habitantes 
podrán crear Cuerpos de Policía propios. 
 
2. Con carácter excepcional podrán crear Cuerpos de Policía Local aquellos municipios que 
cuenten con población inferior a 5.000 habitantes, cuando existan indudables motivos de 
necesidad o conveniencia. En este caso, la creación del Cuerpo requerirá la previa autorización del 
Gobierno Vasco. 
 
3. En todo caso, los acuerdos de creación de Cuerpos de Policía Local requerirán el voto favorable 
de la mayoría absoluta del número legal de miembros de la Corporación. 
 
4. Las Policías Locales no tendrán en ningún caso dependencia orgánica ni funcional del 
Gobierno Vasco ni de la Administración de la Comunidad Autónoma Vasca o del Cuerpo de ella 
dependiente, sino que su dependencia lo será un exclusiva de cada municipio respectivo. 
 
Artículo 117.  
 
1. En los municipios donde no exista Cuerpo de Policía, las funciones que corresponden al mismo 
en virtud de lo dispuesto en los párrafos a, b, d, f e i del artículo 28.1 serán desempeñadas, sin 
perjuicio de cualesquiera otras que puedan tener atribuidas, por el personal de la entidad local que 
realice funciones de custodia y vigilancia de bienes, servicios e instalaciones, con la 
denominación de guardas, vigilantes, alguaciles o análogas. 
 
2. Las entidades locales podrán solicitar del Departamento de Interior la asistencia de la Ertzaintza 
en aquellas funciones de naturaleza estrictamente policial que correspondan a los Cuerpos de 
Policía Local, así como en la ordenación y dirección de tráfico en las travesías urbanas, en los 
casos en que no dispongan de Cuerpo de Policía o, disponiendo de él, sus efectivos no alcancen a 
dar cobertura a la totalidad de los servicios de su competencia. En este último supuesto, la 
colaboración no podrá tener carácter permanente. 
 

CAPÍTULO II. ESTRUCTURA. 
 
Artículo 118.  
 



1. Los Cuerpos de Policía Local se estructuran en las siguientes escalas y categorías, que se 
corresponden con los grupos de clasificación que se indican en función de la titulación exigible 
para el ingreso: 
 
Escala Técnica; con la categoría de Intendente, correspondiente al Grupo A, y las de Comisario y 
Subcomisario, correspondientes al Grupo B. 
 
Escala de Inspección; con las categorías de Oficial y Suboficial, correspondientes al Grupo C. 
 
Escala Básica; con las categorías de Agente Primero y Agente, correspondientes al Grupo D. 
 
2. La Escala Técnica sólo podrá crearse en los municipios con población superior a 100.000 
habitantes, y la categoría de Intendente en aquéllos con población superior a 300.000 habitantes y 
cuyo Cuerpo de Policía esté integrado por un número igual o superior a 400 funcionarios. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

DERECHO PENAL 
 
 

TEMA 12 
 

LA INFRACCION PENAL: DE LOS DELITOS Y FALTAS 

 



DISPOSICIONES GENERALES SOBRE LOS DELITOS Y LAS FALTAS, LAS 
PERSONAS RESPONSABLES, LAS PENAS, MEDIDAS DE SEGURIDAD Y 

DEMÁS CONSECUENCIAS DE LA INFRACCIÓN PENAL 

TÍTULO I. 
DE LA INFRACCIÓN PENAL 

CAPÍTULO I. 
DE LOS DELITOS Y FALTAS. 

 
Artículo 10.  
Son delitos o faltas las acciones y omisiones dolosas o imprudentes penadas por la Ley. 
 
Artículo 11.  
Los delitos o faltas que consistan en la producción de un resultado sólo se entenderán cometidos 
por omisión cuando la no evitación del mismo, al infringir un especial deber jurídico del autor, 
equivalga, según el sentido del texto de la Ley, a su causación. A tal efecto se equiparará la 
omisión a la acción: 

a. Cuando exista una específica obligación legal o contractual de actuar. 
b. Cuando el omitente haya creado una ocasión de riesgo para el bien jurídicamente 

protegido mediante una acción u omisión precedente. 
 
Artículo 12.  
Las acciones u omisiones imprudentes sólo se castigarán cuando expresamente lo disponga la 
Ley. 
 
Artículo 13.  
1. Son delitos graves las infracciones que la Ley castiga con pena grave. 
2. Son delitos menos graves las infracciones que la Ley castiga con pena menos grave. 
3. Son faltas las infracciones que la Ley castiga con pena leve. 
4. Cuando la pena, por su extensión, pueda incluirse a la vez entre las mencionadas en los dos 
primeros números de este artículo, el delito se considerará, en todo caso, como grave. 
 
Artículo 14.  
1. El error invencible sobre un hecho constitutivo de la infracción penal excluye la 
responsabilidad criminal. Si el error, atendidas las circunstancias del hecho y las personales del 
autor, fuera vencible, la infracción será castigada, en su caso, como imprudente. 
2. El error sobre un hecho que cualifique la infracción o sobre una circunstancia agravante, 
impedirá su apreciación. 
3. El error invencible sobre la ilicitud del hecho constitutivo de la infracción penal excluye la 
responsabilidad criminal. Si el error fuera vencible, se aplicará la pena inferior en uno o dos 
grados. 
 
Artículo 15.  
1. Son punibles el delito consumado y la tentativa de delito. 
2. Las faltas sólo se castigarán cuando hayan sido consumadas, excepto las intentadas contra las 
personas o el patrimonio. 
 
Artículo 16.  



1. Hay tentativa cuando el sujeto da principio a la ejecución del delito directamente por hechos 
exteriores, practicando todos o parte de los actos que objetivamente deberían producir el 
resultado, y sin embargo éste no se produce por causas independientes de la voluntad del autor. 
2. Quedará exento de responsabilidad penal por el delito intentado quien evite voluntariamente la 
consumación del delito, bien desistiendo de la ejecución ya iniciada, bien impidiendo la 
producción del resultado, sin perjuicio de la responsabilidad en que pudiera haber incurrido por 
los actos ejecutados, si éstos fueren ya constitutivos de otro delito o falta. 
3. Cuando en un hecho intervengan varios sujetos, quedarán exentos de responsabilidad penal 
aquél o aquéllos que desistan de la ejecución ya iniciada, e impidan o intenten impedir, seria, 
firme y decididamente, la consumación, sin perjuicio de la responsabilidad en que pudieran haber 
incurrido por los actos ejecutados, si éstos fueren ya constitutivos de otro delito o falta. 
 
Artículo 17.  
1. La conspiración existe cuando dos o más personas se conciertan para la ejecución de un delito y 
resuelven ejecutarlo. 
2. La proposición existe cuando el que ha resuelto cometer un delito invita a otra u otras personas 
a ejecutarlo. 
3. La conspiración y la proposición para delinquir sólo se castigarán en los casos especialmente 
previstos en la Ley. 
 
Artículo 18.  
1. La provocación existe cuando directamente se incita por medio de la imprenta, la radiodifusión 
o cualquier otro medio de eficacia semejante, que facilite la publicidad, o ante una concurrencia 
de personas, a la perpetración de un delito. 
Es apología, a los efectos de este Código, la exposición, ante una concurrencia de personas o por 
cualquier medio de difusión, de ideas o doctrinas que ensalcen el crimen o enaltezcan a su autor. 
La apología sólo será delictiva como forma de provocación y si por su naturaleza y circunstancias 
constituye una incitación directa a cometer un delito. 
2. La provocación se castigará exclusivamente en los casos en que la Ley así lo prevea. 
Si a la provocación hubiese seguido la perpetración del delito, se castigará como inducción. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 

TEMA 13 
 

LA INFRACCION PENAL:DE LAS CAUSAS QUE EXIMEN LA RESPONSABILIDAD 
PENAL 

 



CAPÍTULO II. 
DE LAS CAUSAS QUE EXIMEN DE LA RESPONSABILIDAD CRIMINAL 

 
Artículo 19.  
Los menores de dieciocho años no serán responsables criminalmente con arreglo a este Código. 
Cuando un menor de dicha edad cometa un hecho delictivo podrá ser responsable con arreglo a lo 
dispuesto en la Ley que regule la responsabilidad penal del menor. 
 
Artículo 20.  
Están exentos de responsabilidad criminal: 

1. El que al tiempo de cometer la infracción penal, a causa de cualquier anomalía o 
alteración psíquica, no pueda comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa 
comprensión. 
El trastorno mental transitorio no eximirá de pena cuando hubiese sido provocado por el 
sujeto con el propósito de cometer el delito o hubiera previsto o debido prever su 
comisión. 

2. El que al tiempo de cometer la infracción penal se halle en estado de intoxicación plena 
por el consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias 
psicotrópicas u otras que produzcan efectos análogos, siempre que no haya sido buscado 
con el propósito de cometerla o no se hubiese previsto o debido prever su comisión, o se 
halle bajo la influencia de un síndrome de abstinencia, a causa de su dependencia de tales 
sustancias, que le impida comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa 
comprensión. 

3. El que, por sufrir alteraciones en la percepción desde el nacimiento o desde la infancia, 
tenga alterada gravemente la conciencia de la realidad. 

4. El que obre en defensa de la persona o derechos propios o ajenos, siempre que concurran 
los requisitos siguientes: 

1. Agresión ilegítima. En caso de defensa de los bienes se reputará agresión 
ilegítima el ataque a los mismos que constituya delito o falta y los ponga en grave 
peligro de deterioro o pérdida inminentes. En caso de defensa de la morada o sus 
dependencias, se reputará agresión ilegítima la entrada indebida en aquélla o 
éstas. 

2. Necesidad racional del medio empleado para impedirla o repelerla. 
3. Falta de provocación suficiente por parte del defensor. 

5. El que, en estado de necesidad, para evitar un mal propio o ajeno lesione un bien jurídico 
de otra persona o infrinja un deber, siempre que concurran los siguientes requisitos: 

1. Que el mal causado no sea mayor que el que se trate de evitar. 
2. Que la situación de necesidad no haya sido provocada intencionadamente por el 

sujeto. 
3. Que el necesitado no tenga, por su oficio o cargo, obligación de sacrificarse. 

6. El que obre impulsado por miedo insuperable. 
7. El que obre en cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, oficio o 

cargo. 
En los supuestos de los tres primeros números se aplicarán, en su caso, las medidas de seguridad 
previstas en este Código. 

 
TEMA 14 

 



LA INFRACCION PENAL: DE LAS CIRCUNSTANCIAS QUE ATENUAN Y AGRAVAN 
LA RESPONSABILIDAD CRIMINAL 

 
CAPÍTULO III. 

DE LAS CIRCUNSTANCIAS QUE ATENÚAN LA RESPONSABILIDAD CRIMINAL 

 
Artículo 21.  
Son circunstancias atenuantes: 

1. Las causas expresadas en el Capítulo anterior, cuando no concurrieren todos los requisitos 
necesarios para eximir de responsabilidad en sus respectivos casos. 

2. La de actuar el culpable a causa de su grave adicción a las sustancias mencionadas en el 
número 2 del artículo anterior. 

3. La de obrar por causas o estímulos tan poderosos que hayan producido arrebato, 
obcecación u otro estado pasional de entidad semejante. 

4. La de haber procedido el culpable, antes de conocer que el procedimiento judicial se 
dirige contra él, a confesar la infracción a las autoridades. 

5. La de haber procedido el culpable a reparar el daño ocasionado a la víctima, o disminuir 
sus efectos, en cualquier momento del procedimiento y con anterioridad a la celebración 
del acto del juicio oral. 

6. Cualquier otra circunstancia de análoga significación que las anteriores. 

 

CAPÍTULO IV. 
DE LAS CIRCUNSTANCIAS QUE AGRAVAN LA RESPONSABILIDAD CRIMINAL 

 
Artículo 22.  
Son circunstancias agravantes: 

1. Ejecutar el hecho con alevosía. 
Hay alevosía cuando el culpable comete cualquiera de los delitos contra las personas 
empleando en la ejecución medios, modos o formas que tiendan directa o especialmente a 
asegurarla, sin el riesgo que para su persona pudiera proceder de la defensa por parte del 
ofendido. 

2. Ejecutar el hecho mediante disfraz, con abuso de superioridad o aprovechando las 
circunstancias de lugar, tiempo o auxilio de otras personas que debiliten la defensa del 
ofendido o faciliten la impunidad del delincuente. 

3. Ejecutar el hecho mediante precio, recompensa o promesa. 
4. Cometer el delito por motivos racistas, antisemitas u otra clase de discriminación 

referente a la ideología, religión o creencias de la víctima, la etnia, raza o nación a la que 
pertenezca, su sexo u orientación sexual, o la enfermedad o minusvalía que padezca. 

5. Aumentar deliberada e inhumanamente el sufrimiento de la víctima, causando a ésta 
padecimientos innecesarios para la ejecución del delito. 

6. Obrar con abuso de confianza. 
7. Prevalerse del carácter público que tenga el culpable. 
8. Ser reincidente. 

Hay reincidencia cuando, al delinquir, el culpable haya sido condenado ejecutoriamente por un 
delito comprendido en el mismo Título de este Código, siempre que sea de la misma naturaleza. 



A los efectos de este número no se computarán los antecedentes penales cancelados o que 
debieran serlo. 

 

CAPÍTULO V. 
DE LA CIRCUNSTANCIA MIXTA DE PARENTESCO 

 
Artículo 23.  
Es circunstancia que puede atenuar o agravar la responsabilidad, según la naturaleza, los motivos 
y los efectos del delito, ser o haber sido el agraviado cónyuge o persona que esté o haya estado 
ligada de forma estable por análoga relación de afectividad, o ser ascendiente, descendiente o 
hermano por naturaleza o adopción del ofensor o de su cónyuge o conviviente. 

 

CAPÍTULO VI. 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
Artículo 24.  
1. A los efectos penales se reputará autoridad al que por sí solo o como miembro de alguna 
corporación, tribunal u órgano colegiado tenga mando o ejerza jurisdicción propia. En todo caso, 
tendrán la consideración de autoridad los miembros del Congreso de los Diputados, del Senado, 
de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas y del Parlamento Europeo. Se 
reputará también autoridad a los funcionarios del Ministerio Fiscal. 
2. Se considerará funcionario público todo el que por disposición inmediata de la Ley o por 
elección o por nombramiento de autoridad competente participe en el ejercicio de funciones 
públicas. 
 
Artículo 25.  
A los efectos de este Código se considera incapaz a toda persona, haya sido o no declarada su 
incapacitación, que padezca una enfermedad de carácter persistente que le impida gobernar su 
persona o bienes por sí misma. 
 
Artículo 26.  
A los efectos de este Código se considera documento todo soporte material que exprese o 
incorpore datos, hechos o narraciones con eficacia probatoria o cualquier otro tipo de relevancia 
jurídica. 
 

 
 
 
 
 

TEMA 15 
 

LAS PERSONAS CRIMINALMENTE RESPONSABLES DE LOS DELITOS Y FALTAS 

 



TÍTULO II. 
DE LAS PERSONAS CRIMINALMENTE RESPONSABLES DE LOS DELITOS Y 

FALTAS 

 
Artículo 27.  
Son responsables criminalmente de los delitos y faltas los autores y los cómplices. 
 
Artículo 28.  
Son autores quienes realizan el hecho por sí solos, conjuntamente o por medio de otro del que se 
sirven como instrumento. 
También serán considerados autores: 

c. Los que inducen directamente a otro u otros a ejecutarlo. 
d. Los que cooperan a su ejecución con un acto sin el cual no se habría efectuado. 

 
Artículo 29.  
Son cómplices los que, no hallándose comprendidos en el artículo anterior, cooperan a la 
ejecución del hecho con actos anteriores o simultáneos. 
 
Artículo 30.  
1. En los delitos y faltas que se cometan utilizando medios o soportes de difusión mecánicos no 
responderán criminalmente ni los cómplices ni quienes los hubieren favorecido personal o 
realmente. 
2. Los autores a los que se refiere el artículo 28 responderán de forma escalonada, excluyente y 
subsidiaria de acuerdo con el siguiente orden: 

8. Los que realmente hayan redactado el texto o producido el signo de que se trate, y quienes 
les hayan inducido a realizarlo. 

9. Los directores de la publicación o programa en que se difunda. 
10. Los directores de la empresa editora, emisora o difusora. 
11. Los directores de la empresa grabadora, reproductora o impresora. 

3. Cuando por cualquier motivo distinto de la extinción de la responsabilidad penal, incluso la 
declaración de rebeldía o la residencia fuera de España, no pueda perseguirse a ninguna de las 
personas comprendidas en alguno de los números del apartado anterior, se dirigirá el 
procedimiento contra las mencionadas en el número inmediatamente posterior. 
 
Artículo 31. 
 1. El que actúe como administrador de hecho o de derecho de una persona jurídica, o en nombre 
o representación legal o voluntaria de otro, responderá personalmente, aunque no concurran en él 
las condiciones, cualidades o relaciones que la correspondiente figura de delito o falta requiera 
para poder ser sujeto activo del mismo, si tales circunstancias se dan en la entidad o persona en 
cuyo nombre o representación obre. 
2. En estos supuestos, si se impusiere en sentencia una pena de multa al autor del delito, será 
responsable del pago de la misma de manera directa y solidaria la persona jurídica en cuyo 
nombre o por cuya cuenta actuó. 
 

 

TEMA 16 
 

LAS PENAS: LAS PENAS Y SUS CLASES 



 
TÍTULO III. 

DE LAS PENAS 

 

CAPÍTULO I. 
DE LAS PENAS, SUS CLASES Y EFECTOS 

 

SECCIÓN 1. DE LAS PENAS Y SUS CLASES 

 
Artículo 32.  
Las penas que pueden imponerse con arreglo a este Código, bien con carácter principal bien como 
accesorias, son privativas de libertad, privativas de otros derechos y multa. 
 
Artículo 33.  
1. En función de su naturaleza y duración, las penas se clasifican en graves, menos graves y leves. 
2. Son penas graves: 

e. La prisión superior a cinco años. 
f. La inhabilitación absoluta. 
g. Las inhabilitaciones especiales por tiempo superior a cinco años. 
h. La suspensión de empleo o cargo público por tiempo superior a cinco años. 
i. La privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores por tiempo superior 

a ocho años. 
j. La privación del derecho a la tenencia y porte de armas por tiempo superior a ocho años. 
k. La privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos, por tiempo 

superior a cinco años. 
l. La prohibición de aproximarse a la víctima o a aquellos de sus familiares u otras personas 

que determine el juez o tribunal, por tiempo superior a cinco años. 
m. La prohibición de comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares u otras 

personas que determine el juez o tribunal, por tiempo superior a cinco años. 
3. Son penas menos graves: 

l. La prisión de tres meses hasta cinco años. 
m. Las inhabilitaciones especiales hasta cinco años. 
n. La suspensión de empleo o cargo público hasta cinco años. 
o. La privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores de un año y un día 

a ocho años. 
p. La privación del derecho a la tenencia y porte de armas de un año y un día a ocho años. 
q. La privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos, por tiempo de 

seis meses a cinco años. 
r. La prohibición de aproximarse a la víctima o a aquellos de sus familiares u otras personas 

que determine el juez o tribunal, por tiempo de seis meses a cinco años. 
s. La prohibición de comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares u otras 

personas que determine el juez o tribunal, por tiempo de seis meses a cinco años. 
t. La multa de más de dos meses. 
u. La multa proporcional, cualquiera que fuese su cuantía. 
v. Los trabajos en beneficio de la comunidad de 31 a 180 días. 

4. Son penas leves: 



g. La privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores de tres meses a un 
año. 

h. La privación del derecho a la tenencia y porte de armas de tres meses a un año. 
i. La privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos, por tiempo 

inferior a seis meses. 
j. La prohibición de aproximarse a la víctima o a aquellos de sus familiares u otras personas 

que determine el juez o tribunal, por tiempo de un mes a menos de seis meses. 
k. La prohibición de comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares u otras 

personas que determine el juez o tribunal, por tiempo de un mes a menos de seis meses. 
l. La multa de 10 días a dos meses. 
m. La localización permanente. 
n. Los trabajos en beneficio de la comunidad de uno a 30 días. 

5. La responsabilidad personal subsidiaria por impago de multa tendrá naturaleza menos grave o 
leve, según la que corresponda a la pena que sustituya. 
 
6. Las penas accesorias tendrán la duración que respectivamente tenga la pena principal, excepto 
lo que dispongan expresamente otros preceptos de este Código. 
 
Artículo 34.  
No se reputarán penas: 

9. La detención y prisión preventiva y las demás medidas cautelares de naturaleza penal. 
10. Las multas y demás correcciones que, en uso de atribuciones gubernativas o 

disciplinarias, se impongan a los subordinados o administrados. 
11. Las privaciones de derechos y las sanciones reparadoras que establezcan las leyes civiles 

o administrativas. 

 

SECCIÓN 2. DE LAS PENAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD 

 
Artículo 35.  
Son penas privativas de libertad la prisión, la localización permanente y la responsabilidad 
personal subsidiaria por impago de multa. 
 
Artículo 36.  
1. La pena de prisión tendrá una duración mínima de tres meses y máxima de 20 años, salvo lo 
que excepcionalmente dispongan otros preceptos del presente Código. 
Su cumplimiento, así como los beneficios penitenciarios que supongan acortamiento de la 
condena, se ajustarán a lo dispuesto en las leyes y en este Código. 
2. Cuando la duración de la pena de prisión impuesta sea superior a cinco años, la clasificación 
del condenado en el tercer grado de tratamiento penitenciario no podrá efectuarse hasta el 
cumplimiento de la mitad de la pena impuesta. 
El juez de vigilancia, previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción social y 
valorando, en su caso, las circunstancias personales del reo y la evolución del tratamiento 
reeducador, cuando no se trate de delitos de terrorismo de la sección segunda del capítulo V del 
título XXII del libro II de este Código o cometidos en el seno de organizaciones criminales, podrá 
acordar razonadamente, oídos el Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, 
la aplicación del régimen general de cumplimiento. 
 
Artículo 37.  



1. La localización permanente tendrá una duración de hasta 12 días. Su cumplimiento obliga al 
penado a permanecer en su domicilio o en lugar determinado fijado por el juez en sentencia. 
2. Si el reo lo solicitare y las circunstancias lo aconsejaren, oído el ministerio fiscal, el juez o 
tribunal sentenciador podrá acordar que la condena se cumpla durante los sábados y domingos o 
de forma no continuada. 
3. Si el condenado incumpliera la pena, el juez o tribunal sentenciador deducirá testimonio para 
proceder de conformidad con lo que dispone el artículo 468. 
 
Artículo 38.  
1. Cuando el reo estuviere preso, la duración de las penas empezará a computarse desde el día en 
que la sentencia condenatoria haya quedado firme. 
2. Cuando el reo no estuviere preso, la duración de las penas empezará a contarse desde que 
ingrese en el establecimiento adecuado para su cumplimiento. 

 

SECCIÓN 3. DE LAS PENAS PRIVATIVAS DE DERECHOS. 

 
Artículo 39.  
Son penas privativas de derechos: 

a. La inhabilitación absoluta. 
b. Las de inhabilitación especial para empleo o cargo público, profesión, oficio, industria o 

comercio, u otras actividades determinadas en este Código, o de los derechos de patria 
potestad, tutela, guarda o curatela, derecho de sufragio pasivo o de cualquier otro derecho. 

c. La suspensión de empleo o cargo público. 
d. La privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores. 
e. La privación del derecho a la tenencia y porte de armas. 
f. La privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos. 
g. La prohibición de aproximarse a la víctima o a aquellos de sus familiares u otras personas 

que determine el juez o tribunal. 
h. La prohibición de comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares u otras 

personas que determine el juez o tribunal. 
i. Los trabajos en beneficio de la comunidad. 

 
Artículo 40. 1. La pena de inhabilitación absoluta tendrá una duración de seis a 20 años; las de 
inhabilitación especial, de tres meses a 20 años, y la de suspensión de empleo o cargo público, de 
tres meses a seis años. 
2. La pena de privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores, y la de 
privación del derecho a la tenencia y porte de armas, tendrán una duración de tres meses a 10 
años. 
3. La pena de privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos tendrá una 
duración de hasta 10 años. La prohibición de aproximarse a la víctima o a aquellos de sus 
familiares u otras personas, o de comunicarse con ellas, tendrá una duración de un mes a 10 años. 
4. La pena de trabajos en beneficio de la comunidad tendrá una duración de un día a un año. 
5. La duración de cada una de estas penas será la prevista en los apartados anteriores, salvo lo que 
excepcionalmente dispongan otros preceptos de este Código. 
 
Artículo 41.  
La pena de inhabilitación absoluta produce la privación definitiva de todos los honores, empleos y 
cargos públicos que tenga el penado, aunque sean electivos. 



Produce, además, la incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros honores, cargos o 
empleos públicos, y la de ser elegido para cargo público, durante el tiempo de la condena. 
 
Artículo 42.  
La pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público produce la privación definitiva del 
empleo o cargo sobre el que recayere, aunque sea electivo, y de los honores que le sean anejos. 
Produce, además, la incapacidad para obtener el mismo u otros análogos, durante el tiempo de la 
condena. En la sentencia habrán de especificarse los empleos, cargos y honores sobre los que 
recae la inhabilitación. 
 
Artículo 43.  
La suspensión de empleo o cargo público priva de su ejercicio al penado durante el tiempo de la 
condena. 
 
Artículo 44.  
La inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo priva al penado, durante el tiempo de 
la condena, del derecho a ser elegido para cargos públicos. 
 
Artículo 45.  
La inhabilitación especial para profesión, oficio, industria o comercio o cualquier otro derecho, 
que ha de concretarse expresa y motivadamente en la sentencia, priva al penado de la facultad de 
ejercerlos durante el tiempo de la condena. 
 
Artículo 46.  
La inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o 
acogimiento, priva al penado de los derechos inherentes a la primera, y supone la extinción de las 
demás, así como la incapacidad para obtener nombramiento para dichos cargos durante el tiempo 
de la condena. El juez o tribunal podrá acordar esta pena respecto de todos o de alguno de los 
menores que estén a cargo del penado, en atención a las circunstancias del caso. 
 
Artículo 47.  
La imposición de la pena de privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores 
inhabilitará al penado para el ejercicio de ambos derechos durante el tiempo fijado en la sentencia. 
La imposición de la pena de privación del derecho a la tenencia y porte de armas inhabilitará al 
penado para el ejercicio de este derecho por el tiempo fijado en la sentencia. 
 
Artículo 48.  
1. La privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos impide al penado 
residir o acudir al lugar en que haya cometido el delito, o a aquél en que resida la víctima o su 
familia, si fueren distintos. 
2. La prohibición de aproximarse a la víctima, o a aquellos de sus familiares u otras personas que 
determine el juez o tribunal, impide al penado acercarse a ellos, en cualquier lugar donde se 
encuentren, así como acercarse a su domicilio, a sus lugares de trabajo y a cualquier otro que sea 
frecuentado por ellos, quedando en suspenso, respecto de los hijos, el régimen de visitas, 
comunicación y estancia que, en su caso, se hubiere reconocido en sentencia civil hasta el total 
cumplimiento de esta pena. 
3. La prohibición de comunicarse con la víctima, o con aquellos de sus familiares u otras personas 
que determine el juez o tribunal, impide al penado establecer con ellas, por cualquier medio de 
comunicación o medio informático o telemático, contacto escrito, verbal o visual. 



4. El juez o tribunal podrá acordar que el control de estas medidas se realice a través de aquellos 
medios electrónicos que lo permitan. 
 
Artículo 49.  
Los trabajos en beneficio de la comunidad, que no podrán imponerse sin el consentimiento del 
penado, le obligan a prestar su cooperación no retribuida en determinadas actividades de utilidad 
pública, que podrán consistir, en relación con delitos de similar naturaleza al cometido por el 
penado, en labores de reparación de los daños causados o de apoyo o asistencia a las víctimas. Su 
duración diaria no podrá exceder de ocho horas y sus condiciones serán las siguientes: 

1. La ejecución se desarrollará bajo el control del Juez de Vigilancia Penitenciaria, que, a tal 
efecto, requerirá los informes sobre el desempeño del trabajo a la Administración, entidad 
pública o asociación de interés general en que se presten los servicios. 

2. No atentará a la dignidad del penado. 
3. El trabajo en beneficio de la comunidad será facilitado por la Administración, la cual 

podrá establecer los convenios oportunos a tal fin. 
4. Gozará de la protección dispensada a los penados por la legislación penitenciaria en 

materia de Seguridad Social. 
5. No se supeditará al logro de intereses económicos. 
6. Los servicios sociales penitenciarios, hechas las verificaciones necesarias, comunicarán al 

Juez de Vigilancia Penitenciaria las incidencias relevantes de la ejecución de la pena y, en 
todo caso, si el penado: 

a. Se ausenta del trabajo durante al menos dos jornadas laborales, siempre que ello 
suponga un rechazo voluntario por su parte al cumplimiento de la pena. 

b. A pesar de los requerimientos del responsable del centro de trabajo, su 
rendimiento fuera sensiblemente inferior al mínimo exigible. 

c. Se opusiera o incumpliera de forma reiterada y manifiesta las instrucciones que se 
le dieren por el responsable de la ocupación referidas al desarrollo de la misma. 

d. Por cualquier otra razón, su conducta fuere tal que el responsable del trabajo se 
negase a seguir manteniéndolo en el centro. 

Una vez valorado el informe, el Juez de Vigilancia Penitenciaria podrá acordar su 
ejecución en el mismo centro, enviar al penado para que finalice la ejecución de la misma 
en otro centro o entender que el penado ha incumplido la pena. 
En caso de incumplimiento, se deducirá testimonio para proceder de conformidad con el 
artículo 468. 

7. Si el penado faltara del trabajo por causa justificada no se entenderá como abandono de la 
actividad. No obstante, el trabajo perdido no se le computará en la liquidación de la 
condena, en la que se deberán hacer constar los días o jornadas que efectivamente hubiese 
trabajado del total que se le hubiera impuesto. 

 

SECCIÓN 4. DE LA PENA DE MULTA. 

 
Artículo 50.  
1. La pena de multa consistirá en la imposición al condenado de una sanción pecuniaria. 
2. La pena de multa se impondrá, salvo que la Ley disponga otra cosa, por el sistema de días-
multa. 
3Su extensión mínima será de 10 días y la máxima de dos años. 



4La cuota diaria tendrá un mínimo de dos y un máximo de 400 euros. A efectos de cómputo, 
cuando se fije la duración por meses o por años, se entenderá que los meses son de 30 días y los 
años de 360. 
5. Los Jueces o Tribunales determinarán motivadamente la extensión de la pena dentro de los 
límites establecidos para cada delito y según las reglas del Capítulo II de este Título. Igualmente, 
fijarán en la sentencia, el importe de estas cuotas, teniendo en cuenta para ello exclusivamente la 
situación económica del reo, deducida de su patrimonio, ingresos, obligaciones y cargas 
familiares y demás circunstancias personales del mismo. 
6. El tribunal, por causa justificada, podrá autorizar el pago de la multa dentro de un plazo que no 
exceda de dos años desde la firmeza de la sentencia, bien de una vez o en los plazos que se 
determinen. En este caso, el impago de dos de ellos determinará el vencimiento de los restantes. 
 
Artículo 51.  
Si, después de la sentencia, variase la situación económica del penado, el juez o tribunal, 
excepcionalmente y tras la debida indagación de dicha situación, podrá modificar tanto el importe 
de las cuotas periódicas como los plazos para su pago. 
 
Artículo 52.  
1. No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores y cuando el Código así lo determine, la 
multa se establecerá en proporción al daño causado, el valor del objeto del delito o el beneficio 
reportado por el mismo. 
2. En estos casos, los jueces y tribunales impondrán la multa dentro de los límites fijados para 
cada delito, considerando para determinar en cada caso su cuantía, no sólo las circunstancias 
atenuantes y agravantes del hecho, sino principalmente la situación económica del culpable. 
3. Si, después de la sentencia, empeorase la situación económica del penado, el juez o tribunal, 
excepcionalmente y tras la debida indagación de dicha situación, podrá reducir el importe de la 
multa dentro de los límites señalados por la ley para el delito de que se trate, o autorizar su pago 
en los plazos que se determinen. 
 
Artículo 53.  
1. Si el condenado no satisficiere, voluntariamente o por vía de apremio, la multa impuesta, 
quedará sujeto a una responsabilidad personal subsidiaria de un día de privación de libertad por 
cada dos cuotas diarias no satisfechas, que, tratándose de faltas, podrá cumplirse mediante 
localización permanente. En este caso, no regirá la limitación que en su duración establece el 
artículo 37.1 de este Código. 
También podrá el juez o tribunal, previa conformidad del penado, acordar que la responsabilidad 
subsidiaria se cumpla mediante trabajos en beneficio de la comunidad. En este caso, cada día de 
privación de libertad equivaldrá a una jornada de trabajo. 
2. En los supuestos de multa proporcional los Jueces y Tribunales establecerán, según su prudente 
arbitrio, la responsabilidad personal subsidiaria que proceda, que no podrá exceder, en ningún 
caso, de un año de duración. También podrá el Juez o Tribunal acordar, previa conformidad del 
penado, que se cumpla mediante trabajos en beneficio de la comunidad. 
3. Esta responsabilidad subsidiaria no se impondrá a los condenados a pena privativa de libertad 
superior a cinco años. 
4. El cumplimiento de la responsabilidad subsidiaria extingue la obligación de pago de la multa, 
aunque mejore la situación económica del penado. 



 

SECCIÓN 5. DE LAS PENAS ACCESORIAS. 

 
Artículo 54.  
Las penas de inhabilitación son accesorias en los casos en que, no imponiéndolas especialmente, 
la Ley declare que otras penas las llevan consigo. 
 
Artículo 55.  
La pena de prisión igual o superior a diez años llevará consigo la inhabilitación absoluta durante 
el tiempo de la condena, salvo que ésta ya estuviere prevista como pena principal para el supuesto 
de que se trate. 
 
Artículo 56.  
1. En las penas de prisión inferiores a diez años, los jueces o tribunales impondrán, atendiendo a 
la gravedad del delito, como penas accesorias, alguna o algunas de las siguientes: 

1. Suspensión de empleo o cargo público. 
2. Inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena. 
3. Inhabilitación especial para empleo o cargo público, profesión, oficio, industria o 

comercio o cualquier otro derecho, si estos hubieran tenido relación directa con el delito 
cometido, debiendo determinarse expresamente en la sentencia esta vinculación, sin 
perjuicio de la aplicación de lo previsto en el artículo 579 de este Código. 

2. Lo previsto en este artículo se entiende sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en otros 
preceptos de este Código respecto de la imposición de estas penas. 
 
Artículo 57.  
1. Los jueces o tribunales, en los delitos de homicidio, aborto, lesiones, contra la libertad, de 
torturas y contra la integridad moral, la libertad e indemnidad sexuales, la intimidad, el derecho a 
la propia imagen y la inviolabilidad del domicilio, el honor, el patrimonio y el orden 
socioeconómico, atendiendo a la gravedad de los hechos o al peligro que el delincuente 
represente, podrán acordar en sus sentencias la imposición de una o varias de las prohibiciones 
contempladas en el artículo 48, por un tiempo que no excederá de diez años si el delito fuera 
grave o de cinco si fuera menos grave. 
No obstante lo anterior, si el condenado lo fuera a pena de prisión y el juez o tribunal acordara la 
imposición de una o varias de dichas prohibiciones, lo hará por un tiempo superior entre uno y 10 
años al de la duración de la pena de prisión impuesta en la sentencia, si el delito fuera grave, y 
entre uno y cinco años, si fuera menos grave. En este supuesto, la pena de prisión y las 
prohibiciones antes citadas se cumplirán necesariamente por el condenado de forma simultánea. 
2. En los supuestos de los delitos mencionados en el primer párrafo del apartado 1 de este artículo 
cometidos contra quien sea o haya sido el cónyuge, o sobre persona que esté o haya estado ligada 
al condenado por una análoga relación de afectividad aun sin convivencia, o sobre los 
descendientes, ascendientes o hermanos por naturaleza, adopción o afinidad, propios o del 
cónyuge o conviviente, o sobre los menores o incapaces que con él convivan o que se hallen 
sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho del cónyuge o conviviente, o 
sobre persona amparada en cualquier otra relación por la que se encuentre integrada en el núcleo 
de su convivencia familiar, así como sobre las personas que por su especial vulnerabilidad se 
encuentran sometidas a su custodia o guarda en centros públicos o privados se acordará, en todo 
caso, la aplicación de la pena prevista en el apartado 2 del artículo 48 por un tiempo que no 



excederá de diez años si el delito fuera grave o de cinco si fuera menos grave, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el párrafo segundo del apartado anterior. 
3. También podrán imponerse las prohibiciones establecidas en el artículo 48, por un período de 
tiempo que no excederá de seis meses, por la comisión de una infracción calificada como falta 
contra las personas de los artículos 617 y 620. 

 

SECCIÓN 6. DISPOSICIONES COMUNES. 

 
Artículo 58.  
1. El tiempo de privación de libertad sufrido provisionalmente será abonado en su totalidad por el 
juez o tribunal sentenciador para el cumplimiento de la pena o penas impuestas en la causa en que 
dicha privación fue acordada. 
2. El abono de prisión provisional en causa distinta de la que se decretó será acordado de oficio o 
a petición del penado y previa comprobación de que no ha sido abonada en otra causa, por el Juez 
de Vigilancia Penitenciaria de la jurisdicción de la que dependa el centro penitenciario en que se 
encuentre el penado, previa audiencia del ministerio fiscal. 
3. Sólo procederá el abono de prisión provisional sufrida en otra causa cuando dicha medida 
cautelar sea posterior a los hechos delictivos que motivaron la pena a la que se pretende abonar. 
4. Las reglas anteriores se aplicarán también respecto de las privaciones de derechos acordadas 
cautelarmente. 
 
Artículo 59.  
Cuando las medidas cautelares sufridas y la pena impuesta sean de distinta naturaleza, el Juez o 
Tribunal ordenará que se tenga por ejecutada la pena impuesta en aquella parte que estime 
compensada. 
 
Artículo 60.  
1. Cuando, después de pronunciada sentencia firme, se aprecie en el penado una situación 
duradera de trastorno mental grave que le impida conocer el sentido de la pena, el Juez de 
Vigilancia Penitenciaria suspenderá la ejecución de la pena privativa de libertad que se le hubiera 
impuesto, garantizando que reciba la asistencia médica precisa, para lo cual podrá decretar la 
imposición de una medida de seguridad privativa de libertad de las previstas en este Código que 
no podrá ser, en ningún caso, más gravosa que la pena sustituida. Si se tratase de una pena de 
distinta naturaleza, el Juez de Vigilancia Penitenciaria apreciará si la situación del penado le 
permite conocer el sentido de la pena y, en su caso, suspenderá la ejecución imponiendo las 
medidas de seguridad que estime necesarias. 
El Juez de Vigilancia comunicará al ministerio fiscal, con suficiente antelación, la próxima 
extinción de la pena o medida de seguridad impuesta, a efectos de lo previsto por la disposición 
adicional primera de este Código. 
2. Restablecida la salud mental del penado, éste cumplirá la sentencia si la pena no hubiere 
prescrito, sin perjuicio de que el Juez o Tribunal, por razones de equidad, pueda dar por 
extinguida la condena o reducir su duración, en la medida en que el cumplimiento de la pena 
resulte innecesario o contraproducente. 



 

CAPÍTULO II. 
DE LA APLICACIÓN DE LAS PENAS. 

SECCIÓN 1. REGLAS GENERALES PARA LA APLICACION DE LAS PENAS. 

 
Artículo 61.  
Cuando la Ley establece una pena, se entiende que la impone a los autores de la infracción 
consumada. 
 
Artículo 62.  
A los autores de tentativa de delito se les impondrá la pena inferior en uno o dos grados a la 
señalada por la Ley para el delito consumado, en la extensión que se estime adecuada, atendiendo 
al peligro inherente al intento y al grado de ejecución alcanzado. 
 
Artículo 63.  
A los cómplices de un delito consumado o intentado se les impondrá la pena inferior en grado a la 
fijada por la Ley para los autores del mismo delito. 
 
Artículo 64.  
Las reglas anteriores no serán de aplicación en los casos en que la tentativa y la complicidad se 
hallen especialmente penadas por la Ley. 
 
Artículo 65.  
1. Las circunstancias agravantes o atenuantes que consistan en cualquier causa de naturaleza 
personal agravarán o atenuarán la responsabilidad sólo de aquéllos en quienes concurran. 
2. Las que consistan en la ejecución material del hecho o en los medios empleados para realizarla, 
servirán únicamente para agravar o atenuar la responsabilidad de los que hayan tenido 
conocimiento de ellas en el momento de la acción o de su cooperación para el delito. 
3. Cuando en el inductor o en el cooperador necesario no concurran las condiciones, cualidades o 
relaciones personales que fundamentan la culpabilidad del autor, los jueces o tribunales podrán 
imponer la pena inferior en grado a la señalada por la Ley para la infracción de que se trate. 
 
Artículo 66.  
1. En la aplicación de la pena, tratándose de delitos dolosos, los jueces o tribunales observarán, 
según haya o no circunstancias atenuantes o agravantes, las siguientes reglas: 

1. Cuando concurra sólo una circunstancia atenuante, aplicarán la pena en la mitad inferior 
de la que fije la Ley para el delito. 

2. Cuando concurran dos o más circunstancias atenuantes, o una o varias muy cualificadas, y 
no concurra agravante alguna, aplicarán la pena inferior en uno o dos grados a la 
establecida por la Ley, atendidos el número y la entidad de dichas circunstancias 
atenuantes. 

3. Cuando concurra sólo una o dos circunstancias agravantes, aplicarán la pena en la mitad 
superior de la que fije la Ley para el delito. 

4. Cuando concurran más de dos circunstancias agravantes y no concurra atenuante alguna, 
podrán aplicar la pena superior en grado a la establecida por la Ley, en su mitad inferior. 

5. Cuando concurra la circunstancia agravante de reincidencia con la cualificación de que el 
culpable al delinquir hubiera sido condenado ejecutoriamente, al menos, por tres delitos 



comprendidos en el mismo título de este Código, siempre que sean de la misma 
naturaleza, podrán aplicar la pena superior en grado a la prevista por la Ley para el delito 
de que se trate, teniendo en cuenta las condenas precedentes, así como la gravedad del 
nuevo delito cometido. 
A los efectos de esta regla no se computarán los antecedentes penales cancelados o que 
debieran serlo. 

6. Cuando no concurran atenuantes ni agravantes aplicarán la pena establecida por la Ley 
para el delito cometido, en la extensión que estimen adecuada, en atención a las 
circunstancias personales del delincuente y a la mayor o menor gravedad del hecho. 

7. Cuando concurran atenuantes y agravantes, las valorarán y compensarán racionalmente 
para la individualización de la pena. En el caso de persistir un fundamento cualificado de 
atenuación aplicarán la pena inferior en grado. Si se mantiene un fundamento cualificado 
de agravación, aplicarán la pena en su mitad superior. 

8. Cuando los jueces o tribunales apliquen la pena inferior en más de un grado podrán 
hacerlo en toda su extensión. 

2. En los delitos imprudentes, los jueces o tribunales aplicarán las penas a su prudente arbitrio, sin 
sujetarse a las reglas prescritas en el apartado anterior. 
 
Artículo 67.  
Las reglas del artículo anterior no se aplicarán a las circunstancias agravantes o atenuantes que la 
Ley haya tenido en cuenta al describir o sancionar una infracción, ni a las que sean de tal manera 
inherentes al delito que sin la concurrencia de ellas no podría cometerse. 
 
Artículo 68.  
En los casos previstos en la circunstancia primera del artículo 21, los jueces o tribunales 
impondrán la pena inferior en uno o dos grados a la señalada por la ley, atendidos el número y la 
entidad de los requisitos que falten o concurran, y las circunstancias personales de su autor, sin 
perjuicio de la aplicación del artículo 66 del presente Código. 
 
Artículo 69.  
Al mayor de dieciocho años y menor de veintiuno que cometa un hecho delictivo, podrán 
aplicársele las disposiciones de la Ley que regule la responsabilidad penal del menor en los casos 
y con los requisitos que ésta disponga. 
 
Artículo 70. 1. La pena superior e inferior en grado a la prevista por la ley para cualquier delito 
tendrá la extensión resultante de la aplicación de las siguientes reglas: 

1. La pena superior en grado se formará partiendo de la cifra máxima señalada por la ley 
para el delito de que se trate y aumentando a ésta la mitad de su cuantía, constituyendo la 
suma resultante su límite máximo. El límite mínimo de la pena superior en grado será el 
máximo de la pena señalada por la ley para el delito de que se trate, incrementado en un 
día o en un día multa según la naturaleza de la pena a imponer. 

2. La pena inferior en grado se formará partiendo de la cifra mínima señalada para el delito 
de que se trate y deduciendo de ésta la mitad de su cuantía, constituyendo el resultado de 
tal deducción su límite mínimo. El límite máximo de la pena inferior en grado será el 
mínimo de la pena señalada por la ley para el delito de que se trate, reducido en un día o 
en un día multa según la naturaleza de la pena a imponer. 

2. A los efectos de determinar la mitad superior o inferior de la pena o de concretar la pena 
inferior o superior en grado, el día o el día multa se considerarán indivisibles y actuaran como 
unidades penológicas de más o menos, según los casos. 



3. Cuando, en la aplicación de la regla 1 del apartado 1 de este artículo, la pena superior en grado 
exceda de los límites máximos fijados a cada pena en este Código, se considerarán como 
inmediatamente superiores: 

1. Si la pena determinada fuera la de prisión, la misma pena, con la cláusula de que su 
duración máxima será de 30 años. 

2. Si fuera de inhabilitación absoluta o especial, la misma pena, con la cláusula de que su 
duración máxima será de 30 años. 

3. Si fuera de suspensión de empleo o cargo público, la misma pena, con la cláusula de que 
su duración máxima será de ocho años. 

4. Tratándose de privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores, la 
misma pena, con la cláusula de que su duración máxima será de 15 años. 

5. Tratándose de privación del derecho a la tenencia y porte de armas, la misma pena, con la 
cláusula de que su duración máxima será de 20 años. 

6. Tratándose de privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos, la 
misma pena, con la cláusula de que su duración máxima será de 20 años. 

7. Tratándose de prohibición de aproximarse a la víctima o a aquellos de sus familiares u 
otras personas que determine el juez o tribunal, la misma pena, con la cláusula de que su 
duración máxima será de 20 años. 

8. Tratándose de prohibición de comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares 
u otras personas que determine el juez o tribunal, la misma pena, con la cláusula de que su 
duración máxima será de 20 años. 

9. Si fuera de multa, la misma pena, con la cláusula de que su duración máxima será de 30 
meses. 

 
Artículo 71.  
1. En la determinación de la pena inferior en grado, los jueces o tribunales no quedarán limitados 
por las cuantías mínimas señaladas en la Ley a cada clase de pena, sino que podrán reducirlas en 
la forma que resulte de la aplicación de la regla correspondiente, sin que ello suponga la 
degradación a falta. 
2. No obstante, cuando por aplicación de las reglas anteriores proceda imponer una pena de 
prisión inferior a tres meses, ésta será en todo caso sustituida conforme a lo dispuesto en la 
sección II del capítulo III de este título, sin perjuicio de la suspensión de la ejecución de la pena 
en los casos en que proceda. 
 
Artículo 72.  
Los jueces o tribunales, en la aplicación de la pena, con arreglo a las normas contenidas en este 
capítulo, razonarán en la sentencia el grado y extensión concreta de la impuesta. 

 

SECCIÓN 2. REGLAS ESPECIALES PARA LA APLICACIÓN DE LAS PENAS. 

 
Artículo 73.  
Al responsable de dos o más delitos o faltas se le impondrán todas las penas correspondientes a 
las diversas infracciones para su cumplimiento simultáneo, si fuera posible, por la naturaleza y 
efectos de las mismas. 
 
Artículo 74.  
1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, el que, en ejecución de un plan preconcebido o 
aprovechando idéntica ocasión, realice una pluralidad de acciones u omisiones que ofendan a uno 



o varios sujetos e infrinjan el mismo precepto penal o preceptos de igual o semejante naturaleza, 
será castigado como autor de un delito o falta continuados con la pena señalada para la infracción 
más grave, que se impondrá en su mitad superior, pudiendo llegar hasta la mitad inferior de la 
pena superior en grado. 
2. Si se tratare de infracciones contra el patrimonio, se impondrá la pena teniendo en cuenta el 
perjuicio total causado. En estas infracciones el Juez o Tribunal impondrá, motivadamente, la 
pena superior en uno o dos grados, en la extensión que estime conveniente, si el hecho revistiere 
notoria gravedad y hubiere perjudicado a una generalidad de personas. 
3. Quedan exceptuadas de lo establecido en los apartados anteriores las ofensas a bienes 
eminentemente personales, salvo las constitutivas de infracciones contra el honor y la libertad e 
indemnidad sexuales que afecten al mismo sujeto pasivo. En estos casos, se atenderá a la 
naturaleza del hecho y del precepto infringido para aplicar o no la continuidad delictiva. 
 
Artículo 75.  
Cuando todas o algunas de las penas correspondientes a las diversas infracciones no puedan ser 
cumplidas simultáneamente por el condenado, se seguirá el orden de su respectiva gravedad para 
su cumplimiento sucesivo, en cuanto sea posible. 
 
Artículo 76.  
1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, el máximo de cumplimiento efectivo de la 
condena del culpable no podrá exceder del triple del tiempo por el que se le imponga la más grave 
de las penas en que haya incurrido, declarando extinguidas las que procedan desde que las ya 
impuestas cubran dicho máximo, que no podrá exceder de 20 años. Excepcionalmente, este límite 
máximo será: 

a. De 25 años, cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y alguno de ellos 
esté castigado por la ley con pena de prisión de hasta 20 años. 

b. De 30 años, cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y alguno de ellos 
esté castigado por la ley con pena de prisión superior a 20 años. 

c. De 40 años, cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y, al menos, dos 
de ellos estén castigados por la ley con pena de prisión superior a 20 años. 

d. De 40 años, cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos de terrorismo de 
la sección segunda del capítulo V del título XXII del libro II de este Código y alguno de 
ellos esté castigado por la ley con pena de prisión superior a 20 años. 

2. La limitación se aplicará aunque las penas se hayan impuesto en distintos procesos si los 
hechos, por su conexión o el momento de su comisión, pudieran haberse enjuiciado en uno sólo. 
 
Artículo 77.  
1. Lo dispuesto en los dos artículos anteriores, no es aplicable en el caso de que un solo hecho 
constituya dos o más infracciones, o cuando una de ellas sea medio necesario para cometer la otra. 
2. En estos casos se aplicará en su mitad superior la pena prevista para la infracción más grave, 
sin que pueda exceder de la que represente la suma de las que correspondería aplicar si se penaran 
separadamente las infracciones. 
3. Cuando la pena así computada exceda de este límite, se sancionarán las infracciones por 
separado. 
 
Artículo 78.  
1. Si a consecuencia de las limitaciones establecidas en el apartado 1 del artículo 76 la pena a 
cumplir resultase inferior a la mitad de la suma total de las impuestas, el juez o tribunal 
sentenciador podrá acordar que los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, la 



clasificación en tercer grado y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se refieran a la 
totalidad de las penas impuestas en las sentencias. 
2. Dicho acuerdo será preceptivo en los supuestos previstos en los párrafos a, b, c y d del apartado 
1 del artículo 76 de este Código, siempre que la pena a cumplir resulte inferior a la mitad de la 
suma total de las impuestas. 
3. En estos casos, el juez de vigilancia, previo pronóstico individualizado y favorable de 
reinserción social y valorando, en su caso, las circunstancias personales del reo y la evolución del 
tratamiento reeducador, podrá acordar razonadamente, oídos el Ministerio Fiscal, Instituciones 
Penitenciarias y las demás partes, la aplicación del régimen general de cumplimiento. Si se tratase 
de delitos de terrorismo de la sección segunda del capítulo V del título XXII del libro II de este 
Código, o cometidos en el seno de organizaciones criminales, y atendiendo a la suma total de las 
penas impuestas, la anterior posibilidad sólo será aplicable: 

a. Al tercer grado penitenciario, cuando quede por cumplir una quinta parte del límite 
máximo de cumplimiento de la condena. 

b. A la libertad condicional, cuando quede por cumplir una octava parte del límite máximo 
de cumplimiento de la condena. 

 
Artículo 79.  
Siempre que los Jueces o Tribunales impongan una pena que lleve consigo otras accesorias 
condenarán también expresamente al reo a estas últimas. 

 

CAPÍTULO III. 
DE LAS FORMAS SUSTITUTIVAS DE LA EJECUCIÓN DE LAS PENAS PRIVATIVAS 

DE LIBERTAD Y DE LA LIBERTAD CONDICIONAL.  

 

SECCIÓN 1. DE LA SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DE LAS PENAS PRIVATIVAS 
DE LIBERTAD. 

Artículo 80.  
1. Los jueces o tribunales podrán dejar en suspenso la ejecución de las penas privativas de libertad 
no superiores a dos años mediante resolución motivada. 
En dicha resolución se atenderá fundamentalmente a la peligrosidad criminal del sujeto, así como 
a la existencia de otros procedimientos penales contra éste. 
2. El plazo de suspensión será de dos a cinco años para las penas privativas de libertad inferiores a 
dos años, y de tres meses a un año para las penas leves y se fijará por los Jueces o Tribunales, 
previa audiencia de las partes, atendidas las circunstancias personales del delincuente, las 
características del hecho y la duración de la pena. 
3. La suspensión de la ejecución de la pena no será extensiva a la responsabilidad civil derivada 
del delito o falta penados. 
4. Los Jueces y Tribunales sentenciadores podrán otorgar la suspensión de cualquier pena 
impuesta sin sujeción a requisito alguno en el caso de que el penado esté aquejado de una 
enfermedad muy grave con padecimientos incurables, salvo que en el momento de la comisión del 
delito tuviera ya otra pena suspendida por el mismo motivo. 
 
Artículo 81.  
Serán condiciones necesarias para dejar en suspenso la ejecución de la pena, las siguientes: 



1. Que el condenado haya delinquido por primera vez. A tal efecto no se tendrán en cuenta 
las anteriores condenas por delitos imprudentes ni los antecedentes penales que hayan 
sido cancelados, o debieran serlo, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 136 de este 
Código. 

2. Que la pena o penas impuestas, o la suma de las impuestas, no sea superior a dos años, sin 
incluir en tal cómputo la derivada del impago de la multa. 

3. Que se hayan satisfecho las responsabilidades civiles que se hubieren originado, salvo que 
el Juez o Tribunal sentenciador, después de oír a los interesados y al Ministerio Fiscal, 
declare la imposibilidad total o parcial de que el condenado haga frente a las mismas. 

 
Artículo 82.  
Declarada la firmeza de la sentencia y acreditados los requisitos establecidos en el artículo 
anterior, los jueces o tribunales se pronunciarán con la mayor urgencia sobre la concesión o no de 
la suspensión de la ejecución de la pena. 
 
Artículo 83.  
1. La suspensión de la ejecución de la pena quedará siempre condicionada a que el reo no delinca 
en el plazo fijado por el juez o tribunal, conforme al artículo 80.2 de este Código. En el caso de 
que la pena suspendida fuese de prisión, el juez o tribunal sentenciador, si lo estima necesario, 
podrá también condicionar la suspensión al cumplimiento de las obligaciones o deberes que le 
haya fijado de entre las siguientes: 

1. Prohibición de acudir a determinados lugares. 
2. Prohibición de aproximarse a la víctima, o a aquellos de sus familiares u otras personas 

que determine el juez o tribunal, o de comunicarse con ellos. 
3. Prohibición de ausentarse sin autorización del juez o tribunal del lugar donde resida. 
4. Comparecer personalmente ante el juzgado o tribunal, o servicio de la Administración que 

éstos señalen, para informar de sus actividades y justificarlas. 
5. Participar en programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, sexual y otros 

similares. 
6. Cumplir los demás deberes que el juez o tribunal estime convenientes para la 

rehabilitación social del penado, previa conformidad de éste, siempre que no atenten 
contra su dignidad como persona. 
Si se tratase de delitos relacionados con la violencia de género, el Juez o Tribunal 
condicionará en todo caso la suspensión al cumplimiento de las obligaciones o deberes 
previstos en las reglas 1, 2 y 5 de este apartado. 

2. Los servicios correspondientes de la Administración competente informarán al Juez o Tribunal 
sentenciador, al menos cada tres meses, sobre la observancia de las reglas de conducta impuestas. 
 
Artículo 84.  
1. Si el sujeto delinquiera durante el plazo de suspensión fijado, el Juez o Tribunal revocará la 
suspensión de la ejecución de la pena. 
2. Si el sujeto infringiera durante el plazo de suspensión las obligaciones o deberes impuestos, el 
Juez o Tribunal podrá, previa audiencia de las partes, según los casos: 

a. Sustituir la regla de conducta impuesta por otra distinta. 
b. Prorrogar el plazo de suspensión, sin que en ningún caso pueda exceder de cinco años. 
c. Revocar la suspensión de la ejecución de la pena, si el incumplimiento fuera reiterado. 

3. En el supuesto de que la pena suspendida fuera de prisión por la comisión de delitos 
relacionados con la violencia de género, el incumplimiento por parte del reo de las obligaciones o 



deberes previstos en las reglas 1, 2 y 5 del apartado 1 del artículo 83 determinará la revocación de 
la suspensión de la ejecución de la pena. 
 
Artículo 85.  
1. Revocada la suspensión, se ordenará la ejecución de la pena. 
2. Transcurrido el plazo de suspensión fijado sin haber delinquido el sujeto, y cumplidas, en su 
caso, las reglas de conducta fijadas por el juez o tribunal, éste acordará la remisión de la pena. 
 
Artículo 86.  
En los delitos que sólo pueden ser perseguidos previa denuncia o querella del ofendido, los Jueces 
y Tribunales oirán a éste y, en su caso, a quien le represente, antes de conceder los beneficios de 
la suspensión de la ejecución de la pena. 
 
Artículo 87.  
1. Aun cuando no concurran las condiciones 1 y 2 previstas en el artículo 81, el juez o tribunal, 
con audiencia de las partes, podrá acordar la suspensión de la ejecución de las penas privativas de 
libertad no superiores a cinco años de los penados que hubiesen cometido el hecho delictivo a 
causa de su dependencia de las sustancias señaladas en el número 2 del artículo 20, siempre que 
se certifique suficientemente, por centro o servicio público o privado debidamente acreditado u 
homologado, que el condenado se encuentra deshabituado o sometido a tratamiento para tal fin en 
el momento de decidir sobre la suspensión. 
El juez o tribunal solicitará en todo caso informe del Médico forense sobre los extremos 
anteriores. 
2. En el supuesto de que el condenado sea reincidente, el Juez o Tribunal valorará, por resolución 
motivada, la oportunidad de conceder o no el beneficio de la suspensión de la ejecución de la 
pena, atendidas las circunstancias del hecho y del autor. 
3. La suspensión de la ejecución de la pena quedará siempre condicionada a que el reo no delinca 
en el período que se señale, que será de tres a cinco años. 
4. En el caso de que el condenado se halle sometido a tratamiento de deshabituación, también se 
condicionará la suspensión de la ejecución de la pena a que no abandone el tratamiento hasta su 
finalización. Los centros o servicios responsables del tratamiento estarán obligados a facilitar al 
juez o tribunal sentenciador, en los plazos que señale, y nunca con una periodicidad superior al 
año, la información precisa para comprobar el comienzo de aquél, así como para conocer 
periódicamente su evolución, las modificaciones que haya de experimentar así como su 
finalización. 
5. El Juez o Tribunal revocará la suspensión de la ejecución de la pena si el penado incumpliere 
cualquiera de las condiciones establecidas. 
Transcurrido el plazo de suspensión sin haber delinquido el sujeto, el Juez o Tribunal acordará la 
remisión de la pena si se ha acreditado la deshabituación o la continuidad del tratamiento del reo. 
De lo contrario, ordenará su cumplimiento, salvo que, oídos los informes correspondientes, estime 
necesaria la continuación del tratamiento; en tal caso podrá conceder razonadamente una prórroga 
del plazo de suspensión por tiempo no superior a dos años. 

 

SECCIÓN 2. DE LA SUSTITUCIÓN DE LAS PENAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD. 

 
Artículo 88.  
1. Los jueces o tribunales podrán sustituir, previa audiencia de las partes, en la misma sentencia, o 
posteriormente en auto motivado, antes de dar inicio a su ejecución, las penas de prisión que no 



excedan de un año por multa o por trabajos en beneficio de la comunidad, aunque la ley no prevea 
estas penas para el delito de que se trate, cuando las circunstancias personales del reo, la 
naturaleza del hecho, su conducta y, en particular, el esfuerzo para reparar el daño causado así lo 
aconsejen, siempre que no se trate de reos habituales, sustituyéndose cada día de prisión por dos 
cuotas de multa o por una jornada de trabajo. En estos casos el juez o tribunal podrá además 
imponer al penado la observancia de una o varias obligaciones o deberes previstos en el artículo 
83 de este Código, de no haberse establecido como penas en la sentencia, por tiempo que no podrá 
exceder de la duración de la pena sustituida. 
Excepcionalmente, podrán los jueces o tribunales sustituir por multa o por multa y trabajos en 
beneficio de la comunidad, las penas de prisión que no excedan de dos años a los reos no 
habituales, cuando de las circunstancias del hecho y del culpable se infiera que el cumplimiento 
de aquéllas habría de frustrar sus fines de prevención y reinserción social. En estos casos, la 
sustitución se llevará a cabo con los mismos requisitos y en los mismos términos y módulos de 
conversión establecidos en el párrafo anterior para la pena de multa. 
En el caso de que el reo hubiera sido condenado por un delito relacionado con la violencia de 
género, la pena de prisión sólo podrá ser sustituida por la de trabajos en beneficio de la 
comunidad. En estos supuestos, el Juez o Tribunal impondrá adicionalmente, además de la 
sujeción a programas específicos de reeducación y tratamiento psicológico, la observancia de las 
obligaciones o deberes previstos en las reglas 1 y 2, del apartado 1 del artículo 83 de este Código. 
2. En el supuesto de incumplimiento en todo o en parte de la pena sustitutiva, la pena de prisión 
inicialmente impuesta se ejecutará descontando, en su caso, la parte de tiempo a que equivalgan 
las cuotas satisfechas, de acuerdo con la regla de conversión establecida en el apartado 
precedente. 
3. En ningún caso se podrán sustituir penas que sean sustitutivas de otras. 
 
Artículo 89.  
1. Las penas privativas de libertad inferiores a seis años impuestas a un extranjero no residente 
legalmente en España serán sustituidas en la sentencia por su expulsión del territorio español, 
salvo que el juez o tribunal, previa audiencia del Ministerio Fiscal, excepcionalmente y de forma 
motivada, aprecie que la naturaleza del delito justifica el cumplimiento de la condena en un centro 
penitenciario en España. 
Igualmente, los jueces o tribunales, a instancia del Ministerio Fiscal, acordarán en sentencia la 
expulsión del territorio nacional del extranjero no residente legalmente en España condenado a 
pena de prisión igual o superior a seis años, en el caso de que se acceda al tercer grado 
penitenciario o una vez que se entiendan cumplidas las tres cuartas partes de la condena, salvo 
que, excepcionalmente y de forma motivada, aprecien que la naturaleza del delito justifica el 
cumplimiento de la condena en un centro penitenciario en España. 
La expulsión se llevará a efecto sin que sea de aplicación lo dispuesto en los artículos 80, 87 y 88 
del Código Penal. 
La expulsión así acordada llevará consigo el archivo de cualquier procedimiento administrativo 
que tuviera por objeto la autorización para residir o trabajar en España. 
En el supuesto de que, acordada la sustitución de la pena privativa de libertad por la expulsión, 
ésta no pudiera llevarse a efecto, se procederá al cumplimiento de la pena privativa de libertad 
originariamente impuesta o del período de condena pendiente. 
2El extranjero no podrá regresar a España en un plazo de 10 años, contados desde la fecha de su 
expulsión, y, en todo caso, mientras no haya prescrito la pena. 
3. El extranjero que intentara quebrantar una decisión judicial de expulsión y prohibición de 
entrada a la que se refieren los apartados anteriores será devuelto por la autoridad gubernativa, 
empezando a computarse de nuevo el plazo de prohibición de entrada en su integridad. 



4Las disposiciones establecidas en los apartados anteriores no serán de aplicación a los 
extranjeros que hubieren sido condenados por la comisión de delitos a que se refieren los artículos 
312, 318 bis, 515.6, 517 y 518 del Código Penal. 

 

SECCIÓN 3. DE LA LIBERTAD CONDICIONAL. 

 
Artículo 90.  
1. Se establece la libertad condicional en la pena privativa de libertad para aquellos sentenciados 
en quienes concurran las circunstancias siguientes: 

a. Que se encuentren en el tercer grado de tratamiento penitenciario. 
b. Que se hayan extinguido las tres cuartas partes de la condena impuesta. 
c. Que hayan observado buena conducta y exista respecto de los sentenciados un pronóstico 

individualizado y favorable de reinserción social, emitido en el informe final previsto en 
el artículo 67 de la Ley Orgánica General Penitenciaria. 

No se entenderá cumplida la circunstancia anterior si el penado no hubiese satisfecho la 
responsabilidad civil derivada del delito en los supuestos y conforme a los criterios establecidos 
por el artículo 72.5 y 6 de la Ley Orgánica General Penitenciaria. 
Asimismo, en el caso de personas condenadas por delitos de terrorismo de la sección segunda del 
capítulo V del título XXII del libro II de este Código, o por delitos cometidos en el seno de 
organizaciones criminales, se entenderá que hay pronóstico de reinserción social cuando el 
penado muestre signos inequívocos de haber abandonado los fines y los medios de la actividad 
terrorista y además haya colaborado activamente con las autoridades, bien para impedir la 
producción de otros delitos por parte de la banda armada, organización o grupo terrorista, bien 
para atenuar los efectos de su delito, bien para la identificación, captura y procesamiento de 
responsables de delitos terroristas, para obtener pruebas o para impedir la actuación o el desarrollo 
de las organizaciones o asociaciones a las que haya pertenecido o con las que haya colaborado, lo 
que podrá acreditarse mediante una declaración expresa de repudio de sus actividades delictivas y 
de abandono de la violencia y una petición expresa de perdón a las víctimas de su delito, así como 
por los informes técnicos que acrediten que el preso está realmente desvinculado de la 
organización terrorista y del entorno y actividades de asociaciones y colectivos ilegales que la 
rodean y su colaboración con las autoridades. 
2. El juez de vigilancia, al decretar la libertad condicional de los penados, podrá imponerles 
motivadamente la observancia de una o varias de las reglas de conducta o medidas previstas en 
los artículos 83 y 96.3 del presente Código. 
 
Artículo 91.  
1. Excepcionalmente, cumplidas las circunstancias de los párrafos a y c del apartado 1 del artículo 
anterior, y siempre que no se trate de delitos de terrorismo de la sección segunda del capítulo V 
del título XXII del libro II de este Código, o cometidos en el seno de organizaciones criminales, el 
juez de vigilancia penitenciaria, previo informe del Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias 
y las demás partes, podrá conceder la libertad condicional a los sentenciados a penas privativas de 
libertad que hayan extinguido las dos terceras partes de su condena, siempre que merezcan dicho 
beneficio por haber desarrollado continuadamente actividades laborales, culturales u 
ocupacionales. 
2. A propuesta de Instituciones Penitenciarias y previo informe del Ministerio Fiscal y de las 
demás partes, cumplidas las circunstancias de los párrafos a y c del apartado 1 del artículo 
anterior, el juez de vigilancia penitenciaria podrá adelantar, una vez extinguida la mitad de la 



condena, la concesión de la libertad condicional en relación con el plazo previsto en el apartado 
anterior, hasta un máximo de 90 días por cada año transcurrido de cumplimiento efectivo de 
condena, siempre que no se trate de delitos de terrorismo de la sección segunda del capítulo V del 
título XXII o cometidos en el seno de organizaciones criminales. Esta medida requerirá que el 
penado haya desarrollado continuadamente las actividades indicadas en el apartado anterior y que 
acredite, además, la participación efectiva y favorable en programas de reparación a las víctimas o 
programas de tratamiento o desintoxicación, en su caso. 
 
Artículo 92.  
1. No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, los sentenciados que hubieran cumplido la 
edad de 70 años, o la cumplan durante la extinción de la condena, y reúnan los requisitos 
establecidos, excepto el haber extinguido las tres cuartas partes de aquélla o, en su caso, las dos 
terceras, podrán obtener la concesión de la libertad condicional. 
El mismo criterio se aplicará cuando, según informe médico, se trate de enfermos muy graves con 
padecimientos incurables. 
2. Constando a la Administración penitenciaria que el interno se halla en cualquiera de los casos 
previstos en los párrafos anteriores, elevará el expediente de libertad condicional, con la urgencia 
que el caso requiera, al Juez de Vigilancia Penitenciaria que, a la hora de resolverlo, valorará 
junto a las circunstancias personales la dificultad para delinquir y la escasa peligrosidad del 
sujeto. 
3. Si el peligro para la vida del interno, a causa de su enfermedad o de su avanzada edad, fuera 
patente, por estar así acreditado por el dictamen del médico forense y de los servicios médicos del 
establecimiento penitenciario el Juez de Vigilancia Penitenciaria podrá, previa en su caso la 
progresión de grado, autorizar la libertad condicional sin más trámite que requerir al centro 
penitenciario el informe de pronóstico final al objeto de poder hacer la valoración a que se refiere 
el párrafo anterior, todo ello sin perjuicio del seguimiento y control previstos por el artículo 75 de 
la Ley Orgánica General Penitenciaria. 
 
Artículo 93.  
1. El período de libertad condicional durará todo el tiempo que le falte al sujeto para cumplir su 
condena. Si en dicho período el reo delinquiere o inobservare las reglas de conducta impuestas, el 
Juez de Vigilancia Penitenciaria revocará la libertad concedida, y el penado reingresará en prisión 
en el período o grado penitenciario que corresponda, sin perjuicio del cómputo del tiempo pasado 
en libertad condicional. 
2. En el caso de condenados por delitos de terrorismo de la sección segunda del capítulo V del 
título XXII del libro II de este Código, el juez de vigilancia penitenciaria podrá solicitar los 
informes que permitan acreditar que subsisten las condiciones que permitieron obtener la libertad 
condicional. 
Si en este período de libertad condicional el condenado delinquiera, inobservara las reglas de 
conducta o incumpliera las condiciones que le permitieron acceder a la libertad condicional, el 
juez de vigilancia penitenciaria revocará la libertad concedida, y el penado reingresará en prisión 
en el período o grado penitenciario que corresponda. 
3. En el supuesto previsto en el apartado anterior, el penado cumplirá el tiempo que reste de 
cumplimiento de la condena con pérdida del tiempo pasado en libertad condicional. 

 

SECCIÓN 4. DISPOSICIONES COMUNES. 

 



Artículo 94.  
A los efectos previstos en la sección II de este capítulo, se consideran reos habituales los que 
hubieren cometido tres o más delitos de los comprendidos en un mismo capítulo, en un plazo no 
superior a cinco años, y hayan sido condenados por ello. 
Para realizar este cómputo se considerarán, por una parte, el momento de posible suspensión o 
sustitución de la pena conforme al artículo 88 y, por otra parte, la fecha de comisión de aquellos 
delitos que fundamenten la apreciación de la habitualidad. 

 

TRAFICO, CIRCULACION Y SEGURIDAD VIAL 
 
 

TEMA 17 
 

 LEY 17/2005, DE 19 DE JULIO, POR LA QUE SE REGULA EL PERMISO Y LA 
LICENCIA DE CONDUCCION POR PUNTOS Y SE MODIFICA EL TEXTO 

ARTICULADO DE LA LEY SOBRE TRAFICO, CIRCULACION DE VEHICULOS A 
MOTOR Y SEGURIDAD VIAL 

 
LEY 17/2005, de 19 de julio, por la que se regula el permiso y la licencia de 

conducción por puntos y se modifica el texto articulado de la ley sobre tráfico, 
circulación de vehículos a motor y seguridad vial. 

 
  

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Se pretende con esta Ley establecer un sistema que ha dado en denominarse «permiso y 
licencia de conducción por puntos» y que, incidiendo sobre las autorizaciones administrativas 
para conducir, sea la combinación de dos elementos esenciales. 

 
En primer lugar, su carácter eminentemente reeducador al configurar el cauce adecuado 
para modificar aquellos comportamientos, mediante la realización de cursos de 
sensibilización y reeducación vial de los conductores multirreincidentes, con el objetivo 
esencial de modificar los comportamientos infractores, cursos cuya superación, junto al 
cumplimiento de otros requisitos y pruebas que se establecen, permitirá la recuperación 
parcial o total del capital de puntos que, según los casos, corresponda a un conductor. 
 
Esta voluntad reeducadora se va a llevar a cabo, esencialmente, con un claro objetivo de 
sensibilización y permanente llamada de atención sobre las gravísimas consecuencias que, 
para la seguridad vial y para la vida de las personas, tienen los comportamientos 
reincidentes en la inobservancia de las normas que regulan el fenómeno creciente y cada 
vez más complejo de la circulación o tránsito de vehículos a motor, poniendo así en 
permanente riesgo el primero de nuestros derechos fundamentales que es el derecho a la 
vida y a la integridad física y moral de los usuarios de las vías públicas. 
 
Y, en segundo lugar, su efecto punitivo para aquellos comportamientos, consistente en la 
disminución o pérdida del crédito en puntos con que cuenta un conductor, titular de 
permiso o licencia de conducción. Puntos que son, por otra parte, reflejo del nivel de 



confianza que como tal conductor le otorga la sociedad en un momento dado y cuya 
pérdida, a su vez, señala el reproche que tales conductas merecen, derivado y con un claro 
sustento en la reiterada comisión de infracciones. 
 
Se establece en el artículo 82 del texto articulado de la Ley sobre tráfico, circulación de 
vehículos a motor y seguridad vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 339/1990, 
de 2 de marzo, que las sanciones graves y muy graves firmes en vía administrativa serán 
anotadas en el Registro de conductores e infractores, cuya gestión, a tenor de las 
competencias que el artículo 5 de dicha Ley atribuye al Ministerio del Interior, 
corresponde al organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico. 
 
Por ello, sólo las infracciones graves y muy graves, recogidas en los apartados 4 y 5 del 
artículo 65 de la aludida Ley, han de constituir la referencia legal obligada sobre la que 
actuará todo el sistema por puntos tanto de los permisos como de las licencias de 
conducción, pues será en ambos tipos de autorizaciones sobre las que actuará el sistema 
que con esta Ley se configura. 
 
No se trata, por otro lado, de idear una doble penalización para unos mismos hechos, las 
infracciones de tráfico, pues éstas seguirán siendo, con independencia del sistema por 
puntos, objeto del correspondiente procedimiento sancionador autónomo que se establece 
en los Títulos V y VI, «De las infracciones y sanciones, de las medidas cautelares y de la 
responsabilidad» y «Del procedimiento sancionador y recursos», respectivamente, de la 
Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, sino de hacerlo 
compatible con dicho sistema y la consiguiente pérdida automática de los puntos una vez 
haya adquirido firmeza en vía administrativa la sanción que se imponga, de acuerdo con 
el baremo que se establece en el anexo II de esta Ley. 
 
 
El reproche jurídico que se produce cuando se llega a la pérdida total de los puntos lo 
será, sin duda, no tanto por el hecho que ha constituido la infracción a la norma de tráfico, 
sino, esencialmente, por la actitud de reiterada vulneración de las reglas, que intentan 
poner el necesario orden en la circulación de vehículos y que sistemáticamente son 
ignoradas por algunos usuarios de la vía, generando riesgos a los que una sociedad como 
la nuestra ha de hacer frente de forma severa. Tender a la reeducación, al convencimiento, 
a la asunción de actitudes de respeto hacia los derechos de todos y, en concreto, a ése tan 
próximo al derecho a la vida, como es el de la seguridad vial, deben ser los principios que 
inspiran el sistema. Para instalar en nuestro Derecho positivo del tráfico y circulación de 
vehículos las normas necesarias que sirvan de sustento al sistema del permiso y la licencia 
de conducción por puntos, ha de procederse a la modificación del texto articulado de la 
Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, por ser dicho texto 
legal el que contiene las normas, rige la circulación por las vías de utilización general y 
establece los derechos, obligaciones y requisitos de los usuarios de dichas vías, regulando 
las autorizaciones que han de garantizar la seguridad vial. A estos efectos, se modifican 
igualmente algunos artículos del mismo texto legal, con el fin de dotar a todo el conjunto 
de la adecuada coherencia, facilitando su comprensión y mejorando la sistemática general 
de los preceptos, lo que incide sin duda en un adecuado funcionamiento de toda la 
institución. 
 
En el Título I, relativo al ejercicio y la coordinación de las competencias sobre tráfico, 



circulación de vehículos a motor y seguridad vial, en el Capítulo I, «Competencias», se 
modifica el artículo 5, al objeto de incluir, entre las que corresponden expresamente al 
Ministerio del Interior, la de gestionar los cursos de sensibilización y reeducación vial que 
han de realizar los conductores como consecuencia de la pérdida parcial o total de los 
puntos que le hayan sido asignados. Esta competencia la podrá ejercer la Administración 
mediante concesión. La realización de los citados cursos es una actividad esencial e 
indispensable para la puesta en práctica de la voluntad educadora de la Administración, 
además de ser esenciales para que puedan cumplirse los objetivos del sistema del permiso 
o la licencia por puntos. Así, dado el interés público y social que la seguridad vial 
representa, debe garantizarse de una manera efectiva su realización, considerándose a 
estos efectos que dicha actividad constituye un servicio público. Asimismo, con el 
propósito de incorporar expresamente a esta Ley el mandato constitucional que ordena a 
todos los poderes públicos promover la igualdad del individuo, así como el principio de 
transversalidad proclamado en la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de 
oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con 
discapacidad, se atribuye al Ministro del Interior otra competencia más relacionada con la 
especial atención a los derechos de las personas con discapacidad, por cuanto deberá 
garantizar la igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad de dicho 
colectivo, especialmente en su calidad de conductores. 
 
En el Título II, sobre normas de comportamiento en la circulación, en su Capítulo I, 
«Normas generales», se incorpora al apartado 4 del artículo 11, por una parte, la 
obligación de que los conductores y ocupantes de los vehículos utilicen los cinturones de 
seguridad, cascos y demás elementos de protección y dispositivos de seguridad de uso 
obligatorio y, por otra parte, la prohibición de circular con menores de tres años en los 
asientos traseros del vehículo si no van protegidos con un adecuado sistema de 
protección. Esta prohibición ya se recogió en una norma con rango reglamentario, en 
concreto en el Reglamento General de Circulación, aprobado por Real Decreto 
1428/2003, de 21 de noviembre, procediéndose ahora a su incorporación en una norma 
con rango legal al objeto de que quede expresamente incluida dentro del ámbito 
sancionador del texto articulado de la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a motor 
y seguridad vial, dada su incidencia en la seguridad vial. 
 
En el Título IV, sobre las autorizaciones administrativas, en su Capítulo II, «De las 
autorizaciones para conducir», se modifica, además del enunciado del artículo 60, para 
hacerlo congruente con su contenido al incorporar a las licencias de conducción, también 
el apartado 4, para señalar que la vigencia de tales autorizaciones queda condicionada a 
que su titular mantenga el número de puntos que le fueron asignados y determinar el 
crédito inicial de puntos que va a ser asignado con carácter general, con excepción de dos 
colectivos que por suponer un mayor riesgo para la seguridad vial van a recibir un crédito 
menor de puntos. Igualmente, en dicho apartado, al objeto de flexibilizar la aplicación de 
la Ley, se establece un límite de ocho puntos que, como máximo, podrá perder el 
conductor por la comisión, en un solo día, de infracciones que llevan aparejada la pérdida 
de puntos, salvo que alguna de las infracciones cometidas se haya exceptuado de dicho 
límite por su especial incidencia en la seguridad vial. 
 
Además, en el apartado 5, en un intento de que la Ley tenga en cuenta también en este 
nuevo sistema por puntos a aquellos conductores cuyo comportamiento sea el correcto, se 
contempla la posibilidad de bonificar con dos puntos, los tres primeros años, y un punto, 



los tres siguientes, hasta un máximo de quince puntos, a aquellos conductores que durante 
esos períodos de tiempo no hayan sido sancionados en firme en vía administrativa por la 
comisión de una infracción que lleve aparejada la pérdida de puntos. 
 
En el Capítulo IV del mismo Título, relativo a «Nulidad, Lesividad y pérdida de 
vigencia» de las autorizaciones, se modifica el apartado 5 del artículo 63, por razones de 
técnica jurídica, incluyendo además tres nuevos apartados, con objeto de regular los 
efectos de la declaración de la pérdida de vigencia del permiso o la licencia de conducción 
como consecuencia de haber perdido la totalidad de los puntos que tenía asignados. Se 
contemplan, además, las formas de recuperación parcial o total de los puntos, los plazos 
de tiempo que habrán de transcurrir para poder obtener una nueva autorización para 
conducir, y se concreta que la duración, contenido y requisitos de los cursos de 
sensibilización y reeducación vial se determinará por el Ministro del Interior. 
 
Cabe destacar del contenido de este artículo 63 el trato especial que la Ley otorga a los 
conductores profesionales en reconocimiento de sus especiales circunstancias. Así, los 
plazos para poder obtener de nuevo los permisos y licencias perdidos o para poder realizar 
un curso de sensibilización y reeducación vial que les permita recuperar parcialmente 
puntos, se reducen a la mitad con respecto al resto de los conductores. 
 
En el Título V, «De las infracciones y sanciones, de las medidas cautelares y de la 
responsabilidad», en su Capítulo I «Infracciones y sanciones», se modifica el cuadro 
general de infracciones para ordenarlo, dentro de las infracciones ya previstas en la 
normativa de tráfico, dotándolas de una adecuada sistemática y actualizándolo y 
adaptándolo a las modificaciones que en este sentido ha ido sufriendo la propia Ley. 
 
Se incluyen, además, entre las infracciones graves del apartado 4 del artículo 65, en 
concreto las que se relacionan de los párrafos e) a l), una serie de infracciones que hasta 
ahora no habían sido calificadas como tales, pero que por su reproche social y 
peligrosidad, así como por su directa relación con la seguridad vial, han de ser 
consideradas como graves. 
 
Igualmente en este artículo, dando adecuada concreción al principio de tipicidad, 
proclamado por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se incluyen tipos 
de infracciones como las recogidas en los párrafos m) y n) del apartado 4, en el párrafo p) 
y en el q), así como las que se señalan en los párrafos i), j), k), l), m), n) y ñ) del apartado 
5, hasta ahora ubicadas en el apartado 2, del artículo 67, «Sanciones», por entender que es 
el artículo 65 su emplazamiento natural, dentro del cuadro general de infracciones. 
 
Se realizan modificaciones de carácter formal y de especial relevancia en el artículo 67, 
«Sanciones», dándole un adecuado y nuevo contenido, cuya prolija redacción anterior, 
tras la reforma operada por la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, 
administrativas y de orden social, lo hacía incompatible con el sistema del permiso y la 
licencia por puntos, que se establece con esta Ley. En su apartado 1, por razones de 
seguridad jurídica, se ha optado por establecer el plazo de un mes como límite mínimo a 
partir del cual se podrá suspender el permiso o la licencia de conducción por la comisión 
de infracciones graves o, en todo caso, por la comisión de infracciones muy graves. 



Asimismo, se modifican los guarismos correspondientes a las cuantías asignadas a los 
distintos tipos de infracciones eliminando, en lo posible, las fracciones y la referencia a su 
equivalencia en pesetas, sin que ello suponga un aumento de dichas cuantías, antes al 
contrario, un descenso poco significativo de éstas, salvo las que se señalan en el apartado 
2, cuya cuantía en su grado mínimo se hace congruente con su nueva calificación. 
 
Se prevé el pago anticipado y voluntario de la multa, con reducción del 30 por ciento, que 
implicará únicamente la renuncia a formular alegaciones y la terminación del 
procedimiento sin necesidad de dictar resolución expresa, sin perjuicio de la posibilidad 
de interponer los recursos correspondientes, en aras del principio constitucional de 
eficacia que ha de regir la actuación de la Administración. En tal sentido, se modifica el 
plazo durante el que el interesado podrá beneficiarse del pago anticipado de la multa con 
la reducción prevista, estableciéndolo en 30 días naturales a contar desde la notificación, 
para dotar al procedimiento de mayor certeza en la aplicación de la reducción y de la 
agilidad que se pretende, objetivos que con la normativa anterior no se conseguían. 
 
En el apartado 2 de este artículo 67, se señalan las sanciones que corresponden a los 
supuestos de infracciones recogidas en los párrafos i), j), k), l), m), n) y ñ) del artículo 
65.5, que por congruencia y adecuada sistemática pasan a ser consideradas muy graves. 
Al mismo tiempo, se establece una sanción singular para la infracción señalada en el 
párrafo j) del artículo 65.5, la conducción de un vehículo careciendo de autorización, por 
la especial peligrosidad que tal comportamiento conlleva y que se estima merecedor de la 
adecuada respuesta punitiva. 
 
En el apartado 3 se excluye el cumplimiento fraccionado de la suspensión del permiso o 
licencia de conducción en los casos de reincidencia, cuando en un período de dos años 
hubiera sido sancionado en firme en vía administrativa como autor de dos infracciones 
que lleven aparejada la suspensión de las autorizaciones. 
 
Se modifica el artículo 69, «Graduación de sanciones», incluyendo en su apartado 1 los 
criterios que han de ser valorados para la adecuada graduación de las sanciones, y se 
rectifica en el apartado 2 la referencia que se hacía a la Ley de Procedimiento 
Administrativo, sustituyéndola por la de Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
 
En el Capítulo III, «De la responsabilidad», cabe destacar, de las modificaciones que se 
llevan a cabo en el artículo 72 «Personas responsables», la del apartado 1, al contemplar 
la posibilidad de que los menores que hayan cometido infracciones leves puedan sustituir 
la sanción económica de multa por medidas sociales relacionadas con la seguridad vial, 
así como las modificaciones de los párrafos primero y segundo del apartado 3 para 
adecuar su contenido a la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, y a las modificaciones que 
se han introducido en los artículos 65 y 67. 
 
Por otra parte, especial relevancia tiene la modificación del apartado 3, ya que, sustentado 
en los principios de equidad y proporcionalidad y para que produzca el deseado efecto 
disuasorio, se ha considerado oportuno elevar a infracción muy grave el incumplimiento 
del deber de identificar al conductor responsable de la infracción, identificación que a los 
efectos del cumplimiento de esta obligación debe ser veraz, y que deben cumplir, salvo 
que exista causa justificada que lo impida, tanto el titular del vehículo como el 



arrendatario del mismo. Además, por razones prácticas, sólo a las empresas de alquiler sin 
conductor a corto plazo se les exige el deber de acreditar el cumplimiento de esta 
obligación, mediante la remisión de un duplicado o copia del contrato de arrendamiento, 
quedando excluidas las demás empresas que se dedican al alquiler de vehículos sin 
conductor de tener que remitir la citada documentación. 
 
En el Título VI sobre procedimiento sancionador y recursos, en su Capítulo I, 
«Procedimiento sancionador», se modifica el apartado 2 del artículo 77, para hacerlo con 
gruente con la nueva redacción dada al párrafo tercero del apartado 1 del artículo 67, por 
los motivos de eficacia anteriormente señalados. 
Dentro del Capítulo III sobre la prescripción y cancelación de antecedentes, se modifica el 
párrafo primero del apartado 1 del artículo 81, para adaptar su contenido a las previsiones 
del permiso por puntos y a las modificaciones realizadas en los artículos 65 y 67. 
 
En cuanto al artículo 82, se cambia su denominación por otra más adecuada «Anotación y 
Cancelación» y se recoge la obligación de que las sanciones impuestas por otras 
Administraciones, locales o autonómicas, o las sentencias dictadas por las autoridades 
judiciales que condenen a la privación del derecho a conducir vehículos a motor y 
ciclomotores, sean comunicadas en el plazo de quince días a la Dirección General de 
Tráfico, para su anotación en el Registro de Conductores e Infractores. Igualmente, por 
razones de operatividad y adecuación al sistema del permiso por puntos el plazo de 
cancelación de los antecedentes pasa a ser de tres años. 
 
Se incorporan trece disposiciones adicionales cuyo contenido viene a completar las 
modificaciones introducidas en la Ley, definiendo conceptos como la antigüedad de los 
permisos o las licencias de conducción que se obtengan o el de conductor profesional. 
Sobre este último particular debe tenerse en cuenta la Directiva 2003/59/CE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de julio de 2003 que establece una cualificación 
inicial y una formación continua específica para los conductores destinados al transporte 
de mercancías o de viajeros por carretera. A tal efecto la Ley prevé que la realización de 
cursos de obligado cumplimiento por los conductores profesionales llevará aparejada la 
recuperación de hasta un máximo de cuatro puntos, en las condiciones que se determinen 
por Orden del Ministro del Interior, siendo esta recuperación compatible con la de los 
puntos obtenidos mediante la realización de un curso de sensibilización y reeducación 
vial. Por último, se incorpora un anexo II en el que se relacionan cada una de las 
infracciones y el número de puntos que se van a perder en el supuesto de ser sancionado 
en firme en vía administrativa por su comisión. De esta manera, se establece un sistema 
objetivo a la hora de determinar el número de puntos que se van a descontar 
automáticamente. Estas infracciones son, fundamentalmente, aquellas que implican un 
riesgo evidente para la seguridad vial, habiéndose descartado aquellas otras infracciones 
que aun siendo calificadas como graves o muy graves son consideradas infracciones de 
carácter administrativo. Y se incorpora un anexo III «De los cursos de sensibilización y 
reeducación vial». 
 
Artículo único.  
Modificación del texto articulado de la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a motor 
y seguridad vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo. 
 
El texto articulado de la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad 



vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, se modifica en 
los siguientes términos: 
 
Uno. Se modifica el artículo 5, que queda redactado de la siguiente forma: 
 
«Artículo 5. Competencias del Ministerio del Interior. 
 
Se atribuyen al Ministerio del Interior las siguientes competencias en el ámbito de esta 
Ley, sin perjuicio de las que tengan asumidas las Comunidades Autónomas en sus propios 
Estatutos: 
 
a) Expedir y revisar los permisos y licencias para conducir vehículos a motor y 
ciclomotores con los requisitos sobre conocimientos, aptitudes técni cas y condiciones 
psicofísicas y periodicidad que se determinen reglamentariamente, así como la anulación, 
intervención, revocación y, en su caso, suspensión de aquéllos. 
 
b) Canjear, de acuerdo con las normas reglamentarias aplicables, los permisos para 
conducir expedidos en el ámbito militar y policial por los correspondientes en el ámbito 
civil, así como los permisos expedidos en el extranjero cuando así lo prevea la legislación 
vigente. 
 
c) Conceder las autorizaciones de apertura y funcionamiento de centros de formación de 
conductores y declarar la nulidad, así como los certificados de aptitud y autorizaciones 
que permitan acceder a la actuación profesional en materia de enseñanza de la conducción 
y acreditar la destinada al reconocimiento de aptitudes psicofísicas de los conductores, 
con los requisitos y condiciones que reglamentariamente se determinen. 
 
d) La matriculación y expedición de los permisos o licencias de circulación de los 
vehículos a motor, remolques, semirremolques y ciclomotores, así como la anulación, 
intervención o revocación de dichos permisos o licencias, con los requisitos y condiciones 
que reglamentariamente se establezcan. 
 
e) Expedir las autorizaciones o permisos temporales y provisionales para la circulación de 
vehículos hasta su matriculación. 
 
f) El establecimiento de normas especiales que posibiliten la circulación de vehículos 
históricos y fomenten la conservación y restauración de los que integran el patrimonio 
histórico cultural. 
 
g) La retirada de los vehículos de la vía fuera de poblado y la baja temporal o definitiva de 
la circulación de dichos vehículos. 
 
h) Los registros de vehículos, de conductores e infractores, de profesionales de la 
enseñanza de la conducción, de centros de formación de conductores, de los centros de 
reconocimiento para conductores de vehículos a motor y de manipulación de placas de 
matrícula, en la forma que reglamentariamente se determine. 
 
i) La vigilancia y disciplina del tráfico en toda clase de vías interurbanas y en travesías 



cuando no exista policía local, así como la denuncia y sanción de las infracciones a las 
normas de circulación y de seguridad en dichas vías. 
 
j) La denuncia y sanción de las infracciones por incumplimiento de la obligación de 
someterse a la inspección técnica de vehículos, así como a las prescripciones derivadas de 
aquélla, y por razón del ejercicio de actividades industriales que afecten de manera directa 
a la seguridad vial. 
 
k) La regulación, gestión y control del tráfico en vías interurbanas y en travesías, 
estableciendo para estas últimas fórmulas de cooperación o delegación con las entidades 
locales, y sin perjuicio de lo establecido en otras disposiciones y de las facultades de otros 
departamentos ministeriales. 
 
l) Establecer las directrices básicas y esenciales para la formación y actuación de los 
agentes de la autoridad en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor, sin 
perjuicio de las atribuciones de las corporaciones locales, con cuyos órganos se 
instrumentará, de común acuerdo, la colaboración necesaria. 
 
m) La autorización de pruebas deportivas que hayan de celebrarse utilizando en todo o 
parte del recorrido carreteras estatales, previo informe de las Administraciones titulares de 
las vías públicas afectadas, e informar, con carácter vinculante, las que se vayan a 
conceder por otros órganos autonómicos o municipales, cuando hayan de circular por vías 
públicas o de uso público en que la Administración General del Estado tiene atribuida la 
vigilancia y regulación del tráfico. 
 
n) Cerrar a la circulación, con carácter excepcional, carreteras o tramos de ellas, por 
razones de seguridad o fluidez del tráfico, en la forma que se determine 
reglamentariamente. 
 
ñ) La coordinación de la estadística y la investigación de accidentes de tráfico, así como 
las estadísticas de inspección de vehículos, en colaboración con otros organismos 
oficiales y privados, de acuerdo con lo que reglamentariamente se determine. 
 
o) La realización de las pruebas, reglamentariamente establecidas, para determinar el 
grado de intoxicación alcohólica, o por estupefacientes, psicotrópicos o estimulantes, de 
los conductores que circulen por las vías públicas en las que tienen atribuida la vigilancia 
y el control de la seguridad de la circulación vial. 
 
p) Gestionar los cursos de sensibilización y reeducación vial que han de realizar los 
conductores como consecuencia de la pérdida parcial o total de los puntos que les hayan 
sido asignados, elaborar el contenido de los cursos, así como su duración y requisitos. 
 
Dicha gestión podrá realizarse, mediante concesión, de acuerdo con lo establecido en la 
legislación de contratos de las Administraciones Públicas. 
 
q) La garantía de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal 
de las personas con discapacidad, especialmente en su calidad de conductores, en todos 
los ámbitos regulados en esta ley.» 



 
Dos. Se modifica el artículo 11, que queda redactado de la siguiente forma: 
 
«Artículo 11. Normas generales de conductores. 
1. Los conductores deberán estar en todo momento en condiciones de controlar sus 

vehículos. Al aproximarse a otros usuarios de la vía, deberán adoptar las precauciones 
necesarias para su seguridad, especialmente cuando se trate de niños, ancianos, 
personas ciegas o en general personas con discapacidad y con problemas de 
movilidad. 

2. El conductor de un vehículo está obligado a mantener su propia libertad de 
movimientos, el campo necesario de visión y la atención permanente a la conducción, 
que garanticen su propia seguridad, la del resto de ocupantes del vehículo y la de los 
demás usuarios de la vía. A estos efectos, deberá cuidar especialmente de mantener la 
posición adecuada y que la mantengan el resto de los pasajeros, y la adecuada 
colocación de los objetos o animales transportados para que no haya interferencias 
entre el conductor y cualquiera de ellos. 

3. Queda prohibido conducir utilizando cascos o auriculares conectados a aparatos 
receptores o reproductores de sonido, excepto durante la realización de las pruebas de 
aptitud en circuito abierto para la obtención de permiso de conducción en las 
condiciones que se determinen reglamentariamente. 
 
Se prohibe la utilización durante la conducción de dispositivos de telefonía móvil y 
cualquier otro medio o sistema de comunicación, excepto cuando el desarrollo de la 
comunicación tenga lugar sin emplear las manos ni usar cascos, auriculares o 
instrumentos similares. 
 
Quedan exentos de dicha prohibición los agentes de la autoridad en el ejercicio de las 
funciones que tengan encomendadas. 
 

4. Los conductores y ocupantes de los vehículos están obligados a utilizar el cinturón de 
seguridad, cascos y demás elementos de protección y dispositivos de seguridad en las 
condiciones y con las excepciones que, en su caso, se determinen reglamentariamente. 
Los conductores profesionales cuando presten servicio público a terceros no se 
considerarán responsables del incumplimiento de esta norma por parte de los 
ocupantes del vehículo. En todo caso, queda prohibido circular con menores de 12 
años situados en los asientos delanteros del vehículo, salvo que utilicen dispositivos 
homologados al efecto. Asimismo, queda prohibido circular con niños menores de 
tres años situados en los asientos traseros del vehículo, salvo que utilicen para ello un 
sistema de sujeción homologado adaptado a su talla y a su peso con las excepciones 
que se establezcan reglamentariamente. 

5. Queda prohibido circular con menores de 12 años como pasajeros de ciclomotores o 
motocicletas, con o sin sidecar, por cualquier clase de vía. Excepcionalmente, se 
permite esta circulación a partir de los siete años, siempre que los conductores sean 
los padres o madres, tutores o persona mayor de edad autorizada por ellos, utilicen 
casco homologado y se cumplan las condiciones específicas de seguridad establecidas 
reglamentariamente. 

6. Se prohibe que en los vehículos se instalen mecanismos o sistemas, se lleven 
instrumentos o se acondicionen de forma encaminada a eludir la vigilancia de los 
agentes de tráfico, y que se emitan o hagan señales con dicha finalidad.» 



 
 
Tres. Se modifica el artículo 60, que queda redactado de la siguiente forma: 
 
«Artículo 60. Permisos y licencias de conducción. 
1. La conducción de vehículos a motor y ciclomotores exigirá haber obtenido 

previamente la preceptiva autorización administrativa, que se dirigirá a verificar que 
los conductores tengan los requisitos de capacidad, conocimientos y habilidad 
necesarios para la conducción del vehículo, de acuerdo con lo que se determine 
reglamentariamente. Se prohibe conducir vehículos a motor y ciclomotores sin estar 
en posesión de la mencionada autorización administrativa. 

2. La enseñanza de los conocimientos y técnica necesarios para la conducción, el 
posterior perfeccionamiento y renovación de conocimientos, así como la constatación 
de las aptitudes psicofísicas de los conductores, se ejercerán por centros oficiales o 
privados, que necesitarán de autorización previa para desarrollar su actividad. 

 
A los fines de garantizar la seguridad vial, el Gobierno determinará los elementos 
personales y materiales mínimos de los centros de enseñanza y de reconocimiento y las 
condiciones para su autorización. En particular, se regulará reglamentariamente el 
régimen docente y de funcionamiento de los centros de enseñanza. La titulación y 
acreditación de los profesores y directores se basará en pruebas objetivas que valoren los 
conocimientos, la aptitud pedagógica y la experiencia práctica. Las pruebas se convocarán 
periódicamente, y la calificación podrá ser objeto de recurso. 
 
Igualmente, a los fines de garantizar la seguridad vial, se regulará reglamentariamente el 
funcionamiento de los centros de reconocimiento de conductores. 
 
3. Se podrá autorizar la enseñanza no profesional en las condiciones que 
reglamentariamente se determinen. 
 
4. El permiso y la licencia para conducir podrán tener vigencia limitada en el tiempo, y 
podrán ser revisados en los plazos y condiciones que reglamentariamente se determine. 
 
De igual manera, la vigencia del permiso o la licencia de conducción estará condicionada 
a que su titular no haya perdido su asignación total de puntos, que será de 12 puntos, con 
las excepciones siguientes: 
 
a) Titulares de un permiso o licencia de conducción con una antigüedad no superior a tres 
años, salvo que ya fueran titulares de otro permiso de conducción con aquella antigüedad: 
ocho puntos. 
 
b) Titulares de un permiso o licencia de conducción que, tras perder su asignación total de 
puntos, han obtenido nuevamente el permiso o la licencia de conducción: ocho puntos. 
 
El número de puntos inicialmente asignado al titular de un permiso o licencia de 
conducción se verá reducido por cada sanción firme en vía administrativa que se le 
imponga por la comisión de infracciones graves o muy graves que lleven aparejada la 
pérdida de puntos, de acuerdo con el baremo establecido en el anexo II. 



 
Los conductores no perderán más de ocho puntos por acumulación de infracciones en un 
solo día, salvo que concurra alguna de las infracciones muy graves a que se refieren los 
apartados a), b), c), d), e), f), g) y h) del artículo 65, apartado 5, en cuyo caso perderán el 
número total de puntos que correspondan. 
 
5. Transcurridos dos años sin haber sido sancionados en firme en vía administrativa, por 
la comisión de infracciones que lleven aparejada la pérdida de puntos, los titulares de los 
permisos o licencias de conducción afectados por la pérdida parcial de puntos recuperarán 
la totalidad del crédito inicial de 12 puntos. 
 
No obstante, en el caso de que la pérdida de alguno de los puntos se debiera a la comisión 
de infracciones muy graves, el plazo para recuperar la totalidad del crédito será de tres 
años. 
 
Asimismo, los titulares de un permiso o licencia de conducción a los que se hace 
referencia en los párrafos a) y b) del apartado anterior, transcurrido el plazo de dos años 
sin haber sido sancionados en firme en vía administrativa por la comisión de infracciones 
que impliquen la pérdida de puntos, pasarán a disponer de un total de 12 puntos 
 
Igualmente, quienes mantengan la totalidad de los puntos al no haber sido sancionados en 
firme en vía administrativa por la comisión de infracciones, recibirán como bonificación 
dos puntos durante los tres primeros años y, un punto, por los tres siguientes, pudiendo 
llegar a acumular hasta un máximo de quince puntos en lugar de los doce iniciales. 
 
6. La pérdida parcial, total o recuperación de los puntos asignados afectará al permiso o 
licencia de conducción cualquiera que sea su clase.» 
 
Cuatro. Se modifica el artículo 63, que queda redactado de la siguiente forma: 
 
«Artículo 63. Declaración de nulidad o lesividad y pérdida de vigencia. 
1. Las autorizaciones administrativas reguladas en este Título podrán ser objeto de 

declaración de nulidad o lesividad cuando concurra alguno de los supuestos previstos 
en los artículos 62 y 63, respectivamente, de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 

2. El procedimiento para la declaración de nulidad o lesividad se ajustará a lo dispuesto 
en el Capítulo 1 del Título VII del mencionado texto legal. 

3. Con independencia de lo dispuesto en los apartados anteriores, la vigencia de las 
autorizaciones administrativas reguladas en este Título estará subordinada a que se 
mantengan los requisitos exigidos para su otorgamiento. 

4. La Administración podrá declarar la pérdida de vigencia de las autorizaciones 
reguladas en este Título cuando se acredite la desaparición de los requisitos sobre 
conocimientos, habilidades o aptitudes psicofísicas exigidas para el otorgamiento de 
la autorización. 

 
Para acordar la pérdida de vigencia, la Administración deberá notificar al interesado la 
presunta carencia del requisito exigido, a quien se le concederá la facultad de acreditar su 
existencia en la forma y plazos que reglamentariamente se determinen. 



5. El titular de una autorización cuya pérdida de vigencia haya sido declarada, de 
acuerdo con lo dispuesto en el apartado anterior, podrá obtenerla de nuevo siguiendo 
el procedimiento, superando las pruebas y acreditando los requisitos que 
reglamentariamente se establezcan. 
 
6. La Administración declarará la pérdida de vigencia de la autorización para conducir 
cuando su titular haya perdido la totalidad de los puntos asignados, como 
consecuencia de la aplicación del baremo recogido en el anexo II. Una vez constatada 
la pérdida total de los puntos que tuviera asignados, la Administración, en el plazo de 
quince días, notificará al interesado, en la forma prevista en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, el acuerdo por el que se declara la pérdida de 
vigencia de su permiso o licencia de conducción. 

 
En este caso, el titular de la autorización no podrá obtener un nuevo permiso o una nueva 
licencia de conducción hasta transcurridos seis meses, contados desde la fecha en que 
dicho acuerdo fuera notificado. Este plazo se reducirá a tres meses en el caso de 
conductores profesionales. 
 
Si durante los tres años siguientes a la obtención de la nueva autorización fuera acordada 
su pérdida de vigencia por haber perdido nuevamente la totalidad de los puntos asignados, 
no se podrá obtener un nuevo permiso o licencia de conducción hasta transcurridos doce 
meses, contados desde la fecha en que dicho acuerdo haya sido notificado. Este plazo se 
reducirá a seis meses en el caso de conductores profesionales. 
 
7. El titular de una autorización para conducir, cuya pérdida de vigencia haya sido 
declarada como consecuencia de la pérdida total de los puntos asignados, podrá obtener 
nuevamente un permiso o licencia de conducción de la misma clase de la que era titular, 
transcurridos los plazos señalados en el apartado anterior, previa realización y superación 
con aprovechamiento de un curso de sensibilización y reeducación vial y posterior 
superación de las pruebas que reglamentariamente se determinen. 
 
El titular de una autorización, que haya perdido una parte del crédito inicial de puntos 
asignado, podrá optar a su recuperación parcial, hasta un máximo de cuatro puntos, por 
una sola vez cada dos años, realizando y superando con aprovechamiento un curso de 
sensibilización y reeducación vial, con la excepción de los conductores profesionales que 
podrán realizar el citado curso con frecuencia anual. 
 
8. Los cursos de sensibilización y reeducación vial tendrán la duración, el contenido y los 
requisitos que se determinen por el Ministro del Interior. 
 
En todo caso, la duración de los cursos de sensibilización y reeducación vial será como 
máximo de 15 horas, cuando se realicen para la recuperación parcial de puntos, y como 
máximo de 30 horas, cuando se pretenda obtener un nuevo permiso o licencia de 
conducción.» 

 
Cinco. Se modifica el artículo 65, que queda redactado de la siguiente forma: 

 
«Artículo 65. Cuadro general de infracciones. 



1. Las acciones u omisiones contrarias a esta Ley o a los Reglamentos que la desarrollan 
tendrán el carácter de infracciones administrativas y serán sancionadas en los casos, 
forma y medida que en ella se determinen, a no ser que puedan constituir delitos o 
faltas tipificadas en las leyes penales; en tal caso, la Administración pasará el tanto de 
culpa al Ministerio Fiscal y proseguirá el procedimiento absteniéndose de dictar 
resolución mientras la autoridad judicial no pronuncie sentencia firme o dicte otra 
resolución que le ponga fin sin declaración de responsabilidad y sin estar fundada en 
la inexistencia del hecho. 

 
2. Las infracciones a que hace referencia el apartado anterior se clasifican en leves, graves 
y muy graves. 
 
3. Son infracciones leves las cometidas contra las normas contenidas en esta Ley y en los 
Reglamentos que la desarrollen que no se califiquen expresamente como graves o muy 
graves en los apartados siguientes. 
3. Son infracciones graves las conductas tipificadas en esta Ley referidas a: 

 
a) Incumplir las disposiciones de esta Ley en materia de: limitaciones de velocidad, 
salvo que supere el límite establecido en el apartado 5.c), prioridad de paso, 
adelantamientos, cambios de dirección o sentido y marcha atrás. 

 
b) Paradas y estacionamientos en lugares peligrosos o que obstaculicen gravemente la circulación 
constituyendo un riesgo u obstáculo para la circulación, especialmente de peatones, en los 
términos que se determinen reglamentariamente. 
 
c) Circular sin el alumbrado reglamentario en situaciones de falta o disminución de visibilidad o 
produciendo deslumbramiento a otros usuarios de la vía y en aquellos supuestos en los que su uso 
sea obligatorio. 
d) Realización y señalización de obras en la vía sin permiso, y retirada o deterioro de la 
señalización permanente u ocasional. 
 
e) Conducir utilizando dispositivos incompatibles con la obligatoria atención permanente a la 
conducción en los términos que se determinen reglamentariamente. 
 
f) Conducir utilizando cascos o auriculares conectados a aparatos receptores o reproductores de 
sonido, el uso durante la conducción de dispositivos de telefonía móvil, así como cualquier otro 
medio o sistema de comunicación que implique su uso manual, en los términos que se determine 
reglamentariamente, con las excepciones por motivos específicos relacionados con la seguridad, 
higiene o prevención laboral. 
 
g) Conducir vehículos que tengan instalados mecanismos o sistemas encaminados a eludir la 
vigilancia de los agentes de tráfico, o que lleven instrumentos con la misma intención, así como la 
utilización de mecanismos de detección de radar. 
 
h) Conducir un vehículo o circular sus ocupantes sin hacer uso del cinturón de seguridad, el casco 
y demás elementos de protección o dispositivos de seguridad de uso obligatorio en las 
condiciones y con las excepciones que se establezcan reglamentariamente. 



 
i) Circular con menores de 12 años como pasajeros de ciclomotores o motocicletas con las 
excepciones que se determinen reglamentariamente. 
 
j) No respetar las señales de los agentes que regulan la circulación. 
 
k) No respetar la luz roja de un semáforo. l) No respetar una señal de stop. 
 
m) Que el adquiriente de un vehículo no solicite la renovación del permiso o licencia de 
circulación, cuando varíe su titularidad registral, en el plazo que se establezca reglamentariamente 
n) Conducir un vehículo siendo titular de una autorización de conducción que carece de validez 
por no haber cumplido los requisitos administrativos exigidos reglamentariamente. 
 
ñ) Conducción negligente. 
 
o) Arrojar a la vía o en sus inmediaciones objetos que puedan producir incendios, accidentes de 
circulación o perjudicar al medio natural. 
 
p) No facilitar su identidad ni los datos del vehículo solicitados por los afectados en un accidente 
de circulación, estando implicado en el mismo. 
 
q) Circular con un vehículo que incumpla las condiciones técnicas reglamentariamente 
establecidas, salvo que pudieran estimarse incluidas en el apartado 5.l) siguiente, así como las 
infracciones relativas a las normas que regulan la inspección técnica de vehículos. 
 
5. Son infracciones muy graves, cuando no sean constitutivas de delito, las siguientes conductas: 
 
a) La conducción por las vías objeto de esta Ley habiendo ingerido bebidas alcohólicas con tasas 
superiores a las que reglamentariamente se establezcan, y, en todo caso, la conducción bajo los 
efectos de estupefacientes, psicotrópicos, estimulantes y cualquier otra sustancia de efectos 
análogos. 
 
b) Incumplir la obligación de todos los conductores de vehículos de someterse a las pruebas que 
se establezcan para detección de posibles intoxicaciones de alcohol, estupefacientes, 
psicotrópicos, estimulantes y otras sustancias análogas, y la de los demás usuarios de la vía 
cuando se hallen implicados en algún accidente de circulación. 
 
c) Sobrepasar en más de un 50 por ciento la velocidad máxima autorizada, siempre que ello 
suponga superar, al menos, en 30 km por hora dicho límite máximo. 
d) La conducción manifiestamente temeraria. e) La ocupación excesiva del vehículo que suponga 
aumentar en un 50 por ciento el número de plazas autorizadas, excluida la del conductor con 
excepción de los autobuses de líneas urbanas e interurbanas. 
 
f) La circulación en sentido contrario al establecido. 
 
g) Las competiciones y carreras no autorizadas entre vehículos. 
 
h) El exceso en más del 50 por ciento en los tiempos de conducción o la minoración en más del 50 
por ciento en los tiempos de descanso establecidos en la legislación sobre transporte terrestre. 



 
i) El incumplimiento por el titular o el arrendatario del vehículo con el que se haya cometido la 
infracción de la obligación de identificar verazmente al conductor responsable de dicha 
infracción, cuando sean debidamente requeridos para ello y no exista causa justificada que lo 
impida. 
 
j) La conducción de un vehículo sin ser titular de la autorización administrativa correspondiente. 
 
k) Circular con un vehículo no matriculado o careciendo de las autorizaciones administrativas 
correspondientes, o que éstas carezcan de validez por no cumplir los requisitos exigidos 
reglamentariamente. 
 
l) Circular con un vehículo que incumpla las condiciones técnicas que afecten gravemente a la 
seguridad vial, establecidas reglamentariamente. 
 
m) Incumplir las normas, reglamentariamente establecidas, sobre el régimen de autorización y 
funcionamiento de los centros de enseñanza y formación, sobre conocimientos y técnicas 
necesarios para la conducción. 
 
n) Incumplir las normas, reglamentariamente establecidas, sobre el régimen de autorización y 
funcionamiento de los centros de reconocimiento de conductores. 
 
ñ) Incumplir las normas, reglamentariamente establecidas, que regulan las actividades industriales 
que afectan de manera directa a la seguridad vial. 
 
o) Circular por autopistas o autovías con vehículos expresamente prohibidos para ello. 
 
p) Circular en posición paralela con vehículos prohibidos expresamente para ello por esta Ley. 
 
6. Las infracciones derivadas del incumplimiento de la obligación de asegurar los vehículos a 
motor y de presentación de la documentación acreditativa de la existencia del seguro obligatorio 
se regularán y sancionarán con arreglo a su legislación específica.» 
 
Seis. Se modifica el artículo 67, que queda redactado de la siguiente forma: 
 
«Artículo 67. Sanciones. 
 
1. Las infracciones leves serán sancionadas con multa de hasta 90 euros; las graves, con multa de 
91 a 300 euros; y las muy graves, de 301 a 600 euros. En el caso de infracciones graves, podrá 
imponerse, además, la sanción de suspensión del permiso o licencia de conducción por el tiempo 
mínimo de un mes y máximo de hasta tres meses, y en el supuesto de infracciones muy graves se 
impondrá, en todo caso, la sanción de suspensión por el tiempo mínimo de un mes y máximo de 
tres meses, todo ello sin perjuicio de las excepciones que se establecen en este artículo. 
 
El cumplimiento de la sanción de suspensión de la autorización para conducir podrá realizarse 
fraccionadamente, a petición del interesado, en periodos que en ningún caso serán inferiores a 15 
días naturales. Se podrá establecer un fraccionamiento inferior al antes indicado en el caso de los 
conductores profesionales, siempre que éstos lo soliciten y el cumplimiento íntegro de la sanción 
se realice en el plazo de doce meses desde la fecha de la resolución de la suspensión. 



 
Las sanciones de multa podrán hacerse efectivas con una reducción del 30 por ciento sobre la 
cuantía correspondiente que se haya consignado correctamente en el boletín de denuncia por el 
agente o, en su defecto, en la notificación posterior de dicha denuncia realizada por el instructor 
del expediente, siempre que dicho pago se efectúe durante los 30 días naturales siguientes a aquel 
en que tenga lugar la citada notificación. El abono anticipado con la reducción anteriormente 
señalada, salvo que proceda imponer además la medida de suspensión del permiso o de la licencia 
de conducir, implicará únicamente la renuncia a formular alegaciones y la terminación del 
procedimiento sin necesidad de dictar resolución expresa, sin perjuicio de la posibilidad de 
interponer los recursos correspondientes. 
 
Cuando el infractor no acredite su residencia legal en territorio español, el agente denunciante 
fijará provisionalmente la cuantía de la multa y, de no depositarse su importe, inmovilizará el 
vehículo. En todo caso, se tendrá en cuenta lo previsto en el párrafo anterior respecto a la 
reducción del 30 por ciento y el depósito o el pago de la multa podrá efectuarse en moneda de 
curso legal en España o de cualquier otro país con quien España mantenga tipo oficial de cambio. 
 
2. Las infracciones muy graves previstas en los párrafos i), j), k), l), m), n) y ñ) del artículo 65.5 
podrán ser sancionadas con multa de 301 hasta 1.500 euros. 
 
En el supuesto de la infracción contemplada en el párrafo j), la conducción de un vehículo sin ser 
titular de la autorización administrativa correspondiente, la sanción que se imponga llevará 
aparejada la imposibilidad de obtener el permiso o la licencia durante dos años. 
 
En el supuesto de la infracción muy grave contemplada en el párrafo m) del artículo 65.5, la 
sanción de suspensión de la correspondiente autorización de los centros de enseñanza y 
formación, sobre conocimientos y técnicas necesarios para la conducción, podrá ser de hasta un 
año, y durante el tiempo que dure la suspensión su titular no podrá obtener otra autorización para 
las mismas actividades. Todo ello sin perjuicio de que pueda ser declarada la pérdida de vigencia 
de la autorización en los términos establecidos reglamentariamente, sin que pueda obtener otra 
nueva autorización durante el año siguiente al que se haya notificado el acuerdo por el que se ha 
declarado la pérdida de vigencia. 
 
Los mismos efectos se producirán respecto a la infracción muy grave contemplada en el artículo 
65.5.n), por el incumplimiento de las normas reguladoras de la actividad de los centros de 
reconocimiento de conductores en cuanto a la eficacia de su inscripción en las Jefaturas de 
Tráfico. 
 
3. El que en un periodo de dos años hubiera sido sancionado en firme en vía administrativa como 
autor de dos infracciones muy graves que lleven aparejada la suspensión del permiso o licencia de 
conducción deberá cumplir el periodo de suspensión que le correspondiese por la última 
infracción sin posibilidad de fraccionamiento. 
 
4. La realización de actividades correspondientes a las distintas autorizaciones durante el tiempo 
de suspensión de éstas llevará aparejada una nueva suspensión por un año al cometerse el primer 
quebrantamiento, y de dos años si se produjese un segundo o sucesivos quebrantamientos. 
 
5. El Gobierno, mediante Real Decreto, podrá actualizar la cuantía de las multas previstas en esta 
Ley, atendiendo a la variación que experimente el índice de precios al consumo.» 



 
Siete. Se modifica el artículo 69, que queda redactado de la siguiente forma: 
 
«Artículo 69. Graduación de las sanciones. 
 
1. Las sanciones previstas en esta Ley se graduarán en atención a la debida adecuación entre la 
gravedad y trascendencia del hecho, a los antecedentes del infractor y su condición de reincidente, 
al peligro potencial creado para él mismo y para los demás usuarios de la vía y al criterio de 
proporcionalidad, de acuerdo con los límites establecidos en el artículo 67. 
 
2. No tendrán el carácter de sanciones las medidas cautelares o preventivas que se puedan acordar 
con arreglo a esta Ley y conforme se establece en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.» 
 
Ocho. Se modifica el artículo 72, que queda redactado de la siguiente forma: 
 
«Artículo 72. Personas responsables. 
 
1. La responsabilidad por las infracciones a lo dispuesto en esta Ley recaerá directamente en el 
autor del hecho en que consista la infracción, excepto en el supuesto de los pasajeros de los 
vehículos que estén obligados a utilizar el casco de protección en los casos y en las condiciones 
que reglamentariamente se determinan, en que la responsabilidad por la infracción recaerá en el 
conductor. 
 
Cuando la autoría de los hechos cometidos corresponda a un menor de 18 años, responderán 
solidariamente con él sus padres, tutores, acogedores y guardadores legales o de hecho, por este 
orden, en razón al incumplimiento de la obligación impuesta a éstos que conlleva un deber de 
prevenir la infracción administrativa que se impute a los menores. 
 
La responsabilidad solidaria quedará referida estrictamente a la pecuniaria derivada de la multa 
impuesta, que podrá ser moderada por la autoridad sancionadora. Cuando se trate de infracciones 
leves, previo el consentimiento de las personas referidas en el segundo párrafo de este apartado, 
podrá sustituirse la sanción económica de multa por medidas sociales relacionadas con la 
seguridad vial. 
 
2. El titular que figure en el Registro de vehículos será, en todo caso, responsable por las 
infracciones relativas a la documentación del vehículo, las relativas al estado de conservación, 
cuando las deficiencias afecten a las condiciones de seguridad del vehículo, y por las derivadas 
del incumplimiento de las normas relativas a reconocimientos periódicos. 
 
3. El titular o el arrendatario del vehículo con el que se haya cometido una infracción, 
debidamente requerido para ello, tienen el deber de identificar verazmente al conductor 
responsable de la infracción. Si incumpliera esta obligación en el trámite procedimental oportuno, 
sin causa justificada, será sancionado pecuniariamente como autor de la infracción muy grave 
prevista en el artículo 65.5.i). 
 
En los mismos términos responderán las personas especificadas en el párrafo anterior cuando no 
sea posible notificar la denuncia al conductor que aquellos identifiquen, por causa imputable a 
ellos. Las empresas de alquiler sin conductor a corto plazo, acreditarán el cumplimiento de la 



obligación legal de identificar al conductor responsable de la infracción mediante la remisión, al 
órgano instructor correspondiente, de un duplicado o copia del contrato de arrendamiento donde 
quede acreditado el concepto de conductor de la persona que figure en el contrato. 
 
4. La responsabilidad por el ejercicio profesional a que se refieren las autorizaciones del artículo 
5.c), en materia de enseñanza de la conducción y de aptitudes psicofísicas de los conductores, se 
determinará reglamentariamente. 
 
5. El fabricante del vehículo y el de sus componentes serán, en todo caso, responsables por las 
infracciones relativas a las condiciones de su construcción que afecten a su seguridad, así como de 
que la fabricación se ajuste a tipos homologados.»  
 
Nueve. Se modifica el artículo 77, que queda redactado de la siguiente forma: 
 
«Artículo 77. Notificación de denuncias. 
 
1. Como norma general, las denuncias de carácter obligatorio, formuladas por agentes de la 
autoridad, se notificarán en el acto al denunciado, haciendo constar en éstas los datos a que hace 
referencia el artículo 75 y el derecho reconocido en el artículo 79.1. 
 
Será causa legal que justifique la notificación de la denuncia en momento posterior el hecho de 
formularse en momentos de gran intensidad de circulación o cuando concurran factores 
meteorológicos adversos, obras u otras circunstancias en que la detención del vehículo también 
pueda originar un riesgo concreto. 
 
Asimismo, la notificación de la denuncia podrá efectuarse en un momento posterior cuando la 
autoridad haya tenido conocimiento de los hechos a través de medios de captación y reproducción 
de imágenes que permitan la identificación del vehículo. Procederá también la notificación de la 
denuncia en momento posterior a su formulación en los casos de vehículos estacionados cuando el 
conductor no esté presente. 
 
2. El abono del importe de la multa indicado en la notificación de la denuncia, tanto si es el 
señalado por el agente en el acto de la denuncia como en la notificación enviada posteriormente 
por el instructor, en la forma que se determina en el párrafo tercero del artículo 67.1, implicará 
únicamente la renuncia a formular alegaciones y la terminación del procedimiento sin necesidad 
de que se dicte resolución expresa, salvo que proceda acordar la suspensión del permiso o la 
licencia de conducción y sin perjuicio de la posibilidad de interponer los correspondientes 
recursos.» 
 
Diez. Se modifica el artículo 81, que queda redactado de la siguiente forma: 
 
«Artículo 81. Prescripción. 
 
1. El plazo de prescripción de las infracciones previstas en esta Ley será de tres meses para las 
infracciones leves, seis meses para las infracciones graves y un año para las infracciones muy 
graves. 
 
El plazo de prescripción se cuenta a partir del día en que los hechos se hubieran cometido. La 
prescripción se interrumpe por cualquier actuación administrativa de la que tenga conocimiento el 



denunciado o esté encaminada a averiguar su identidad o domicilio y se practique con proyección 
externa a la dependencia en que se origine. También se interrumpe la prescripción por la 
notificación efectuada de acuerdo con lo establecido en el artículo 78. La prescripción se reanuda 
si el procedimiento se paraliza durante más de un mes por causa no imputable al denunciado. 
 
2. Si no hubiese recaído resolución sancionadora transcurrido un año desde la iniciación del 
procedimiento, se producirá su caducidad y se pro cederá al archivo de las actuaciones, a solicitud 
de cualquier interesado o de oficio por el órgano competente para dictar la resolución. Cuando la 
paralización del procedimiento se hubiera producido a causa del conocimiento de los hechos por 
la jurisdicción penal y cuando hubiera intervenido otra autoridad competente para imponer la 
sanción de multa y que haya de trasladar a la Administración General del Estado el expediente 
para sustanciar la suspensión de la autorización administrativa para conducir, el plazo de 
caducidad se suspenderá y reanudará, por el tiempo que reste hasta un año, una vez haya 
adquirido firmeza la resolución judicial o administrativa correspondiente. 
 
3. El plazo de prescripción de las sanciones será de un año, computado desde el día siguiente a 
aquél en que adquiera firmeza la resolución por la que se imponga la correspondiente sanción. 
 
Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento de 
ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquél está paralizado durante más de un mes por 
causa no imputable al infractor.» 
 
Once. Se modifica el artículo 82, que queda redactado de la siguiente forma: 
 
«Artículo 82. Anotación y cancelación. 
 
Las sanciones graves y muy graves una vez sean firmes en vía administrativa serán anotadas, por 
la Jefatura de Tráfico instructora del procedimiento, en el Registro de conductores e infractores, el 
día de su firmeza. Cuando dichas sanciones hayan sido impuestas por los alcaldes o por la 
autoridad competente de las Comunidades Autónomas que tengan transferidas competencias 
ejecutivas en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor, se comunicarán, para su 
anotación en el Registro referido, en el plazo de 15 días siguientes a su firmeza. 
 
Las autoridades judiciales comunicarán a la Dirección General de Tráfico, en el plazo de 15 días 
siguientes a su firmeza, las sentencias que condenen a la privación del derecho a conducir 
vehículos a motor y ciclomotores, a efectos de su anotación en el referido Registro. 
 
Las anotaciones se cancelarán de oficio, a efectos de antecedentes, una vez transcurridos tres años 
desde su total cumplimiento o prescripción.» 
 
Doce. Se incorpora una disposición adicional primera con la siguiente redacción: 
 
«Disposición adicional primera. Pérdida de puntos en los permisos y licencias de 
conducción.  
 
Cuando un conductor sea sancionado en firme en vía administrativa por la comisión de alguna de 
las infracciones graves o muy graves que se relacionan en el anexo II, los puntos que corresponda 
descontar del crédito que posea en su permiso o licencia de conducción quedarán descontados de 
forma automática y simultánea en el momento en que se proceda a la anotación de la citada 



sanción en el Registro de conductores e infractores, quedando constancia en dicho Registro del 
crédito total de puntos de que disponga el titular de la autorización.» 
 
Trece. Se incorpora una disposición adicional segunda con la siguiente redacción: 
 
«Disposición adicional segunda. Garantía de la antigüedad de permisos y licencias de 
conducción. 
 
La antigüedad permanece en los posteriores permisos o licencias de conducción obtenidos a 
consecuencia de la total extinción de los puntos inicialmente asignados a cada conductor.» 
 
Catorce. Se incorpora una disposición adicional tercera con la siguiente redacción: 
 
«Disposición adicional tercera. Conductores profesionales. 
 
Se entiende por conductor profesional, a efectos de lo dispuesto en la presente Ley, toda persona 
provista de la correspondiente autorización administrativa para conducir, cuya actividad laboral 
principal sea la conducción de vehículos a motor dedicados al transporte de mercancías o de 
personas, extremo que se acreditará mediante certificación expedida por la empresa para la que 
ejerza aquella actividad, acompañada de la correspondiente documentación acreditativa de la 
cotización a la Seguridad Social como trabajador de dicha empresa. 
 
Si se trata de un empresario autónomo, la certificación a que se hace referencia en el párrafo 
anterior será sustituida por una declaración del propio empresario.» 
 
Quince. Se incorpora una disposición adicional cuarta con la siguiente redacción: 
 
«Disposición adicional cuarta. Permisos y licencias de conducción en las Comunidades 
Autónomas con lengua cooficial. 
 
En aquellas Comunidades Autónomas que tengan una lengua cooficial, los permisos y licencias 
de conducción se redactarán además de en castellano en dicha lengua.» 
 
Dieciséis. Se añade una disposición adicional quinta con la siguiente redacción: 
 
«Disposición adicional quinta. Comunidades Autónomas con competencias ejecutivas 
transferidas en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor. 
 
Las Comunidades Autónomas que tengan transferidas competencias ejecutivas en materia de 
tráfico y circulación de vehículos a motor serán las encargadas, en su ámbito territorial, de 
determinar el modo de impartir los cursos de sensibilización y reeducación vial, de acuerdo con la 
duración, el contenido y los requisitos de aquéllos, que se determinen con carácter general.» 
 
Diecisiete. Se incorpora una disposición adicional sexta con el siguiente texto: 
 
«Disposición adicional sexta. Acceso al Registro de conductores e infractores para conocer el 
saldo de puntos. 
 
La Administración adoptará las medidas oportunas para facilitar a los titulares de permisos y 



licencias de conducción el acceso a su saldo de puntos. En todo caso, cuando la Administración 
notifique la resolución por la que se sancione una infracción que lleve aparejada la pérdida de 
puntos, indicará expresamente a los sancionados cuál es el número de puntos que se le quitan y la 
forma expresa de conocer su saldo de puntos.» 
 
Dieciocho. Se incorpora una disposición adicional séptima con la siguiente redacción: 
 
«Disposición adicional séptima. Condiciones básicas y de accesibilidad para las personas con 
discapacidad. 
 
El Gobierno velará por el cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de 
igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con 
discapacidad, respecto a todos aquellos centros que, en materia de seguridad vial, necesiten de 
autorización previa para desarrollar su actividad, o cuya gestión, sea competencia de la 
Administración del Estado.» 
 
Diecinueve. Se incorpora una disposición adicional octava con la siguiente redacción: 
 
«Disposición adicional octava. Cursos para conductores profesionales. 
 
La realización de cursos de obligado cumplimiento por los conductores profesionales llevará 
aparejada la recuperación de hasta un máximo de cuatro puntos, en las condiciones que se 
determinen por Orden del Ministro del Interior. Esta recuperación será compatible con la 
recuperación de los puntos obtenidos mediante la realización de un curso de sensibilización y 
reeducación vial.» 
 
Veinte. Se incorpora una disposición adicional novena con la siguiente redacción: 
 
«Disposición adicional novena. Responsabilidad en accidentes de tráfico por atropellos de 
especies cinegéticas. 
 
En accidentes de tráfico ocasionados por atropello de especies cinegéticas será responsable el 
conductor del vehículo cuando se le pueda imputar incumplimiento de las normas de circulación. 
 
Los daños personales y patrimoniales en estos siniestros, sólo serán exigibles a los titulares de 
aprovechamientos cinegéticos o, en su defecto, a los propietarios de los terrenos, cuando el 
accidente sea consecuencia directa de la acción de cazar o de una falta de diligencia en la 
conservación del terreno acotado. 
 
También podrá ser responsable el titular de la vía pública en la que se produce el accidente como 
consecuencia de su responsabilidad en el estado de conservación de la misma y en su 
señalización.» 
 
Veintiuno. Se incorpora una disposición adicional décima, con la siguiente redacción: 
 
«Disposición adicional décima. Seguimiento de la aplicación de la Ley. 
 
El Gobierno, una vez al año durante los tres años siguientes a la entrada en vigor de esta Ley, 



informará al Congreso de los Diputados sobre el seguimiento de su aplicación y los resultados 
obtenidos.»  
 
Veintidós. Se incorpora una disposición adicional undécima, con la siguiente redacción: 
 
«Disposición adicional undécima. Dotación de medios humanos necesarios para la aplicación 
de la Ley. 
 
El Gobierno adoptará, en el marco del desarrollo reglamentario de esta Ley y dentro de los plazos 
en los que se aprueben los correspondientes reglamentos, las medidas precisas en el ámbito de las 
normas reguladoras de la función pública, para garantizar la efectiva dotación y clasificación de 
puestos de trabajo y la formación de los medios humanos necesarios para la consecución de los 
fines propios de esta Ley. En particular, dichas medidas deberán hacer posible que se alcance el 
nivel requerido de formación académica y un mayor grado de profesionalización y especialización 
de los empleados públicos que se dediquen a la investigación de accidentes de tráfico, a las tareas 
de inspección de los centros y actividades de formación y de reconocimiento de aptitudes de los 
conductores, a la enseñanza y educación vial, a la realización de pruebas de aptitud para la 
obtención de autorizaciones administrativas para conducir, así como a todas aquellas funciones 
que se consideren necesarias para lograr una mejor segu ridad vial.» 
 
Veintitrés. Se incorpora una disposición adicional duodécima, con la siguiente redacción: 
 
«Disposición adicional duodécima. Formato del permiso o licencia de conducir.  
 
Reglamentariamente se establecerá el formato del permiso o licencia de conducir integrado en el 
DNI del conductor en el momento que técnicamente sea posible, así como el documento 
complementario que permita visualizar de manera tangible el saldo de puntos.» 
 
Veinticuatro. Se incorpora una disposición adicional decimotercera, con la siguiente redacción: 
 
«Disposición adicional decimotercera. Efectos administrativos de las condenas penales que 
conlleven la privación del derecho a conducir. 
 
El titular del permiso o licencia de conducción que haya sido condenado por sentencia firme por 
la comisión de un delito castigado con la privación del derecho a conducir un vehículo a motor o 
ciclomotor, para volver a conducir, deberá acreditar el haber superado con aprovechamiento el 
curso de reeducación y sensibilización vial al que hace referencia el primer párrafo del artículo 
63.7.» 
 
Veinticinco. Se modifica la disposición final, que queda redactada de la siguiente forma: 
 
«Disposición final única. Habilitación normativa. 
 
1. Se faculta al Gobierno para dictar las disposiciones necesarias para desarrollar esta Ley, así 
como para modificar los conceptos básicos contenidos en su Anexo I de acuerdo con la variación 
de sus definiciones que se produzca en el ámbito de acuerdos y convenios internacionales con 
trascendencia en España. 
 
2. Igualmente, se faculta al Gobierno, a propuesta de los Ministros de Defensa e Interior, y, en su 



caso, de los demás ministros competentes, para regular las peculiaridades del régimen de 
autorizaciones y circulación de los vehículos pertenecientes a las Fuerzas Armadas. 

4. Las modificaciones que pudieran producirse del Anexo II habrán de ser aprobadas 
mediante Real Decreto.» 

 
Veintiséis. El actual Anexo pasa a numerarse como Anexo I, y se incorpora un Anexo II, 
con la siguiente redacción: 
 

ANEXO II 
 

Infracciones que llevan aparejada la pérdida de puntos 
 
El titular de un permiso o licencia de conducción que sea sancionado en firme en vía 
administrativa por la comisión de alguna de las infracciones que a continuación se relacionan 
perderá el número de puntos que, 
para cada una de ellas, se señalan a continuación: 
 

INFRACCIONES PUNTOS 

1.- Conducir con una tasa de alcohol superior a la reglamentariamente establecida  
� Valores mg/l aire espirado, más de 0'50 (profesionales y titulares de permisos de 

conducción con menos de 2 años de antigüedad, más de 0'30 mg/l.) 
 
6 

� Valores mg/l aire espirado superior a 0'25 hasta 0'50 (profesionales y titulares de 
permisos de conducción con menos de 2 años de antigüedad, más de 0'15 hasta 0'30 
mg/l.) 

 
 
4 

2.- Conducir bajo los efectos de estupefacientes, psicotrópicos, estimulantes y otras 
sustancias de efectos análogos 

 
6 

3.- Incumplir la obligación de someterse a las pruebas de detección del grado de alcoholemia, 
de estupefacientes, psicotrópicos, estimulantes y otras sustancias de efectos análogos 

 
6 

4.- Conducir de forma manifiestamente temeraria, circular en sentido contrario al establecido 
o conducir vehículos en competiciones y carreras no autorizadas 

 
6 

5.- Circular por autopistas o autovías con vehículos con los que éste expresamente prohibido 4 

6.- Sobrepasar en más de un 50% la velocidad máxima autorizada, siempre que ello suponga 
superar, al menos, en 30 km/h. dicho límite máximo 

 
6 

7.- El exceso de más del 50% en los tiempos de conducción o la minoración en más del 50% 
en los tiempos de descanso establecidos en la legislación sobre transporte terrestre 

6 

8.- Conducir un vehículo con una ocupación que suponga aumentar en un 50% o más el 
número de plazas autorizadas, excluido el conductor salvo que se trate de autobuses urbanos 
o interurbanos 

 
4 

9.- Conducir un vehículo con un permiso o licencia que no le habilita para ello 4 

10.- Arrojar a la vía o en sus inmediaciones objetos que puedan producir incendios o 
accidentes de circulación 

 
4 

11.- Conducir de forma negligente creando un riesgo cierto y relevante para los otros 
usuarios de la vía 

 
4 

12.- Exceder los límites de velocidad establecidos:  
� En más de 40 km/h salvo que esté incurso en lo indicado en el apartado 6 4 
� En más de 30 km/h hasta 40 km/h 3 



� En más de 20 km/h hasta 30 km/h 2 

13.- Incumplir las disposiciones legales sobre prioridad de paso, y la obligación de detenerse 
en la señal de stop, y en los semáforos con la luz roja encendida 

 
4 

14.- Incumplir las disposiciones legales sobre adelantamiento poniendo en peligro o 
entorpeciendo a quienes circulen en sentido contrario y adelantar en lugares o en 
circunstancias de visibilidad reducida 

 
 
4 

15.- Adelantar poniendo en peligro o entorpeciendo a ciclistas 4 

16.- Efectuar el cambio de sentido incumpliendo las disposiciones recogidas en esta ley y en 
los términos establecidos reglamentariamente 

 
3 

17.- Realizar la maniobra de marcha atrás en autopistas y autovías 4 

18.- Aumentar la velocidad o efectuar maniobras que impidan o dificulten el adelantamiento 
por el conductor del vehículo que va a ser adelantado 

 
4 

19.- No respetar las señales de los agentes que regulan la circulación 4 

20.- No mantener la distancia de seguridad con el vehículo que le precede 3 

21.- Conducir utilizando manualmente el teléfono móvil, auriculares o cualquier otro 
dispositivo incompatible con la obligatoria atención permanente a la conducción en los 
términos que se determinen reglamentariamente 

 
 
3 

22.- Parar o estacionar en las curvas, cambios de rasante, túneles, pasos inferiores, 
intersecciones o cualquier otro lugar peligroso que constituya un riesgo a la circulación o los 
peatones en los términos que se determinen reglamentariamente 

 
 
2 

23.- Parar o estacionar en los carriles destinados para el transporte público urbano 2 

24.- Conducir vehículos que tengan instalados mecanismos o sistemas encaminados a eludir 
la vigilancia de los agentes de tráfico, o que lleven instrumentos con la misma intención, así 
como la utilización de mecanismos de detección de radares 

 
 
2 

25.- Circular sin alumbrado cuando sea obligatorio o utilizarlo sin ajustarse a lo establecido 
reglamentariamente 

 
2 

26.- Conducir sin utilizar el cinturón de seguridad, el casco y demás elementos de protección 
o dispositivos de seguridad, en los casos y condiciones que se determinen 
reglamentariamente 

 
3 

27.- Circular con menores de 12 años como pasajeros de motocicletas o ciclomotores con las 
excepciones que se determinen reglamentariamente 

 
2 

 
 

ANEXO III 
 

De los cursos de sensibilización y reeducación vial La duración, el contenido y los requisitos 
de los cursos de sensibilización y reeducación vial serán los que se establezcan por Orden del 

Ministro del 
Interior. 

 
1. Objeto.– 
Los cursos de sensibilización y reeducación vial tendrán por objeto concienciar a los conductores 
sobre su responsabilidad como infractores y las consecuencias derivadas de su comportamiento, 
en especial respecto a los accidentes de trafico, así como reeducarlos en el respeto a los valores 
esenciales en el ámbito de la seguridad vial como son el aprecio a la vida propia y ajena, y en el 
jada la pérdida de puntos. 



 
2. Clases de cursos.– 
Se podrán realizar dos clases de cursos: 
 
a) Los cursos de sensibilización y reeducación vial para aquellos conductores que hayan perdido 
una parte del crédito inicial de puntos asignados. La superación con aprovechamiento de estos 
cursos les permitirá recuperar hasta un máximo de cuatro puntos, siempre que se cumplan los 
requisitos establecidos en esta Ley. Su duración máxima será de 15 horas. 
 
b) Los cursos de sensibilización y reeducación vial para aquellos conductores que pretendan 
obtener de nuevo el permiso o la licencia de conducción tras haber perdido la totalidad de los 
puntos asignados. La superación con aprovechamiento de estos cursos será un requisito previo 
para que el titular de la autorización pueda obtenerla de nuevo, siempre que cumpla los requisitos 
establecidos en esta Ley. Su duración máxima será de 30 horas. 
 
3. Contenido de los cursos.– 
 
El contenido de los cursos de sensibilización y reeducación vial versará, principalmente, sobre 
aquellas materias relacionadas con los accidentes de tráfico, sus causas, consecuencias y los 
comportamientos adecuados para evitarlos. 
 
4. Centros de reeducación vial.– 
 
La adjudicación de estos cursos se realizará mediante concesión administrativa, de acuerdo con lo 
establecido en la legislación de contratos de las Administraciones Públicas. 
 
Disposición transitoria primera. Aplicación de la Ley. 
 
Lo dispuesto en esta Ley sólo será de aplicación a las infracciones cometidas a partir de su entrada 
en vigor, excepto en lo que al sistema de puntos de los permisos y licencias de conducción se 
refiere, que se regirá por lo dispuesto en la disposición final segunda. 
 
 
Disposición transitoria segunda. Titulares de permisos o licencias de conducción con 
antigüedad no superior a tres años. 
 
Quienes, a la entrada en vigor de esta Ley, sean titulares de un permiso o licencia de conducción 
con una antigüedad no superior a tres años dispondrán de un total de ocho puntos, que pasarán a 
convertirse en 12 puntos, una vez haya alcanzado su permiso o licencia de conducción dicha 
antigüedad, salvo que en ese plazo de tiempo hayan sido sancionados en firme en vía 
administrativa por la comisión de una infracción que lleve aparejada la pérdida de puntos. 
 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
 
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en 
esta Ley. 
 
Disposición final primera. Adaptación de la normativa vigente. 



 
El Gobierno procederá a modificar el Reglamento General de Conductores, aprobado por el Real 
Decre to 772/1997, de 30 de mayo; el Reglamento General de Circulación para la aplicación y 
desarrollo del texto articulado de la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y 
seguridad vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, aprobado por 
el Real Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre; el Reglamento de procedimiento sancionador en 
materia de tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, aprobado por el Real 
Decreto 320/1994, de 25 de febrero, así como el Reglamento regulador de las escuelas 
particulares de conductores, aprobado por el Real Decreto 1295/2003, de 17 de octubre, para 
adecuarlos a las modificaciones introducidas por esta Ley. 
 
Disposición final segunda. Entrada en vigor. 
 
La presente Ley entrará en vigor a los 20 días de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado». 
 
No obstante, los preceptos en los que se regulan el sistema del permiso y la licencia de 
conducción por puntos, así como el Anexo II, entrarán en vigor cuando lo haga su normativa de 
desarrollo y, en todo caso, al año de la publicación de la presente Ley en el «Boletín Oficial del 
Estado». 

 
 
 
 
 
 

TEMA 18 
 

REAL DECRETO LEGISLATIVO 339/1990, DE 2 DE MARZO, POR EL QUE SE 
APRUEBA LA LEY SOBRE TRÁFICO, CIRCULACIÓN DE VEHÍCULOS A MOTOR Y 
SEGURIDAD VIAL: DE LAS AUTORIZACIONES ADMINISTRATIVAS (TÍTULO IV) Y 

R. D. 772/97, DE 30 DE MAYO, POR EL QUE SE APRUEBA EL REGLAMENTO 
GENERAL DE CONDUCTORES: DE LAS AUTORIZACIONES ADMINISTRATIVAS 

PARA CONDUCIR (TÍTULO I). 
 
 

TÍTULO IV. 
 

DE LAS AUTORIZACIONES ADMINISTRATIVAS 
 
 

CAPÍTULO I. DE LAS AUTORIZACIONES EN GENERAL 
 
 
Artículo 59. Normas generales sobre autorizaciones administrativas. 
 



1. Con objeto de garantizar la aptitud de los conductores para manejar los vehículos y la 
idoneidad de estos para circular con el mínimo de riesgo posible, la circulación de vehículos a 
motor por las vías objeto de esta Ley queda sometida al régimen de autorización administrativa 
previa. 
 

2. Reglamentariamente se fijarán los datos que han de constar en las autorizaciones de los 
conductores y de los vehículos, debiendo figurar en todo caso las de los primeros, el nombre y 
apellidos de su titular, la fecha de nacimiento, el domicilio, el lugar y fecha de expedición, el 
plazo de vigencia y la categoría de los vehículos que autoriza a conducir con las condiciones 
restrictivas que eventualmente se establezcan; y en la de los segundos, la matrícula, el número de 
bastidor, la fecha de fabricación y, en su caso, la contraseña de homologación, así como los datos 
del titular, las dimensiones y peso máximos autorizados, incluida la carga, y el número máximo 
de plazas autorizadas. 
 

3. El conductor de un vehículo queda obligado a estar en posesión y llevar consigo su 
permiso o licencia para conducir válido, así como el permiso de circulación del vehículo y la 
tarjeta de inspección técnica o certificado de características, y deberán exhibirlos ante los agentes 
de la autoridad que se lo soliciten, de acuerdo con lo que reglamentariamente se determine. 
 

CAPÍTULO II. DE LAS AUTORIZACIONES PARA CONDUCIR 
 
Artículo 60. Permisos de conducción. 
 

1. La conducción de vehículos a motor y ciclomotores exigirá haber obtenido previamente 
la preceptiva autorización administrativa, que se dirigirá a verificar que los conductores tengan los 
requisitos de capacidad, conocimientos y habilidad necesarios para la conducción del vehículo, de 
acuerdo con lo que se determine reglamentariamente. 

Se prohíbe conducir vehículos a motor y ciclomotores sin estar dotado de la mencionada 
autorización administrativa. 
 

2.  La enseñanza de los conocimientos y técnicas necesarios para la conducción, el 
posterior perfeccionamiento y renovación de conocimientos, así como la constatación de las 
aptitudes psicofísicas de los conductores se ejercerán por centros oficiales o privados, que 
necesitarán de autorización previa para desarrollar su actividad. 

A los fines de garantizar la seguridad vial, el Gobierno determinará los elementos 
personales y materiales mínimos de los centros de enseñanza y de reconocimiento y las 
condiciones para su autorización.  

En particular, se regulará reglamentariamente el régimen docente y de funcionamiento de 
los centros de enseñanza. La titulación y acreditación de los profesores y directores se basará en 
pruebas objetivas que valoren los conocimientos, la aptitud pedagógica y la experiencia práctica. 
Las pruebas se convocarán periódicamente y la calificación podrá ser objeto de recurso. 

 
Igualmente a los fines de garantizar la seguridad vial se regulará reglamentariamente el 

funcionamiento de los centros de reconocimiento de conductores. 
 

3. Se podrá autorizar la enseñanza no profesional en las condiciones que 
reglamentariamente se determinen. 
 



4. El permiso y la licencia para conducir podrán tener vigencia limitada en el tiempo, 
pudiendo ser revisado en los plazos y condiciones que reglamentariamente se determinen. 
 
 

CAPÍTULO III. DE LAS AUTORIZACIONES RELATIVAS A LOS VEHÍCULOS 
 
Artículo 61. Permisos de circulación y documentación de los vehículos. 
 

1. La circulación de vehículos exigirá que estos obtengan previamente la correspondiente 
autorización administrativa, dirigida a verificar que estén en perfecto estado de funcionamiento y 
se ajusten en sus características, equipos, repuestos y accesorios a las prescripciones técnicas que 
se fijen reglamentariamente. Se prohíbe la circulación de vehículos que no estén dotados de la 
citada autorización. 
 

2. Los vehículos, sus equipos y sus repuestos y accesorios deberán estar previamente 
homologados o ser objeto de inspección técnica unitaria antes de ser admitidos a la circulación, de 
acuerdo con lo que reglamentariamente se establezca. Dichos vehículos habrán de ser 
identificables, ostentando grabados o troquelados, de forma legible e indeleble, las marcas y 
contraseñas que reglamentariamente sean exigibles con objeto de individualizarlos, autenticar su 
fabricación y especificar su empleo o posterior acoplamiento de elementos importantes. 
 

3. Los vehículos a motor, los ciclomotores y los remolques de peso máximo superior al 
que reglamentariamente se determine, tendrán documentadas sus características técnicas 
esenciales en el certificado oficial correspondiente, en el que se harán constar las reformas que se 
autoricen y la verificación de su estado de servicio y mantenimiento en la forma que se disponga 
reglamentariamente. 
 

4. El permiso de circulación habrá de renovarse cuando varíe la titularidad registral del 
vehículo y quedará extinguido cuando éste se dé baja en el correspondiente registro, a instancia de 
parte o por comprobarse que no es apto para la circulación, en la forma que reglamentariamente se 
determine. 
 

5.  La circulación de un vehículo sin autorización, bien por no haberla obtenido o porque 
haya sido objeto de anulación o declarada su pérdida de vigencia, dará lugar a la inmovilización 
del mismo hasta que se disponga de dicha autorización, de acuerdo con lo que reglamentariamente 
se determine.  
 
Artículo 62. Matrículas. 
 

1. Para poner en circulación vehículos a motor, así como remolques de peso máximo 
superior al que reglamentariamente se determine, será preciso matricularlos y que lleven las 
placas de matrícula con los caracteres que se les asigne del modo que se establezca. Esta 
obligación será exigida a los ciclomotores de acuerdo con lo que reglamentariamente se 
determine. 
 

2. En casos justificados, la autoridad competente para expedir el permiso de circulación 
podrá conceder, en los términos que se fijen reglamentariamente, permisos temporales que 
autoricen la circulación provisional del vehículo, antes de su matriculación definitiva o mientras 
se tramita la misma. 



 
CAPÍTULO IV. NULIDAD. LESIVIDAD Y PERDIDA DE VIGENCIA.   

 
 
Artículo 63. Anulación y revocación. 
 

1. Las autorizaciones administrativas reguladas en el presente Título podrán ser objeto de 
declaración de nulidad o lesividad cuando concurra alguno de los supuestos previstos en los 
artículos 62 y 63, respectivamente, de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
 

2. El procedimiento para la declaración de nulidad o lesividad se ajustará a lo dispuesto en 
el Título VII, capítulo I, del mencionado texto legal. 
 

3. Con independencia de lo dispuesto en los párrafos anteriores, la vigencia de las 
autorizaciones administrativas reguladas en este Título estará subordinada a que se mantengan los 
requisitos exigidos para su otorgamiento. 
 

4. La Administración podrá declarar la pérdida de vigencia de las autorizaciones 
reguladas en este Título cuando se acredite la desaparición de los requisitos sobre conocimientos, 
habilidades o aptitudes psicofísicas exigidas para el otorgamiento de la autorización. 

Para acordar la pérdida de vigencia, la Administración deberá notificar al interesado la 
presunta carencia del requisito exigido, concediéndole la facultad de acreditar su existencia en la 
forma y plazos que reglamentariamente se determine. 
 

5. El titular de una autorización cuya pérdida de vigencia haya sido declarada podrá 
obtenerla de nuevo siguiendo el procedimiento y superando las pruebas reglamentariamente 
establecidas. 
 
Artículo 64. Suspensión cautelar.   
 

En el curso de los procedimientos de declaración de nulidad o lesividad y pérdida de 
vigencia de las autorizaciones administrativas, se acordará la suspensión cautelar de la 
autorización en cuestión cuando su mantenimiento entrañe un grave peligro para la seguridad del 
tráfico, en cuyo caso la autoridad que conozca del expediente ordenará, mediante resolución 
fundada, la intervención inmediata de la autorización y la práctica de cuantas medidas sean 
necesarias para impedir el efectivo ejercicio de la misma. 
 
 

TÍTULO I: DE LAS AUTORIZACIONES ADMINISTRATIVAS PARA CONDUCIR 
 
 

CAPÍTULO I 
 

 OBLIGACIÓN DE OBTENER AUTORIZACIÓN ADMINISTRATIVA PREVIA PARA 
CONDUCIR 

 
Artículo 1. Permisos y licencias de conducción. 
 



1. Con el objeto de garantizar la aptitud de los conductores para manejar los vehículos con 
el menor riesgo posible, la conducción de vehículos a motor y ciclomotores exigirá haber 
obtenido previamente autorización administrativa que se dirigirá a verificar que los conductores 
tengan los requisitos de capacidad, conocimientos y habilidad necesarios para la conducción del 
vehículo de que se trate. 

La autorización administrativa a que se refiere el párrafo anterior se concretará en los 
permisos y licencias de conducción, sin perjuicio de las habilitaciones complementarias que, en su 
caso, sean necesarias. 

2. Se prohíbe conducir por las vías y terrenos a que se refiere el artículo 2 del texto 
articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado 
por Real Decreto legislativo 339/1990, de 2 de marzo, vehículos a motor y ciclomotores sin haber 
obtenido el correspondiente permiso o licencia de conducción. 

3. Cuando sea necesario, los permisos y licencias de conducción se podrán sustituir, 
provisionalmente, por autorizaciones temporales, las cuales surtirán idénticos efectos a los del 
permiso o licencia que sustituyan. 

4. El conductor de un vehículo queda obligado a estar en posesión y llevar consigo su 
permiso o licencia para conducir válido y vigente, y deberá exhibirlos ante los agentes de la 
autoridad que lo soliciten. 

5. La vigencia de los permisos y licencias de conducción, así como la de las 
autorizaciones temporales que provisionalmente los sustituyan, estará condicionada a que se 
hallen dentro del período al efecto señalado en los mismos. 

6. Ninguna persona podrá ser titular de más de un permiso o licencia de conducción 
expedido por un Estado miembro de la Unión Europea. En el supuesto de que alguna persona esté 
en posesión de más de un permiso, le será retirado el que proceda en función de las circunstancias 
concurrentes para su anulación si está expedido en España, o será remitido a las autoridades del 
Estado miembro de la Unión Europea que lo hubiera expedido. 
 
Artículo 2. Expedición de permisos y licencias de conducción. 
 

1. Con excepción de los que autorizan a conducir vehículos de las Fuerzas Armadas y de 
las Direcciones Generales de la Guardia Civil y de la Policía, los permisos y licencias de 
conducción, así como las autorizaciones administrativas de carácter temporal que 
provisionalmente los sustituyan, serán expedidos por las Jefaturas Provinciales de Tráfico. 

2. Los permisos y licencias de conducción son de otorgamiento y contenido reglados y su 
concesión quedará condicionada a la verificación de que los conductores reúnen los requisitos de 
aptitud psicofísica y los conocimientos, habilidades, aptitudes y comportamientos exigidos para su 
obtención que se determinan en este Reglamento. 

3. La concesión de los permisos y las licencias de conducción, así como la de cualquier 
otra autorización o documento que habilite para conducir, conlleva, por parte del titular, el deber 
de conducir con sujeción a las menciones, adaptaciones, restricciones y otras limitaciones en 
personas, vehículos o de circulación que, en su caso, figuren en la correspondiente autorización o 
documento. 

4. Las menciones, adaptaciones, restricciones y otras limitaciones a que se refiere el 
apartado anterior, se determinarán por el Ministerio del Interior a propuesta de la Dirección 
General de Tráfico y se harán constar en el permiso o licencia de conducción en forma codificada 
conforme se indica en el anexo 1.2, d), del presente Reglamento. 
 

 
CAPÍTULO II: DEL PERMISO DE CONDUCCIÓN 



 
Artículo 3. Modelo. 

 
El permiso de conducción se ajustará al modelo comunitario que se publica como anexo I 

de este Reglamento. 
 
Artículo 4. Datos que han de constar en el permiso de conducción. 
 

Los datos que han de constar en el permiso de conducción son los que se indican en el 
anexo I de este Reglamento. 
 
Artículo 5. Clases de permiso de conducción. 
 

1. Los permisos de conducción expedidos por las Jefaturas Provinciales de Tráfico, con 
expresión de las categorías de vehículos a cuya conducción autorizan, serán de las siguientes 
clases: 

A1: motocicletas ligeras sin sidecar con una cilindrada máxima de 125 centímetros 
cúbicos, una potencia máxima de 11 kilovatios (KW) y una relación potencia/peso no superior a 
0,11 kilovatios/kilogramo (KW/Kg). 

A: motocicletas, con o sin sidecar. Triciclos y cuadriciclos de motor. 
B: Automóviles cuya masa máxima autorizada no exceda de 3.500 kilogramos y cuyo 

número de asientos, incluido el del conductor, no exceda de nueve. Dichos automóviles podrán 
llevar enganchado un remolque cuya masa máxima autorizada no exceda de 750 kilogramos. 
Conjunto de vehículos acoplados compuestos por un vehículo automóvil de los que autoriza a 
conducir el permiso de la clase B y un remolque, siempre que la masa máxima autorizada del 
conjunto no exceda de 3.500 kilogramos y la masa máxima autorizada del remolque no exceda de 
la masa en vacío del vehículo tractor. 

B + E: conjuntos de vehículos acoplados compuestos por un vehículo automóvil de los 
que autoriza a conducir el permiso de la clase B y un remolque cuya masa máxima autorizada 
exceda de 750 kilogramos, siempre que el conjunto no pueda ser conducido con un permiso de la 
clase B. 

C1: automóviles cuya masa máxima autorizada exceda de 3.500 kilogramos y no 
sobrepase los 7.500 kilogramos y cuyo número de asientos, incluido el del conductor, no exceda 
de nueve. Dichos automóviles podrán llevar enganchado un remolque cuya masa máxima 
autorizada no exceda de 750 kilogramos. 

C1 + E: conjuntos de vehículos acoplados compuestos por un vehículo automóvil de los 
que autoriza a conducir el permiso de la clase C1 y un remolque cuya masa máxima autorizada 
exceda de 750 kilogramos, siempre que la masa máxima autorizada del conjunto así formado no 
exceda de 12.000 kilogramos y que la masa máxima autorizada del remolque no sea superior a la 
masa en vacío del vehículo tractor. 

C: automóviles cuya masa máxima autorizada exceda de 3.500 kilogramos y cuyo número 
de asientos, incluido el del conductor, no exceda de nueve. Dichos automóviles podrán llevar 
enganchado un remolque cuya masa máxima autorizada no exceda de 750 kilogramos. 

C + E: conjuntos de vehículos acoplados compuestos por un vehículo automóvil de los 
que autoriza a conducir el permiso de la clase C y un remolque cuya masa máxima autorizada 
exceda de 750 kilogramos. 

D1: automóviles destinados al transporte de personas cuyo número de asientos, incluido el 
del conductor, sea superior a nueve y no exceda de diecisiete. Dichos automóviles podrán llevar 
enganchado un remolque cuya masa máxima autorizada no exceda de 750 kilogramos. 



D1 + E: conjuntos de vehículos acoplados compuestos por un vehículo automóvil de los 
que autoriza a conducir el permiso de la clase D1 y un remolque cuya masa máxima autorizada 
exceda de 750 kilogramos siempre que: 

Por una parte, la masa máxima autorizada del conjunto así formado no exceda de 12.000 
kilogramos y la masa máxima autorizada del remolque no sea superior a la masa en vacío del 
vehículo tractor. 

Por otra, que el remolque no se utilice para el transporte de personas. 
D: automóviles destinados al transporte de personas cuyo número de asientos, incluido el 

del conductor, sea superior a nueve. Dichos automóviles podrán llevar enganchado un remolque 
cuya masa máxima autorizada no exceda de 750 kilogramos. 

D + E: conjuntos de vehículos acoplados compuestos por un vehículo automóvil de los 
que autoriza a conducir el permiso de la clase D y un remolque cuya masa máxima autorizada 
exceda de 750 kilogramos. 
 

2. Todas las clases de permiso de conducción de que, en su caso, sea titular una persona 
deberán constar en un único documento. 

3. A efectos de lo dispuesto en el apartado 1 del presente artículo para el permiso de la 
clase A, los términos triciclo y cuadriciclo designarán, respectivamente, todos los vehículos 
automóviles, de tres o cuatro ruedas que, teniendo autorizada su conducción con el permiso de la 
clase B, estén concebidos para rodar a una velocidad máxima superior a 45 kilómetros por hora o 
que estén equipados con un motor de combustión interna y encendido por mando de una 
cilindrada superior a 50 centímetros cúbicos o cualquier otro motor de potencia equivalente. La 
masa en vacío no deberá sobrepasar los 550 kilogramos. La masa en vacío de los vehículos 
propulsados por electricidad se calculará sin tener en cuenta la masa de las baterías. 
 
Artículo 6. Condiciones de expedición, obtención y validez de los permisos de conducción. 
 

1. La expedición de los permisos de conducción que a continuación se indican estará 
supeditada a las condiciones siguientes: 

a) El permiso de las clases C1, C, D1 y D sólo podrán expedirse a conductores que ya 
sean titulares de un permiso en vigor de la clase B. 

b) El permiso de las clases B + E, C1 + E, C + E, D1 + E y D + E sólo podrán expedirse a 
conductores que ya sean titulares de un permiso en vigor de las clases B, C1, C, D1 o D, 
respectivamente. 

 
2. La obtención de los permisos de conducción que a continuación se indican implicará la 

concesión de los siguientes: 
a) La del permiso de la clase A implica la concesión del de la clase A1. 
b) La del permiso de la clase C implica la concesión del de la clase C1; la del de la clase 

D la concesión del de la clase D1. 
c) La del permiso de las clases C1, C + E, C + E, D1 + E o D + E implica la concesión del 

de la clase B + E. 
d) La del permiso de la clase C1 + E implica la concesión del de la clase D1 + E sólo 

cuando su titular esté en posesión del de la clase D1. 
e) La del permiso de la clase C + E implica la concesión del de la clase C1 + E. 
f) La del permiso de la clase C + E implica la concesión de los de las clases D1 + E y D + 

E sólo cuando su titular posea el de las clases D1 o D. 



g) La del permiso de las clases D1 + E o D + E implica la concesión del de la clase C1 + 
E sólo cuando su titular posea el de la clase C1. 

 
3. La obtención de los permisos de conducción que a continuación se indican no implicará 

la concesión de los siguientes: 
a) La del permiso de las clases B, B + E, C1, C1 + E, C, C + E, D1, D1 + E, D o D + E no 

implica la concesión del de las clases A1 y A. 
b) La del permiso de las clases D1 o D no implica la concesión del de las clases C1 y C. 
c) La del permiso de las clases D1 + E o D + E no implica la concesión del de la clase C + 

E aunque su titular esté en posesión del de la clase C. 
 

4. El permiso de las clases B, B + E, C1, C1 + E, C, C + E, D1, D1 + E, D y D + E no 
autoriza a conducir motocicletas de dos ruedas, con o sin sidecar. 

5. Para conducir vehículos automóviles destinados al transporte de mercancías en los que, 
excepcionalmente, se autorice el transporte de personas en número superior a nueve, incluido el 
conductor, se requerirá, además del permiso requerido por el vehículo de que se trate, el de la 
clase D o D1 según que, respectivamente, el número de personas transportadas, incluido el 
conductor, exceda o no de diecisiete. 

6. Para conducir vehículos especiales no agrícolas o conjuntos de los mismos, cuya 
velocidad máxima autorizada no exceda de cuarenta kilómetros por hora, se requerirá permiso de 
la clase B. Cuando la velocidad máxima autorizada de dichos vehículos exceda de cuarenta 
kilómetros por hora, se requerirá el permiso que corresponda a su masa máxima autorizada. 

Para conducir vehículos especiales no agrícolas o conjuntos de los mismos que 
transporten personas se requerirá permiso de la clase B cuando el número de personas 
transportadas, incluido el conductor, no exceda de nueve, de la clase D1 cuando exceda de nueve 
y no exceda de diecisiete y de la clase D cuando exceda de diecisiete. 

7. Los vehículos especiales agrícolas autopropulsados o conjuntos de los mismos, cuya 
masa o dimensiones máximas autorizadas no excedan de los límites establecidos en el 
Reglamento de Vehículos para los vehículos ordinarios, se podrán conducir con el permiso de la 
clase B, o con la licencia de conducción a que se refiere el párrafo c) del artículo 11.1 del presente 
Reglamento si el número de personas transportadas no es superior a cinco, incluido el conductor. 

Para conducir vehículos especiales agrícolas autopropulsados o conjuntos de los mismos 
que tengan una masa o dimensiones máximas autorizadas superiores a las indicadas en el párrafo 
anterior o que transporten personas en número superior a cinco, se requerirá permiso de la clase B 
cuando el número de personas transportadas, incluido el conductor, no exceda de nueve, el de la 
clase D1 cuando exceda de nueve y no exceda de diecisiete, y el de la clase D cuando exceda de 
diecisiete. 

8. Los ciclomotores y los vehículos para personas con movilidad reducida (coches de 
minusválido), se podrán conducir con permiso de las clases A1, A y B o con la licencia de 
conducción a que se refieren, respectivamente, los párrafos a) y b) del artículo 11.1 de este 
Reglamento. 

9. Para conducir trolebuses se requerirá el permiso exigido para la conducción de 
autobuses. 
 
Artículo 7. Edad requerida para obtener permiso de conducción. 
 

1. La edad mínima requerida para obtener permiso de conducción será la siguiente: 
a) Dieciséis años cumplidos para el permiso de la clase A1. 
b) Dieciocho años cumplidos para: 



1º. El permiso de la clase A. No obstante, la autorización para conducir motocicletas con 
una potencia superior a 25 kilovatios (KW) o una relación potencia/peso superior a 0,16 
kilovatios/kilogramo (KW/Kg) (o motocicletas con sidecar con una relación potencia/peso 
superior a 0,16 kilovatios/kilogramo), estará supeditada a la adquisición de una experiencia 
mínima de dos años en la conducción de motocicletas de características inferiores a las 
anteriormente indicadas, pero superiores a las de las motocicletas que autoriza a conducir el 
permiso de la clase A1. 

2º. El permiso de las clases B y B + E. 
3º. El permiso de las clases C1, C1 + E, C y C + E. No obstante, para obtener permiso de 

la clase C a los dieciocho años será requisito imprescindible que el solicitante sea titular de un 
certificado de aptitud profesional reconocido por uno de los Estados miembros de la Unión 
Europea que acredite haber completado una formación específica, superior a la normalmente 
exigida, como conductor para el transporte de mercancías por carretera. 
De no ser titular del mencionado certificado, el permiso de la clase C no se podrá obtener hasta 
los veintiún años cumplidos. 

c) Veintiún años cumplidos para el permiso de las clases D1, D1 + E, D y D + E. 
 

2. Para que el permiso de las clases D1 o D autorice a conducir autobuses en trayectos de 
largo recorrido, entendiendo por tales aquellos cuyo radio de acción sea superior a cincuenta 
kilómetros alrededor del punto en que se encuentre normalmente el vehículo, será necesario que el 
solicitante acredite experiencia en la conducción, durante al menos un año, de vehículos 
destinados al transporte de mercancías de más de 3.500 kilogramos de masa máxima autorizada o 
de autobuses en trayectos de corto recorrido, o ser titular de un certificado de aptitud profesional, 
reconocido por uno de los Estados miembros de la Unión Europea, que acredite haber completado 
una formación específica, superior a la normalmente exigida, como conductor para el transporte 
de viajeros por carretera. 

De no acreditarse la experiencia en la conducción o la formación específica que se indica 
en el párrafo anterior, el permiso de las clases D1 o D, a partir de su expedición, únicamente 
autorizará a conducir autobuses en trayectos de corto recorrido, entendiendo por tales aquellos 
cuyo radio de acción no sea superior a cincuenta kilómetros alrededor del punto en que se 
encuentre normalmente el vehículo. Dicha limitación se hará constar en el permiso. 

3. Para conducir vehículos que realicen transporte escolar, turismos destinados al 
transporte público de viajeros y vehículos prioritarios cuando utilicen aparatos emisores de luces o 
señales acústicas especiales, todos ellos con una masa máxima autorizada no superior a 3.500 
kilogramos y cuyo número de asientos, incluido el del conductor, no exceda de nueve, será 
necesario tener una experiencia, durante al menos un año, en la conducción de vehículos a que 
autoriza el permiso ordinario de la clase B y superar las pruebas de control de conocimientos que 
se indican en el artículo 51.3 de este Reglamento. El año de antigüedad podrá ser sustituido por un 
certificado que acredite haber completado una formación específica teórica y práctica impartida 
por un centro de formación de conductores autorizado para ello y la superación de las pruebas de 
control de conocimientos y las de aptitudes y comportamientos que se indican en los artículos 
51.3, 52.3 y 53.1 de este Reglamento. 
 
 

CAPÍTULO III: DE LA LICENCIA DE CONDUCCIÓN 
 
Artículo 8. Licencia de conducción. 
 



Para conducir vehículos especiales agrícolas autopropulsados, ciclomotores y coches de 
minusválidos se exigirá estar en posesión de la correspondiente licencia de conducción, salvo que 
se posea el permiso a que se refieren los apartados 7, párrafo primero, y 8 del artículo 6 del 
presente Reglamento. 
 
Artículo 9. Modelos de licencia de conducción. 
 

La licencia de conducción se ajustará al modelo que se publica como anexo II de este 
Reglamento. 
 
Artículo 10. Datos que han de constar en la licencia de conducción. 

 
Los datos que han de constar en la licencia de conducción son los que se indican en el 

anexo II de este Reglamento. 
 
Artículo 11. Clases de licencia de conducción. 

 
1. La licencia de conducción, teniendo en cuenta los vehículos a cuya conducción 

autoriza, será de las siguientes clases: 
a) Para conducir ciclomotores. 
b) Para conducir vehículos para personas de movilidad reducida (coches de minusválido). 
c) Para conducir vehículos especiales agrícolas autopropulsados y conjuntos de los 

mismos cuya masa o dimensiones máximas autorizadas no excedan de los límites establecidos 
para los vehículos ordinarios. 

2. Si una persona fuera titular de más de una clase de licencia de conducción, todas ellas 
deberán constar en un único documento. 
 
Artículo 12. Edad requerida para obtener licencia de conducción. 

 
1. La edad mínima requerida para obtener licencia de conducción será la siguiente: 
a) Catorce años cumplidos para la que autoriza a conducir ciclomotores y para la que 

autoriza a conducir vehículos para personas de movilidad reducida (coches de minusválido). 
b) Dieciséis años cumplidos para la que autoriza a conducir vehículos especiales agrícolas 

autopropulsados y conjuntos de los mismos cuya masa o dimensiones máximas autorizadas no 
excedan de los límites establecidos para los vehículos ordinarios. 

2. No obstante lo dispuesto en el apartado 1.a) anterior, hasta los dieciséis años cumplidos 
la licencia no autorizará a conducir los correspondientes vehículos cuando transporten viajeros. 
 
Artículo 13. Retirada de la licencia de conducción. 
 

1. La licencia de conducción, cualquiera que sea su clase, perderá su validez cuando su 
titular obtenga permiso de la clase B, y la que autoriza a conducir ciclomotores o coches de 
minusválido cuando su titular obtenga el de la clase A1 o A. 

2. La licencia deberá ser entregada por su titular en la Jefatura Provincial de Tráfico que 
expida el permiso en el momento de la entrega de éste. 
 

CAPÍTULO IV 
 



DISPOSICIONES COMUNES APLICABLES A PERMISOS Y LICENCIAS DE 
CONDUCCIÓN 

 
SECCIÓN 1. 

 
 REQUISITOS Y DOCUMENTACIÓN EXIGIDOS PARA OBTENER PERMISO O 

LICENCIA DE CONDUCCIÓN 
 
Artículo 14. Requisitos exigidos para obtener permiso o licencia de conducción. 
 

1. Para obtener un permiso o licencia de conducción se requerirá: 
a) Tener la residencia normal en España o, de ser estudiante, demostrar la calidad de tal 

durante un período mínimo continuado de seis meses en territorio español, y haber cumplido la 
edad requerida. 

b) No estar privado por resolución judicial del derecho a conducir vehículos a motor y 
ciclomotores, ni hallarse sometido a suspensión o intervención del que se posea, ya se haya 
acordado en vía judicial o administrativa. 

c) Reunir las aptitudes psicofísicas requeridas en relación con la clase del permiso o 
licencia que se solicite. 

d) Ser declarado apto por la Jefatura Provincial de Tráfico en las pruebas teóricas y 
prácticas que, en relación con cada clase de permiso o licencia, se determinan en el Título II de 
este Reglamento. 

2. Los que padezcan enfermedad o deficiencia orgánica o funcional que les incapacite 
para obtener permiso o licencia de conducción de carácter ordinario podrán obtener licencia o 
permiso extraordinarios sujetos a las condiciones restrictivas que en cada caso procedan. 
 
Artículo 15. Solicitud de permiso o licencia de conducción y documentación a presentar con 
la misma. 
 

1. La expedición de permiso o licencia de conducción deberá interesarse de la Jefatura 
Provincial de Tráfico en la que se desee obtener, utilizando para ello la solicitud que a tales 
efectos proporcionará dicho organismo. 

2. Con la solicitud, suscrita por el interesado, deberán presentarse los siguientes 
documentos: 

a) Fotocopia del documento nacional de identidad en vigor, o, en su caso, del pasaporte, 
del documento de identificación de extranjeros (NIE) que acredite su residencia normal o 
condición de estudiante en España durante el período exigido, en unión de los documentos 
originales que serán devueltos una vez cotejados. 

b) Informe de aptitud psicofísica, expedido por un centro de reconocimiento de 
conductores autorizado, al que se hallará adherida una fotografía actualizada del solicitante. 

Dicho informe podrá ser suplido o completado por el reconocimiento efectuado por los 
servicios sanitarios de la correspondiente Comunidad Autónoma cuando la Jefatura Provincial de 
Tráfico así lo acuerde en los supuestos en que, con ocasión de la práctica de las pruebas de aptitud 
para obtener licencia o permiso o en cualquier otro momento del procedimiento, se adviertan en el 
aspirante indicios racionales de deficiencias psicofísicas que lo aconsejen. 

c) Dos fotografías actualizadas, de 35 por 25 milímetros, iguales a la que se halle adherida 
al informe de aptitud psicofísica a que se hace referencia en el párrafo anterior. 



d) Declaración por escrito de no hallarse privado por resolución judicial del derecho a 
conducir vehículos a motor y ciclomotores, ni sometido a intervención o suspensión del que se 
posea, ya se haya acordado en vía judicial o administrativa. 

e) Declaración por escrito de no ser titulares de otro permiso o licencia de conducción, ya 
sea expedido en España o en otro país comunitario, de igual clase que el solicitado. 

f) Fotocopia del permiso o licencia de conducción que, en su caso, posea, ya sea expedido 
en España o en otro país comunitario, acompañado del documento original que será devuelto una 
vez cotejado. 

3. El permiso o licencia de conducción a que se refiere el apartado 2, párrafo f), de 
presente artículo, perderá su validez cuando su titular obtenga el permiso solicitador. Dicho 
documento deberá ser entregado por su titular, con carácter previo a la recepción del permiso 
expedido, en la Jefatura Provincial de Tráfico que, si fuera comunitario, lo remitirá al Estado 
miembro de la Unión Europea que lo hubiera expedido. 
 

SECCIÓN 2.: VIGENCIA DE PERMISOS Y LICENCIAS DE CONDUCCIÓN 
 
Artículo 16. Vigencia. 
 

1. El permiso de conducción de las clases C1, C1 + E, C, C + E, D1, D1 + E, D y D + E y 
la autorización para conducir los vehículos a que se refiere el artículo 7.3 de este Reglamento, 
tendrán un período de vigencia de cinco años mientras su titular no cumpla los cuarenta y cinco 
años de edad, de tres años si los sobrepasa sin rebasar los sesenta, y de dos años a partir de esta 
edad. 

2. El permiso de las clases restantes y la licencia de conducción, cualquiera que sea su 
clase, tendrán un período de vigencia de diez años hasta que su titular cumpla los cuarenta y cinco 
años de edad, de cinco años hasta que cumpla los setenta, y de dos años a partir de esa edad. 

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, el período normal de vigencia de 
las diversas clases de permiso y licencia de conducción podrá reducirse si, al tiempo de su 
concesión o prórroga de su vigencia, se comprueba que el titular padece enfermedad o deficiencia 
que, si bien de momento no impide aquélla, es susceptible de agravarse. 

4. El permiso o licencia de conducción cuya vigencia hubiese vencido no autoriza a su 
titular a conducir. 

5. La utilización de un permiso o licencia cuya vigencia hubiese vencido dará lugar a su 
intervención inmediata por la autoridad o sus agentes, que lo remitirán a la Jefatura Provincial de 
Tráfico correspondiente. De no solicitarse por su titular la prórroga de vigencia en el plazo que se 
indica en el apartado 3 del artículo 17 de este Reglamento, o de ser improcedente la misma, el 
permiso intervenido perderá su eficacia. 
 
Artículo 17. Prórroga de la vigencia. 
 

1. La vigencia de los permisos y licencias de conducción será prorrogable, por los 
períodos respectivamente señalados en el artículo anterior, por las Jefaturas Provinciales de 
Tráfico, previa solicitud de los interesados, para la que utilizarán el impreso que a tales efectos 
proporcionarán dichos organismos, y una vez hayan acreditado que conservan las aptitudes 
psicofísicas exigidas para obtener el permiso o licencia de que se trate. 

2. A la solicitud, que deberá estar suscrita por el interesado, y presentarse antes de expirar 
el período de vigencia, se acompañarán el permiso o licencia de conducción cuya vigencia se 
pretenda prorrogar y los documentos que se indican en el apartado 2, párrafos a), b) y c), del 
artículo 15 de este Reglamento. 



3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el titular del permiso o licencia cuya 
vigencia haya caducado, podrá obtener su prórroga, quedando dispensado de realizar las pruebas 
de control de conocimientos y las de control de aptitudes y comportamientos, siempre que la 
solicitud y los documentos a que se refiere el apartado anterior se presenten en el plazo máximo 
de cuatro años, contado desde la fecha en que caducó la vigencia del permiso o licencia que se 
pretende prorrogar. Transcurrido dicho plazo, en ningún caso procederá la prórroga, pudiendo 
obtenerse un nuevo permiso o licencia, previa superación de las pruebas de aptitud establecidas. 

4. Los titulares de permiso o licencia de conducción expedidos en España que en la fecha 
de vencimiento de la vigencia señalada en los mismos se encuentren en el extranjero, bien en 
algún país miembro de la Unión Europea en el que no hayan adquirido la residencia normal o bien 
en otro país, podrán solicitar la prórroga de su vigencia de cualquier Jefatura Provincial de 
Tráfico. A la solicitud acompañarán fotocopia del documento nacional de identidad en vigor, si lo 
tuvieran, y, en su defecto, del certificado de nacionalidad si el solicitante es español, o de otro 
documento que acredite su identidad si es extranjero, el permiso o licencia de conducción cuya 
vigencia se pretenda prorrogar, dos fotografías actualizadas y de características análogas a las de 
las indicadas en el apartado 2, párrafo c), del artículo 15 de este Reglamento y el informe de 
aptitud psicofísica a que se refiere el párrafo b) del mismo apartado y artículo. Dicho informe de 
aptitud deberá ser expedido por un médico del país donde se encuentre el interesado y estar visado 
por la Misión Diplomática u Oficina Consular de España en dicho país. 
 

SECCIÓN 3 
 

 VARIACIÓN DE DATOS Y DUPLICADOS DE PERMISOS O LICENCIAS DE 
CONDUCCIÓN 

 
Artículo 18. Variación de datos. 
 

Cualquier variación de los datos que figuran en el permiso o licencia de conducción 
deberá ser comunicada por su titular dentro del plazo de quince días, contados desde la fecha en 
que se produzca, a la Jefatura Provincial de Tráfico la que, previos los trámites oportunos, lo 
pondrá en conocimiento del Registro de Conductores e Infractores. 
Artículo 19. Duplicados. 
 

1. Las Jefaturas Provinciales de Tráfico, previa solicitud de los interesados, para lo que 
utilizarán el impreso que a tal efecto proporcionarán dichos organismos, podrán expedir 
duplicados de permiso o licencia de conducción en caso de sustracción, extravío o deterioro del 
original. También deberán expedir duplicados cuando los titulares comuniquen haber cambiado 
de domicilio o variado los datos a que se refiere el artículo 18 de este Reglamento. 

2. A la solicitud de duplicado se acompañarán los siguientes documentos: 
a) Fotocopia del documento nacional de identidad en vigor o, en su caso, del pasaporte, 

del documento de identificación de extranjeros (NIE) que acredite tener la residencia normal en 
España o la condición de estudiante durante el período mínimo exigido, en unión de los 
documentos originales que serán devueltos una vez cotejados, y dos fotografías actualizadas de 35 
por 25 milímetros, en todos los supuestos mencionados en el apartado anterior. 

b) Fotocopia del documento que acredite haber denunciado el hecho, en los supuestos de 
solicitud de duplicado por extravío o sustracción del original. 

c) El permiso o licencia de conducción original en los casos de solicitud de duplicado por 
deterioro, cambio de domicilio o variación de datos y, en estos dos últimos supuestos, además, el 



documento que acredite el cambio de domicilio o la variación de los datos que figuran en el 
permiso o licencia. 

3. El titular de un permiso o licencia de conducción al que se le hubiera expedido 
duplicado por sustracción o extravío deberá devolver el original del mismo, cuando lo encuentre, 
a la Jefatura Provincial de Tráfico que lo hubiere expedido. 

4. La posesión del permiso o licencia original y de un duplicado de los mismos dará lugar 
a la recogida inmediata del original para su remisión a la Jefatura Provincial de Tráfico que, de 
resultar falsa la causa alegada para obtener el duplicado, dará cuenta del hecho a la autoridad 
judicial por si pudiera ser determinante de responsabilidad penal. 
 

SECCIÓN 4 
 

 DISPOSICIONES COMUNES APLICABLES A LA SOLICITUDES DE OBTENCIÓN, 
PRÓRROGA DE VIGENCIA Y DUPLICADO DE PERMISO O LICENCIA DE 

CONDUCCIÓN 
 
Artículo 20. Actuación de la Jefatura Provincial de Tráfico. 
 

1. La Jefatura Provincial de Tráfico a la que se dirija la solicitud de obtención, prórroga de 
vigencia, duplicado, comunicación de cambio de domicilio o variación de datos y los documentos 
requeridos, previas las actuaciones pertinentes, concederá o denegará, según proceda, lo 
solicitado. 

2. La privación por resolución judicial del derecho a conducir vehículos a motor y 
ciclomotores, la intervención, medida cautelar o suspensión del permiso o licencia que se posea, 
tanto se hayan acordado en vía judicial o administrativa, serán causa para denegar la expedición, 
prórroga de vigencia, duplicado o variación de datos del permiso o licencia, que no procederá 
hasta que se haya cumplido la pena o sanción o levantado la intervención o medida cautelar. 
 

CAPÍTULO V 
 

 DE LOS PERMISOS DE CONDUCCIÓN EXPEDIDOS EN OTROS PAÍSES 
 

SECCIÓN 1 
 

 DE LOS PERMISOS EXPEDIDOS EN ESTADOS MIEMBROS DE LA UNIÓN 
EUROPEA 

 
Artículo 21. Validez en España de los permisos expedidos en otros Estados miembros de la 
Unión Europea. 
 

Los permisos de conducción expedidos por los Estados miembros de la Unión Europea 
con arreglo a la normativa comunitaria mantendrán su validez en España en las condiciones en 
que hubieran sido expedidos en su lugar de origen, con la salvedad de que la edad requerida para 
la conducción corresponderá a la exigida para obtener el permiso español equivalente. 
 
Artículo 22. Inscripción de permisos expedidos en Estados miembros de la Unión Europea 
en el Registro de Conductores e Infractores. 
 



1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, cuando el titular de un permiso de 
conducción expedido por otro Estado miembro establezca su residencia normal en España, si 
conduce o pretende conducir dispondrá de un plazo de seis meses, contado desde la fecha en que 
su titular obtuvo la formalización (o documentación) de su residencia normal, para interesar en 
cualquier Jefatura Provincial de Tráfico la introducción de los datos del permiso en el Registro de 
Conductores e Infractores a que se refiere el artículo 5.h) del texto articulado de la Ley sobre 
Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por Real Decreto 
legislativo 339/1990, de 2 de marzo. 

2. La Jefatura Provincial de Tráfico anotará sobre el permiso todas las menciones 
necesarias para su gestión y, en especial, el lugar de residencia habitual de su titular en España. 
 
Artículo 23. Efectos de la inscripción en el Registro. 
 

1. A partir de la fecha de introducción de los datos del permiso en el registro, su titular 
quedará sometido al reconocimiento de sus aptitudes psicofísicas en los mismos períodos 
previstos en el artículo 16 de este Reglamento para los permisos expedidos en España. 

2. Los reconocimientos a que se refiere el apartado anterior se deberán acreditar en la 
Jefatura Provincial de Tráfico, que registrará el dato y advertirá al interesado de la fecha antes de 
la cual deberá someterse al siguiente reconocimiento y acreditar de nuevo este hecho, fecha que se 
hará constar en su permiso. 
 
Artículo 24. Permisos expedidos en Estados miembros de la Unión Europea que no habilitan 
para conducir en España. 
 

No habilitan para conducir en España: 
a) Los permisos cuyo titular hubiere infringido la obligación de registrar sus datos en una 

Jefatura Provincial de Tráfico, de acuerdo con lo previsto en el artículo 22 de este Reglamento, 
hasta el momento que lo haga. 

b) Los permisos cuyo titular no se hubiera sometido al reconocimiento de sus aptitudes 
psicofísicas en el plazo indicado por la Jefatura Provincial de Tráfico correspondiente, hasta el 
momento que lo haga. Si hubiera transcurrido un plazo superior al de cuatro años, contado desde 
la fecha en que debió pasar el último reconocimiento, el permiso no será válido para conducir en 
España, circunstancia que se hará constar en el mismo y en el registro. 

c) Los permisos cuyo titular no supere el correspondiente reconocimiento, inscripción que 
igualmente se hará constar en el permiso y en el registro. 

d) Los permisos cuyo período de vigencia hubiera vencido. 
 
Artículo 25. Sustitución del permiso expedido en un Estado miembro de la Unión Europea 
en caso de sustracción, extravío o deterioro del original por el correspondiente español. 
 

1. En caso de sustracción, extravío o deterioro del original, el titular de un permiso 
expedido en un Estado miembro de la Unión Europea que tenga su residencia normal en España y 
haya interesado la introducción de los datos de su permiso en el Registro de Conductores e 
Infractores, podrá solicitar la expedición de un duplicado en cualquier Jefatura Provincial de 
Tráfico que lo otorgará en bases a la información registral que posea, completada, de ser 
necesario, con un certificado extendido por las autoridades competentes del Estado miembro en 
que se haya expedido el permiso inicial. 

A la solicitud de duplicado se acompañarán los documentos exigidos en los párrafos a), b) 
y c) del artículo 19.2 de este Reglamento. 



Cuando el hecho se produzca antes de transcurrir el plazo establecido en el artículo 22 de 
este Reglamento o cuando, habiendo transcurrido, no se hubiera dado cumplimiento a lo dispuesto 
en dicho precepto, la expedición del duplicado quedará subordinada a que el interesado aporte un 
certificado expedido por las autoridades competentes del Estado miembro que haya expedido el 
permiso inicial. 

2. La Jefatura Provincial de Tráfico procederá de oficio a la sustitución de un permiso 
cuando, por las características de éste, agotamiento de espacios u otras circunstancias, fuese 
imposible anotar los datos necesarios para su gestión de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 23 
de este Reglamento. 

3. El titular de un permiso de conducción al que se le hubiera expedido duplicado por 
sustracción o extravío deberá devolver el original del mismo, cuando lo encuentre, a la Jefatura 
Provincial de Tráfico que hubiere expedido el duplicado, la cual procederá conforme se indica en 
el artículo 29 de este Reglamento. 
 
Artículo 26. Canje del permiso expedido en un Estado miembro de la Unión Europea por 
otro español equivalente. 
 

El titular de un permiso de conducción vigente expedido por un Estado miembro de la 
Unión Europea que haya establecido su residencia normal en España, en cualquier momento 
podrá solicitar el canje de su permiso de conducción por otro español equivalente. 
Artículo 27. Solicitud de canje. 
 

1. El canje del permiso de conducción deberá interesarse de la Jefatura Provincial de 
Tráfico en la que se desee obtener, utilizando para ello la solicitud que a tales efectos 
proporcionará dicho organismo. 

2. A la solicitud de canje, suscrita por el interesado, se acompañarán el permiso que se 
pretende canjear, copia o fotocopia del mismo y los documentos exigidos en el apartado 2, 
párrafos a), c), d) y e) del artículo 15 de este Reglamento. 

3. La Jefatura Provincial de Tráfico a la que se dirija la solicitud, después de comprobar, 
en su caso, la autenticidad, validez y vigencia del permiso presentado, concederá o denegará, 
según proceda, el canje solicitado. 

4. La resolución a que se refiere el apartado anterior, con indicación del Estado miembro 
que haya expedido el permiso, los datos de éste y su titular, se hará constar en el Registro de 
Conductores e Infractores. 
 
Artículo 28. Canje de oficio. 
 

1. Las Jefaturas Provinciales de Tráfico procederán, si fuera necesario, al canje de oficio 
de los permisos de conducción expedidos en otros Estados miembros cuando, a consecuencia de 
la aplicación de la normativa española a sus titulares, sea necesario imponer adaptaciones, 
restricciones u otras limitaciones en personas, vehículos o de circulación durante la conducción. 

2. Para poder efectuar el canje de oficio será necesario que el titular del permiso tenga su 
residencia normal en España. 

3. Será de aplicación al canje de oficio lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 27 de este 
Reglamento. 
 
Artículo 29. Remisión del permiso sustituido o canjeado. 
 



Efectuada la sustitución o el canje o expedido el duplicado, el permiso sustituido o 
canjeado será remitido por la Jefatura Provincial de Tráfico a las autoridades competentes del 
Estado miembro que lo haya expedido, indicando las causas. 
 

 
SECCIÓN 2 

 
DE LOS PERMISOS EXPEDIDOS EN PAÍSES NO COMUNITARIOS 

 
Artículo 30. Permisos válidos para conducir en España y canje de los mismos. 
 

1. Son válidos para conducir en España los siguientes permisos de conducción: 
a) Los nacionales de otros países que estén expedidos de conformidad con el anexo 9 de 

la Convención de Ginebra, de 19 de septiembre de 1949, o con el anexo 6 de la Convención de 
Viena, de 8 de noviembre de 1968, o que difieran de dichos modelos únicamente en la adopción o 
supresión de rúbricas no esenciales. 

b) Los nacionales de otros países que estén redactados en castellano o vayan 
acompañados de una traducción oficial al mismo. Se entenderá por traducción oficial la realizada 
por los intérpretes jurados, por los Cónsules de España en el extranjero, por los Cónsules en 
España del país que haya expedido el permiso, o por el Real Automóvil Club de España. 

c) Los internacionales expedidos en el extranjero de conformidad con el modelo del anexo 
10 de la Convención de Ginebra, de 19 de septiembre de 1949, o de acuerdo con el modelo del 
anexo E de la Convención Internacional de París, de 24 de abril de 1926, si se trata de naciones 
adheridas a este Convenio que no hayan suscrito o prestado adhesión al de Ginebra. 

d) Los reconocidos en particulares convenios internacionales multilaterales y bilaterales 
en los que España sea parte y en las condiciones que se indique en los mismos. 

2. La validez de los permisos a que se refiere el apartado anterior estará condicionada a 
que se hallen dentro del período de vigencia señalado en los mismos, su titular tenga la edad 
requerida en España para la obtención del permiso español equivalente y, además, a que no haya 
transcurrido el plazo de seis meses, como máximo, contado desde que sus titulares adquieran su 
residencia normal en España, salvo que, tratándose de los permisos a que se refiere el párrafo d) 
del apartado anterior, se haya establecido otra norma en el correspondiente convenio. 

3. Transcurrido el plazo indicado en el apartado anterior, los permisos a que se refiere el 
apartado 1 carecerán de validez para conducir en España y, si sus titulares desean seguir 
conduciendo, deberán obtener permiso español previa comprobación de los requisitos y 
superación de las pruebas correspondientes, salvo que en el convenio a que se refiere el apartado 
anterior esté autorizado el canje. 

4. En el supuesto de que el canje esté autorizado en el Convenio, a la solicitud de canje, 
suscrita por el interesado, se acompañarán los documentos que se indican en el apartado 2, 
párrafos a), b), c), d) y e), del artículo 15 de este Reglamento, el permiso que se pretende canjear, 
una declaración expresa de su titular responsabilizándose de la autenticidad, validez y vigencia 
del permiso y, en su caso, la traducción oficial del mismo al castellano, entendiendo por tal la 
realizada conforme se indica en el apartado 1, párrafo b), de presente artículo. 

En caso de que el permiso ofrezca dudas, la Jefatura Provincial de Tráfico podrá solicitar 
del interesado la aportación de un informe emitido por el Real Automóvil Club de España en el 
que se enjuicie su validez y vigencia, y se especifique los vehículos a cuya conducción autoriza y 
demás características del permiso. 

5. La Jefatura Provincial de Tráfico a la que se dirija la solicitud, previos los trámites que 
estime oportunos, concederá o denegará, según proceda, el canje solicitado, circunstancia que, con 



indicación del país que haya expedido el permiso, los datos de éste y de su titular, se hará constar 
en el Registro de Conductores e Infractores. 

6. En el permiso español expedido como consecuencia del canje, así como en las 
sucesivas prórrogas de vigencia, duplicados o cualquier otro trámite del mismo, se hará constar la 
circunstancia de que procede de otro permiso expedido en un país no comunitario. 
 

SECCIÓN 3 
 

 PERMISO DE CONDUCCIÓN DE LOS DIPLOMÁTICOS ACREDITADOS EN ESPAÑA 
 
Artículo 31. Obtención de permiso de conducción español. 
 

1. Los miembros de las Misiones Diplomáticas, de las Oficinas Consulares y de las 
organizaciones internacionales con sede u oficina en España de países no comunitarios 
acreditados en España, así como sus ascendientes, descendientes y cónyuge, siempre que sean 
titulares de un permiso equivalente, podrán obtener cualquiera de los permisos enumerados en el 
artículo 5 de este Reglamento sin necesidad de abonar tasas ni realizar las correspondientes 
pruebas de aptitud para verificar sus conocimientos teóricos y prácticos, a condición de 
reciprocidad. 

2. A la solicitud se acompañarán, además de los documentos a que se refiere el apartado 
2, párrafos a), b) y c), del artículo 15 de este Reglamento, justificación de que son titulares de 
permiso de conducción válido equivalente al que solicitan. 

3. La solicitud se dirigirá al Ministerio de Asuntos Exteriores que, previa comprobación 
de que concurren los requisitos exigidos, la remitirá, en unión de la documentación requerida, en 
el plazo de un mes a la Jefatura Provincial de Tráfico de Madrid para su tramitación. 

4. Será de aplicación a estos permisos lo establecido en los apartados 4, 5 y 6 del artículo 
30 de este Reglamento. 
 

CAPÍTULO VI 
 

 OTRAS AUTORIZACIONES ADMINISTRATIVAS PARA CONDUCIR 
 

SECCÓN 1 
 

 CONDUCTORES DE VEHÍCULOS QUE REALICEN TRANSPORTE ESCOLAR O DE 
MENORES 

 
Artículo 32. Autorización especial. 
 

1. La conducción de vehículos que realicen transporte escolar o de menores, entendiendo 
por tales los que se determinan en la legislación de transportes, queda sometida, además del 
correspondiente permiso, a la obtención de una autorización especial que habilite para ello. 

2. Se prohíbe conducir vehículos que realicen transporte escolar o de menores sin haber 
obtenido la correspondiente autorización especial que el conductor deberá poseer y llevar consigo, 
en unión del correspondiente permiso de conducción ordinario, cuando conduzca los mencionados 
vehículos y exhibirla ante la autoridad o sus agentes cuando lo soliciten. 

3. La vigencia de la autorización especial estará condicionada a que se halle dentro del 
período al efecto señalado en la misma. 

4. Para obtener la autorización especial será necesario: 



a) Estar en posesión del permiso de conducción ordinario en vigor de la clase que en cada 
caso corresponda. 

b) Carecer de antecedentes en el Registro de Conductores e Infractores o que, no obstante 
haber sido sancionado con suspensión del permiso de conducción en vía administrativa o 
condenado a pena de privación del derecho a conducir vehículos a motor en la jurisdiccional, los 
antecedentes deban considerarse cancelados a tenor de lo dispuesto en los artículo 136.2.2.o del 
Código Penal y 82 del texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor 
y Seguridad Vial. 

5. La autorización especial, que tendrá una vigencia coincidente con la del permiso de 
conducción de superior clase que posea su titular, podrá ser prorrogada por los mismos períodos 
que dicho permiso mediante prórroga efectuada por la Jefatura Provincial de Tráfico, previa 
solicitud del interesado y justificación de que reúne los requisitos exigidos para su obtención. 

La Jefatura Provincial de Tráfico a la que se dirija la solicitud, teniendo en cuenta lo 
dispuesto en el apartado 4 de este artículo, concederá, según proceda, la expedición o la prórroga 
de vigencia de la autorización solicitada, circunstancia que se hará constar en el Registro de 
Conductores e Infractores. 
 

SECCIÓN 2 
 

 CONDUCTORES DE VEHÍCULOS QUE TRANSPORTEN MATERIAS PELIGROSAS 
 
Artículo 33. Autorización especial. 
 

1. La conducción de vehículos que transporten materias peligrosas, cuando así lo 
requieran los correspondientes marginales del Acuerdo Europeo sobre Transporte Internacional de 
Mercancías Peligrosas por Carretera (ADR) o de la Reglamentación española reguladora del 
Transporte de Mercancías Peligrosas por Carretera (TPC), queda sometida a la obtención de una 
autorización administrativa especial que habilite para ello. 

2. Se prohíbe conducir vehículos que transporten materias peligrosas sin haber obtenido la 
correspondiente autorización especial válida a que se refiere el apartado anterior, que el conductor 
está obligado a llevar consigo, en unión del correspondiente permiso de conducción, cuando 
conduzca los mencionados vehículos y a exhibirla ante la autoridad o sus agentes cuando lo 
soliciten. 

3. La vigencia de la autorización especial estará condicionada a que se halle dentro del 
período al efecto señalado en la misma y limitada a las clases de materias que en ella se indiquen. 

4. Dicha autorización especial, que por sí sola no autoriza a conducir si no va acompañada 
del permiso de conducción ordinario en vigor requerido por el vehículo de que se trate, se 
expedirá conforme al modelo establecido en el apéndice B-6 del Acuerdo y Reglamentación 
citados en el apartado 1 de este artículo. 
 

Artículo 34. Requisitos para obtener la autorización especial. 
 
Para obtener la autorización especial será necesario: 
a) Estar en posesión, con una antigüedad mínima de un año, del permiso de conducción 

ordinario en vigor de la clase B, al menos. 
b) Haber realizado con aprovechamiento un curso de formación como conductor para el 

transporte de materias peligrosas en un centro de formación autorizado por la Dirección General 
de Tráfico. 



c) Ser declarado apto por la Jefatura Provincial de Tráfico en las correspondientes pruebas 
de aptitud. 

d) No estar privado por resolución judicial firme del derecho a conducir vehículos a 
motor, ni hallarse sometido a suspensión o intervención del que se posea, ya se haya acordado en 
vía judicial o administrativa. 

En los supuestos de suspensión cautelar del permiso, la autorización especial no se 
expedirá hasta que aquélla se deje sin efecto. 

e) Reunir las aptitudes psicofísicas requeridas para obtener permiso de conducción de la 
clase C1. 

f) Tener la residencia normal en España. 
 
Artículo 35. Solicitud de la autorización especial y documentos a presentar con la misma. 

 
1. La expedición de la autorización especial deberá interesarse de la Jefatura Provincial de 

Tráfico en la que se desee obtener, utilizando para ello la solicitud que a tal efecto proporcionará 
dicho organismo. 

2. Con la solicitud, suscrita por el interesado, deberán presentarse los siguientes 
documentos: 

a) Fotocopia del documento nacional de identidad o, en su caso, de la tarjeta de 
residencia, y del permiso de conducción exigido en vigor, en unión de los documentos originales 
que serán devueltos una vez cotejados. 

b) Informe de aptitud psicofísica cuando el solicitante no sea titular de permiso de 
conducción de las clases C1 o D1 en vigor. Dicho informe será expedido por un centro de 
reconocimiento de conductores autorizado. 

c) Certificado expedido por el centro de formación que haya impartido el curso en el que 
se acredite que el solicitante ha participado con aprovechamiento en un curso de formación para 
conductores de vehículos que transporten materias peligrosas. 

d) Fotocopia de la autorización especial que posea el interesado, cuando se solicite la 
ampliación de la misma a nuevas materias. 

La autorización original deberá ser entregada por su titular en la Jefatura Provincial de 
Tráfico, cuando proceda, al concederse la ampliación solicitada y previamente a la entrega de 
ésta. 
 
Artículo 36. Vigencia de la autorización especial. 
 

1. La autorización especial a que se refiere el artículo 33 de este Reglamento tendrá un 
período de vigencia de cinco años. 

2. La vigencia de la autorización podrá ser prorrogada por períodos de cinco años por la 
Jefatura Provincial de Tráfico, previa solicitud del interesado y siempre que reúna los requisitos 
establecidos en los párrafos a) y d) del artículo 34 de este Reglamento y que, durante el año 
anterior a la expiración de período de vigencia de la autorización, haya seguido con 
aprovechamiento un curso de actualización y perfeccionamiento en un centro de formación 
autorizado por la Dirección General de Tráfico y superado las pruebas y ejercicios 
correspondientes, de acuerdo con lo dispuesto en el capítulo IV del Título II del presente 
Reglamento. 

3. A la solicitud de prórroga se deberá acompañar la autorización que se pretende 
prorrogar, el certificado acreditativo de haber seguido con aprovechamiento un curso de 
actualización y perfeccionamiento, copia o fotocopia del permiso de conducción en vigor y, caso 



de no ser titular de permiso de la clase C1 en vigor, el informe de aptitud psicofísica a que se 
refiere el párrafo b) del apartado 2 del artículo 35 anterior.  
 
Artículo 37. Actuación de la Jefatura Provincial de Tráfico. 
 

La Jefatura Provincial de Tráfico a la que se dirija la solicitud de obtención, ampliación o 
prórroga de vigencia de la autorización especial, previas las actuaciones que en cada caso 
procedan y la superación de las pruebas y ejercicios correspondientes, concederá o denegará lo 
solicitado. 

 
 

CAPÍTULO VII 
 

 DE LA NULIDAD, ANULABILIDAD Y PÉRDIDA DE VIGENCIA DE LAS 
AUTORIZACIONES ADMINISTRATIVAS PARA CONDUCIR 

 
SECCIÓN 1 

 
 NULIDAD, ANULABILIDAD Y PÉRDIDA DE VIGENCIA 

 
Artículo 38. Nulidad y anulabilidad. 
 

Las autorizaciones administrativas para conducir reguladas en el presente Título serán 
nulas o anulables en los casos previstos en los artículos 62 y 63 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 
 
Artículo 39. Pérdida de vigencia. 
 

1. Con independencia de lo dispuesto en el artículo anterior, la vigencia de las 
autorizaciones administrativas para conducir estará subordinada a que su titular mantenga los 
requisitos exigidos para su otorgamiento. 

2. Las Jefaturas Provinciales de Tráfico podrán declarar la pérdida de vigencia de las 
mencionadas autorizaciones cuando, después de otorgadas, se acredite que han desaparecido los 
requisitos que se exigían para obtenerlas. 
 
 
 

SECCIÓN 2 
 

 PROCEDIMIENTO PARA LA DECLARACIÓN DE LA NULIDAD, ANULABILIDAD O 
PÉRDIDA DE VIGENCIA DE LAS AUTORIZACIONES 

 
Artículo 40. Procedimiento para la declaración de la nulidad o anulabilidad. 
 

El procedimiento para la declaración de la nulidad o anulabilidad se ajustará a lo 
establecido en el Título VII, capítulo I, de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
 



Artículo 41. Procedimiento para la declaración de pérdida de vigencia. 
 

1. La Jefatura Provincial de Tráfico que tenga conocimiento de la presunta desaparición 
de alguno de los requisitos que, sobre conocimientos, aptitudes o comportamientos esenciales 
para la seguridad de la circulación o aptitudes psicofísicas, se exigían para el otorgamiento de la 
autorización, previos los informes y asesoramientos que estime oportunos, iniciará el 
procedimiento de declaración de pérdida de vigencia de la misma. 
 

2. En el acuerdo de incoación, que contendrá una relación detallada de los hechos y 
circunstancias que induzcan a apreciar, racional y fundadamente, que ha desaparecido alguno de 
los requisitos que se indican en el apartado anterior, se adoptarán, de proceder, las medidas 
cautelares a que se refiere el artículo 42 del presente Reglamento. 
 

3. En la resolución que acuerde la incoación, la Jefatura Provincial de Tráfico notificará al 
titular de la autorización la presunta desaparición del requisito exigido y los plazos y formas de 
que dispone para acreditar su existencia. 

 
A) Los plazos para acreditar la existencia del requisito exigido serán los siguientes: 
a) Si no se acuerda la suspensión cautelar e intervención, el plazo será de dos meses. De 

no acreditarse la existencia del requisito exigido en el mencionado plazo, se acordará la 
suspensión cautelar y la intervención inmediata de la autorización. 

b) Si se acuerda la suspensión cautelar y la intervención, el plazo será el que reste de 
vigencia a la autorización que, cuando se trate de permiso o licencia de conducción, se 
incrementará en el plazo establecido en el artículo 17.3 de este Reglamento. 

 
B) Las formas para acreditar la existencia del requisito exigido serán las siguientes: 
 
a) Si la desaparición afecta a los conocimientos, habilidades, aptitudes o comportamientos 

para conducir, sometiéndose a las pruebas de control de conocimientos y de aptitudes y 
comportamientos correspondientes, que se podrán realizar ante cualquier Jefatura Provincial de 
Tráfico. 

b) Si la desaparición afecta a las condiciones psicofísicas necesarias para conducir, 
sometiéndose el interesado a las correspondientes pruebas de aptitud psicofísica ante los servicios 
sanitarios de la correspondiente Comunidad Autónoma y, en su caso, a las de control de aptitudes 
y comportamientos que, si fuere necesario, se realizarán conforme se determina en el apartado 4 
del artículo 65 de este Reglamento. 

 
4. Tanto las pruebas de control de conocimientos y de aptitudes y comportamientos 

correspondientes como las de aptitud psicofísica podrán ser practicadas por el interesado, dentro 
de los plazos indicados en el apartado anterior, hasta un máximo de tres ocasiones. 

5. Cuando el resultado de las pruebas sea favorable, la Jefatura Provincial de Tráfico 
acordará dejar sin efecto el expediente de declaración de pérdida de vigencia, procediendo al 
archivo de las diligencias y, en su caso, al levantamiento de la suspensión cautelar y a la 
devolución inmediata de la autorización intervenida. 

Cuando el resultado de las pruebas de control de conocimientos y de aptitudes y 
comportamientos fuere desfavorable en la tercera ocasión en que se realicen, o en alguno de los 
reconocimientos para explorar las aptitudes psicofísicas se comprobase que el defecto psicofísico 
es irreversible, o el interesado no se sometiera a las pruebas en los plazos establecidos en el 



apartado 3.A) de este artículo, la Jefatura Provincial de Tráfico dictará resolución motivada 
acordando la pérdida de vigencia de la autorización administrativa de que se trate. 

6. Cuando la deficiencia o enfermedad permita conducir con adaptaciones, restricciones u 
otras limitaciones en personas, vehículos o de circulación, al titular del permiso o licencia cuya 
pérdida de vigencia haya sido acordada le podrá ser expedido, previos los trámites y 
comprobaciones que correspondan, otro permiso o licencia de carácter extraordinario sujeto a las 
condiciones restrictivas que, en cada caso, procedan. 

7. Cuando el procedimiento para la declaración de pérdida de vigencia o la pérdida de 
vigencia acordada no afecte a todas las clases de permiso o licencia de conducción, la Jefatura 
Provincial de Tráfico facilitará al interesado, de oficio, un duplicado o una autorización temporal, 
según proceda, con las clases no afectadas. 

8. El titular de una autorización cuya pérdida de vigencia haya sido declarada podrá 
obtener otra de nuevo siguiendo el procedimiento y superando las pruebas establecidas, en las que 
deberá acreditar la concurrencia del requisito cuya falta determinó la extinción de la autorización 
anterior. 

9. Las autorizaciones especiales que habilitan para conducir vehículos que realicen 
transporte escolar o de menores o transporten materias peligrosas, perderán su vigencia cuando 
sobre su titular recaiga condena judicial o resolución sancionadora de las previstas en el párrafo b) 
del apartado 4 del artículo 32 o en el párrafo d) del artículo 34, ambos de este Reglamento, en 
cuyo caso no podrá obtener nueva autorización hasta que transcurran los plazos establecidos en 
dichos artículos. 

10. La competencia para declarar la pérdida de vigencia de las autorizaciones corresponde 
al Jefe Provincial de Tráfico. 
 

SECCIÓN 3 
 

 DISPOSICIONES COMUNES APLICABLES A LA NULIDAD, ANULABILIDAD Y 
PÉRDIDA DE VIGENCIA 

 
Artículo 42. Suspensión cautelar de la vigencia del permiso o licencia e intervención de los 
documentos en que se formalizan. 
 

1. En el curso de los procedimientos de declaración de nulidad, anulabilidad o declaración 
de pérdida de vigencia de las autorizaciones administrativas, podrá acordarse la suspensión 
cautelar de la vigencia de la autorización de que se trate cuando su mantenimiento entrañe un 
grave peligro para la seguridad del tráfico o perjudique notoriamente el interés público, en cuyo 
caso el Jefe Provincial de Tráfico que conozca del expediente ordenará, mediante resolución 
fundada, la intervención inmediata de la autorización y la práctica de cuantas medidas sean 
necesarias para impedir el efectivo ejercicio de la conducción. 

2. La intervención se llevará a efecto procediendo a la retirada de la autorización al mismo 
tiempo que se notifica al interesado la resolución que haya acordado aquélla. Una vez retirada, la 
autorización será remitida a la autoridad que haya acordado la intervención. 

3. La conducción durante el período de suspensión cautelar de la autorización 
administrativa será considerada como conducir sin la autorización administrativa correspondiente 
suspendida por sanción. 

4. La nulidad, la anulabilidad, la pérdida de vigencia y la suspensión cautelar y, en su 
caso, la intervención, podrán referirse a una o más clases del permiso o licencia de conducción 
que posea el titular. En todo caso, en el procedimiento que se instruya deberá indicarse claramente 
la clase o clases del permiso o licencia afectados. De no afectar a todas ellas la Jefatura Provincial 



de Tráfico, de oficio, entregará al interesado un nuevo documento en el que consten los permisos 
o licencias no afectados. 
5. La nulidad, anulabilidad, pérdida de vigencia, suspensión cautelar e intervención llevarán 
consigo la de cualquier otro certificado, autorización administrativa o documento cuyo 
otorgamiento dependa de la vigencia de la clase o clases del permiso o licencia objeto del 
procedimiento. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

TEMA 19 
 

REAL DECRETO 1428/2003, DE 21 DE NOVIEMBRE, POR EL QUE SE APRUEBA EL 
REGLAMENTO GENERAL DE CIRCULACION. TITULO I. CAPITULO IV (NORMAS 

SOBRE BEBIDAS ALCOHOLICAS) Y CAPITULO V (NORMAS SOBRE 
ESTUPEFACIENTES, PSICOTROPICOS, ESTIMULANTES Y OTRAS SUSTANCIAS 

ANALOGAS). 

 
CAPÍTULO IV 

 
NORMAS SOBRE BEBIDAS ALCOHÓLICAS. 

 
Artículo 20. Tasas de alcohol en sangre y aire espirado. 
 
No podrán circular por las vías objeto de la legislación sobre tráfico, circulación de vehículos a 
motor y seguridad vial los conductores de vehículos ni los conductores de bicicletas con una tasa 
de alcohol en sangre superior a 0,5 gramos por litro, o de alcohol en aire espirado superior a 0,25 
miligramos por litro. 
Cuando se trate de vehículos destinados al transporte de mercancías con una masa máxima 
autorizada superior a 3.500 kilogramos, vehículos destinados al transporte de viajeros de más de 
nueve plazas, o de servicio público, al transporte escolar y de menores, al de mercancías 
peligrosas o de servicio de urgencia o transportes especiales, los conductores no podrán hacerlo 
con una tasa de alcohol en sangre superior a 0,3 gramos por litro, o de alcohol en aire espirado 
superior a 0,15 miligramos por litro. 
Los conductores de cualquier vehículo no podrán superar la tasa de alcohol en sangre de 0,3 
gramos por litro ni de alcohol en aire espirado de 0,15 miligramos por litro durante los dos años 
siguientes a la obtención del permiso o licencia que les habilita para conducir. 
A estos efectos, sólo se computará la antigüedad de la licencia de conducción cuando se trate de la 
conducción de vehículos para los que sea suficiente dicha licencia. 
 



Artículo 21. Investigación de la alcoholemia. Personas obligadas. 
 
Todos los conductores de vehículos y de bicicletas quedan obligados a someterse a las pruebas 
que se establezcan para la detección de las posibles intoxicaciones por alcohol. Igualmente 
quedan obligados los demás usuarios de la vía cuando se hallen implicados en algún accidente de 
circulación (artículo 12.2, párrafo primero, del texto articulado). 
Los agentes de la autoridad encargados de la vigilancia del tráfico podrán someter a dichas 
pruebas: 

i. A cualquier usuario de la vía o conductor de vehículo implicado directamente como 
posible responsable en un accidente de circulación. 

j. A quienes conduzcan cualquier vehículo con síntomas evidentes, manifestaciones que 
denoten o hechos que permitan razonablemente presumir que lo hacen bajo la influencia 
de bebidas alcohólicas. 

k. A los conductores que sean denunciados por la comisión de alguna de las infracciones a 
las normas contenidas en este Reglamento. 

l. A los que, con ocasión de conducir un vehículo, sean requeridos al efecto por la autoridad 
o sus agentes dentro de los programas de controles preventivos de alcoholemia ordenados 
por dicha autoridad. 

 
Artículo 22. Pruebas de detección alcohólica mediante el aire espirado. 
 
1. Las pruebas para detectar la posible intoxicación por alcohol se practicarán por los agentes 
encargados de la vigilancia de tráfico y consistirán, normalmente, en la verificación del aire 
espirado mediante etilómetros que, oficialmente autorizados, determinarán de forma cuantitativa 
el grado de impregnación alcohólica de los interesados. 
A petición del interesado o por orden de la autoridad judicial, se podrán repetir las pruebas a 
efectos de contraste, que podrán consistir en análisis de sangre, orina u otros análogos (artículo 
12.2, párrafo segundo, in fine, del texto articulado). 
2. Cuando las personas obligadas sufrieran lesiones, dolencias o enfermedades cuya gravedad 
impida la práctica de las pruebas, el personal facultativo del centro médico al que fuesen 
evacuados decidirá las que se hayan de realizar. 
 
Artículo 23. Práctica de las pruebas. 
 
1. Si el resultado de la prueba practicada diera un grado de impregnación alcohólica superior a 0,5 
gramos de alcohol por litro de sangre o a 0,25 miligramos de alcohol por litro de aire espirado, o 
al previsto para determinados conductores en el artículo 20 o, aun sin alcanzar estos límites, 
presentara la persona examinada síntomas evidentes de encontrarse bajo la influencia de bebidas 
alcohólicas, el agente someterá al interesado, para una mayor garantía y a efecto de contraste, a la 
práctica de una segunda prueba de detección alcohólica por el aire espirado, mediante un 
procedimiento similar al que sirvió para efectuar la primera prueba, de lo que habrá de informarle 
previamente. 
2. De la misma forma advertirá a la persona sometida a examen del derecho que tiene a controlar, 
por sí o por cualquiera de sus acompañantes o testigos presentes, que entre la realización de la 
primera y de la segunda prueba medie un tiempo mínimo de 10 minutos. 
3. Igualmente, le informará del derecho que tiene a formular cuantas alegaciones u observaciones 
tenga por conveniente, por sí o por medio de su acompañante o defensor, si lo tuviese, las cuales 
se consignarán por diligencia, y a contrastar los resultados obtenidos mediante análisis de sangre, 



orina u otros análogos, que el personal facultativo del centro médico al que sea trasladado estime 
más adecuados. 
4. En el caso de que el interesado decida la realización de dichos análisis, el agente de la autoridad 
adoptará las medidas más adecuadas para su traslado al centro sanitario más próximo al lugar de 
los hechos. Si el personal facultativo del centro apreciara que las pruebas solicitadas por el 
interesado son las adecuadas, adoptará las medidas tendentes a cumplir lo dispuesto en el artículo 
26. 
El importe de dichos análisis deberá ser previamente depositado por el interesado y con él se 
atenderá al pago cuando el resultado de la prueba de contraste sea positivo; será a cargo de los 
órganos periféricos del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico o de las autoridades 
municipales o autonómicas competentes cuando sea negativo, devolviéndose el depósito en este 
último caso. 
 
Artículo 24. Diligencias del agente de la autoridad. 
 
Si el resultado de la segunda prueba practicada por el agente, o el de los análisis efectuados a 
instancia del interesado, fuera positivo, o cuando el que condujese un vehículo de motor 
presentara síntomas evidentes de hacerlo bajo la influencia de bebidas alcohólicas o apareciera 
presuntamente implicado en una conducta delictiva, el agente de la autoridad, además de 
ajustarse, en todo caso, a lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, deberá: 

c. Describir con precisión, en el boletín de denuncia o en el atestado de las diligencias que 
practique, el procedimiento seguido para efectuar la prueba o pruebas de detección 
alcohólica, haciendo constar los datos necesarios para la identificación del instrumento o 
instrumentos de detección empleados, cuyas características genéricas también detallará. 

d. Consignar las advertencias hechas al interesado, especialmente la del derecho que le asiste 
a contrastar los resultados obtenidos en las pruebas de detección alcohólica por el aire 
espirado mediante análisis adecuados, y acreditar en las diligencias las pruebas o análisis 
practicados en el centro sanitario al que fue trasladado el interesado. 

e. Conducir al sometido a examen, o al que se negase a someterse a las pruebas de detección 
alcohólica, en los supuestos en que los hechos revistan caracteres delictivos, de 
conformidad con lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, al juzgado 
correspondiente a los efectos que procedan. 

 
Artículo 25. Inmovilización del vehículo. 
 
1. En el supuesto de que el resultado de las pruebas y de los análisis, en su caso, fuera positivo, el 
agente podrá proceder, además, a la inmediata inmovilización del vehículo, mediante su precinto 
u otro procedimiento efectivo que impida su circulación, a no ser que pueda hacerse cargo de su 
conducción otra persona debidamente habilitada, y proveerá cuanto fuese necesario en orden a la 
seguridad de la circulación, la de las personas transportadas en general, especialmente si se trata 
de niños, ancianos, enfermos o inválidos, la del propio vehículo y la de su carga. 
2. También podrá inmovilizarse el vehículo en los casos de negativa a efectuar las pruebas de 
detección alcohólica (artículo 70, in fine, del texto articulado). 
3. Salvo en los casos en que la autoridad judicial hubiera ordenado su depósito o intervención, en 
los cuales se estará a lo dispuesto por dicha autoridad, la inmovilización del vehículo se dejará sin 
efecto tan pronto como desaparezca la causa que la motivó o pueda sustituir al conductor otro 
habilitado para ello que ofrezca garantía suficiente a los agentes de la autoridad y cuya actuación 
haya sido requerida por el interesado. 



4. Los gastos que pudieran ocasionarse por la inmovilización, traslado y depósito del vehículo 
serán de cuenta del conductor o de quien legalmente deba responder por él. 
 
Artículo 26. Obligaciones del personal sanitario. 
 
1. El personal sanitario vendrá obligado, en todo caso, a proceder a la obtención de muestras y 
remitirlas al laboratorio correspondiente, y a dar cuenta, del resultado de las pruebas que se 
realicen, a la autoridad judicial, a los órganos periféricos del organismo autónomo Jefatura 
Central de Tráfico y, cuando proceda, a las autoridades municipales competentes (artículo 12.2, 
párrafo tercero, del texto articulado). 
Entre los datos que comunique el personal sanitario a las mencionadas autoridades u órganos 
figurarán, en su caso, el sistema empleado en la investigación de la alcoholemia, la hora exacta en 
que se tomó la muestra, el método utilizado para su conservación y el porcentaje de alcohol en 
sangre que presente el individuo examinado. 
2. Las infracciones a las distintas normas de este capítulo, relativas a la conducción habiendo 
ingerido bebidas alcohólicasoalaobligación de someterse a las pruebas de detección alcohólica, 
tendrán la consideración de infracciones muy graves, conforme se prevé en el artículo 65.5.a y b 
del texto articulado.  

 

CAPÍTULO V. 

NORMAS SOBRE ESTUPEFACIENTES, PSICOTRÓPICOS, ESTIMULANTES U 
OTRAS SUSTANCIAS ANÁLOGAS. 

 
Artículo 27. Estupefacientes, psicotrópicos, estimulantes u otras sustancias análogas. 
 
1. No podrán circular por las vías objeto de la legislación sobre tráfico, circulación de vehículos a 
motor y seguridad vial los conductores de vehículos o bicicletas que hayan ingerido o incorporado 
a su organismo psicotrópicos, estimulantes u otras sustancias análogas, entre las que se incluirán, 
en cualquier caso, los medicamentos u otras sustancias bajo cuyo efecto se altere el estado físico o 
mental apropiado para circular sin peligro. 
2. Las infracciones a las normas de este precepto tendrán la consideración de muy graves, 
conforme se prevé en el artículo 65.5.a del texto articulado. 
 
Artículo 28. Pruebas para la detección de sustancias estupefacientes, psicotrópicos, 
estimulantes u otras sustancias análogas. 
 
1. Las pruebas para la detección de estupefacientes, psicotrópicos, estimulantes u otras sustancias 
análogas, así como las personas obligadas a su realización, se ajustarán a lo dispuesto en los 
párrafos siguientes: 

j. Las pruebas consistirán normalmente en el reconocimiento médico de la persona obligada 
y en los análisis clínicos que el médico forense u otro titular experimentado, o personal 
facultativo del centro sanitario o instituto médico al que sea trasladada aquélla, estimen 
más adecuados. 

A petición del interesado o por orden de la autoridad judicial, se podrán repetir las pruebas a 
efectos de contraste, que podrán consistir en análisis de sangre, orina u otros análogos (artículo 
12.2, párrafo segundo, in fine, del texto articulado). 



e. Toda persona que se encuentre en una situación análoga a cualquiera de las enumeradas 
en el artículo 21, respecto a la investigación de la alcoholemia, queda obligada a 
someterse a las pruebas señaladas en el párrafo anterior. En los casos de negativa a 
efectuar dichas pruebas, el agente podrá proceder a la inmediata inmovilización del 
vehículo en la forma prevista en el artículo 25. 

f. El agente de la autoridad encargado de la vigilancia del tráfico que advierta síntomas 
evidentes o manifestaciones que razonablemente denoten la presencia de cualquiera de las 
sustancias aludidas en el organismo de las personas a que se refiere el artículo anterior se 
ajustará a lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Criminal y a cuanto ordene, en su 
caso, la autoridad judicial, y deberá ajustar su actuación, en cuanto sea posible, a lo 
dispuesto en este Reglamento para las pruebas para la detección alcohólica. 

g. La autoridad competente determinará los programas para llevar a efecto los controles 
preventivos para la comprobación de estupefacientes, psicotrópicos, estimulantes u otras 
sustancias análogas en el organismo de cualquier conductor. 

2. Las infracciones a este precepto relativas a la conducción bajo los efectos de estupefacientes, 
psicotrópicos, estimulantes u otras sustancias análogas, así como la infracción de la obligación de 
someterse a las pruebas para su detección, tendrán la consideración de infracciones muy graves, 
conforme se prevé en el artículo 65.5.a y b del texto articulado. 

 
 

TEMA 20 
 

REAL DECRETO 1428/2003, DE 21 DE NOVIEMBRE, POR EL QUE SE APRUEBA EL 
REGLAMENTO GENERAL DE CIRCULACION. TITULO II. CAPITULO I (LUGAR EN 

LA VIA), CAPITULO III (PRIORIDAD DE PASO), CAPITULO VIII (PARADA Y 
ESTACIONAMIENTO) Y CAPITULO XI (ADVERTENCIAS A LOS CONDUCTORES) 
 

CAPÍTULO I. 
 

LUGAR EN LA VÍA. 
 

SECCIÓN I. SENTIDO DE LA CIRCULACIÓN. 
 
Artículo 29. Norma general. 
 
1. Como norma general, y muy especialmente en las curvas y cambios de rasante de reducida 
visibilidad, los vehículos circularán en todas las vías objeto de la Ley sobre tráfico, circulación de 
vehículos a motor y seguridad vial por la derecha y lo más cerca posible del borde de la calzada, 
manteniendo la separación lateral suficiente para realizar el cruce con seguridad (artículo 13 del 
texto articulado). 
 
Aun cuando no exista señalización expresa que los delimite, en los cambios de rasante y curvas de 
reducida visibilidad, todo conductor, salvo en los supuestos de rebasamiento previstos en el 
artículo 88, debe dejar completamente libre la mitad de la calzada que corresponda a los que 
puedan circular en sentido contrario. 
 



2. Los supuestos de circulación por la izquierda, en sentido contrario al estipulado en una vía de 
doble sentido de la circulación, tendrán la consideración de infracciones muy graves, conforme se 
prevé en el artículo 65.5.f del texto articulado.  
 
SECCIÓN II. UTILIZACIÓN DE LOS CARRILES. 
 
Artículo 30. Utilización de los carriles en calzadas con doble sentido de circulación. 
 
1. El conductor de un automóvil o de un vehículo especial con masa máxima autorizada superior a 
3.500 kilogramos circulará por la calzada y no por el arcén, salvo por razones de emergencia. 
Además, deberá atenerse a las reglas siguientes: 
 
En las calzadas con doble sentido de circulación y dos carriles, separados o no por marcas viales, 
circulará por el de su derecha. 
 
En calzadas con doble sentido de circulación y tres carriles separados por marcas longitudinales 
discontinuas, circulará también por el de su derecha y, en ningún caso, por el situado más a su 
izquierda. 
 
En dichas calzadas, el carril central tan sólo se utilizará para efectuar los adelantamientos precisos 
y para cambiar de dirección hacia la izquierda. 
 
2. Los supuestos de circulación por la izquierda, en sentido contrario al estipulado, tendrán la 
consideración de infracciones muy graves conforme se prevé en el artículo 65.5.f del texto 
articulado. 
 
Artículo 31. Utilización de los carriles, fuera de poblado, en calzadas con más de un carril 
para el mismo sentido de marcha. 

 
El conductor de un automóvil o de un vehículo especial con masa máxima autorizada superior a 
3.500 kilogramos circulará por la calzada y no por el arcén, salvo por razones de emergencia. 
Además, fuera de poblado, en las calzadas con más de un carril reservado para su sentido de 
marcha, circulará normalmente por el situado más a su derecha, si bien podrá utilizar el resto de 
los de dicho sentido cuando las circunstancias del tráfico o de la vía lo aconsejen, a condición de 
que no entorpezca la marcha de otro vehículo que le siga. 
 
Artículo 32. Utilización de los carriles, fuera de poblado, en calzadas con tres o más carriles 
para el mismo sentido de marcha. 

 
Cuando una de dichas calzadas tenga tres o más carriles en el sentido de su marcha, los 
conductores de camiones o furgones con masa máxima autorizada superior a 3.500 kilogramos, 
los de vehículos especiales que no estén obligados a circular por el arcén y los de conjuntos de 
vehículos de más de siete metros de longitud circularán normalmente por el situado más a su 
derecha, y podrán utilizar el inmediato con igual condición y en las mismas circunstancias citadas 
en el artículo 31.  
 
Artículo 33. Utilización de los carriles, en poblado, en calzadas con más de un carril 
reservado para el mismo sentido de marcha. 



 
Cuando se circule por calzadas de poblados con al menos dos carriles reservados para el mismo 
sentido, delimitados por marcas longitudinales, excepto si se trata de autopistas o autovías, el 
conductor de un automóvil o de un vehículo especial podrá utilizar el que mejor convenga a su 
destino, siempre que no sea un obstáculo a la circulación de los demás vehículos, y no deberá 
abandonarlo más que para prepararse a cambiar de dirección, adelantar, parar o estacionar. 
 
Artículo 34. Cómputo de carriles. 

 
Para el cómputo de carriles, a efectos de lo dispuesto en los artículos anteriores, no se tendrán en 
cuenta los reservados a determinados vehículos o a ciertas maniobras de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo siguiente. 
 
Artículo 35. Utilización de los carriles en función de la velocidad señalizada y de los 
reservados a determinados vehículos y a ciertas maniobras. 

 
1. La utilización de los carriles en función de la velocidad y de los reservados a determinados 
vehículos y a ciertas maniobras se ajustará a lo que indiquen las señales correspondientes 
reguladas en este Reglamento. 
 
2. Se entenderá por vehículos con alta ocupación aquellos automóviles destinados exclusivamente 
al transporte de personas, cuya masa máxima autorizada no exceda de 3.500 kilogramos, que 
estén ocupados por el número de personas que para cada tramo de la red viaria se fije de acuerdo 
con lo dispuesto en el párrafo d) de este apartado. La utilización de los carriles para vehículos con 
alta ocupación (VAO) se atendrá a lo siguiente: 
 
La utilización del carril habilitado para VAO queda limitada a motocicletas, turismos y vehículos 
mixtos adaptables, y está prohibida, por tanto, al resto de los vehículos y conjuntos de vehículos, 
incluidos los turismos con remolque, así como a peatones, ciclos, ciclomotores, vehículos de 
tracción animal y animales. 
 
Los carriles para VAO podrán ser utilizados por los vehículos autorizados de acuerdo con el 
párrafo anterior, aun cuando sólo lo ocupe su conductor, si el vehículo ostenta la señal V-15, y por 
autobuses con masa máxima autorizada superior a 3.500 kilogramos y autobuses articulados, con 
independencia de su número de ocupantes, en las mismas condiciones de circulación establecidas 
para los VAO, de forma simultánea si así se indica en la relación de tramos a que se refiere el 
párrafo d. 
 
La habilitación o reserva de uno o varios carriles para la circulación de VAO podrá ser 
permanente o temporal, con horario fijo o en función del estado de la circulación, según lo 
establezca el organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico o, en su caso, la autoridad 
autonómica o local responsable de la regulación del tráfico, quien, en circunstancias no habituales 
y por razones de seguridad vial o fluidez de la circulación, podrá permitir, recomendar u ordenar a 
otros vehículos la utilización del carril reservado para aquellos, todo ello sin perjuicio de las 
competencias de los organismos titulares de las carreteras y, en su caso, de las sociedades 
concesionarias de aquéllas. 
 



Los vehículos de policía, extinción de incendios, protección civil y salvamento y asistencia 
sanitaria en servicio de urgencia, así como los equipos de mantenimiento de las instalaciones y de 
la infraestructura de la vía, podrán utilizar los carriles reservados. 
 
El organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico o, en su caso, la autoridad autonómica o local 
responsable de la regulación del tráfico, previo informe vinculante del organismo titular de la 
carretera, determinará los tramos de la red viaria en los que funcionarán carriles reservados para 
VAO, fijará las condiciones de utilización y publicará, en la forma prevista en el artículo 39.4, la 
relación de tramos de la red viaria en los que se habiliten dichos carriles. 
 
3. Las infracciones a las normas establecidas en el apartado 2 relativas a la circulación en sentido 
contrario al establecido tendrán la consideración de muy graves, conforme se prevé en el artículo 
65.5.f del texto articulado.  
 

SECCIÓN III. ARCENES. 
 
Artículo 36. Conductores obligados a su utilización. 

1. Los conductores de vehículos de tracción animal, vehículos especiales con masa máxima 
autorizada no superior a 3.500 kilogramos, ciclos, ciclomotores, vehículos para personas de 
movilidad reducida o vehículos en seguimiento de ciclistas, en el caso de que no exista vía o parte 
de ella que les esté especialmente destinada, circularán por el arcén de su derecha, si fuera 
transitable y suficiente para cada uno de éstos, y, si no lo fuera, utilizarán la parte imprescindible 
de la calzada. Deberán también circular por el arcén de su derecha, o, en las circunstancias a que 
se refiere este apartado, por la parte imprescindible de la calzada, los conductores de aquellos 
vehículos cuya masa máxima autorizada no exceda de 3.500 kilogramos que, por razones de 
emergencia, lo hagan a velocidad anormalmente reducida, perturbando con ello gravemente la 
circulación. 
 
En los descensos prolongados con curvas, cuando razones de seguridad lo permitan, los 
conductores de bicicletas podrán abandonar el arcén y circular por la parte derecha de la calzada 
que necesiten. 
 
2. Se prohíbe que los vehículos enumerados en el apartado anterior circulen en posición paralela, 
salvo las bicicletas, que podrán hacerlo en columna de a dos, orillándose todo lo posible al 
extremo derecho de la vía y colocándose en hilera en tramos sin visibilidad, y cuando formen 
aglomeraciones de tráfico. En las autovías sólo podrán circular por el arcén, sin invadir la calzada 
en ningún caso. 
 
Excepcionalmente, cuando el arcén sea transitable y suficiente, los ciclomotores podrán circular 
en columna de a dos por éste, sin invadir la calzada en ningún caso. 
 
3. El conductor de cualquiera de los vehículos enumerados en el apartado 1, excepto las bicicletas, 
no podrá adelantar a otro si la duración de la marcha de los vehículos colocados paralelamente 
excede los 15 segundos o el recorrido efectuado en dicha forma supera los 200 metros. 
 
4. Por lo que respecta a los vehículos históricos se estará a lo dispuesto en su Reglamento 
específico. 



 
5. Las infracciones a lo dispuesto en el apartado 3 tendrán la consideración de graves, conforme lo 
dispuesto en el artículo 65.4.c) del texto articulado de la Ley sobre tráfico, circulación de 
vehículos a motor y seguridad vial. 
 

SECCIÓN IV 
 

 SUPUESTOS ESPECIALES DEL SENTIDO DE CIRCULACIÓN Y DE LA 
UTILIZACIÓN DE CALZADAS, CARRILES Y ARCENES. 

 
Artículo 37. Ordenación especial del tráfico por razones de seguridad o fluidez de la 
circulación. 

 
1. Cuando razones de seguridad o fluidez de la circulación lo aconsejen, podrá ordenarse por la 
autoridad competente otro sentido de circulación, la prohibición total o parcial de acceso a partes 
de la vía, bien con carácter general, bien para determinados vehículos o usuarios, el cierre de 
determinadas vías, el seguimiento obligatorio de itinerarios concretos o la utilización de arcenes o 
carriles en sentido opuesto al normalmente previsto (artículo 16.1 del texto articulado).  
 
2. Para evitar entorpecimiento a la circulación y garantizar su fluidez, se podrán imponer 
restricciones o limitaciones a determinados vehículos y para vías concretas, que serán obligatorias 
para los usuarios afectados (artículo 16.2 del texto articulado). 
 
3. El cierre a la circulación de una vía objeto de la legislación sobre tráfico, circulación de 
vehículos a motor y seguridad vial sólo se realizará con carácter excepcional y deberá ser 
expresamente autorizado por el organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico o, en su caso, 
por la autoridad autonómica o local responsable de la regulación del tráfico, salvo que esté 
motivada por deficiencias físicas de la infraestructura o por la realización de obras en ésta; en tal 
caso la autorización corresponderá al titular de la vía, y deberá contemplarse, siempre que sea 
posible, la habilitación de un itinerario alternativo y su señalización. El cierre y la apertura al 
tráfico habrá de ser ejecutado, en todo caso, por los agentes de la autoridad responsable de la 
vigilancia y disciplina del tráfico o del personal dependiente del organismo titular de la vía 
responsable de la explotación de ésta. Las autoridades competentes a que se ha hecho referencia 
para autorizar el cierre a la circulación de una carretera se comunicarán los cierres que hayan 
acordado. 
 
4. El organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico o, en su caso, la autoridad autonómica o 
local responsable de la regulación del tráfico, así como los organismos titulares de las vías, podrán 
imponer restricciones o limitaciones a la circulación por razones de seguridad vial o fluidez del 
tráfico, a petición del titular de la vía o de otras entidades, como las sociedades concesionarias de 
autopistas de peaje, y quedará obligado el peticionario a la señalización del correspondiente 
itinerario alternativo fijado por la autoridad de tráfico, en todo su recorrido. 
 
5. Los supuestos de circulación en sentido contrario al estipulado tendrán la consideración de falta 
muy grave conforme a lo establecido en el artículo 65.5.f del texto articulado de la Ley sobre 
tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial. 
 



La circulación sin la correspondiente autorización por vías sujetas a restricciones o limitaciones 
impuestas por razones de seguridad vial o fluidez del tráfico será sancionada con arreglo a lo 
establecido en el artículo 67.2 del texto articulado de la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos 
a motor y seguridad vial. 
 
Artículo 38. Circulación en autopistas y autovías. 

1. Se prohíbe circular por autopistas y autovías con vehículos de tracción animal, bicicletas, 
ciclomotores y vehículos para personas de movilidad reducida (artículo 18.1 del texto articulado). 
 
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los conductores de bicicletas mayores de 14 años 
podrán circular por los arcenes de las autovías, salvo que por razones justificadas de seguridad 
vial se prohíba mediante la señalización correspondiente. Dicha prohibición se complementará 
con un panel que informe del itinerario alternativo. 
 
2. Todo conductor que, por razones de emergencia, se vea obligado a circular con su vehículo por 
una autopista o autovía a velocidad anormalmente reducida, regulada en el artículo 49.1, deberá 
abandonarla por la primera salida. 
 
3. Los vehículos especiales o en régimen de transporte especial que excedan de las masas o 
dimensiones establecidas en el Reglamento General de Vehículos podrán circular, 
excepcionalmente, por autopistas y autovías cuando así se indique en la autorización 
complementaria de la que deben ir provistos, y los que no excedan de dichas masas o 
dimensiones, cuando, con arreglo a sus características, puedan desarrollar una velocidad superior 
a 60 km/h en llano y cumplan las condiciones que se señalan en el anexo III de este Reglamento. 
 
Artículo 39. Limitaciones a la circulación. 

1. Con sujeción a lo dispuesto en los apartados siguientes, se podrán establecer limitaciones de 
circulación, temporales o permanentes, en las vías objeto de la legislación sobre tráfico, 
circulación de vehículos a motor y seguridad vial, cuando así lo exijan las condiciones de 
seguridad o fluidez de la circulación. 
 
2. En determinados itinerarios, o en partes o tramos de ellos comprendidos dentro de las vías 
públicas interurbanas, así como en tramos urbanos, incluso travesías, se podrán establecer 
restricciones temporales o permanentes a la circulación de camiones con masa máxima autorizada 
superior a 3.500 kilogramos, furgones, conjuntos de vehículos, vehículos articulados y vehículos 
especiales, así como a vehículos en general que no alcancen o no les esté permitido alcanzar la 
velocidad mínima que pudiera fijarse, cuando, por razón de festividades, vacaciones estacionales 
o desplazamientos masivos de vehículos, se prevean elevadas intensidades de tráfico, o cuando las 
condiciones en que ordinariamente se desarrolle aquél lo hagan necesario o conveniente. 
 
Asimismo por razones de seguridad podrán establecerse restricciones temporales o permanentes a 
la circulación de vehículos en los que su propia peligrosidad o la de su carga aconsejen su 
alejamiento de núcleos urbanos, de zonas ambientalmente sensibles o de tramos singulares como 
puentes o túneles, o su tránsito fuera de horas de gran intensidad de circulación. 
 



3. Corresponde establecer las aludidas restricciones al organismo autónomo Jefatura Central de 
Tráfico o, en su caso, a la autoridad de tráfico de la comunidad autónoma que tenga transferida la 
ejecución de la referida competencia. 
 
4. Las restricciones serán publicadas, en todo caso, con una antelación mínima de ocho días 
hábiles en el Boletín Oficial del Estado y, facultativamente, en los diarios oficiales de las 
comunidades autónomas citadas en el apartado anterior. 
 
En casos imprevistos o por circunstancias excepcionales, cuando se estime necesario para lograr 
una mayor fluidez o seguridad de la circulación, serán los agentes de la autoridad responsable de 
la vigilancia y disciplina del tráfico los que, durante el tiempo necesario, determinen las 
restricciones mediante la adopción de las medidas oportunas. 
 
5. En caso de reconocida urgencia podrán concederse autorizaciones especiales para la circulación 
de vehículos dentro de los itinerarios y plazos objeto de las restricciones impuestas conforme a lo 
establecido en los apartados anteriores, previa justificación de la necesidad ineludible de efectuar 
el desplazamiento por esos itinerarios y en los períodos objeto de restricción. 
 
En estas autorizaciones especiales se hará constar la matrícula y características principales del 
vehículo a que se refieran, mercancía transportada, vías a las que afecta y las condiciones a que en 
cada caso deben sujetarse. 
 
6. Corresponde otorgar las autorizaciones a que se refiere el apartado anterior a la autoridad que 
estableció las restricciones. 
7. Las restricciones a la circulación reguladas en este artículo son independientes y no excluyen 
las que establezcan otras autoridades con arreglo a sus específicas competencias. 
 
8. Los supuestos de circulación en vías restringidas sin la autorización contemplada en el apartado 
5 tendrán la consideración de infracción, que se sancionará conforme prevé el artículo 67.2 del 
texto articulado de la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial.  
 
Artículo 40. Carriles reversibles. 

1. En las calzadas con doble sentido de la circulación, cuando las marcas dobles discontinuas 
delimiten un carril por ambos lados, indican que éste es reversible, es decir, que en él la 
circulación puede estar regulada en uno o en otro sentido mediante semáforos de carril u otros 
medios. Los conductores que circulen por dicho carril deberán llevar encendida, al menos, la luz 
de corto alcance o de cruce en sus vehículos tanto de día como de noche, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 104. 
 
2. Los supuestos de circulación en sentido contrario al estipulado tendrán la consideración de 
infracciones muy graves, conforme se prevé en el artículo 65.5.f del texto articulado. 
 
Artículo 41. Carriles de utilización en sentido contrario al habitual. 

1. Cuando las calzadas dispongan de más de un carril de circulación en cada sentido de marcha, la 
autoridad encargada de la regulación del tráfico podrá habilitar, por razones de fluidez de la 



circulación, carriles para su utilización en sentido contrario al habitual, debidamente señalizados 
con arreglo a lo dispuesto en el artículo 144. 
 
La utilización de los carriles habilitados para la circulación en sentido contrario al habitual queda 
limitada a las motocicletas y turismos, y está prohibida, por lo tanto, al resto de los vehículos, 
incluidos los turismos con remolque. Los usuarios de este tipo de carriles circularán siempre, al 
menos, con la luz de corto alcance o de cruce encendida, tanto de día como de noche, a una 
velocidad máxima de 80 kilómetros por hora y a una mínima de 60, o inferiores si así estuviera 
establecido o específicamente señalizado, y no podrán desplazarse lateralmente invadiendo el 
carril o carriles destinados al sentido normal de la circulación, ni siquiera para adelantar. 
 
Los conductores de los vehículos que circulen por carriles destinados al sentido normal de 
circulación, contiguos al habilitado para circulación en sentido contrario al habitual, tampoco 
podrán desplazarse lateralmente invadiendo los habilitados para ser utilizados en sentido contrario 
al habitual; llevarán encendida la luz de corto alcance o cruce, al menos, tanto de día como de 
noche; y, además, si disponen de un solo carril en su sentido de circulación, lo harán a una 
velocidad máxima de 80 kilómetros por hora y a una mínima de 60, o inferiores si así estuviera 
establecido o específicamente señalizado, y si disponen de más de un carril en su sentido de 
circulación, lo harán a las velocidades que se establecen en los artículos 48.1.a.1 y 2, 49 y 50. 
Dichos usuarios y conductores pondrán especial cuidado en evitar alterar los elementos de 
balizamiento permanentes o móviles. 
 
La autoridad titular de la carretera también podrá habilitar carriles para su utilización en sentido 
contrario al habitual, de acuerdo con el organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico o, en su 
caso, con la autoridad autonómica responsable del tráfico, cuando la realización de trabajos en la 
calzada lo haga necesario, y, en este caso, podrán circular por dichos carriles todos los tipos de 
vehículos que estén autorizados a circular por la vía en obra, salvo prohibición expresa, en las 
mismas condiciones establecidas en los párrafos anteriores. 
 
2. Los supuestos de circulación en sentido contrario al estipulado o con vulneración de los límites 
de velocidad tendrán la consideración de infracciones muy graves, en el primer caso, y de 
infracciones graves o muy graves, según corresponda, por el exceso de velocidad, conforme se 
prevé en los artículos 65.5.f, 65.4.c y 65.5.e, respectivamente, todos ellos del texto articulado. 
 
Artículo 42. Carriles adicionales circunstanciales de circulación. 

1. En las calzadas con doble sentido de la circulación y arcenes, cuando la anchura de la 
plataforma lo permita, la autoridad encargada de la regulación del tráfico podrá habilitar un carril 
adicional de circulación en uno de los sentidos de la marcha, mediante la utilización de elementos 
provisionales de señalización y balizamiento, que modifiquen la zona de rodadura de los 
vehículos en el centro de la calzada. 
 
La habilitación de este carril adicional circunstancial de circulación supone, mediante la 
utilización de ambos arcenes, disponer de dos carriles en un sentido de circulación y de uno en el 
otro. En cualquier caso, esta circunstancia estará debidamente señalizada. Los vehículos que 
circulen por los arcenes y por dicho carril adicional lo harán a una velocidad máxima de 80 
kilómetros por hora y a una mínima de 60, o inferiores si así estuviera establecido o 
específicamente señalizado, deberán utilizar al menos el alumbrado de corto alcance o de cruce 



tanto de día como de noche y deberán observarse, en cuanto sean aplicables, las normas 
contenidas en el artículo anterior. 
 
2. Los supuestos de circulación en sentido contrario al estipulado o con vulneración de los límites 
de velocidad tendrán la consideración de infracciones muy graves, en el primer caso, y de 
infracciones graves o muy graves, según corresponda, por el exceso de velocidad, conforme se 
prevé en los artículos 65.5.f, 65.4.c y 65.5.e, respectivamente, todos ellos del texto articulado. 
 
 

SECCIÓN V. REFUGIOS, ISLETAS O DISPOSITIVOS DE GUÍA O ANÁLOGOS. 
 
Artículo 43. Sentido de la circulación. 

 
1. Cuando en la vía existan refugios, isletas o dispositivos de guía, se circulará por la parte de la 
calzada que quede a la derecha de éstos, en el sentido de la marcha, salvo cuando estén situados 
en una vía de sentido único o dentro de la parte correspondiente a un solo sentido de circulación, 
en cuyo caso podrá hacerse por cualquiera de los dos lados (artículo 17 del texto articulado). 
 
2. En las plazas, glorietas y encuentros de vías los vehículos circularán dejando a su izquierda el 
centro de aquéllas. 
 
3. Los supuestos de circulación en sentido contrario al estipulado tendrán la consideración de 
infracciones muy graves, aunque no existan refugios, isletas o dispositivos de vía, conforme se 
prevé en el artículo 65.5.f del texto articulado. 
 

SECCIÓN VI. DIVISIÓN DE LAS VÍAS EN CALZADAS. 
 
Artículo 44. Utilización de las calzadas. 
 
1. En las vías divididas en dos calzadas, en el sentido de su longitud, por medianas, separadores o 
dispositivos análogos los vehículos deben utilizar la calzada de la derecha, en relación con el 
sentido de su marcha. 
 
2. Cuando la división determine tres calzadas, la central podrá estar destinada a la circulación en 
los dos sentidos, o en un sentido único, permanente o temporal, según se disponga mediante las 
correspondientes señales, y las laterales para la circulación en uno sólo, sin perjuicio de que el 
organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico o, en su caso, la autoridad autonómica o local 
responsable de la regulación del tráfico pueda establecer para estas últimas o para alguno de los 
carriles otro sentido de circulación, que habrá de estar convenientemente señalizado. 
 
3. Los supuestos de circulación en sentido contrario al estipulado tendrán la consideración de 
infracciones muy graves, conforme se prevé en el artículo 65.5.f del texto articulado.  
 
 

CAPÍTULO III.- PRIORIDAD DE PASO. 
 

SECCIÓN I. NORMAS DE PRIORIDAD EN LAS INTERSECCIONES. 



 
 
Artículo 56. Intersecciones señalizadas. 
 
1. En las intersecciones la preferencia de paso se verificará siempre ateniéndose a la señalización 
que la regule (artículo 21.1 del texto articulado). 
 
2. Los conductores de vehículos que se aproximen a una intersección regulada por un agente de la 
circulación deberán detener sus vehículos cuando así lo ordene éste mediante las señales previstas 
en el artículo 143. 
 
3. Todo conductor de un vehículo que se aproxime a una intersección regulada por semáforos 
deberá actuar en la forma ordenada en el artículo 146. 
 
4. Los conductores de los vehículos que se aproximen a una intersección señalizada con señal de 
intersección con prioridad, o que circulen por una vía señalizada con señal de calzada con 
prioridad, previstas en los artículos 149 y 151, tendrán prioridad de paso sobre los vehículos que 
circulen por otra vía o procedan de ella. 
 
5. En las intersecciones de vías señalizadas con señal de ceda el paso o detención obligatoria o 
stop, previstas en los artículos 151 y 169, los conductores cederán siempre el paso a los vehículos 
que transiten por la vía preferente, cualquiera que sea el lado por el que se aproximen, llegando a 
detener por completo su marcha cuando sea preciso y, en todo caso, cuando así lo indique la señal 
correspondiente. 
 
6. Las infracciones a las normas de este precepto relativas a la prioridad de paso tendrán la 
consideración de graves, conforme lo dispuesto en el artículo 65.4.c del texto articulado. 
 
Artículo 57. Intersecciones sin señalizar. 

1. En defecto de señal que regule la preferencia de paso, el conductor está obligado a cederlo a los 
vehículos que se aproximen por su derecha, salvo en los siguientes supuestos: 
 
Tendrán derecho de preferencia de paso los vehículos que circulen por una vía pavimentada frente 
a los procedentes de otra sin pavimentar. 
 
Los vehículos que circulen por raíles tienen derecho de prioridad de paso sobre los demás 
usuarios. 
 
En las glorietas, los que se hallen dentro de la vía circular tendrán preferencia de paso sobre los 
que pretendan acceder a aquéllas (artículo 21.2 del texto articulado). 
 
Los vehículos que circulen por una autopista o autovía tendrán preferencia de paso sobre los que 
pretenden acceder a aquélla. 
 
2. Las infracciones a las normas de este precepto tendrán la consideración de graves, conforme se 
prevé en el artículo 65.4.c del texto articulado. 
 



Artículo 58. Normas generales. 

1. El conductor de un vehículo que haya de ceder el paso a otro no deberá iniciar o continuar su 
marcha o su maniobra, ni reemprenderlas, hasta haberse asegurado de que con ello no fuerza al 
conductor del vehículo que tiene la prioridad a modificar bruscamente la trayectoria o la 
velocidad de éste, y debe mostrar con suficiente antelación, por su forma de circular y 
especialmente con la reducción paulatina de la velocidad que efectivamente va a cederlo (artículo 
24.1 del texto articulado). 
2. En todos los preceptos de este capítulo que regulan la prioridad de paso deberán tenerse en 
cuenta, en su caso, las normas previstas en el apartado anterior. 
 
3. Las infracciones a las normas de este precepto tendrán la consideración de graves, conforme se 
prevé en el artículo 65.4.c del texto articulado. 
 
Artículo 59. Intersecciones. 

1. Aun cuando goce de prioridad de paso, ningún conductor deberá penetrar con su vehículo en 
una intersección o en un paso para peatones o para ciclistas si la situación de la circulación es tal 
que, previsiblemente, pueda quedar detenido de forma que impida u obstruya la circulación 
transversal (artículo 24.2 del texto articulado). 
 
2. Todo conductor que tenga detenido su vehículo en una intersección regulada por semáforo y su 
situación constituya obstáculo para la circulación deberá salir de aquélla sin esperar a que se 
permita la circulación en la dirección que se propone tomar, siempre que al hacerlo no entorpezca 
la marcha de los demás usuarios que avancen en el sentido permitido (artículo 24.3 del texto 
articulado). 
 
3. Las infracciones a las normas de este precepto tendrán la consideración de graves, conforme se 
prevé en el artículo 65.4.c del texto articulado. 
 

 
 

SECCIÓN II 
 

TRAMOS EN OBRAS, ESTRECHAMIENTOS Y TRAMOS DE GRAN PENDIENTE. 
 
Artículo 60. Tramos en obras y estrechamientos. 

1. En los tramos de la vía en los que por su estrechez sea imposible o muy difícil el paso 
simultáneo de dos vehículos que circulen en sentido contrario, donde no haya señalización 
expresa al efecto, tendrá derecho de preferencia de paso el que hubiese entrado primero (artículo 
22.1 del texto articulado). 
 
En caso de duda sobre dicha circunstancia, tendrá la preferencia el vehículo con mayores 
dificultades de maniobra, de acuerdo con lo que se determina en el artículo 62. 
 



2. Cuando en una vía se estén efectuando obras de reparación, los vehículos, caballerías y toda 
especie de ganado marcharán por el sitio señalado al efecto. 
 
3. Siempre que sea posible efectuarlo sin peligro ni daño a la obra realizada, se permitirá el paso 
por el trozo de vía en reparación a los vehículos de servicios de policía, extinción de incendios, 
protección civil y salvamento, y de asistencia sanitaria, pública o privada, que circulen en servicio 
urgente y cuyos conductores lo adviertan mediante el uso de la correspondiente señalización. 
 
4. En todo caso, cualquier vehículo que se acerque a una obra de reparación de la vía y encuentre 
esperando a otro llegado con anterioridad y en el mismo sentido, se colocará detrás de el, lo más 
arrimado que sea posible al borde de la derecha, y no intentará pasar sino siguiendo al que tiene 
delante. 
 
5. En todos los casos previstos en este artículo, los usuarios de la vía están obligados a seguir las 
indicaciones del personal destinado a la regulación del paso de vehículos. 
 
6. Las infracciones a las normas de este precepto tendrán la consideración de graves, conforme lo 
dispuesto en el artículo 65.4.c del texto articulado de la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos 
a motor y seguridad vial.  
 
Artículo 61. Paso de puentes u obras de paso señalizado. 

 
1. El orden de preferencia de paso por puentes u obras de paso cuya anchura no permita el cruce 
de vehículos se realizará conforme a la señalización que lo regule. 
 
2. En caso de encuentro de dos vehículos que no se puedan cruzar en puentes u obras de paso en 
uno de cuyos extremos se hubiera colocado la señal de prioridad en sentido contrario o la de ceda 
el paso, el que llegue por ese extremo habrá de retroceder para dejar paso al otro. 
 
En ausencia de señalización, el orden de preferencia entre los distintos tipos de vehículos se 
ajustará a lo establecido en el artículo 62. 
 
3. Los vehículos que necesitan autorización especial para circular no podrán cruzarse en los 
puentes si el ancho de la calzada es inferior a seis metros, de suerte que para cada vehículo pueda 
contarse con un ancho de vía no inferior a tres metros. En caso de encuentro o cruce entre dichos 
vehículos, se estará a lo dispuesto en el apartado anterior. 
 
4. Las infracciones a las normas de este precepto tendrán la consideración de graves, conforme se 
prevé en el artículo 65.4.c del texto articulado.  
 
Artículo 62. Orden de preferencia en ausencia de señalización. 

1. Sin perjuicio de lo que pueda ordenar el agente de la autoridad o, en su caso, indicar el personal 
de obras y el de acompañamiento de vehículos especiales o en régimen de transporte especial, el 
orden de preferencia entre los distintos tipos de vehículos cuando uno de ellos tenga que dar 
marcha atrás es el siguiente: 
 



Vehículos especiales y en régimen de transporte especial que excedan de las masas o dimensiones 
establecidas en las normas reguladoras de los vehículos. 
 
Conjunto de vehículos, excepto los contemplados en el párrafo d. 
 
Vehículos de tracción animal. 
 
Turismos que arrastran remolques de hasta 750 kilogramos de masa máxima autorizada y 
autocaravanas. 
 
Vehículos destinados al transporte colectivo de viajeros. 
 
Camiones, tractocamiones y furgones. 
 
Turismos y vehículos derivados de turismos. 
 
Vehículos especiales que no excedan de las masas o dimensiones establecidas en las normas 
reguladoras de los vehículos, cuadriciclos y cuadriciclos ligeros. 
 
Vehículos de tres ruedas, motocicletas con sidecar y ciclomotores de tres ruedas. 
 
Motocicletas, ciclomotores de dos ruedas y bicicletas. 
 
Cuando se trate de vehículos del mismo tipo o de supuestos no enumerados, la preferencia de paso 
se decidirá a favor del que tuviera que dar marcha atrás mayor distancia y, en caso de igualdad, 
del que tenga mayor anchura, longitud o masa máxima autorizada. 
 
2. Las infracciones a las normas de este precepto tendrán la consideración de graves, conforme se 
prevé en el artículo 65.4.c del texto articulado. 
 
Artículo 63. Tramos de gran pendiente. 

1. En los tramos de gran pendiente, en los que se den las circunstancias de estrechez señaladas en 
el artículo 60, la preferencia de paso la tendrá el vehículo que circule en sentido ascendente, salvo 
si éste pudiera llegar antes a un apartadero establecido al efecto. En caso de duda sobre la 
inclinación de la pendiente o la distancia al apartadero, se estará a lo establecido en el artículo 62 
(artículo 22.2 del texto articulado).  
 
Se entienden por tramos de gran pendiente los que tienen una inclinación mínima del 7 %. 
 
2. Las infracciones a las normas de este precepto tendrán la consideración de graves, conforme se 
prevé en el artículo 65.4.c del texto articulado.  

 
SECCIÓN III 

 
NORMAS DE COMPORTAMIENTO DE LOS CONDUCTORES RESPECTO A LOS 

CICLISTAS, PEATONES Y ANIMALES. 
 



Artículo 64. Normas generales y prioridad de paso de ciclistas. 

Como regla general, y siempre que sus trayectorias se corten, los conductores tienen prioridad de 
paso para sus vehículos en la calzada y en el arcén, respecto de los peatones y animales, salvo en 
los casos enumerados en los artículos 65 y 66, en que deberán dejarlos pasar, llegando a detenerse 
si fuera necesario. 
 
Los conductores de bicicletas tienen prioridad de paso respecto a los vehículos de motor: 
 
Cuando circulen por un carril bici, paso para ciclistas o arcén debidamente señalizados. 
 
Cuando para entrar en otra vía el vehículo de motor gire a derecha o izquierda, en los supuestos 
permitidos, y haya un ciclista en sus proximidades. 
 
Cuando circulando en grupo, el primero haya iniciado ya el cruce o haya entrado en una glorieta. 
 
En los demás casos serán aplicables las normas generales sobre prioridad de paso entre vehículos. 
 
Artículo 65. Prioridad de paso de los conductores sobre los peatones. 

 
1. Los conductores tienen prioridad de paso para sus vehículos, respecto de los peatones, salvo en 
los casos siguientes: 
 
En los pasos para peatones debidamente señalizados. 
 
Cuando vayan a girar con su vehículo para entrar en otra vía y haya peatones cruzándola, aunque 
no exista paso para éstos. 
 
Cuando el vehículo cruce un arcén por el que estén circulando peatones que no dispongan de zona 
peatonal (artículo 23.1 del texto articulado).  
 
2. En las zonas peatonales, cuando los vehículos las crucen por los pasos habilitados al efecto, los 
conductores tienen la obligación de dejar pasar a los peatones que circulen por ellas (artículo 23.2 
del texto articulado). 
 
3. También deberán ceder el paso: 
 
A los peatones que vayan a subir o hayan bajado de un vehículo de transporte colectivo de 
viajeros, en una parada señalizada como tal, cuando se encuentren entre dicho vehículo y la zona 
peatonal o refugio más próximo. 
 
A las tropas en formación, filas escolares o comitivas organizadas (artículo 23.3 del texto 
articulado).  
 
4. Las infracciones a las normas de este precepto tendrán la consideración de graves, conforme se 
prevé en el artículo 65.4.c del texto articulado. 
 



Artículo 66. Prioridad de paso de los conductores sobre los animales. 

1. Los conductores tienen prioridad de paso para sus vehículos, respecto de los animales, salvo en 
los casos siguientes: 
 
En las cañadas debidamente señalizadas. 
 
Cuando vayan a girar con su vehículo para entrar en otra vía y haya animales cruzándola, aunque 
no exista paso para éstos. 
 
Cuando el vehículo cruce un arcén por el que estén circulando animales que no dispongan de 
cañada (artículo 23.4 del texto articulado).  
 
2. Las cañadas o pasos de ganado de carácter general se señalizarán por medio de paneles 
complementarios con la inscripción cañada, que se colocarán debajo de la señal paso de animales 
domésticos, recogida en el artículo 149, con su plano perpendicular a la dirección de la 
circulación y al lado derecho de ésta de forma fácilmente visible para los conductores de los 
vehículos afectados. 
 
Dicha señalización deberá ser complementada con las correspondientes señales de limitación de 
velocidad. 
 
3. Las infracciones a las normas de este precepto tendrán la consideración de graves, conforme se 
prevé en el artículo 65.4.c del texto articulado. 
 

SECCIÓN IV. VEHÍCULOS EN SERVICIOS DE URGENCIA. 
 
Artículo 67. Vehículos prioritarios. 

1. Tendrán prioridad de paso sobre los demás vehículos y otros usuarios de la vía los vehículos de 
servicios de urgencia, públicos o privados, cuando se hallen en servicio de tal carácter. Podrán 
circular por encima de los límites de velocidad y estarán exentos de cumplir otras normas o 
señales en los casos y con las condiciones que se determinan en esta sección (artículo 25 del texto 
articulado). 
 
2. Los conductores de los vehículos destinados a los referidos servicios harán uso ponderado de su 
régimen especial únicamente cuando circulen en prestación de un servicio urgente y cuidarán de 
no vulnerar la prioridad de paso en las intersecciones de vías o las señales de los semáforos, sin 
antes adoptar extremadas precauciones, hasta cerciorarse de que no existe riesgo de atropello a 
peatones y de que los conductores de otros vehículos han detenido su marcha o se disponen a 
facilitar la suya. 
 
3. La instalación de aparatos emisores de luces y señales acústicas especiales en vehículos 
prioritarios requerirá autorización de la Jefatura Provincial de Tráfico correspondiente, de 
conformidad con lo dispuesto en las normas reguladoras de los vehículos. 
 
Artículo 68. Facultades de los conductores de los vehículos prioritarios. 



1. Los conductores de los vehículos prioritarios deberán observar los preceptos de este 
Reglamento, si bien, a condición de haberse cerciorado de que no ponen en peligro a ningún 
usuario de la vía, podrán dejar de cumplir bajo su exclusiva responsabilidad las normas de los 
títulos II, III y IV, salvo las órdenes y señales de los agentes, que son siempre de obligado 
cumplimiento. 
 
Los conductores de dichos vehículos podrán igualmente, con carácter excepcional, cuando 
circulen por autopista o autovía en servicio urgente y no comprometan la seguridad de ningún 
usuario, dar media vuelta o marcha atrás, circular en sentido contrario al correspondiente a la 
calzada, siempre que lo hagan por el arcén, o penetrar en la mediana o en los pasos transversales 
de ésta. 
 
Los agentes de la autoridad responsable de la vigilancia, regulación y control del tráfico podrán 
utilizar o situar sus vehículos en la parte de la vía que resulte necesaria cuando presten auxilio a 
los usuarios de ésta o lo requieran las necesidades del servicio o de la circulación. Asimismo, 
determinarán en cada caso concreto los lugares donde deben situarse los vehículos de servicios de 
urgencia o de otros servicios especiales. 
 
2. Tendrán el carácter de prioritarios los vehículos de los servicios de policía, extinción de 
incendios, protección civil y salvamento, y de asistencia sanitaria, pública o privada, que circulen 
en servicio urgente y cuyos conductores adviertan de su presencia mediante la utilización 
simultánea de la señal luminosa, a que se refiere el artículo 173, y del aparato emisor de señales 
acústicas especiales, al que se refieren las normas reguladoras de los vehículos. 
 
Por excepción de lo dispuesto en el párrafo anterior, los conductores de los vehículos prioritarios 
deberán utilizar la señal luminosa aisladamente cuando la omisión de las señales acústicas 
especiales no entrañe peligro alguno para los demás usuarios. 
 
3. Las infracciones a las normas de este precepto tendrán la consideración de graves, conforme se 
prevé en el artículo 65.4.c del texto articulado.  
 
Artículo 69. Comportamiento de los demás conductores respecto de los vehículos 
prioritarios. 

 
Tan pronto perciban las señales especiales que anuncien la proximidad de un vehículo prioritario, 
los demás conductores adoptarán las medidas adecuadas, según las circunstancias del momento y 
lugar, para facilitarles el paso, apartándose normalmente a su derecha o deteniéndose si fuera 
preciso. 
 
Cuando un vehículo de policía que manifiesta su presencia según lo dispuesto en el artículo 68.2 
se sitúa detrás de cualquier otro vehículo y activa además un dispositivo de emisión de luz 
amarilla hacia adelante de forma intermitente o destellante, el conductor de éste deberá detenerlo 
con las debidas precauciones en el lado derecho, delante del vehículo policial, en un lugar donde 
no genere mayores riesgos o molestias para el resto de los usuarios, y permanecerá en su interior. 
En todo momento el conductor ajustará su comportamiento a las instrucciones que imparta el 
agente a través de la megafonía o por cualquier otro medio que pueda ser percibido claramente 
por aquél. 
 



Artículo 70. Vehículos no prioritarios en servicio de urgencia. 

1. Si, como consecuencia de circunstancias especialmente graves, el conductor de un vehículo no 
prioritario se viera forzado, sin poder recurrir a otro medio, a efectuar un servicio de los 
normalmente reservados a los prioritarios, procurará que los demás usuarios adviertan la especial 
situación en que circula, utilizando para ello el avisador acústico en forma intermitente y 
conectando la luz de emergencia, si se dispusiera de ella, o agitando un pañuelo o procedimiento 
similar. 
 
2. Los conductores a que se refiere el apartado anterior deberán respetar las normas de 
circulación, sobre todo en las intersecciones, y los demás usuarios de la vía darán cumplimiento a 
lo dispuesto en el artículo 69. 
 
3. En cualquier momento, los agentes de la autoridad podrán exigir la justificación de las 
circunstancias a que se alude en el apartado 1. 
 
4. Las infracciones a las normas de este precepto tendrán la consideración de graves, conforme se 
prevé en el artículo 65.4.c del texto articulado.  
 

 
CAPÍTULO VIII 

 
 PARADA Y ESTACIONAMIENTO. 

 
SECCIÓN I 

 
 NORMAS GENERALES DE PARADAS Y ESTACIONAMIENTOS. 

 
Artículo 90. Lugares en que deben efectuarse. 

1. La parada o el estacionamiento de un vehículo en vías interurbanas deberá efectuarse siempre 
fuera de la calzada, en el lado derecho de ésta y dejando libre la parte transitable del arcén 
(artículo 38.1 del texto articulado). 
 
Cuando por razones de emergencia no sea posible situar el vehículo fuera de la calzada y de la 
parte transitable del arcén, se observarán las normas contenidas en los artículos siguientes de este 
capítulo y las previstas en el artículo 130, en cuanto sean aplicables. 
 
2. Cuando en vías urbanas tenga que realizarse en la calzada o en el arcén, se situará el vehículo lo 
más cerca posible de su borde derecho, salvo en las vías de único sentido, en las que se podrá 
situar también en el lado izquierdo (artículo 38.2 del texto articulado).  
 
Debe, asimismo, observarse lo dispuesto al efecto en las ordenanzas que dicten las autoridades 
municipales de acuerdo con lo establecido en el artículo 93. 
 
Artículo 91. Modo y forma de ejecución. 



1. La parada y el estacionamiento deberán efectuarse de tal manera que el vehículo no obstaculice 
la circulación ni constituya un riesgo para el resto de los usuarios de la vía, cuidando 
especialmente la colocación del vehículo y evitar que pueda ponerse en movimiento en ausencia 
del conductor (artículo 38.3 del texto articulado).  
 
2. Se consideran paradas o estacionamientos en lugares peligrosos o que obstaculizan gravemente 
la circulación los que constituyan un riesgo u obstáculo a la circulación en los siguientes 
supuestos: 
 
Cuando la distancia entre el vehículo y el borde opuesto de la calzada o una marca longitudinal 
sobre ella que indique prohibición de atravesarla sea inferior a tres metros o, en cualquier caso, 
cuando no permita el paso de otros vehículos. 
 
Cuando se impida incorporarse a la circulación a otro vehículo debidamente parado o estacionado. 
 
Cuando se obstaculice la utilización normal del paso de salida o acceso a un inmueble de personas 
o animales, o de vehículos en un vado señalizado correctamente. 
 
Cuando se obstaculice la utilización normal de los pasos rebajados para disminuidos físicos. 
 
Cuando se efectúe en las medianas, separadores, isletas u otros elementos de canalización del 
tráfico. 
 
Cuando se impida el giro autorizado por la señal correspondiente. 
 
Cuando el estacionamiento tenga lugar en una zona reservada a carga y descarga, durante las 
horas de utilización. 
 
Cuando el estacionamiento se efectúe en doble fila sin conductor. 
 
Cuando el estacionamiento se efectúe en una parada de transporte público, señalizada y 
delimitada. 
 
Cuando el estacionamiento se efectúe en espacios expresamente reservados a servicios de 
urgencia y seguridad. 
 
Cuando el estacionamiento se efectúe en espacios prohibidos en vía pública calificada de atención 
preferente, específicamente señalizados. 
 
Cuando el estacionamiento se efectúe en medio de la calzada. 
 
Las paradas o estacionamientos que, sin estar incluidos en los párrafos anteriores, constituyan un 
peligro u obstaculicen gravemente el tráfico de peatones, vehículos o animales. 
 
3. Los supuestos de paradas o estacionamientos en lugares peligrosos o que obstaculicen 
gravemente la circulación tienen la consideración de infracciones graves, conforme se prevé en el 
artículo 65.4.d del texto articulado.  
 
Artículo 92. Colocación del vehículo. 



1. La parada y el estacionamiento se realizarán situando el vehículo paralelamente al borde de la 
calzada. 
 
Por excepción, se permitirá otra colocación cuando las características de la vía u otras 
circunstancias así lo aconsejen. 
 
2. Todo conductor que pare o estacione su vehículo deberá hacerlo de forma que permita la mejor 
utilización del restante espacio disponible. 
 
3. Cuando se trate de un vehículo a motor o ciclomotor y el conductor tenga que dejar su puesto, 
deberá observar, además, en cuanto le fuesen de aplicación, las siguientes reglas: 
 
Parar el motor y desconectar el sistema de arranque y, si se alejara del vehículo, adoptar las 
precauciones necesarias para impedir su uso sin autorización. 
 
Dejar accionado el freno de estacionamiento. 
 
En un vehículo provisto de caja de cambios, dejar colocada la primera velocidad, en pendiente 
ascendente, y la marcha hacia atrás, en descendente, o, en su caso, la posición de estacionamiento. 
 
Cuando se trate de un vehículo de más de 3.500 kilogramos de masa máxima autorizada, de un 
autobús o de un conjunto de vehículos y la parada o el estacionamiento se realice en un lugar con 
una sensible pendiente, su conductor deberá, además, dejarlo debidamente calzado, bien sea por 
medio de la colocación de calzos, sin que puedan emplear a tales fines elementos como piedras u 
otros no destinados de modo expreso a dicha función, bien por apoyo de una de las ruedas 
directrices en el bordillo de la acera, inclinando aquéllas hacia el centro de la calzada en las 
pendientes ascendentes, y hacia fuera en las pendientes descendentes. 
 
Los calzos, una vez utilizados, deberán ser retirados de las vías al reanudar la marcha. 
 
Artículo 93. Ordenanzas municipales. 

1. El régimen de parada y estacionamiento en vías urbanas se regulará por ordenanza municipal, y 
podrán adoptarse las medidas necesarias para evitar el entorpecimiento del tráfico, entre ellas 
limitaciones horarias de duración del estacionamiento, así como las medidas correctoras precisas, 
incluida la retirada del vehículo o su inmovilización cuando no se halle provisto de título que 
habilite el estacionamiento en zonas limitadas en tiempo o excedan de la autorización concedida 
hasta que se logre la identificación del conductor (artículo 38.4 del texto articulado). 
 
2. En ningún caso podrán las ordenanzas municipales oponerse, alterar, desvirtuar o inducir a 
confusión con los preceptos de este Reglamento. 
 

 
SECCIÓN II. NORMAS ESPECIALES DE PARADAS Y ESTACIONAMIENTOS. 

 
Artículo 94. Lugares prohibidos. 
 
1. Queda prohibido parar: 



 
En las curvas y cambios de rasante de visibilidad reducida, en sus proximidades y en los túneles, 
pasos inferiores y tramos de vías afectados por la señal Túnel. 
 
En pasos a nivel, pasos para ciclistas y pasos para peatones. 
 
En los carriles o parte de las vías reservados exclusivamente para la circulación o para el servicio 
de determinados usuarios. 
 
En las intersecciones y en sus proximidades si se dificulta el giro a otros vehículos, o en vías 
interurbanas, si se genera peligro por falta de visibilidad. 
 
Sobre los raíles de tranvías o tan cerca de ellos que pueda entorpecerse su circulación. 
 
En los lugares donde se impida la visibilidad de la señalización a los usuarios a quienes les afecte 
u obligue a hacer maniobras. 
 
En autopistas y autovías, salvo en las zonas habilitadas para ello. 
 
En los carriles destinados al uso exclusivo del transporte público urbano, o en los reservados para 
las bicicletas. 
 
En las zonas destinadas para estacionamiento y parada de uso exclusivo para el transporte público 
urbano. 
 
En zonas señalizadas para uso exclusivo de minusválidos y pasos para peatones (artículo 39.1 del 
texto articulado). 
 
2. Queda prohibido estacionar en los siguientes casos: 
 
En todos los descritos en el apartado anterior en los que está prohibida la parada. 
 
En los lugares habilitados por la autoridad municipal como de estacionamiento con limitación 
horaria sin colocar el distintivo que lo autoriza o cuando, colocado el distintivo, se mantenga 
estacionado el vehículo en exceso sobre el tiempo máximo permitido por la ordenanza municipal. 
 
En zonas señalizadas para carga y descarga. 
 
En zonas señalizadas para uso exclusivo de minusválidos. 
 
Sobre las aceras, paseos y demás zonas destinadas al paso de peatones. 
 
Delante de los vados señalizados correctamente. 
 
En doble fila (artículo 39.2 del texto articulado). 
 
3. Las paradas o estacionamientos en los lugares enumerados en los párrafos a, d, e, f, g e i del 
apartado 1, en los pasos a nivel y en los carriles destinados al uso del transporte público urbano 



tendrán la consideración de infracciones graves, conforme se prevé en el artículo 65.4.d del texto 
articulado. 
 

CAPÍTULO XI 
 

ADVERTENCIAS DE LOS CONDUCTORES. 
 

SECCIÓN I. NORMAS GENERALES. 
 
Artículo 108. Obligación de advertir las maniobras. 

1. Los conductores están obligados a advertir al resto de los usuarios de la vía acerca de las 
maniobras que vayan a efectuar con sus vehículos (artículo 44.1 del texto articulado). 
 
2. Como norma general, dichas advertencias se harán utilizando la señalización luminosa del 
vehículo o, en su defecto, con el brazo (artículo 44.2 del texto articulado).  
 
La validez de las realizadas con el brazo quedará subordinada a que sean perceptibles por los 
demás usuarios de la vía y se efectúen de conformidad con lo dispuesto en el artículo siguiente, y 
anularán cualquier otra indicación óptica que las contradiga. 
 
Artículo 109. Advertencias ópticas. 

1. El conductor debe advertir mediante señales ópticas toda maniobra que implique un 
desplazamiento lateral o hacia atrás de su vehículo, así como su propósito de inmovilizarlo o de 
frenar su marcha de modo considerable. Tales advertencias ópticas se efectuarán con antelación 
suficiente a la iniciación de la maniobra, y, si son luminosas, permanecerán en funcionamiento 
hasta que termine aquélla. 
 
2. A los efectos del apartado anterior, deberá tenerse en cuenta, además, lo siguiente: 
 
El desplazamiento lateral será advertido utilizando la luz indicadora de dirección correspondiente 
al lado hacia el que se va a realizar, o el brazo, en posición horizontal con la palma de la mano 
extendida hacia abajo, si el desplazamiento va a ser hacia el lado que la mano indica, o doblado 
hacia arriba, también con la palma de la mano extendida, si va a ser hacia el contrario. 
 
En las maniobras que impliquen un desplazamiento lateral, es éste el que exclusivamente se avisa, 
por lo que la advertencia deberá concluir tan pronto como el vehículo haya adoptado su nueva 
trayectoria. 
 
La marcha hacia atrás será advertida con la correspondiente luz de marcha atrás, si dispone de 
ella, o, en caso contrario, extendiendo el brazo horizontalmente con la palma de la mano hacia 
atrás. 
 
La intención de inmovilizar el vehículo o de frenar su marcha de modo considerable, aun cuando 
tales hechos vengan impuestos por las circunstancias del tráfico, deberá advertirse, siempre que 
sea posible, mediante el empleo reiterado de las luces de frenado o bien moviendo el brazo 
alternativamente de arriba abajo con movimientos cortos y rápidos. 



 
Cuando la inmovilización tenga lugar en una autopista o autovía, o en lugares o circunstancias 
que disminuyan sensiblemente la visibilidad, se deberá señalizar la presencia del vehículo 
mediante la utilización de la luz de emergencia, si se dispone de ella, y, en su caso, con las luces 
de posición. 
 
Si la inmovilización se realiza para parar o estacionar deberá utilizarse, además, el indicador 
luminoso de dirección correspondiente al lado hacia el que vaya a efectuarse aquélla, si el 
vehículo dispone de dicho dispositivo. 
 
3. Con la misma finalidad que para las acústicas se señala en el artículo siguiente y para 
sustituirlas podrán efectuarse advertencias luminosas, incluso en poblado, utilizando en forma 
intermitente los alumbrados de corto o de largo alcance, o ambos alternativamente, a intervalos 
muy cortos y de modo que se evite el deslumbramiento. 
 
Artículo 110. Advertencias acústicas. 

1. Excepcionalmente o cuando así lo prevea alguna norma de la legislación sobre tráfico, 
circulación de vehículos a motor y seguridad vial, podrán emplearse señales acústicas de sonido 
no estridente, y queda prohibido su uso inmotivado o exagerado. 
 
2. Las advertencias acústicas sólo se podrán hacer por los conductores de vehículos no 
prioritarios: 
 
Para evitar un posible accidente y, de modo especial, en vías estrechas con muchas curvas. 
 
Para advertir, fuera de poblado, al conductor de otro vehículo el propósito de adelantarlo. 
 
Para advertir su presencia a los demás usuarios de la vía, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 70. 
 

SECCIÓN II 
 

 ADVERTENCIAS DE LOS VEHÍCULOS DE SERVICIOS DE URGENCIA Y DE 
OTROS SERVICIOS ESPECIALES. 

 
Artículo 111. Normas generales. 
 
Los vehículos de servicios de urgencia, públicos o privados, vehículos especiales y transportes 
especiales podrán utilizar otras señales ópticas y acústicas en los casos y en las condiciones que se 
determinan en los artículos siguientes de esta sección. 
 
Artículo 112. Advertencias de los vehículos de servicios de urgencia. 

Los conductores de vehículos de los servicios de policía, extinción de incendios, protección civil 
y salvamento, y asistencia sanitaria, pública o privada, cuando circulen en servicio urgente, 
advertirán su presencia de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68.2.  
 



Artículo 113. Advertencias de otros vehículos. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 71, los conductores de vehículos destinados a 
obras o servicios y los de tractores y maquinaria agrícola y demás vehículos o transportes 
especiales advertirán su presencia mediante la utilización de la señal luminosa V-2 a que se refiere 
el artículo 173, o mediante la utilización del alumbrado que se determine en las normas 
reguladoras de los vehículos. 

 
 

TEMA 21 
 

REAL DECRETO 1428/2003, DE 21 DE NOVIEMBRE, POR EL QUE SE APRUEBA EL 
REGLAMENTO GENERAL DE CIRCULACION. TITULO III. (OTRAS NORMAS DE 

CIRCULACION). COMPLETO 

 
TÍTULO III 

 
 OTRAS NORMAS DE CIRCULACIÓN. 

 
CAPÍTULO I. PUERTAS Y APAGADO DE MOTOR. 

 
Artículo 114. Puertas. 

1. Se prohíbe llevar abiertas las puertas del vehículo, abrirlas antes de su completa inmovilización 
y abrirlas o apearse de aquél sin haberse cerciorado previamente de que ello no implica peligro o 
entorpecimiento para otros usuarios, especialmente cuando se refiere a conductores de bicicletas 
(artículo 45 del texto articulado). 
 
2. Como norma general, se entrará y saldrá del vehículo por el lado más próximo al borde de la 
vía y sólo cuando aquél se halle parado. 
 
3. Toda persona no autorizada se abstendrá de abrir las puertas de los vehículos destinados al 
transporte colectivo de viajeros, así como cerrarlas en las paradas, entorpeciendo la entrada de 
viajeros. 
 
Artículo 115. Apagado de motor. 

1. Aun cuando el conductor no abandone su puesto, deberá parar el motor siempre que el vehículo 
se encuentre detenido en el interior de un túnel o en lugar cerrado y durante la carga de 
combustible (artículo 46 del texto articulado).  
 
2. Todo conductor que se vea obligado a permanecer con su vehículo detenido en el interior de un 
túnel u otro lugar cerrado, por un período de tiempo superior a dos minutos, deberá interrumpir el 
funcionamiento del motor hasta que pueda proseguir la marcha, conservando encendido el 
alumbrado de posición. 
 
3. Para cargar combustible en el depósito de un vehículo, éste debe hallarse con el motor parado. 



 
Los propietarios de aparatos distribuidores de combustibles o empleados de estos últimos no 
podrán facilitar los combustibles para su carga si no está parado el motor y apagadas las luces de 
los vehículos, los sistemas eléctricos como la radio y los dispositivos emisores de radiación 
electromagnética como los teléfonos móviles. 
 
4. En ausencia de los propietarios de aparatos distribuidores de combustibles o empleados de estos 
últimos, el conductor del vehículo o, en su caso, la persona que vaya a cargar el combustible en el 
vehículo deberá cumplir los mismos requisitos establecidos en el apartado anterior. 
 
CAPÍTULO II. CINTURÓN, CASCO Y RESTANTES ELEMENTOS DE SEGURIDAD. 

 
Artículo 116. Obligatoriedad de su uso y excepciones. 

Los conductores y ocupantes de vehículos a motor y ciclomotores están obligados a utilizar el 
cinturón de seguridad, el casco y demás elementos de protección en los casos y condiciones que 
se determinan en este capítulo y en las normas reguladoras de los vehículos, con las excepciones 
que igualmente se fijan en dicho capítulo, de acuerdo con las recomendaciones internacionales en 
la materia y atendiendo a las especiales condiciones de los conductores minusválidos. 
 
Artículo 117. Cinturones de seguridad u otros sistemas de retención homologados. 

1. Se utilizarán cinturones de seguridad u otros sistemas de retención homologados, correctamente 
abrochados, tanto en la circulación de vías urbanas como interurbanas: 
 
Por el conductor y los pasajeros: 
 
De los turismos. 
 
De aquellos vehículos con masa máxima autorizada de hasta 3.500 kilogramos que, conservando 
las características esenciales de los turismos, estén dispuestos para el transporte, simultáneo o no, 
de personas y mercancías. 
 
De las motocicletas y motocicletas con sidecar, ciclomotores, vehículos de tres ruedas y 
cuadriciclos, cuando estén dotados de estructura de protección y cinturones de seguridad y así 
conste en la correspondiente tarjeta de inspección técnica. 
 
Por el conductor y los pasajeros de los asientos delanteros de los vehículos destinados al 
transporte de mercancías, con una masa máxima autorizada no superior a 3.500 kilogramos, y de 
los vehículos destinados al transporte de personas que tengan, además del asiento del conductor, 
más de ocho plazas de asiento, con una masa máxima autorizada que no supere las cinco 
toneladas y que estén obligados por reglamentación a estar provistos de cinturones de seguridad o 
dispositivos de retención. 
 
2. Queda prohibido circular con menores de doce años situados en los asientos delanteros, salvo 
que utilicen dispositivos homologados al efecto (artículo 11.4 del texto articulado).  
 



Las personas de más de tres años, cuya estatura no alcance los 150 centímetros, deberán utilizar 
un sistema de sujeción homologado adaptado a su talla y a su peso o, en caso contrario, estar 
sujetos por un cinturón de seguridad u otro sistema de sujeción homologado para adultos de los 
que estén dotados los asientos traseros del vehículo. 
 
Los niños menores de tres años, que ocupen los asientos traseros, deberán utilizar un sistema de 
sujeción homologado adaptado a su talla y a su peso. 
 
La utilización de los cinturones de seguridad, en los vehículos destinados al transporte escolar y 
de menores, se ajustará a lo establecido en su reglamentación específica y, en concreto, a las 
disposiciones contenidas en el Real Decreto 443/2001, de 27 de abril.  
 
3. El hecho de no llevar instalado el vehículo los cinturones de seguridad tendrá la consideración 
de infracción que se sancionará conforme a lo establecido en el artículo 67.2 del texto articulado 
de la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial.  
 
Artículo 118. Cascos y otros elementos de protección. 

1. Los conductores y pasajeros de motocicletas o motocicletas con sidecar, de vehículos de tres 
ruedas y cuadriciclos y de ciclomotores deberán utilizar adecuadamente cascos de protección 
homologados o certificados según la legislación vigente, cuando circulen tanto en vías urbanas 
como en interurbanas. 
 
Cuando las motocicletas, los vehículos de tres ruedas o los cuadriciclos y los ciclomotores 
cuenten con estructuras de autoprotección y estén dotados de cinturones de seguridad y así conste 
en la correspondiente tarjeta de inspección técnica o en el certificado de características de 
ciclomotor, sus conductores y viajeros quedarán exentos de utilizar el casco de protección, 
viniendo obligados a usar el referido cinturón de seguridad cuando circulen tanto en vías urbanas 
como interurbanas. 
 
Los conductores de bicicletas y, en su caso, los ocupantes estarán obligados a utilizar cascos de 
protección homologados o certificados según la legislación vigente, cuando circulen en vías 
interurbanas, salvo en rampas ascendentes prolongadas, o por razones médicas que se acreditarán 
conforme establece el artículo 119.3, o en condiciones extremas de calor. 
 
Los conductores de bicicletas en competición, y los ciclistas profesionales, ya sea durante los 
entrenamientos o en competición, se regirán por sus propias normas. 
 
2. La instalación, en cualquier vehículo, de apoya-cabezas u otros elementos de protección estará 
subordinada a que cumplan las condiciones que se determinen en las normas reguladoras de 
vehículos. 
 
3. Los conductores de turismos, de autobuses, de automóviles destinados al transporte de 
mercancías, de vehículos mixtos, de conjuntos de vehículos no agrícolas, así como los 
conductores y personal auxiliar de los vehículos piloto de protección y acompañamiento deberán 
utilizar un chaleco reflectante de alta visibilidad, certificado según el Real Decreto 1407/1992, de 
20 de noviembre, por el que se regulan las condiciones para la comercialización y libre 
circulación intracomunitaria de los equipos de protección individual, que figura entre la dotación 



obligatoria del vehículo, cuando salgan de éste y ocupen la calzada o el arcén de las vías 
interurbanas. 
 
Artículo 119. Exenciones. 

1. No obstante lo dispuesto en el artículo 117, podrán circular sin los cinturones u otros sistemas 
de retención homologados: 
 
Los conductores, al efectuar la maniobra de marcha atrás o de estacionamiento. 
 
Las mujeres encintas, cuando dispongan de un certificado médico en el que conste su situación o 
estado de embarazo y la fecha aproximada de su finalización. 
 
Las personas provistas de un certificado de exención por razones médicas graves o en atención a 
su condición de disminuido físico. 
 
El certificado a que se refieren los párrafos b y c deberá ser presentado cuando lo requiera 
cualquier agente de la autoridad responsable del tráfico. 
 
Todo certificado de este tipo expedido por la autoridad competente de un Estado miembro de la 
Unión Europea será válido en España acompañado de su traducción oficial. 
 
2. La exención alcanzará igualmente cuando circulen en poblado, pero en ningún caso cuando lo 
hagan por autopistas, autovías o carreteras convencionales, a: 
 
Los conductores de taxis, cuando estén de servicio. 
 
Los distribuidores de mercancías, cuando realicen sucesivas operaciones de carga y descarga de 
mercancías en lugares situados a corta distancia unos de otros. 
 
Los conductores y pasajeros de los vehículos en servicios de urgencia. 
 
Las personas que acompañen a un alumno o aprendiz durante el aprendizaje de la conducción o 
las pruebas de aptitud y estén a cargo de los mandos adicionales del automóvil, 
responsabilizándose de la seguridad de la circulación. 
 
3. Se eximirá de lo dispuesto en el artículo 118.1 a las personas provistas de un certificado de 
exención por razones médicas graves, expedido de conformidad con lo dispuesto en el apartado 
1.c anterior. Este certificado deberá expresar su período de validez y estar firmado por un 
facultativo colegiado en ejercicio. Deberá, además, llevar o incorporar el símbolo establecido por 
la normativa vigente. 
 

CAPÍTULO III. TIEMPOS DE CONDUCCIÓN Y DESCANSO. 
 
Artículo 120. Normas generales. 



1. Se considerará que afecta a la seguridad vial el exceso en más del 50 % en los tiempos de 
conducción o la minoración en más del 50 % en los tiempos de descanso establecidos en la 
legislación sobre transportes terrestres. 
 
2. Las infracciones a lo dispuesto en este precepto se calificarán de muy graves, conforme se 
prevé en el artículo 65.5.h del texto articulado. 
 

CAPÍTULO IV. PEATONES. 
 
Artículo 121. Circulación por zonas peatonales. Excepciones. 

1. Los peatones están obligados a transitar por la zona peatonal, salvo cuando ésta no exista o no 
sea practicable; en tal caso, podrán hacerlo por el arcén o, en su defecto, por la calzada, de 
acuerdo con las normas que se determinan en este capítulo (artículo 49.1 del texto articulado).  
 
2. Sin embargo, aun cuando haya zona peatonal, siempre que adopte las debidas precauciones, 
podrá circular por el arcén o, si éste no existe o no es transitable, por la calzada: 
 
El que lleve algún objeto voluminoso o empuje o arrastre un vehículo de reducidas dimensiones 
que no sea de motor, si su circulación por la zona peatonal o por el arcén pudiera constituir un 
estorbo considerable para los demás peatones. 
 
Todo grupo de peatones dirigido por una persona o que forme cortejo. 
 
El impedido que transite en silla de ruedas con o sin motor, a velocidad del paso humano. 
 
3. Todo peatón debe circular por la acera de la derecha con relación al sentido de su marcha, y 
cuando circule por la acera o paseo izquierdo debe ceder siempre el paso a los que lleven su mano 
y no debe detenerse de forma que impida el paso por la acera a los demás, a no ser que resulte 
inevitable para cruzar por un paso de peatones o subir a un vehículo. 
 
4. Los que utilicen monopatines, patines o aparatos similares no podrán circular por la calzada, 
salvo que se trate de zonas, vías o partes de éstas que les estén especialmente destinadas, y sólo 
podrán circular a paso de persona por las aceras o por las calles residenciales debidamente 
señalizadas con la señal regulada en el artículo 159, sin que en ningún caso se permita que sean 
arrastrados por otros vehículos. 
 
5. La circulación de toda clase de vehículos en ningún caso deberá efectuarse por las aceras y 
demás zonas peatonales. 
 
Artículo 122. Circulación por la calzada o el arcén. 

1. Fuera de poblado, en todas las vías objeto de la ley, y en tramos de poblado incluidos en el 
desarrollo de una carretera que no disponga de espacio especialmente reservado para peatones, 
como norma general, la circulación de éstos se hará por la izquierda (artículo 49.2 del texto 
articulado). 
 



2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, la circulación de peatones se hará por la 
derecha cuando concurran circunstancias que así lo justifiquen por razones de mayor seguridad. 
 
3. En poblado, la circulación de peatones podrá hacerse por la derecha o por la izquierda, según 
las circunstancias concretas del tráfico, de la vía o de la visibilidad. 
 
4. No obstante lo dispuesto en los apartados 1 y 3, deberán circular siempre por su derecha los que 
empujen o arrastren un ciclo o ciclomotor de dos ruedas, carros de mano o aparatos similares, 
todo grupo de peatones dirigido por una persona o que forme cortejo y los impedidos que se 
desplacen en silla de ruedas, todos los cuales habrán de obedecer las señales dirigidas a los 
conductores de vehículos: las de los agentes y semáforos, siempre; las demás, en cuanto les sean 
aplicables. 
 
5. La circulación por el arcén o por la calzada se hará con prudencia, sin entorpecer 
innecesariamente la circulación, y aproximándose cuanto sea posible al borde exterior de 
aquéllos. Salvo en el caso de que formen un cortejo, deberán marchar unos tras otros si la 
seguridad de la circulación así lo requiere, especialmente en casos de poca visibilidad o de gran 
densidad de circulación de vehículos. 
 
6. Cuando exista refugio, zona peatonal u otro espacio adecuado, ningún peatón debe permanecer 
detenido en la calzada ni en el arcén, aunque sea en espera de un vehículo, y para subir a éste, sólo 
podrá invadir aquélla cuando ya esté a su altura. 
 
7. Al apercibirse de las señales ópticas y acústicas de los vehículos prioritarios, despejarán la 
calzada y permanecerán en los refugios o zonas peatonales. 
 
8. La circulación en las calles residenciales debidamente señalizadas con la señal S-28 regulada en 
el artículo 159 se ajustará a lo dispuesto en dicha señal. 
 
Artículo 123. Circulación nocturna. 

Fuera del poblado, entre el ocaso y la salida del sol o en condiciones meteorológicas o 
ambientales que disminuyan sensiblemente la visibilidad, todo peatón, cuando circule por la 
calzada o el arcén, deberá ir provisto de un elemento luminoso o retrorreflectante homologado y 
que responda a las prescripciones técnicas contenidas en el Real Decreto 1407/1992, de 20 de 
noviembre, por el que se regulan las condiciones para la comercialización y libre circulación 
intracomunitaria de los equipos de protección individual, que sea visible a una distancia mínima 
de 150 metros para los conductores que se le aproximen, y los grupos de peatones dirigidos por 
una persona o que formen cortejo llevarán, además, en el lado más próximo al centro de la 
calzada, las luces necesarias para precisar su situación y dimensiones, las cuales serán de color 
blanco o amarillo hacia adelante y rojo hacia atrás y, en su caso, podrán constituir un solo 
conjunto. 
 
Artículo 124. Pasos para peatones y cruce de calzadas. 

1. En zonas donde existen pasos para peatones, los que se dispongan a atravesar la calzada 
deberán hacerlo precisamente por ellos, sin que puedan efectuarlo por las proximidades, y cuando 
tales pasos sean a nivel, se observarán, además, las reglas siguientes: 



 
Si el paso dispone de semáforos para peatones, obedecerán sus indicaciones. 
 
Si no existiera semáforo para peatones pero la circulación de vehículos estuviera regulada por 
agente o semáforo, no penetrarán en la calzada mientras la señal del agente o del semáforo 
permita la circulación de vehículos por ella. 
 
En los restantes pasos para peatones señalizados mediante la correspondiente marca vial, aunque 
tienen preferencia, sólo deben penetrar en la calzada cuando la distancia y la velocidad de los 
vehículos que se aproximen permitan hacerlo con seguridad. 
 
2. Para atravesar la calzada fuera de un paso para peatones, deberán cerciorarse de que pueden 
hacerlo sin riesgo ni entorpecimiento indebido. 
 
3. Al atravesar la calzada, deben caminar perpendicularmente al eje de ésta, no demorarse ni 
detenerse en ella sin necesidad y no entorpecer el paso a los demás. 
 
4. Los peatones no podrán atravesar las plazas y glorietas por su calzada, por lo que deberán 
rodearlas. 
 
Artículo 125. Normas relativas a autopistas y autovías. 

1. Queda prohibida la circulación de peatones por autopistas y autovías, salvo en los casos y 
condiciones que se determinan en los apartados siguientes. 
 
Los conductores de vehículos que circulen por autopistas o autovías deberán hacer caso omiso a 
las peticiones de pasaje que reciban en cualquier tramo de ellas, incluidas las explanadas de 
estaciones de peaje. 
 
2. Si por accidente, avería, malestar físico de sus ocupantes u otra emergencia tuviera que 
inmovilizarse un vehículo en una autopista o autovía y fuese necesario solicitar auxilio, se 
utilizará el poste de socorro más próximo, y si la vía no estuviese dotada de este servicio, podrá 
requerirse el auxilio de los usuarios, sin que ninguno de los ocupantes del vehículo pueda transitar 
por la calzada. 
 
3. Los ocupantes o servidores de los vehículos de los servicios de urgencia o especiales podrán 
circular por las autopistas y autovías siempre que sea estrictamente indispensable para la 
prestación del correspondiente servicio y adopten las medidas oportunas para no comprometer la 
seguridad de ningún usuario. 
 

CAPÍTULO V .CIRCULACIÓN DE ANIMALES. 
 
Artículo 126. Normas generales. 

En las vías objeto de la legislación sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad 
vial, sólo se permitirá el tránsito de animales de tiro, carga o silla, cabezas de ganado aisladas, en 
manada o rebaño, cuando no exista itinerario practicable por vía pecuaria y siempre que vayan 
custodiados por alguna persona. Dicho tránsito se efectuará por la vía alternativa que tenga menor 



intensidad de circulación de vehículos y de acuerdo con lo que se establece en este capítulo 
(artículo 50.1 del texto articulado).  
 
Artículo 127. Normas especiales. 

1. Los animales a que se refiere el artículo anterior deben ir conducidos, al menos, por una 
persona mayor de 18 años, capaz de dominarlos en todo momento, la cual observará, además de 
las normas establecidas para los conductores de vehículos que puedan afectarle, las siguientes 
prescripciones: 
 
No invadirán la zona peatonal. 
 
Los animales de tiro, carga o silla o el ganado suelto circularán por el arcén del lado derecho, y si 
tuvieran que utilizar la calzada, lo harán aproximándose cuanto sea posible al borde derecho de 
ésta; por excepción, se permite conducir uno solo de tales animales por el borde izquierdo, si 
razones de mayor seguridad así lo aconsejan. 
 
Los animales conducidos en manada o rebaño irán al paso, lo más cerca posible del borde derecho 
de la vía y de forma que nunca ocupen más de la mitad derecha de la calzada, divididos en grupos 
de longitud moderada, cada uno de los cuales con un conductor al menos y suficientemente 
separados para entorpecer lo menos posible la circulación; en el caso de que se encuentren con 
otro ganado que transite en sentido contrario, sus conductores cuidarán de que el cruce se haga 
con la mayor rapidez y en zonas de visibilidad suficiente, y, si circunstancialmente esto no se 
hubiera podido conseguir, adoptarán las precauciones precisas para que los conductores de los 
vehículos que eventualmente se aproximen puedan detenerse o reducir la velocidad a tiempo. 
 
Sólo atravesarán las vías por pasos autorizados y señalizados al efecto o por otros lugares que 
reúnan las necesarias condiciones de seguridad. 
 
Si circulan de noche por vía insuficientemente iluminada o bajo condiciones meteorológicas o 
ambientales que disminuyan sensiblemente la visibilidad, su conductor o conductores llevarán en 
el lado más próximo al centro de la calzada luces en número necesario para precisar su situación y 
dimensiones, que serán de color blanco o amarillo hacia delante, y rojo hacia atrás, y, en su caso, 
podrán constituir un solo conjunto. 
 
En estrechamientos, intersecciones y demás casos en que las respectivas trayectorias se crucen o 
corten, cederán el paso a los vehículos, salvo en los supuestos contemplados en el artículo 66. 
 
2. Se prohíbe dejar animales sin custodia en cualquier clase de vía o en sus inmediaciones, 
siempre que exista la posibilidad de que éstos puedan invadir la vía. 
 
Artículo 128. Normas relativas a autopistas y autovías. 
 
Se prohíbe la circulación de animales por autopistas o autovías (artículo 50.2 del texto articulado).  
 
Dicha prohibición incluye la circulación de vehículos de tracción animal. 
 
 



CAPÍTULO VI. COMPORTAMIENTO EN CASO DE EMERGENCIA. 
 
Artículo 129. Obligación de auxilio. 

1. Los usuarios de las vías que se vean implicados en un accidente de tráfico, lo presencien o 
tengan conocimiento de él estarán obligados a auxiliar o solicitar auxilio para atender a las 
víctimas, si las hubiera, prestar su colaboración para evitar mayores peligros o daños, restablecer, 
en la medida de lo posible, la seguridad de la circulación y esclarecer los hechos (artículo 51.1 del 
texto articulado).  
 
2. Todo usuario de la vía implicado en un accidente de circulación deberá, en la medida de lo 
posible: 
 
Detenerse de forma que no cree un nuevo peligro para la circulación. 
 
Hacerse una idea de conjunto de las circunstancias y consecuencias del accidente, que le permita 
establecer un orden de preferencias, según la situación, respecto a las medidas a adoptar para 
garantizar la seguridad de la circulación, auxiliar a las víctimas, facilitar su identidad y colaborar 
con la autoridad o sus agentes. 
 
Esforzarse por restablecer o mantener la seguridad de la circulación y si, aparentemente, hubiera 
resultado muerta o gravemente herida alguna persona o se hubiera avisado a la autoridad o sus 
agentes, evitar la modificación del estado de las cosas y de las huellas u otras pruebas que puedan 
ser útiles para determinar la responsabilidad, salvo que con ello se perjudique la seguridad de los 
heridos o de la circulación. 
 
Prestar a los heridos el auxilio que resulte más adecuado, según las circunstancias, y, 
especialmente, recabar auxilio sanitario de los servicios que pudieran existir al efecto. 
 
Avisar a la autoridad o a sus agentes si, aparentemente, hubiera resultado herida o muerta alguna 
persona, así como permanecer o volver al lugar del accidente hasta su llegada, a menos que 
hubiera sido autorizado por éstos a abandonar el lugar o debiera prestar auxilio a los heridos o ser 
él mismo atendido; no será necesario, en cambio, avisar a la autoridad o a sus agentes, ni 
permanecer en el lugar del hecho, si sólo se han producido heridas claramente leves, la seguridad 
de la circulación está restablecida y ninguna de las personas implicadas en el accidente lo solicita. 
 
Comunicar, en todo caso, su identidad a otras personas implicadas en el accidente, si se lo 
pidiesen; cuando sólo se hubieran ocasionado daños materiales y alguna parte afectada no 
estuviera presente, tomar las medidas adecuadas para proporcionarle, cuanto antes, su nombre y 
dirección, bien directamente, bien, en su defecto, por intermedio de los agentes de la autoridad. 
 
Facilitar los datos del vehículo a otras personas implicadas en el accidente, si lo pidiesen. 
 
3. Salvo en los casos en que, manifiestamente, no sea necesaria su colaboración, todo usuario de 
la vía que advierta que se ha producido un accidente de circulación, sin estar implicado en él, 
deberá cumplimentar, en cuanto le sea posible y le afecten, las prescripciones establecidas en el 
apartado anterior, a no ser que se hubieran personado en el lugar del hecho la autoridad o sus 
agentes. 



 
Artículo 130. Inmovilización del vehículo y caída de la carga. 

1. Si por causa de accidente o avería el vehículo o su carga obstaculizasen la calzada, los 
conductores, tras señalizar convenientemente el vehículo o el obstáculo creado, adoptarán las 
medidas necesarias para que sea retirado en el menor tiempo posible, deberán sacarlo de la 
calzada y situarlo cumpliendo las normas de estacionamiento siempre que sea factible (artículo 
51.2 del texto articulado). 
 
2. Siempre que, por cualquier emergencia, un vehículo quede inmovilizado en la calzada o su 
carga haya caído sobre ésta, el conductor o, en la medida de lo posible, los ocupantes del vehículo 
procurarán colocar uno y otra en el lugar donde cause menor obstáculo a la circulación, para lo 
cual podrán, en su caso, utilizarse, si fuera preciso, el arcén o la mediana; asimismo, adoptarán la 
medidas oportunas para que el vehículo y la carga sean retirados de la vía en el menor tiempo 
posible. 
 
3. En los supuestos a los que se refiere el apartado anterior, sin perjuicio de encender la luz de 
emergencia si el vehículo la lleva y, cuando proceda, las luces de posición y de gálibo, en tanto se 
deja expedita la vía, todo conductor deberá emplear los dispositivos de preseñalización de peligro 
reglamentarios para advertir dicha circunstancia, salvo que las condiciones de la circulación no 
permitieran hacerlo. Tales dispositivos se colocarán, uno por delante y otro por detrás del 
vehículo o la carga, como mínimo a 50 metros de distancia y en forma tal que sean visibles desde 
100 metros, al menos, por los conductores que se aproximen. En calzadas de sentido único, o de 
más de tres carriles, bastará la colocación de un solo dispositivo, situado como mínimo 50 metros 
antes en la forma anteriormente indicada. 
 
4. Si fuera preciso pedir auxilio, se utilizará el poste de socorro más próximo, si la vía dispone de 
ellos; en caso contrario, podrá solicitarse de otros usuarios. En todo caso y en cuanto sea posible, 
nadie deberá invadir la calzada. 
 
5. El remolque de un vehículo accidentado o averiado sólo deberá realizarse por otro 
específicamente destinado a este fin. Excepcionalmente, y siempre en condiciones de seguridad, 
se permitirá el arrastre por otros vehículos, pero sólo hasta el lugar más próximo donde pueda 
quedar convenientemente inmovilizado y sin entorpecer la circulación. En ningún caso será 
aplicable dicha excepción en las autopistas o autovías. 
 
6. Cuando la emergencia ocurra en un vehículo destinado al transporte de mercancías peligrosas, 
se aplicarán, además, sus normas específicas. 

 
 

TEMA 22 
 

REAL DECRETO 1428/2003, DE 21 DE NOVIEMBRE, POR EL QUE SE APRUEBA EL 
REGLAMENTO GENERAL DE CIRCULACION. TITULO IV. (DE LA 

SEÑALIZACION). COMPLETO 
 

 
TÍTULO IV 



 
DE LA SEÑALIZACIÓN. 

 
CAPÍTULO I. NORMAS GENERALES. 

Artículo 131. Concepto. 
 
La señalización es el conjunto de señales y órdenes de los agentes de circulación, señales 
circunstanciales que modifican el régimen normal de utilización de la vía y señales de 
balizamiento fijo, semáforos, señales verticales de circulación y marcas viales, destinadas a los 
usuarios de la vía y que tienen por misión advertir e informar a éstos u ordenar o reglamentar su 
comportamiento con la necesaria antelación de determinadas circunstancias de la vía o de la 
circulación. 
 
Artículo 132. Obediencia de las señales. 

1. Todos los usuarios de las vías objeto de la ley están obligados a obedecer las señales de la 
circulación que establezcan una obligación o una prohibición y a adaptar su comportamiento al 
mensaje del resto de las señales reglamentarias que se encuentran en las vías por las que circulan. 
 
A estos efectos, cuando la señal imponga una obligación de detención, no podrá reanudar su 
marcha el conductor del vehículo así detenido hasta haber cumplido la prescripción que la señal 
establece. 
 
En los peajes dinámicos o telepeajes, los vehículos que los utilicen deberán estar provistos del 
medio técnico que posibilite su uso en condiciones operativas (artículo 53.1 del texto articulado). 
 
2. Salvo circunstancias especiales que lo justifiquen, los usuarios deben obedecer las 
prescripciones indicadas por las señales, aun cuando parezcan estar en contradicción con las 
normas de comportamiento en la circulación (artículo 53.2 del texto articulado). 
 
3. Los usuarios deben obedecer las indicaciones de los semáforos y de las señales verticales de 
circulación situadas inmediatamente a su derecha, encima de la calzada o encima de su carril, y si 
no existen en los citados emplazamientos y pretendan girar a la izquierda o seguir de frente, las de 
los situados inmediatamente a su izquierda. 
 
Si existen semáforos o señales verticales de circulación con indicaciones distintas a la derechayala 
izquierda, quienes pretendan girar a la izquierda o seguir de frente sólo deben obedecer las de los 
situados inmediatamente a su izquierda. 
 

CAPÍTULO II. PRIORIDAD ENTRE SEÑALES. 
 
Artículo 133. Orden de prioridad. 

1. El orden de prioridad entre los distintos tipos de señales de circulación es el siguiente: 
 
Señales y órdenes de los agentes de circulación. 



 
Señalización circunstancial que modifique el régimen normal de utilización de la vía y señales de 
balizamiento fijo. 
 
Semáforos. 
 
Señales verticales de circulación. 
 
Marcas viales. 
 
2. En el caso de que las prescripciones indicadas por diferentes señales parezcan estar en 
contradicción entre sí, prevalecerá la prioritaria, según el orden a que se refiere el apartado 
anterior, o la más restrictiva, si se trata de señales del mismo tipo (artículo 54.2 del texto 
articulado).  
 

CAPÍTULO III. FORMATO DE LAS SEÑALES. 
 
Artículo 134. Catálogo oficial de señales de circulación. 

1. El Catálogo oficial de señales de circulación debe ajustarse a lo establecido en las 
reglamentaciones y recomendaciones internacionales en la materia, así como a la regulación 
básica establecida al efecto por los Ministerios del Interior y de Fomento. 
 
2. En dicho catálogo se especifica la forma y el significado de las señales y, en su caso, su color y 
diseño, así como sus dimensiones y sus sistemas de colocación. 
 
3. Las señales que pueden ser utilizadas en las vías objeto de la legislación sobre tráfico, 
circulación de vehículos a motor y seguridad vial deberán cumplir las normas y especificaciones 
que se establecen en este Reglamento y en el Catálogo oficial de señales de circulación. 
 
4. La forma, símbolos y nomenclatura de las señales, así como los documentos que constituyen el 
Catálogo oficial de señales de circulación, son los que figuran en el anexo I. 
 
 

CAPÍTULO IV. APLICACIÓN DE LAS SEÑALES. 
 

SECCIÓN I. GENERALIDADES. 
 
Artículo 135. Aplicación. 

Toda señal se aplicará a toda la anchura de la calzada que estén autorizados a utilizar los 
conductores a quienes se dirija esa señal. No obstante, su aplicación podrá limitarse a uno o más 
carriles, mediante marcas en la calzada. 
 
Artículo 136. Visibilidad. 



Con el fin de que sean más visibles y legibles por la noche, las señales viales, especialmente las 
de advertencia de peligro y las de reglamentación, deben estar iluminadas o provistas de 
materiales o dispositivos reflectantes, según lo dispuesto en la regulación básica establecida a 
estos fines por el Ministerio de Fomento. 
 
Artículo 137. Inscripciones. 

1. Para facilitar la interpretación de las señales, se podrá añadir una inscripción en un panel 
complementario rectangular colocado debajo de aquéllas o en el interior de un panel rectangular 
que contenga la señal. 
 
2. Excepcionalmente, cuando las autoridades competentes estimen conveniente concretar el 
significado de una señal o de un símbolo o, respecto de las señales de reglamentación, limitar su 
alcance a ciertas categorías de usuarios de la vía o a determinados períodos, y no se pudieran dar 
las indicaciones necesarias por medio de un símbolo adicional o de cifras en las condiciones 
definidas en el Catálogo oficial de señales de circulación, se colocará una inscripción debajo de la 
señal, en un panel complementario rectangular, sin perjuicio de la posibilidad de sustituir o 
completar esas inscripciones mediante uno o varios símbolos expresivos colocados en la misma 
placa. 
 
En el caso de que la señal esté colocada en un cartel fijo o de mensaje variable, la inscripción a la 
que se hace referencia podrá ir situada junto a ella. 
 
Artículo 138. Idioma de las señales. 

Las indicaciones escritas que se incluyan o acompañen a los paneles de señalización de las vías 
públicas, e inscripciones, figurarán en idioma castellano y, además, en la lengua oficial de la 
comunidad autónoma reconocida en el respectivo estatuto de autonomía, cuando la señal esté 
ubicada en el ámbito territorial de dicha comunidad. 
 
Los núcleos de población y demás topónimos serán designados en su denominación oficial y, 
cuando fuese necesario a efectos de identificación, en castellano. 
 

SECCIÓN II. RESPONSABILIDAD DE LA SEÑALIZACIÓN EN LAS VÍAS. 
 
Artículo 139. Responsabilidad. 
 
1. Corresponde al titular de la vía la responsabilidad de su mantenimiento en las mejores 
condiciones posibles de seguridad para la circulación y la instalación y conservación en ella de las 
adecuadas señales y marcas viales. También corresponde al titular de la vía la autorización previa 
para la instalación en ella de otras señales de circulación. En caso de emergencia, los agentes de la 
autoridad podrán instalar señales circunstanciales sin autorización previa (artículo 57.1 del texto 
articulado).  
 
2. La autoridad encargada de la regulación del tráfico será responsable de la señalización de 
carácter circunstancial en razón de las contingencias de aquél y de la señalización variable 
necesaria para su control, de acuerdo con la legislación de carreteras (artículo 57.2 del texto 
articulado). 



 
En tal sentido, corresponde al organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico o, en su caso, a la 
autoridad autonómica o local responsable de la regulación del tráfico la determinación de las 
clases o tramos de carreteras que deban contar con señalización circunstancial o variable o con 
otros medios de vigilancia, regulación, control y gestión telemática del tráfico; la de las 
características de los elementos físicos y tecnológicos que tengan como finalidad auxiliar a la 
autoridad de tráfico; la instalación y mantenimiento de dicha señalización y elementos físicos o 
tecnológicos, así como la determinación en cada momento de los usos y mensajes de los paneles 
de mensaje variable, sin perjuicio de las competencias que, en cada caso, puedan corresponder a 
los órganos titulares de la vía. 
 
3. La responsabilidad de la señalización de las obras que se realicen en las vías objeto de la 
legislación sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial corresponderá a los 
organismos que las realicen o a las empresas adjudicatarias de aquéllas. Los usuarios de la vía 
están obligados a seguir las indicaciones del personal destinado a la regulación del paso de 
vehículos en dichas obras, según lo dispuesto en el artículo 60.5.  
 
Cuando las obras sean realizadas por empresas adjudicatarias o por entidades distintas del titular, 
éstas, con anterioridad a su inicio, lo comunicarán al organismo autónomo Jefatura Central de 
Tráfico o, en su caso, a la autoridad autonómica o local responsable del tráfico, que dictará las 
instrucciones que resulten procedentes en relación a la regulación, gestión y control del tráfico. 
 
4. La realización de las obras sin autorización previa del titular de la vía se regirá por lo dispuesto 
en la legislación de carreteras o, en su caso, en las normas municipales (artículo 10.1 del texto 
articulado). 
 
La realización y señalización de las obras que incumpla las instrucciones dictadas tendrá la 
consideración de infracción grave, de conformidad con lo establecido en el artículo 65.4.f del 
texto articulado de la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial. 
 
Artículo 140. Señalización de las obras. 

Las obras que dificulten de cualquier modo la circulación vial deberán hallarse señalizadas, tanto 
de día como de noche, y balizadas luminosamente durante las horas nocturnas, o cuando las 
condiciones meteorológicas o ambientales lo exijan, a cargo del realizador de la obra, según la 
regulación básica establecida a estos fines por el Ministerio de Fomento. 
 
Cuando se señalicen tramos de obras, las marcas viales serán de color amarillo. Asimismo tendrán 
el fondo amarillo las señales verticales siguientes: 
 
Las señales de advertencia de peligro P-1, P-2, P-3, P-4, P-13, P-14, P-15, P-17, P-18, P-19, P-25, 
P-26, P-28, P-30 y P-50. 
 
Las señales de reglamentación R-5, R-102, R-103, R-104, R-105, R-106, R-107, R-200, R-201, 
R-202, R-203, R-204, R-205, R-300, R-301, R-302, R-303, R-304, R-305, R-306, R-500, R-501, 
R-502 y R-503. 
 
Las señales de indicación: todas las señales de carriles y de orientación. 



 
Su significado será el mismo que el de las equivalentes que se utilizan cuando no hay obras. 
 
La forma, color, diseño, símbolos, significado y dimensiones de las señales de obra son las que 
figuran en el Catálogo oficial de señales de circulación. La forma, símbolos y nomenclatura 
figuran también en el anexo I de este Reglamento. 
 
Artículo 141. Objeto y tipo de señales. 

Salvo justificación en contrario, en cualquier tipo de obras y actividades en las vías deberán 
utilizarse exclusivamente los elementos y dispositivos de señalización, balizamiento y defensa 
incluidos en la regulación básica establecida a estos fines por los Ministerios de Fomento e 
Interior, según se indica en el anexo I. 
 

CAPÍTULO V - RETIRADA, SUSTITUCIÓN Y ALTERACIÓN DE SEÑALES. 
 
Artículo 142. Obligaciones relativas a la señalización. 

1. El titular de la vía o, en su caso, la autoridad encargada de la regulación del tráfico ordenará la 
inmediata retirada y, en su caso, la sustitución por las que sean adecuadas de las señales 
antirreglamentariamente instaladas, de las que hayan perdido su objeto y de las que no lo cumplan 
por causa de su deterioro (artículo 58.1 del texto articulado). 
 
2. Salvo por causa justificada, nadie debe instalar, retirar, trasladar, ocultar o modificar la 
señalización de una vía sin permiso de su titular o, en su caso, de la autoridad encargada de la 
regulación del tráfico o de la responsable de las instalaciones (artículo 58.2 del texto articulado). 
 
3. Se prohíbe modificar el contenido de las señales o colocar sobre ellas o en sus inmediaciones 
placas, carteles, marcas u otros objetos que puedan inducir a confusión, reducir su visibilidad o su 
eficacia, deslumbrar a los usuarios de la vía o distraer su atención, sin perjuicio de las 
competencias de los titulares de las vías (artículo 58.3 del texto articulado). 
 
El organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico o, en su caso, la autoridad autonómica o local 
responsable de la regulación del tráfico podrá alterar, en todo momento, el contenido de las 
señales contempladas en el artículo 144.1 para adaptarlas a las circunstancias cambiantes del 
tráfico, sin perjuicio de las competencias de los titulares de las vías. 
 
4. Los supuestos de retirada o deterioro de la señalización permanente u ocasional tendrán la 
consideración de infracciones graves, conforme se prevé en el artículo 65.4.f del texto articulado.  
 

CAPÍTULO VI - DE LOS TIPOS Y SIGNIFICADOS DE LAS SEÑALES DE 
CIRCULACIÓN Y MARCAS VIALES. 

 
SECCIÓN I. DE LAS SEÑALES Y ÓRDENES DE LOS AGENTES DE CIRCULACIÓN. 
 
Artículo 143. Señales con el brazo y otras. 



1. Los agentes de la autoridad responsable del tráfico que estén regulando la circulación lo harán 
de forma que sean fácilmente reconocibles como tales a distancia, tanto de día como de noche, y 
sus señales, que han de ser visibles, y sus órdenes deben ser inmediatamente obedecidas por los 
usuarios de la vía. 
 
Tanto los agentes de la autoridad que regulen la circulación como la Policía Militar, el personal de 
obras y el de acompañamiento de los vehículos en régimen de transporte especial, que regulen el 
paso de vehículos y, en su caso, las patrullas escolares, el personal de protección civil y el de 
organizaciones de actividades deportivas o de cualquier otro acto, habilitado a los efectos 
contemplados en el apartado 4 de este artículo, deberán utilizar prendas de colores llamativos y 
dispositivos o elementos retrorreflectantes que permitan a los conductores y demás usuarios de la 
vía que se aproximen distinguirlos a una distancia mínima de 150 metros. 
 
2. Como norma general, los agentes de la autoridad responsable del tráfico utilizarán las 
siguientes señales: 
 
Brazo levantado verticalmente: obliga a detenerse a todos los usuarios de la vía que se acerquen al 
agente, salvo a los conductores que no puedan hacerlo en condiciones de seguridad suficiente. Si 
esta señal se efectúa en una intersección, no obligará a detenerse a los conductores que hayan 
entrado ya en ella. 
 
La detención debe efectuarse ante la línea de detención más cercana o, en su defecto, 
inmediatamente antes del agente. En una intersección, la detención debe efectuarse antes de entrar 
en ella. 
 
Con posterioridad a esta señal, el agente podrá indicar, en su caso, el lugar donde debe efectuarse 
la detención. 
 
Brazo o brazos extendidos horizontalmente: obliga a detenerse a todos los usuarios de la vía que 
se acerquen al agente desde direcciones que corten la indicada por el brazo o los brazos 
extendidos y cualquiera que sea el sentido de su marcha. Esta señal permanece en vigor aunque el 
agente baje el brazo o los brazos, siempre que no cambie de posición o efectúe otra señal. 
 
Balanceo de una luz roja o amarilla: obliga a detenerse a los usuarios de la vía hacia los que el 
agente dirija la luz. 
 
Brazo extendido moviéndolo alternativamente de arriba abajo: esta señal obliga a disminuir la 
velocidad de su vehículo a los conductores que se acerquen al agente por el lado correspondiente 
al brazo que ejecuta la señal y perpendicularmente a dicho brazo. 
 
Otras señales: cuando las circunstancias así lo exijan, los agentes podrán utilizar cualquier otra 
indicación distinta a las anteriores realizada de forma clara. 
 
Los agentes podrán ordenar la detención de vehículos con una serie de toques de silbato cortos y 
frecuentes, y la reanudación de la marcha con un toque largo. 
 
3. Los agentes podrán dar órdenes o indicaciones a los usuarios mientras hacen uso de la señal V-
1 que establece el Reglamento General de Vehículos, a través de la megafonía o por cualquier 
otro medio que pueda ser percibido claramente por aquéllos, entre los cuales están los siguientes: 



 
Bandera roja: indica que a partir del paso del vehículo que la porta, la calzada queda 
temporalmente cerrada al tráfico de todos los vehículos y usuarios, excepto para aquellos que son 
acompañados o escoltados por los agentes de la autoridad responsable de la regulación, gestión y 
control del tráfico. 
 
Bandera verde: indica que, a partir del paso del vehículo que la porta, la calzada queda de nuevo 
abierta al tráfico. 
 
Bandera amarilla: indica al resto de los conductores y usuarios la necesidad de extremar la 
atención o la proximidad de un peligro. Esta bandera podrá ser también utilizada por el personal 
auxiliar habilitado que realice funciones de orden, control o seguridad durante el desarrollo de 
marchas ciclistas o de cualquiera otra actividad, deportiva o no, en las vías objeto de la legislación 
sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial. 
 
Brazo extendido hacia abajo inclinado y fijo: el agente desde un vehículo indica la obligación de 
detenerse en el lado derecho a aquellos usuarios a los que va dirigida la señal. 
 
Luz roja o amarilla intermitente o destellante hacia delante: el agente desde un vehículo indica al 
conductor del que le precede que debe detener el vehículo en el lado derecho, delante del vehículo 
policial, en un lugar donde no genere mayores riesgos o molestias para el resto de los usuarios, y 
siguiendo las instrucciones que imparta el agente mediante la megafonía. 
 
4. En ausencia de agentes de la circulación o para auxiliar a éstos, y en las circunstancias y 
condiciones establecidas en este Reglamento, la Policía Militar podrá regular la circulación, y el 
personal de obras en la vía y el de acompañamiento de los vehículos en régimen de transporte 
especial podrá regular el paso de vehículos mediante el empleo de las señales verticales R-2 y R-
400 incorporadas a una paleta, y, por este mismo medio, las patrullas escolares invitar a los 
usuarios de la vía a que detengan su marcha. Cuando la autoridad competente autorice la 
celebración de actividades deportivas o actos que aconsejen establecer limitaciones a la 
circulación en vías urbanas o interurbanas, la autoridad responsable del tráfico podrá habilitar al 
personal de protección civil o de la organización responsable para impedir el acceso de vehículos 
o peatones a la zona o itinerario afectados, en los términos del anexo II. 
 
Cuando las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, en el ámbito de sus funciones, 
establezcan controles policiales de seguridad ciudadana en la vía pública, podrán regular el tráfico 
exclusivamente en el caso de ausencia de agentes de la circulación. 
 
La forma y significado de las señales y órdenes de los agentes de la circulación se ajustará a lo 
que establece el Catálogo oficial de señales de circulación. Estas señales figuran también en el 
anexo I. 
 

SECCIÓN II 
 

 DE LA SEÑALIZACIÓN CIRCUNSTANCIAL, QUE MODIFICA EL RÉGIMEN 
NORMAL DE UTILIZACIÓN DE LA VÍA, Y DE LAS SEÑALES DE BALIZAMIENTO. 
 
Artículo 144. Señales circunstanciales y de balizamiento. 



1. Los paneles de mensaje variable tienen por objeto regular la circulación adaptándola a las 
circunstancias cambiantes del tráfico. Se utilizarán para dar información a los conductores, 
advertirles de posibles peligros y dar recomendaciones o instrucciones de obligado cumplimiento. 
El contenido de los textos y gráficos de los paneles de señalización de mensaje variable se 
ajustará a lo dispuesto en el Catálogo oficial de señales de circulación. 
 
Las modificaciones que estos paneles de mensaje variable introducen respecto de la habitual 
señalización vertical y horizontal terminan cuando lo establezca el propio panel o las causas que 
motivaron su imposición, momento a partir del cual aquellas vuelven a regir. 
 
2. Las señales de balizamiento podrán ser: 
 
Dispositivos de barrera: prohíben el paso a la parte de la vía que delimitan y son los siguientes: 
 
Barrera fija: prohíbe el paso a la vía o parte de ésta que delimita. 
 
Barrera o semibarrera móviles: prohíbe temporalmente el paso, mientras se encuentre en posición 
transversal a la calzada en un paso a nivel, puesto de peaje o de aduana, acceso a un 
establecimiento u otros. 
 
Panel direccional provisional: prohíbe el paso e informa, además, sobre el sentido de la 
circulación. 
 
Banderitas, conos o dispositivos análogos: prohíben el paso a través de la línea real o imaginaria 
que los une. 
 
Luz roja fija: indica que la calzada está totalmente cerrada al tránsito. 
 
Luces amarillas fijas o intermitentes: prohíben el paso a través de la línea imaginaria que las une. 
 
Dispositivos de guía: tienen por finalidad indicar el borde de la calzada, la presencia de una curva 
y el sentido de circulación, los límites de obras de fábrica u otros obstáculos. Son los siguientes: 
 
Hito de vértice: elemento de balizamiento en forma semicilíndrica en su cara frontal, provisto de 
triángulos simétricamente opuestos, de material retrorreflectante, que indica el punto en el que se 
separan dos corrientes de tráfico. 
 
Hito de arista: elemento cuya finalidad primordial es balizar los bordes de las carreteras 
principalmente durante las horas nocturnas o de baja visibilidad. 
 
Paneles direccionales permanentes: dispositivos de balizamiento implantados con vistas a guiar y 
señalar a los usuarios un peligro puntual, mediante el cual se informa sobre el sentido de 
circulación. 
 
Captafaros horizontales (ojos de gato). 
 
Captafaros de barrera. 
 



Balizas planas: indican el borde de la calzada, los límites de obras de fábrica u otros obstáculos en 
la vía. 
 
Balizas cilíndricas: refuerzan cualquier medida de seguridad, y no puede franquearse la línea, 
imaginaria o no, que las une. 
 
Barreras laterales: rígidas, semirrígidas y desplazables. Indican el borde de la plataforma y 
protegen frente a salidas de la vía. 
 
3. La forma, color, diseño, símbolos, significado y dimensiones de las señales de balizamiento se 
ajustarán a lo que se establece en el Catálogo oficial de señales de circulación. 
 

SECCIÓN III. DE LOS SEMÁFOROS. 
 
Artículo 145. Semáforos reservados para peatones. 

El significado de las luces de estos semáforos es el siguiente: 
 
Una luz roja no intermitente, en forma de peatón inmóvil, indica a los peatones que no deben 
comenzar a cruzar la calzada. 
 
Una luz verde no intermitente, en forma de peatón en marcha, indica a los peatones que pueden 
comenzar a atravesar la calzada. Cuando dicha luz pase a intermitente, significa que el tiempo de 
que aún disponen para terminar de atravesar la calzada está a punto de finalizar y que se va a 
encender la luz roja. 
 
Artículo 146. Semáforos circulares para vehículos. 

El significado de sus luces y flechas es el siguiente: 
 
Una luz roja no intermitente prohíbe el paso. Mientras permanece encendida, los vehículos no 
deben rebasar el semáforo ni, si existe, la línea de detención anterior más próxima a aquél. Si el 
semáforo estuviese dentro o al lado opuesto de una intersección, los vehículos no deben internarse 
en ésta ni, si existe, rebasar la línea de detención situada antes de aquélla. 
 
Una luz roja intermitente, o dos luces rojas alternativamente intermitentes, prohíben 
temporalmente el paso a los vehículos antes de un paso a nivel, una entrada a un puente 
móviloaunpontón trasbordador, en las proximidades de una salida de vehículos de extinción de 
incendios o con motivo de la aproximación de una aeronave a escasa altura. 
 
Una luz amarilla no intermitente significa que los vehículos deben detenerse en las mismas 
condiciones que si se tratara de una luz roja fija, a no ser que, cuando se encienda, el vehículo se 
encuentre tan cerca del lugar de detención que no pueda detenerse antes del semáforo en 
condiciones de seguridad suficientes. 
 
Una luz amarilla intermitente o dos luces amarillas alternativamente intermitentes obligan a los 
conductores a extremar la precaución y, en su caso, ceder el paso. Además, no eximen del 
cumplimiento de otras señales que obliguen a detenerse. 



 
Una luz verde no intermitente significa que está permitido el paso con prioridad, excepto en los 
supuestos a que se refiere el artículo 59.1.  
 
Una flecha negra sobre una luz roja no intermitente o sobre una luz amarilla no cambia el 
significado de dichas luces, pero lo limita exclusivamente al movimiento indicado por la flecha. 
 
Una flecha verde que se ilumina sobre un fondo circular negro significa que los vehículos pueden 
tomar la dirección y sentido indicados por aquélla, cualquiera que sea la luz que esté 
simultáneamente encendida en el mismo semáforo o en otro contiguo. 
 
Cualquier vehículo que, al encenderse la flecha verde, se encuentre en un carril reservado 
exclusivamente para la circulación en la dirección y sentidos indicados por la flecha o que, sin 
estar reservado, sea el que esta circulación tenga que utilizar, deberá avanzar en dicha dirección y 
sentido. 
 
Los vehículos que avancen siguiendo la indicación de una flecha verde deben hacerlo con 
precaución, dejando pasar a los vehículos que circulen por el carril al que se incorporen y no 
poniendo en peligro a los peatones que estén cruzando la calzada. 
 
Artículo 147. Semáforos cuadrados para vehículos, o de carril. 

Los semáforos de ocupación de carril afectan exclusivamente a los vehículos que circulen por el 
carril sobre el que están situados o en el que se indique en el panel de señalización variable, y el 
significado de sus luces es el siguiente: 
 
Una luz roja en forma de aspa determina la prohibición de ocupar el carril indicado. Los 
conductores de los vehículos que circulen por este carril deberán abandonarlo en el tiempo más 
breve posible. 
 
Una luz verde en forma de flecha apuntada hacia abajo indica que está permitido circular por el 
carril correspondiente. Esta autorización de utilizar el carril no exime de la obligación de 
detenerse ante una luz roja circular o, por excepción a lo dispuesto sobre el orden de preeminencia 
en el artículo 133, de obedecer cualquier otra señal o marca vial que obligue a detenerse o a ceder 
el paso, o, en su ausencia, del cumplimiento de las normas generales sobre prioridad de paso. 
 
Una luz blanca o amarilla en forma de flecha, intermitente o fija, apuntada hacia abajo en forma 
oblicua, indica a los usuarios del carril correspondiente la necesidad de irse incorporando en 
condiciones de seguridad al carril hacia el que apunta la flecha, toda vez que aquel por el que 
circula va a quedar cerrado en corto espacio. 
 
Artículo 148. Semáforos reservados a determinados vehículos. 

1. Cuando las luces de los semáforos presentan la silueta iluminada de un ciclo, sus indicaciones 
se refieren exclusivamente a ciclos y ciclomotores. 
 
2. Cuando, excepcionalmente, el semáforo consista en una franja blanca iluminada sobre fondo 
circular negro, sus indicaciones se refieren exclusivamente a los tranvías y a los autobuses de 



líneas regulares, a no ser que exista un carril reservado para autobuses o para autobuses, taxis y 
otros vehículos; en tal caso, sólo se refieren a los que circulen por él. El significado de estos 
semáforos es el siguiente: 
 
Una franja blanca horizontal iluminada prohíbe el paso en las mismas condiciones que la luz roja 
no intermitente. 
 
Una franja blanca vertical iluminada permite el paso de frente. 
 
Una franja blanca oblicua, hacia la izquierda o hacia la derecha, iluminada, indica que está 
permitido el paso para girar a la izquierdaoaladerecha, respectivamente. 
 
Una franja blanca, vertical u oblicua, iluminada intermitentemente, indica que los citados 
vehículos deben detenerse en las mismas condiciones que si se tratara de una luz amarilla fija. 
 

SECCIÓN IV. DE LAS SEÑALES VERTICALES DE CIRCULACIÓN. 
 

Subsección I. De las señales de advertencia de peligro. 
 
Artículo 149. Objeto y tipos. 
 
1. Las señales de advertencia de peligro tienen por objeto indicar a los usuarios de la vía la 
proximidad y la naturaleza de un peligro difícil de ser percibido a tiempo, con objeto de que se 
cumplan las normas de comportamiento que, en cada caso, sean procedentes. 
 
2. La distancia entre la señal y el principio del tramo peligroso podrá indicarse en un panel 
complementario del modelo recogido en el Catálogo oficial de señales de circulación. 
 
3. Si una señal de advertencia de peligro llevara un panel complementario que indique una 
longitud, se entenderá que ésta se refiere a la del tramo de vía afectado por el peligro, como una 
sucesión de curvas peligrosas o un tramo de calzada en mal estado. 
 
 
4. Cuando se trate de señales luminosas, podrá admitirse que los símbolos aparezcan iluminados 
en blanco sobre fondo oscuro no luminoso. 
 
5. Los tipos de señales de advertencia de peligro, con su nomenclatura y significado respectivos, 
son los siguientes: 
 
P-1 Intersección con prioridad. Peligro por la proximidad de una intersección con una vía, cuyos 
usuarios deben ceder el paso.  
 
P-1 a. Intersección con prioridad sobre vía a la derecha. Peligro por la proximidad de una 
intersección con una vía a la derecha, cuyos usuarios deben ceder el paso.  
 
P-1 b. Intersección con prioridad sobre vía a la izquierda. Peligro por la proximidad de una 
intersección con una vía a la izquierda, cuyos usuarios deben ceder el paso.  
 



P-1 c. Intersección con prioridad sobre incorporación por la derecha. Peligro por la proximidad de 
una incorporación por la derecha de una vía, cuyos usuarios deben ceder el paso.  
 
P-1 d. Intersección con prioridad sobre incorporación por la izquierda. Peligro por la proximidad 
de una incorporación por la izquierda de una vía, cuyos usuarios deben ceder el paso. 
 
P-2. Intersección con prioridad de la derecha. Peligro por la proximidad de una intersección en la 
que rige la regla general de prioridad de paso.  
 
P-3. Semáforos. Peligro por la proximidad de una intersección aislada o tramo con la circulación 
regulada por semáforos.  
 
P-4. Intersección con circulación giratoria. Peligro por la proximidad de una intersección donde la 
circulación se efectúa de forma giratoria en el sentido de las flechas.  
 
P-5. Puente móvil. Peligro ante la proximidad de un puente que puede ser levantado o girado, 
interrumpiéndose así temporalmente la circulación. 
 
P-6. Cruce de tranvía. Peligro por la proximidad de cruce con una línea de tranvía, que tiene 
prioridad de paso.  
 
P-7. Paso a nivel con barreras. Peligro por la proximidad de un paso a nivel provisto de barreras o 
semibarreras.  
 
p-8. Paso a nivel sin barreras. Peligro por la proximidad de un paso a nivel no provisto de barreras 
o semibarreras. 
 
P-9 a. Proximidad de un paso a nivel, puente móvil o muelle (lado derecho). Indica, en el lado 
derecho, la proximidad de peligro señalizado de un paso a nivel, de un puente móvil o de un 
muelle. Esta baliza va siempre acompañada de la señal P-5, P-7, P-8 o P-27. 
 
P-9 b. Aproximación a un paso a nivel, puente móvil o muelle (lado derecho). Indica, en el lado 
derecho, la aproximación a un paso a nivel, puente móvil o muelle, que dista de éste al menos dos 
tercios de la distancia entre él y la correspondiente señal de advertencia del peligro.  
 
P-9 c. Cercanía de un paso a nivel, puente móvil o muelle (lado derecho). Indica, en el lado 
derecho, la cercanía de un paso a nivel, puente móvil o muelle, que dista de éste al menos un 
tercio de la distancia entre él y la correspondiente señal de advertencia del peligro.  
 
P-10 a. Proximidad de un paso a nivel, puente móvil o muelle (lado izquierdo). Indica, en el lado 
izquierdo, la proximidad de peligro señalizado de un paso a nivel, de un puente móvil o de un 
muelle. Esta baliza va siempre acompañada de la señal P-5, P-7, P-8 o P-27. 
 
P-10 b. Aproximación a un paso a nivel, puente móvil o muelle (lado izquierdo). Indica, en el lado 
izquierdo, la aproximación a un paso a nivel, puente móvil o muelle, que dista de éste al menos 
dos tercios de la distancia entre él y la correspondiente señal de advertencia del peligro.  
 



P-10 c. Cercanía de un paso a nivel, puente móvil o muelle (lado izquierdo). Indica, en el lado 
izquierdo, la cercanía de un paso a nivel, puente móvil o muelle, que dista de éste al menos un 
tercio de la distancia entre él y la correspondiente señal de advertencia del peligro.  
 
P-11. Situación de un paso a nivel sin barreras. Peligro por la presencia inmediata de un paso a 
nivel sin barreras.  
 
P-11 a. Situación de un paso a nivel sin barreras de más de una vía férrea. Peligro por la presencia 
inmediata de un paso a nivel sin barreras con más de una vía férrea.  
 
P-12. Aeropuerto. Peligro por la proximidad de un lugar donde frecuentemente vuelan aeronaves 
a baja altura sobre la vía y que pueden originar ruidos imprevistos.  
 
P-13 a. Curva peligrosa hacía la derecha. Peligro por la proximidad de una curva peligrosa hacia 
la derecha.  
 
P-13 b. Curva peligrosa hacia la izquierda. Peligro por la proximidad de una curva peligrosa hacia 
la izquierda.  
 
P-14 a. Curvas peligrosas hacia la derecha. Peligro por la proximidad de una sucesión de curvas 
próximas entre sí; la primera, hacia la derecha. 
 
P-14 b. Curvas peligrosas hacia la izquierda. Peligro por la proximidad de una sucesión de curvas 
próximas entre sí; la primera, hacia la izquierda. 
 
P-15. Perfil irregular. Peligro por la proximidad de un resalto o badén en la vía o pavimento en 
mal estado.  
 
P-15 a. Resalto. Peligro por la proximidad de un resalto en la vía.  
 
P-15 b. Badén. Peligro por la proximidad de un badén en la vía. 
 
P-16 a. Bajada con fuerte pendiente. Peligro por la existencia de un tramo de vía con fuerte 
pendiente descendente. La cifra indica la pendiente en porcentaje. 
 
P-16 b. Subida con fuerte pendiente. Peligro por la existencia de un tramo de vía con fuerte 
pendiente ascendente. La cifra indica la pendiente en porcentaje.  
 
P-17. Estrechamiento de calzada. Peligro por la posibilidad de una zona de la vía en la que se 
estrecha la calzada. 
 
P 17 a. Estrechamiento de calzada por la derecha. Peligro por la proximidad de una zona de la vía 
en la que la calzada se estrecha por el lado de la derecha. 
 
P-17 b. Estrechamiento de calzada por la izquierda. Peligro por la proximidad de una zona de la 
vía en la que la calzada se estrecha por el lado de la izquierda. 
 
P-18. Obras. Peligro por la proximidad de un tramo de vía en obras.  
 



P-19. Pavimento deslizante. Peligro por la proximidad de una zona de la calzada cuyo pavimento 
puede resultar muy deslizante.  
 
P-20. Peatones. Peligro por la proximidad de un lugar frecuentado por peatones. 
 
P-21. Niños. Peligro por la proximidad de un lugar frecuentado por niños, tales como escuelas, 
zona de juegos, etc.  
 
P-22. Ciclista. Peligro por la proximidad de un paso para ciclistas o de un lugar donde 
frecuentemente los ciclistas salen a la vía o la cruzan. 
 
P-23. Paso de animales domésticos. Peligro por la proximidad de un lugar donde frecuentemente 
la vía puede ser atravesada por animales domésticos.  
 
P-24. Paso de animales en libertad. Peligro por la proximidad de un lugar donde frecuentemente la 
vía puede ser atravesada por animales en libertad.  
 
P-25. Circulación en los dos sentidos. Peligro por la proximidad de una zona de la calzada donde 
la circulación se realiza provisional o permanentemente en los dos sentidos. 
 
P-26. Desprendimiento. Peligro por la proximidad a una zona con desprendimientos frecuentes y 
la consiguiente posible presencia de obstáculos en la calzada.  
 
P-27. Muelle. Peligro debido a que la vía desemboca en un muelle o en una corriente de agua. 
 
P-28. Proyección de gravilla. Peligro por la proximidad de un tramo de vía donde existe el riesgo 
de que se proyecte gravilla al pasar los vehículos.  
 
P-29. Viento transversal. Peligro por la proximidad de una zona donde sopla frecuentemente 
viento fuerte en dirección transversal.  
 
P-30. Escalón lateral. Peligro por la existencia de un desnivel a lo largo de la vía en el lado que 
indique el símbolo. 
 
P-31. Congestión. Peligro por la proximidad de un tramo en que la circulación se encuentra 
detenida o dificultada por congestión del tráfico.  
 
P-32. Obstrucción en la calzada. Peligro por la proximidad de un lugar en que hay vehículos que 
obstruyen la calzada debido a avería, accidente u otras causas. 
 
P-33. Visibilidad reducida. Peligro por la proximidad de un tramo en que la circulación se ve 
dificultada por una pérdida notable de visibilidad debida a niebla, lluvia, nieve, humos, etc.  
 
P-34. Pavimento deslizante por hielo o nieve. Peligro por la proximidad de una zona de calzada 
cuyo pavimento puede resultar especialmente deslizante a causa del hielo o nieve.  
 
P-50. Otros peligros. Indica la proximidad de un peligro distinto de los advertidos por otras 
señales.  
 



6. La forma, color, diseño, símbolos, significado y dimensiones de las señales de advertencia de 
peligro son los que figuran en el Catálogo oficial de señales de circulación. La forma, símbolos y 
nomenclatura figuran también en el anexo I de este Reglamento. 
 

Subsección II. De las señales de reglamentación. 
 
Artículo 150. Objeto, clases y normas comunes. 

1. Las señales de reglamentación tienen por objeto indicar a los usuarios de la vía las 
obligaciones, limitaciones o prohibiciones especiales que deben observar. 
 
2. Las señales de reglamentación se subdividen en: 
 
Señales de prioridad. 
 
Señales de prohibición de entrada. 
 
Señales de restricción de paso. 
 
Otras señales de prohibición o restricción. 
 
Señales de obligación. 
 
Señales de fin de prohibición o restricción. 
 
3. Las señales de reglamentación colocadas al lado o en la vertical de una señal que indique el 
nombre del poblado significan que la reglamentación se aplica a todo el poblado, excepto si en 
éste se indicara otra reglamentación distinta mediante otras señales en ciertos tramos de la vía. 
 
4. Las obligaciones, limitaciones o prohibiciones especiales establecidas por las señales de 
reglamentación regirán a partir de la sección transversal donde estén colocadas dichas señales, 
salvo que mediante un panel complementario colocado debajo de ellas se indique la distancia a la 
sección donde empiecen a regir las citadas señales. 
 
Artículo 151. Señales de prioridad. 

1. Las señales de prioridad están destinadas a poner en conocimiento de los usuarios de la vía 
reglas especiales de prioridad en las intersecciones o en los pasos estrechos. 
 
2. La nomenclatura y significado de las señales de prioridad son los siguientes: 
 
R-1. Ceda el paso. Obligación para todo conductor de ceder el paso en la próxima intersección a 
los vehículos que circulen por la vía a la que se aproxime o al carril al que pretende incorporarse.  
 
R-2. Detención obligatoria o stop. Obligación para todo conductor de detener su vehículo ante la 
próxima línea de detención o, si no existe, inmediatamente antes de la intersección, y ceder el 
paso en ella a los vehículos que circulen por la vía a la que se aproxime. 
 



Si, por circunstancias excepcionales, desde el lugar donde se ha efectuado la detención no existe 
visibilidad suficiente, el conductor deberá detenerse de nuevo en el lugar desde donde tenga 
visibilidad, sin poner en peligro a ningún usuario de la vía. 
 
R-3. Calzada con prioridad. Indica a los conductores de los vehículos que circulen por una calzada 
su prioridad en las intersecciones sobre los vehículos que circulen por otra calzada.  
 
R-4. Fin de prioridad. Indica la proximidad del lugar en que la calzada por la que se circula pierde 
su prioridad respecto a otra calzada.  
 
R-5. Prioridad en sentido contrario. Prohibición de entrada en un paso estrecho mientras no sea 
posible atravesarlo sin obligar a los vehículos que circulen en sentido contrario a detenerse. 
 
R-6. Prioridad respecto al sentido contrario. Indica a los conductores que, en un próximo paso 
estrecho, tienen prioridad con relación a los vehículos que circulen en sentido contrario.  
 
3. Aunque no responden a los requisitos del artículo 150.1, son también señales de prioridad las P-
1, P-1 a, P-1 b, P-1 c, P-1 d, P-2, P-6, P-7 y P-8. 
 
Artículo 152. Señales de prohibición de entrada. 

Las señales de prohibición de entrada, para quienes se las encuentren de frente en el sentido de su 
marcha y a partir del lugar en que están situadas, prohíben el acceso a los vehículos o usuarios, en 
la forma que a continuación se detalla: 
 
R-100. Circulación prohibida. Prohibición de circulación de toda clase de vehículos en ambos 
sentidos. 
 
R-101. Entrada prohibida. Prohibición de acceso a toda clase de vehículos. 
 
R-102. Entrada prohibida a vehículos de motor. Prohibición de acceso a vehículos de motor. 
 
R-103. Entrada prohibida a vehículos de motor, excepto motocicletas de dos ruedas sin sidecar. 
Prohibición de acceso a vehículos de motor. No prohíbe el acceso a motocicletas de dos ruedas. 
 
R-104. Entrada prohibida a motocicletas. Prohibición de acceso a motocicletas. 
 
R-105. Entrada prohibida a ciclomotores. Prohibición de acceso a ciclomotores de dos y tres 
ruedas y cuadriciclos ligeros. Igualmente prohíbe la entrada a vehículos para personas de 
movilidad reducida. 
 
R-106. Entrada prohibida a vehículos destinados al transporte de mercancías. Prohibición de 
acceso a vehículos destinados al transporte de mercancías, entendiéndose como tales camiones y 
furgones independientemente de su masa. 
 
R-107. Entrada prohibida a vehículos destinados al transporte de mercancías con mayor masa 
autorizada que la indicada. Prohibición de acceso a toda clase de vehículos destinados al 
transporte de mercancías si su masa máxima autorizada es superior a la indicada en la señal, 



entendiéndose como tales los camiones y furgones con mayor masa autorizada que la indicada en 
la señal. Prohíbe el acceso aunque circulen vacíos. 
 
R-108. Entrada prohibida a vehículos que transporten mercancías peligrosas. Prohibición de paso 
a toda clase de vehículos que transporten mercancías peligrosas y que deban circular de acuerdo 
con su reglamentación especial. 
 
R-109. Entrada prohibida a vehículos que transporten mercancías explosivas o inflamables. 
Prohibición de paso a toda clase de vehículos que transporten mercancías explosivas o fácilmente 
inflamables y que deban circular de acuerdo con su reglamentación especial. 
 
R-110. Entrada prohibida a vehículos que transporten productos contaminantes del agua. 
Prohibición de paso a toda clase de vehículos que transporten más de 1.000 litros de productos 
capaces de contaminar el agua. 
 
R-111. Entrada prohibida a vehículos agrícolas de motor. Prohibición de acceso a tractores y otras 
máquinas agrícolas autopropulsadas. 
 
R-112. Entrada prohibida a vehículos de motor con remolque, que no sea un semirremolque o un 
remolque de un solo eje. La inscripción de una cifra de tonelaje, ya sea sobre la silueta del 
remolque, ya sea en una placa suplementaria, significa que la prohibición de paso sólo se aplica 
cuando la masa máxima autorizada del remolque supere dicha cifra. 
 
R-113. Entrada prohibida a vehículos de tracción animal. Prohibición de acceso a vehículos de 
tracción animal. 
 
R-114. Entrada prohibida a ciclos. Prohibición de acceso a ciclos. 
 
R-115. Entrada prohibida a carros de mano. Prohibición de acceso a carros de mano. 
 
R-116. Entrada prohibida a peatones. Prohibición de acceso a peatones. 
 
R-117. Entrada prohibida a animales de montura. Prohibición de acceso a animales de montura. 
 
Artículo 153. Señales de restricción de paso. 

Las señales de restricción de paso, para quienes se las encuentren de frente en el sentido de su 
marcha y a partir del lugar en que están situadas, prohíben o limitan el acceso de los vehículos en 
la forma que a continuación se detalla: 
 
R-200. Prohibición de pasar sin detenerse. Indica el lugar donde es obligatoria la detención por la 
proximidad, según la inscripción que contenga, de un puesto de aduana, de policía, de peaje u 
otro, y que tras ellos pueden estar instalados medios mecánicos de detención. 
 
En todo caso, el conductor así detenido no podrá reanudar su marcha hasta haber cumplido la 
prescripción que la señal establece. 
 



R-201. Limitación de masa. Prohibición de paso de los vehículos cuya masa en carga supere la 
indicada en toneladas. 
 
R-202. Limitación de masa por eje. Prohibición de paso a los vehículos cuya masa por eje 
transmitida por la totalidad de las ruedas acopladas a algún eje supere a la indicada en la señal. 
 
R-203. Limitación de longitud. Prohibición de paso de los vehículos o conjunto de vehículos cuya 
longitud máxima, incluida la carga, supere la indicada. 
 
R-204. Limitación de anchura. Prohibición de paso de los vehículos cuya anchura máxima, 
incluida la carga, supere la indicada. 
 
R-205. Limitación de altura. Prohibición de paso de los vehículos cuya altura máxima, incluida la 
carga, supere la indicada. 
 
Artículo 154. Otras señales de prohibición o restricción. 

La nomenclatura y significado de estas señales son las siguientes: 
 
R-300. Separación mínima. Prohibición de circular sin mantener con el vehículo precedente una 
separación igual o mayor a la indicada en la señal, excepto para adelantar. Si aparece sin la 
indicación en metros, recuerda de forma genérica que debe guardarse la distancia de seguridad 
entre vehículos establecida en el artículo 54. 
 
R-301. Velocidad máxima. Prohibición de circular a velocidad superior, en kilómetros por hora, a 
la indicada en la señal. Obliga desde el lugar en que esté situada hasta la próxima señal Fin de 
limitación de velocidad, de Fin de prohibiciones u otra de Velocidad máxima, salvo que esté 
colocada en el mismo poste que una señal de advertencia de peligro o en el mismo panel que ésta, 
en cuyo caso la prohibición finaliza cuando termine el peligro señalado. Situada en una vía sin 
prioridad, deja de tener vigencia al salir de una intersección con una vía con prioridad. Si el límite 
indicado por la señal coincide con la velocidad máxima permitida para el tipo de vía, recuerda de 
forma genérica la prohibición de superarla. 
 
R-302. Giro a la derecha prohibido. Prohibición de girar a la derecha. 
 
R-303. Giro a la izquierda prohibido. Prohibición de girar a la izquierda. Incluye, también, la 
prohibición del cambio de sentido de marcha. 
 
R-304. Media vuelta prohibida. Prohibición de efectuar la maniobra de cambio de sentido de la 
marcha. 
 
R-305. Adelantamiento prohibido. Por añadidura a los principios generales sobre adelantamiento, 
indica la prohibición a todos los vehículos de adelantar a los vehículos de motor que circulen por 
la calzada, salvo que éstos sean motocicletas de dos ruedas y siempre que no se invada la zona 
reservada al sentido contrario, a partir del lugar en que esté situada la señal y hasta la próxima 
señal de Fin de prohibición de adelantamiento o de Fin de prohibiciones. Colocada en aquellos 
lugares donde por norma esté prohibido el adelantamiento, recuerda de forma genérica la 
prohibición de efectuar esta maniobra. 



 
R-306. Adelantamiento prohibido para camiones. Prohibición a los camiones cuya masa máxima 
autorizada exceda de 3.500 kilogramos de adelantar a los vehículos de motor que circulen por la 
calzada, salvo que éstos sean motocicletas de dos ruedas y siempre que no se invada la zona 
reservada al sentido contrario, a partir del lugar en que esté situada la señal y hasta la próxima 
señal de Fin de prohibición de adelantamiento para camiones o de Fin de prohibiciones. 
 
R-307. Parada y estacionamiento prohibido. Prohibición de parada y estacionamiento en el lado 
de la calzada en que esté situada la señal. Salvo indicación en contrario, la prohibición comienza 
en la vertical de la señal y termina en la intersección más próxima. 
 
R-308. Estacionamiento prohibido. Prohibición de estacionamiento en el lado de la calzada en que 
esté situada la señal. Salvo indicación en contrario, la prohibición comienza en la vertical de la 
señal y termina en la intersección más próxima. No prohíbe la parada. 
 
R-308 a. Estacionamiento prohibido los días impares. Prohibición de estacionamiento, en el lado 
de la calzada en que esté situada la señal, los días impares. 
 
Salvo indicación en contrario, la prohibición comienza en la vertical de la señal y termina en la 
intersección más próxima. No prohíbe la parada. 
 
R-308 b. Estacionamiento prohibido los días pares. Prohibición de estacionamiento, en el lado de 
la calzada en que esté situada la señal, los días pares. Salvo indicación en contrario, la prohibición 
comienza en la vertical de la señal y termina en la intersección más próxima. No prohíbe la 
parada. 
 
R-308 c. Estacionamiento prohibido la primera quincena. Prohibición de estacionamiento, en el 
lado de la calzada en que esté situada la señal, desde las nueve horas del día 1 hasta las nueve 
horas del día 16. Salvo indicación en contrario, la prohibición comienza en la vertical de la señal y 
termina en la intersección más próxima. No prohíbe la parada. 
 
R-308 d. Estacionamiento prohibido la segunda quincena. Prohibición de estacionamiento en el 
lado de la calzada en que esté situada la señal, desde las nueve horas del día 16 hasta las nueve 
horas del día 1. Salvo indicación en contrario, la prohibición comienza en la vertical de la señal y 
termina en la intersección más próxima. No prohíbe la parada. 
 
R-308 e. Estacionamiento prohibido en vado. Prohíbe el estacionamiento delante de un vado. 
 
R-309. Zona de estacionamiento limitado. Zona de estacionamiento de duración limitada y 
obligación para el conductor de indicar, de forma reglamentaria, la hora del comienzo del 
estacionamiento. Se podrá incluir el tiempo máximo autorizado de estacionamiento y el horario de 
vigencia de la limitación. También se podrá incluir si el estacionamiento está sujeto a pago. 
 
R-310. Advertencias acústicas prohibidas. Recuerda la prohibición general de efectuar señales 
acústicas, salvo para evitar un accidente. 
 
Artículo 155. Señales de obligación. 



Son aquellas señales que señalan una norma de circulación obligatoria. Su nomenclatura y 
significado son los siguientes: 
 
R-400 a, b, c,dye. Sentido obligatorio. La flecha señala la dirección y sentido que los vehículos 
tienen la obligación de seguir. 
 
R-401 a,byc. Paso obligatorio. La flecha señala el lado o los lados del refugio por los que los 
vehículos han de pasar. 
 
R-402. Intersección de sentido giratorio-obligatorio. Las flechas señalan la dirección y sentido del 
movimiento giratorio que los vehículos deben seguir. 
 
R-403 a, b y c. Únicas direcciones y sentidos permitidos. Las flechas señalan las únicas 
direcciones y sentidos que los vehículos pueden tomar. 
 
R-404. Calzada para automóviles, excepto motocicletas sin sidecar. Obligación para los 
conductores de automóviles, excepto motocicletas, de circular por la calzada a cuya entrada esté 
situada. 
 
R-405. Calzada para motocicletas sin sidecar. Obligación para los conductores de motocicletas de 
circular por la calzada a cuya entrada esté situada. 
 
R-406. Calzada para camiones, furgones y furgonetas. Obligación para los conductores de toda 
clase de camiones y furgones, independientemente de su masa, de circular por la calzada a cuya 
entrada esté situada. 
 
La inscripción de una cifra de tonelaje, ya sea sobre la silueta del vehículo, ya sea en otra placa 
suplementaria, significa que la obligación sólo se aplica cuando la masa máxima autorizada del 
vehículo o del conjunto de vehículos supere la citada cifra. 
 
 
R-407 a. Vía reservada para ciclos o vía ciclista. Obligación para los conductores de ciclos de 
circular por la vía a cuya entrada esté situada y prohibición a los demás usuarios de la vía de 
utilizarla. 
 
R-407 b. Vía reservada a ciclomotores. Obligación para los conductores de ciclomotores de 
circular por la vía a cuya entrada esté situada y prohibición a los demás usuarios de la vía de 
utilizarla. 
 
R-408. Camino para vehículos de tracción animal. Obligación para los conductores de vehículos 
de tracción animal de utilizar el camino a cuya entrada esté situada. 
 
R-409. Camino reservado para animales de montura. Obligación para los jinetes de utilizar con 
sus animales de montura el camino a cuya entrada esté situada y prohibición a los demás usuarios 
de la vía de utilizarlo. 
 
R-410. Camino reservado para peatones. Obligación para los peatones de transitar por el camino a 
cuya entrada esté situada y prohibición a los demás usuarios de la vía de utilizarlo. 
 



R-411. Velocidad mínima. Obligación para los conductores de vehículos de circular, por lo 
menos, a la velocidad indicada por la cifra, en kilómetros por hora, que figure en la señal, desde el 
lugar en que esté situada hasta otra de velocidad mínima diferente, o de fin de velocidad mínima o 
de velocidad máxima de valor igual o inferior. 
 
R-412. Cadenas para nieve. Obligación de no proseguir la marcha sin cadenas para nieve u otros 
dispositivos autorizados, que actúen al menos en una rueda a cada lado del mismo eje motor. 
 
R-413. Alumbrado de corto alcance. Obligación para los conductores de circular con el alumbrado 
de corto alcance al menos, con independencia de las condiciones de visibilidad e iluminación de 
la vía, desde el lugar en que esté situada la señal hasta otra de fin de esta obligación. 
 
R-414. Calzada para vehículos que transporten mercancías peligrosas. Obligación para los 
conductores de toda clase de vehículos que transporten mercancías peligrosas de circular por la 
calzada a cuya entrada esté situada y que deben circular de acuerdo con su reglamentación 
especial. 
 
R-415. Calzada para vehículos que transporten productos contaminantes del agua. Obligación 
para los conductores de toda clase de vehículos que transporten más de 1.000 litros de productos 
capaces de contaminar el agua de circular por la calzada a cuya entrada esté situada. 
 
R-416. Calzada para vehículos que transportan mercancías explosivas e inflamables. Obligación 
para los conductores de toda clase de vehículos que transporten mercancías explosivas o 
fácilmente inflamables de circular por la calzada a cuya entrada esté situada y que deben circular 
de acuerdo con su reglamentación especial. 
 
R-417. Uso obligatorio del cinturón de seguridad. Obligación de utilización del cinturón de 
seguridad. 
 
R-418. Vía exclusiva para vehículos dotados de equipo de telepeaje operativo. Telepeaje 
obligatorio. Obligación de efectuar el pago del peaje mediante el sistema de peaje dinámico o 
telepeaje; el vehículo que circule por el carril o carriles así señalizados deberá estar provisto del 
medio técnico que posibilite su uso en condiciones operativas de acuerdo con las disposiciones 
legales en la materia. 
 
Artículo 156. Señales de fin de prohibición o restricción. 

La nomenclatura y significado de las señales de fin de prohibición o restricción son los siguientes: 
 
R-500. Fin de prohibiciones. Señala el lugar desde el que todas las prohibiciones específicas 
indicadas por anteriores señales de prohibición para vehículos en movimiento dejan de tener 
aplicación. 
 
R-501. Fin de la limitación de velocidad. Señala el lugar desde donde deja de ser aplicable una 
anterior señal de velocidad máxima. 
 
R-502. Fin de la prohibición de adelantamiento. Señala el lugar desde donde deja de ser aplicable 
una anterior señal de adelantamiento prohibido. 



 
R-503. Fin de la prohibición de adelantamiento para camiones. Señala el lugar desde donde deja 
de ser aplicable una anterior señal de adelantamiento prohibido para camiones. 
 
R-504. Fin de zona de estacionamiento limitado. Señala el lugar desde donde deja de ser aplicable 
una anterior señal de zona de estacionamiento limitado. 
 
R-505. Fin de vía reservada para ciclos. Señala el lugar desde donde deja de ser aplicable una 
anterior señal de vía reservada para ciclos. 
 
R-506. Fin de velocidad mínima. Señala el lugar desde donde deja de ser aplicable una anterior 
señal de velocidad mínima. 
 
Artículo 157. Formato de las señales de reglamentación. 

1. La forma, color, diseño, símbolos, significado y dimensiones de las señales de reglamentación 
son los que figuran en el Catálogo oficial de señales de circulación. La forma, símbolos y 
nomenclatura figuran también en el anexo I de este Reglamento. 
 
2. Cuando las señales a que se refieren los artículos 151, 152, 153, 154 y 156 sean luminosas, 
podrá admitirse que los símbolos aparezcan iluminados en blanco sobre fondo oscuro no 
luminoso. 
 

Subsección III. De las señales de indicación. 
 
Artículo 158. Objeto y tipos. 

1. Las señales de indicación tienen por objeto facilitar al usuario de las vías ciertas indicaciones 
que pueden serle de utilidad. 
 
2. Las señales de indicación pueden ser: 
 
Señales de indicaciones generales. 
 
Señales de carriles. 
 
Señales de servicio. 
 
Señales de orientación. 
 
Paneles complementarios. 
 
Otras señales. 
 
3. Los paneles complementarios colocados debajo de una señal de indicación podrán expresar la 
distancia entre dicha señal y el lugar así señalado. La indicación de esta distancia podrá figurar 
también, en su caso, en la parte inferior de la propia señal. 
 



Artículo 159. Señales de indicaciones generales. 

La nomenclatura y significado de las señales de indicaciones generales son los siguientes: 
 
S-1. Autopista. Indica el principio de una autopista y, por tanto, el lugar a partir del cual se 
aplican las reglas especiales de circulación en este tipo de vía. El símbolo de esta señal puede 
anunciar la proximidad de una autopista o indicar el ramal de una intersección que conduce a una 
autopista. 
 
S-1 a. Autovía. Indica el principio de una autovía y, por tanto, el lugar a partir del cual se aplican 
las reglas especiales de circulación en este tipo de vía. El símbolo de esta señal puede anunciar la 
proximidad de una autovía o indicar el ramal de una intersección que conduce a una autovía. 
 
S-2. Fin de autopista. Indica el final de una autopista. 
 
S-2 a. Fin de autovía. Indica el final de una autovía. 
 
S-3. Vía reservada para automóviles. Indica el principio de una vía reservada a la circulación de 
automóviles. 
 
S-4. Fin de vía reservada para automóviles. Indica el final de una vía reservada para automóviles. 
 
S-5. Túnel. Indica el principio y eventualmente el nombre de un túnel, de un paso inferior o de un 
tramo de vía equiparado a túnel. Podrá llevar en su parte inferior la indicación de la longitud del 
túnel en metros. 
 
S-6. Fin de túnel. Indica el final de un túnel, de un paso inferior o de un tramo de vía equiparado a 
túnel. 
 
S-7. Velocidad máxima aconsejable. Recomienda una velocidad aproximada de circulación, en 
kilómetros por hora, que se aconseja no sobrepasar, aunque las condiciones meteorológicas y 
ambientales de la vía y de la circulación sean favorables. Cuando está colocada bajo una señal de 
advertencia de peligro, la recomendación se refiere al tramo en que dicho peligro subsista. 
 
S-8. Fin de velocidad máxima aconsejada. Indica el final de un tramo en el que se recomienda 
circular a la velocidad en kilómetros por hora indicada en la señal. 
 
S-9. Intervalo aconsejado de velocidades. Recomienda mantener la velocidad entre los valores 
indicados, siempre que las condiciones meteorológicas y ambientales de la vía y de la circulación 
sean favorables. 
 
Cuando está colocada debajo de una señal de advertencia de peligro, la recomendación se refiere 
al tramo en que dicho peligro subsista. 
 
S-10. Fin de intervalo aconsejado de velocidades. Indica el lugar desde donde deja de ser 
aplicable una anterior señal de intervalo aconsejado de velocidades. 
 



S-11. Calzada de sentido único. Indica que, en la calzada que se prolonga en la dirección de la 
flecha, los vehículos deben circular en el sentido indicado por ésta, y que está prohibida la 
circulación en sentido contrario. 
 
S-11 a. Calzada de sentido único. Indica que, en la calzada que se prolonga en la dirección de las 
flechas (dos carriles), los vehículos deben circular en el sentido indicado por éstas, y que está 
prohibida la circulación en sentido contrario. 
 
S-11 b. Calzada de sentido único. Indica que, en la calzada que se prolonga en la dirección de las 
flechas (tres carriles), los vehículos deben circular en el sentido indicado por éstas, y que está 
prohibida la circulación en sentido contrario. 
 
S-12. Tramo de calzada de sentido único. Indica que, en el tramo de calzada que se prolonga en la 
dirección de la flecha, los vehículos deben circular en el sentido indicado por ésta, y que está 
prohibida la circulación en sentido contrario. 
 
S-13. Situación de un paso para peatones. Indica la situación de un paso para peatones. 
 
S-14 a. Paso superior para peatones. Indica la situación de un paso superior para peatones. 
 
S-14 b. Paso inferior para peatones. Indica la situación de un paso inferior para peatones. 
 
S-15 a, b,cyd. Preseñalización de calzada sin salida. Indican que, de la calzada que figura en la 
señal con un recuadro rojo, los vehículos sólo pueden salir por el lugar de entrada. 
 
S-16. Zona de frenado de emergencia. Indica la situación de una zona de escape de la calzada, 
acondicionada para que un vehículo pueda ser detenido en caso de fallo de su sistema de frenado. 
 
S-17. Estacionamiento. Indica un emplazamiento donde está autorizado el estacionamiento de 
vehículos. 
 
Una inscripción o un símbolo, que representa ciertas clases de vehículos, indica que el 
estacionamiento está reservado a esas clases. Una inscripción con indicaciones de tiempo limita la 
duración del estacionamiento señalado. 
 
S-18. Lugar reservado para taxis. Indica el lugar reservado a la parada y al estacionamiento de 
taxis libres y en servicio. La inscripción de un número indica el número total de espacios 
reservados a este fin. 
 
S-19. Parada de autobuses. Indica el lugar reservado para parada de autobuses. 
 
S-20. Parada de tranvías. Indica el lugar reservado para parada de tranvías. 
 
S-21. Transitabilidad en tramo o puerto de montaña. Indica la situación de transitabilidad del 
puerto o tramo definido en la parte superior de la señal. 
 
S-21.1 a, b, c, d y e. Transitabilidad en tramo o puerto de montaña. El panel 1 puede ir en blanco 
con la inscripción ABIERTO; en tal caso, indica que pueden circular todos los vehículos sin 
restricción; en verde, que indica que el puerto está transitable, si bien existe prohibición de 



adelantar para los camiones con masa máxima autorizada mayor de 3.500 kilogramos; amarillo, 
que indica que el puerto está transitable, excepto para los camiones con masa máxima autorizada 
mayor de 3.500 kilogramos y vehículos articulados, y los turismos y autobuses circularán a una 
velocidad máxima de 60 km/h; rojo, que indica que para circular es obligatorio el uso de cadenas 
o neumáticos especiales a una velocidad máxima de 30 km/h y que está prohibida la circulación 
de vehículos articulados, camiones y autobuses; y en negro con la inscripción CERRADO, que 
indica que la carretera se encuentra intransitable para cualquier tipo de vehículo. 
 
S-21.2 a, b,c y d. Transitabilidad en tramo o puerto de montaña. El panel 2 será de color blanco y 
podrá llevar las siguientes inscripciones: la señal R-306 cuando el panel 1 vaya en verde; las 
señales R-106 y R-301 con la limitación a 60 km/h cuando el panel 1 sea amarillo y la señal R-
107 con la inscripción 3,5 toneladas y R-412 cuando el panel 1 sea rojo. 
 
S-21.3 a y b. Transitabilidad en tramo o puerto de montaña. El panel 3 puede llevar una 
inscripción del lugar a partir del cual se aplican las indicaciones del panel 1 y 2. 
 
S-22. Cambio de sentido al mismo nivel. Indica la proximidad de un lugar en el que se puede 
efectuar un cambio de sentido al mismo nivel. 
 
S-23. Hospital. Indica, además, a los conductores de vehículos la conveniencia de tomar las 
precauciones que requiere la proximidad de establecimientos médicos, especialmente la de evitar 
la producción de ruido. 
 
S-24. Fin de obligación de alumbrado de corto alcance (cruce). Indica el final de un tramo en que 
es obligatorio el alumbrado de cruce o corto alcance y recuerda la posibilidad de prescindir de 
éste, siempre que no venga impuesto por circunstancias de visibilidad, horario o iluminación de la 
vía. 
 
S-25. Cambio de sentido a distinto nivel. Indica la proximidad de una salida a través de la cual se 
puede efectuar un cambio de sentido a distinto nivel. 
 
S-26 a, b y c. Paneles de aproximación a salida. Indica en una autopista, en una autovía o en una 
vía para automóviles que la próxima salida está situada, aproximadamente, a 300 metros, 200 
metros y 100 metros, respectivamente. 
 
Si la salida fuera por la izquierda, la diagonal o diagonales serían descendentes de izquierda a 
derecha y las señales se situarían a la izquierda de la calzada. 
 
S-27. Auxilio en carretera. Indica la situación del poste o puesto de socorro más próximo desde el 
que se puede solicitar auxilio en caso de accidente o avería. 
 
La señal puede indicar la distancia a la que éste se halla. 
 
S-28. Calle residencial. Indica las zonas de circulación especialmente acondicionadas que están 
destinadas en primer lugar a los peatones y en las que se aplican las normas especiales de 
circulación siguientes: la velocidad máxima de los vehículos está fijada en 20 kilómetros por hora 
y los conductores deben conceder prioridad a los peatones. Los vehículos no pueden estacionarse 
más que en los lugares designados por señales o por marcas. 
 



Los peatones pueden utilizar toda la zona de circulación. Los juegos y los deportes están 
autorizados en ella. Los peatones no deben estorbar inútilmente a los conductores de vehículos. 
 
S-29. Fin de calle residencial. Indica que se aplican de nuevo las normas generales de circulación. 
 
S-30. Zona a 30. Indica la zona de circulación especialmente acondicionada que está destinada en 
primer lugar a los peatones. La velocidad máxima de los vehículos está fijada en 30 kilómetros 
por hora. Los peatones tienen prioridad. 
 
S-31. Fin de zona a 30. Indica que se aplican de nuevo las normas generales de circulación. 
 
S-32. Telepeaje. Indica que el vehículo que circule por el carril o carriles así señalizados puede 
efectuar el pago del peaje mediante el sistema de peaje dinámico o telepeaje, siempre que esté 
provisto del medio técnico que posibilite su uso. 
 
S-33. Senda ciclable. Indica la existencia de una vía para peatones y ciclos, segregada del tráfico 
motorizado, y que discurre por espacios abiertos, parques, jardines o bosques. 
 
S-34. Apartadero en túneles. Indica la situación de un lugar donde se puede apartar el vehículo en 
un túnel, a fin de dejar libre el paso. 
 
S-34 a. Apartadero en túneles. Indica la situación de un lugar donde se puede apartar el vehículo 
en un túnel, a fin de dejar libre el paso, y que dispone de teléfono de emergencia. 
 
Artículo 160. Señales de carriles. 

Las señales de carriles indican una reglamentación especial para uno o más carriles de la calzada. 
 
Se pueden citar las siguientes: 
 
S-50 a, b, c,d y e. Carriles reservados para el tráfico en función de la velocidad señalizada. Indica 
que el carril sobre el que está situada la señal de velocidad mínima sólo puede ser utilizado por los 
vehículos que circulen a velocidad igual o superior a la indicada, aunque si las circunstancias lo 
permiten deben circular por el carril de la derecha. El final de la obligatoriedad de velocidad 
mínima vendrá establecido por la señal S-52 o R-506. 
 
S-51. Carril reservado para autobuses. Indica la prohibición a los conductores de los vehículos 
que no sean de transporte colectivo de circular por el carril indicado. 
 
La mención taxi autoriza también a los taxis la utilización de este carril. En los tramos en que la 
marca blanca longitudinal esté constituida, en el lado exterior de este carril, por una línea 
discontinua, se permite su utilización general exclusivamente para realizar alguna maniobra que 
no sea la de parar, estacionar, cambiar el sentido de la marcha o adelantar, dejando siempre 
preferencia a los autobuses y, en su caso, a los taxis. 
 
S-52. Final de carril destinado a la circulación. Preseñaliza el carril que va a cesar de ser 
utilizable, indicando el cambio de carril preciso. 
 



S-52 a y b. Final de carril destinado a la circulación. Preseñaliza, en una calzada de doble sentido 
de circulación, el carril que va a cesar de ser utilizable, e indica el cambio de carril preciso. 
 
S-53. Paso de uno a dos carriles de circulación. Indica, en un tramo con un solo carril en un 
sentido de circulación, que en el próximo tramo se va a pasar a disponer de dos carriles en el 
mismo sentido de la circulación. 
 
S-53 a. Paso de uno a dos carriles de circulación con especificación de la velocidad máxima en 
cada uno de ellos. Indica, en un tramo con un solo carril de circulación en un sentido, que en el 
próximo tramo se va a pasar a disponer de dos carriles en el mismo sentido de circulación. 
También indica la velocidad máxima que está permitido alcanzar en cada uno de ellos. 
 
S-53 b. Paso de dos a tres carriles de circulación. Indica, en un tramo con dos carriles en un 
sentido de circulación, que en el próximo tramo se va a pasar a disponer de tres carriles en el 
mismo sentido de circulación. 
 
S-53 c. Paso de dos a tres carriles de circulación con especificación de la velocidad máxima en 
cada uno de ellos. Indica, en un tramo con dos carriles en un sentido de circulación, que en el 
próximo tramo se va a pasar a disponer de tres carriles en el mismo sentido de circulación. 
También indica la velocidad máxima que está permitido alcanzar en cada uno de ellos. 
 
S-60 a. Bifurcación hacia la izquierda en calzada de dos carriles. Indica, en una calzada de dos 
carriles de circulación en el mismo sentido, que en el próximo tramo el carril de la izquierda se 
bifurcará hacia ese mismo lado. 
 
S-60 b. Bifurcación hacia la derecha en calzada de dos carriles. Indica, en una calzada de dos 
carriles de circulación en el mismo sentido, que en el próximo tramo el carril de la derecha se 
bifurcará hacia ese mismo lado. 
 
S-61 a. Bifurcación hacia la izquierda en calzada de tres carriles. Indica, en una calzada con tres 
carriles de circulación en el mismo sentido, que en el próximo tramo el carril de la izquierda se 
bifurcará hacia ese mismo lado. 
 
S-61 b. Bifurcación hacia la derecha en calzada de tres carriles. Indica, en una calzada con tres 
carriles de circulación en el mismo sentido, que en el próximo tramo el carril de la derecha se 
bifurcará hacia ese mismo lado. 
 
S-62 a. Bifurcación hacia la izquierda en calzada de cuatro carriles. Indica, en una calzada con 
cuatro carriles de circulación en el mismo sentido, que en el próximo tramo el carril de la 
izquierda se bifurcará hacia ese mismo lado. 
 
S-62 b. Bifurcación hacia la derecha en calzada de cuatro carriles. Indica, en una calzada con 
cuatro carriles de circulación en el mismo sentido, que en el próximo tramo el carril de la derecha 
se bifurcará hacia ese mismo lado. 
 
S-63. Bifurcación en calzada de cuatro carriles. Indica, en una calzada con cuatro carriles de 
circulación en el mismo sentido, que en el próximo tramo los dos carriles de la izquierda se 
bifurcarán hacia la izquierda y los dos de la derecha hacia la derecha. 
 



S-64. Carril bici o vía ciclista adosada a la calzada. Indica que el carril sobre el que está situada la 
señal de vía ciclista sólo puede ser utilizado por ciclos. Las flechas indicarán el número de carriles 
de la calzada, así como su sentido de la circulación. 
 
Artículo 161. Señales de servicio. 

Las señales de servicio informan de un servicio de posible utilidad para los usuarios de la vía. El 
significado y nomenclatura de las señales de servicio son los siguientes: 
 
S-100. Puesto de socorro. Indica la situación de un centro, oficialmente reconocido, donde puede 
realizarse una cura de urgencia. 
 
S-101. Base de ambulancia. Indica la situación de una ambulancia en servicio permanente para 
cura y traslado de heridos en accidentes de circulación. 
 
S-102. Servicio de inspección técnica de vehículos. Indica la situación de una estación de 
inspección técnica de vehículos. 
 
S-103. Taller de reparación. Indica la situación de un taller de reparación de automóviles. 
 
S-104. Teléfono. Indica la situación de un aparato telefónico. 
 
S-105. Surtidor de carburante. Indica la situación de un surtidor o estación de servicio de 
carburante. 
 
S-106. Taller de reparación y surtidor de carburante. Indica la situación de una instalación que 
dispone de taller de reparación y surtidor de carburante. 
 
S-107. Campamento. Indica la situación de un lugar (campamento) donde puede acamparse. 
 
S-108. Agua. Indica la situación de una fuente con agua. 
 
S-109. Lugar pintoresco. Indica un sitio pintoresco o el lugar desde el que se divisa. 
 
S-110. Hotel o motel. Indica la situación de un hotel o motel. 
 
S-111. Restauración. Indica la situación de un restaurante. 
 
S-112. Cafetería. Indica la situación de un bar o cafetería. 
 
S-113. Terreno para remolques-vivienda. Indica la situación de un terreno en el que puede 
acamparse con remolque-vivienda (caravana). 
 
S-114. Merendero. Indica el lugar que puede utilizarse para el consumo de comidas o bebidas. 
 
S-115. Punto de partida para excursiones a pie. Indica un lugar apropiado para iniciar excursiones 
a pie. 
 



S-116. Campamento y terreno para remolques-vivienda. Indica la situación de un lugar donde 
puede acamparse con tienda de campaña o con remolque-vivienda. 
 
S-117. Albergue de juventud. Indica la situación de un albergue cuya utilización está reservada a 
organizaciones juveniles. 
 
S-118. Información turística. Indica la situación de una oficina de información turística. 
 
S-119. Coto de pesca. Indica un tramo del río o lago en el que la pesca está sujeta a autorización 
especial. 
 
S-120. Parque nacional. Indica la situación de un parque nacional cuyo nombre no figura inscrito. 
 
S-121. Monumento. Indica la situación de una obra histórica o artística declarada monumento. 
 
S-122. Otros servicios. Señal genérica para cualquier otro servicio, que se inscribirá en el 
recuadro blanco. 
 
S-123. Área de descanso. Indica la situación de un área de descanso. 
 
S-124. Estacionamiento para usuarios del ferrocarril. Indica la situación de una zona de 
estacionamiento conectada con una estación de ferrocarril y destinada principalmente para los 
vehículos de los usuarios que realizan una parte de su viaje en vehículo privado y la otra en 
ferrocarril. 
 
S-125. Estacionamiento para usuarios del ferrocarril inferior. Indica la situación de una zona de 
estacionamiento conectada con una estación de ferrocarril inferior y destinada principalmente para 
los vehículos de los usuarios que realizan una parte de su viaje en vehículo privado y la otra en 
ferrocarril inferior. 
 
S-126. Estacionamiento para usuarios de autobús. Indica la situación de una zona de 
estacionamiento conectada con una estación o una terminal de autobuses y destinada 
principalmente para los vehículos privados de los usuarios que realizan una parte de su viaje en 
vehículo privado y la otra en autobús. 
 
S-127. Área de servicio. Indica en autopista o autovía la situación de un área de servicio. 
 
Artículo 162. Señales de orientación. 

1. Las señales de orientación se subdividen en: señales de preseñalización, señales de dirección, 
señales de identificación de carreteras, señales de localización, señales de confirmación y señales 
de uso específico en poblado. 
 
2. Las señales de preseñalización se colocarán a una distancia adecuada de la intersección para 
que su eficacia sea máxima, tanto de día como de noche, teniendo en cuenta las condiciones viales 
y de circulación, especialmente la velocidad habitual de los vehículos y la distancia a la que sea 
visible dicha señal. Esta distancia podrá reducirse a unos 50 metros en los poblados pero deberá 
ser, por lo menos, de 500 metros en las autopistas y autovías. Estas señales podrán repetirse. La 



distancia entre la señal y la intersección podrá indicarse por medio de un panel complementario 
colocado encima de la señal; esa distancia se podrá indicar también en la parte superior de la 
propia señal. 
 
La nomenclatura y significado de las señales de preseñalización son los siguientes: 
 
S-200. Preseñalización de glorieta. Indica las direcciones de las distintas salidas de la próxima 
glorieta. 
 
Si alguna inscripción figura sobre fondo azul, indica que la salida conduce hacia una autopista o 
autovía. 
 
S-220. Preseñalización de direcciones hacia una carretera convencional. Indica, en una carretera 
convencional, las direcciones de los distintos ramales de la próxima intersección cuando uno de 
ellos conduce a una carretera convencional. 
 
S-222. Preseñalización de direcciones hacia una autopista o una autovía. Indica, en una carretera 
convencional, las direcciones de los distintos ramales de la próxima intersección cuando uno de 
ellos conduce a una autopista o una autovía. 
 
S-222 a. Preseñalización de direcciones hacia una autopista o una autovía y dirección propia. 
Indica, en una carretera convencional, las direcciones de los distintos ramales de la próxima 
intersección cuando uno de ellos conduce a una autopista o una autovía. También indica la 
dirección propia de la carretera convencional. 
 
S-225. Preseñalización de direcciones en una autopista o una autovía hacia cualquier carretera. 
Indica en una autopista o en una autovía las direcciones de los distintos ramales en la próxima 
intersección. También indica la distancia, el número y, en su caso, la letra del enlace y ramal. 
 
S-230. Preseñalización con señales sobre la calzada en carretera convencional hacia carretera 
convencional. 
 
Indica las direcciones del ramal de la próxima salida y la distancia a la que se encuentra. 
 
S-230 a. Preseñalización con señales sobre la calzada en carretera convencional hacia carretera 
convencional y dirección propia. Indica las direcciones del ramal de la próxima salida y la 
distancia a la que se encuentra. 
 
También indica la dirección propia de la carretera convencional. 
 
S-232. Preseñalización con señales sobre la calzada en carretera convencional hacia autopista o 
autovía. Indica las direcciones del ramal de la próxima salida y la distancia a la que se encuentra. 
 
S-232 a. Preseñalización con señales sobre la calzada en carretera convencional hacia autopista o 
autovía y dirección propia. Indica las direcciones del ramal de la próxima salida y la distancia a la 
que se encuentra. 
 
También indica la dirección propia de la carretera convencional. 
 



S-235. Preseñalización con señales sobre la calzada en autopista o autovía hacia cualquier 
carretera. Indica las direcciones del ramal de la próxima salida, la distancia a la que se encuentra y 
el número del enlace. 
 
S-235 a. Preseñalización con señales sobre la calzada en autopista o autovía hacia cualquier 
carretera y dirección propia. Indica las direcciones del ramal de la próxima salida, la distancia a la 
que se encuentra y el número del enlace. También indica la dirección propia de la autopista o 
autovía. 
 
S-242. Preseñalización en autopista o autovía de dos salidas muy próximas hacia cualquier 
carretera. Indica las direcciones de los ramales de las dos salidas consecutivas de la autopista o 
autovía, la distancia, el número del enlace y la letra de cada salida. 
 
S-242 a. Preseñalización en autopista o autovía de dos salidas muy próximas hacia cualquier 
carretera y dirección propia. Indica las direcciones de los ramales de las dos salidas consecutivas 
de la autopista o autovía, la distancia, el número del enlace y la letra de cada salida. También 
indica la dirección propia de la autopista o autovía. 
 
S-250. Preseñalización de itinerario. Indica el itinerario que es preciso seguir para tomar la 
dirección que señala la flecha. 
 
S-260. Preseñalización de carriles. Indica las únicas direcciones permitidas, en la próxima 
intersección, a los usuarios que circulan por los carriles señalados. 
 
S-261. Preseñalización en carretera convencional de zona o área de servicio. Indica, en una 
carretera convencional, la proximidad de una salida hacia una zona o área de servicio. 
 
S-263. Preseñalización en autopista o autovía de una zona o área de servicio con salida 
compartida. Indica, en autopista o autovía, la proximidad de una salida hacia una zona o área de 
servicio, y que ésta coincide con una salida hacia una o varias poblaciones. 
 
S-263 a. Preseñalización en autopista o autovía de una zona o área de servicio con salida 
exclusiva. Indica, en autopista o autovía, la proximidad de una salida hacia una zona o área de 
servicio. 
 
S-264. Preseñalización en carretera convencional de una vía de servicio. Indica, en carretera 
convencional, la proximidad de una salida hacia una vía de servicio desde la que puede accederse 
a los servicios indicados. 
 
S-266. Preseñalización en autopista o autovía de una vía de servicio, con salida compartida. 
Indica, en autopista o autovía, la proximidad de una salida hacia una vía de servicio desde la que 
puede accederse a los servicios indicados, y que ésta coincide con una salida hacia una o varias 
poblaciones. 
 
S-266 a. Preseñalización en autopista o autovía de una vía de servicio, con salida exclusiva. 
Indica, en autopista o autovía, la proximidad de una salida hacia una vía de servicio desde la que 
puede accederse a los servicios indicados. 
 



S-270. Preseñalización de dos salidas muy próximas. Indica la proximidad de dos salidas 
consecutivas entre las que, por carecer de distancia suficiente entre sí, no es posible instalar otras 
señales de orientación individualizadas para cada salida. 
 
Las letras o, en su caso, los números corresponden a los de las señales de preseñalización 
inmediatamente anteriores. 
 
S-271. Preseñalización de área de servicio. Indica, en autopista o autovía, la salida hacia un área 
de servicio. 
 
3. El significado y nomenclatura de las señales de dirección son los siguientes: 
 
S-300. Poblaciones de un itinerario por carretera convencional. Indica los nombres de poblaciones 
situadas en un itinerario constituido por una carretera convencional y el sentido por el que 
aquéllas se alcanzan. 
 
El cajetín situado dentro de la señal define la categoría y número de la carretera. Las cifras 
inscritas dentro de la señal indican la distancia en kilómetros. 
 
S-301. Poblaciones en un itinerario por autopista o autovía. Indica los nombres de poblaciones 
situadas en un itinerario constituido por una autopista o autovía y el sentido por el que aquéllas se 
alcanzan. El cajetín situado dentro de la señal define la categoría y número de la carretera. Las 
cifras inscritas dentro de la señal indican la distancia en kilómetros. 
 
S-310. Poblaciones de varios itinerarios. Indica las carreteras y poblaciones que se alcanzan en el 
sentido que indica la flecha. 
 
S-320. Lugares de interés por carretera convencional. Indica lugares de interés general que no son 
poblaciones situados en un itinerario constituido por una carretera convencional. Las cifras 
inscritas dentro de la señal indican la distancia en kilómetros. 
 
S-321. Lugares de interés por autopista o autovía. 
 
Indica lugares de interés que no son poblaciones situados en un itinerario constituido por una 
autopista o autovía. Las cifras inscritas dentro de la señal indican la distancia en kilómetros. 
 
S-322. Señal de destino hacia una vía ciclista o senda ciclable. Indica la existencia en la dirección 
apuntada por la flecha de una vía ciclista o senda ciclable. Las cifras escritas dentro de la señal 
indican la distancia en kilómetros. 
 
S-341. Señales de destino de salida inmediata hacia carretera convencional. Indica el lugar de 
salida de una autopista o autovía hacia una carretera convencional. 
 
La cifra indica el número del enlace que se corresponde con el punto kilométrico de la carretera. 
 
S-342. Señales de destino de salida inmediata hacia autopista o autovía. Indica el lugar de salida 
de una autopista o autovía hacia una autopista o autovía. La cifra indica el número del enlace que 
se corresponde con el punto kilométrico de la carretera. 
 



S-344. Señales de destino de salida inmediata hacia una zona, área o vía de servicio. Indica el 
lugar de salida de cualquier carretera hacia una zona, área o vía de servicio. 
 
S-347. Señales de destino de salida inmediata hacia una zona, área o vía de servicio, con salida 
compartida hacia una autopista o autovía. Indica el lugar de salida de cualquier carretera hacia una 
zona, área o vía de servicio, y que ésta coincide con una salida hacia una autopista o autovía. 
 
S-348 a. Señal de destino en desvío. Indica que, por el itinerario provisional de desvío y en el 
sentido indicado por la flecha, se alcanza el destino que aparece en la señal. 
 
S-348 b. Señal variable de destino. Indica que en el sentido apuntado por la flecha se alcanza el 
destino que aparece en la señal. 
 
S-350. Señal sobre la calzada, en carretera convencional. Salida inmediata hacia carretera 
convencional. 
 
Indica, en la carretera convencional, en el lugar en que se inicia el ramal de salida, las direcciones 
que se alcanzan por la salida inmediata por una carretera convencional y, en su caso, el número de 
ésta. 
 
S-351. Señal sobre la calzada en autopista y autovía. Salida inmediata hacia carretera 
convencional. Indica, en autopista y autovía, en el lugar en que se inicia el ramal de salida de 
cualquier carretera, las direcciones que se alcanzan por la salida inmediata por una carretera 
convencional y, en su caso, el número de ésta. También indica el número y, en su caso, la letra del 
enlace y ramal. 
 
S-354. Señal sobre la calzada, en carretera convencional. Salida inmediata hacia autopista o 
autovía. Indica, en el lugar en que se inicia el ramal de salida, las direcciones que se alcanzan por 
la salida inmediata por una autopista o una autovía y, en su caso, el número de éstas. 
 
S-355. Señal sobre la calzada en autopista y autovía. Salida inmediata hacia autopista o autovía. 
Indica, en el lugar en que se inicia el ramal de salida, las direcciones que se alcanzan por la salida 
inmediata por una autopista o autovía y, en su caso, el número de éstas. También indica el número 
y, en su caso, la letra del enlace y ramal. 
 
S-360. Señales sobre la calzada en carretera convencional. Salida inmediata hacia carretera 
convencional y dirección propia. Indica, en una carretera convencional, las direcciones que se 
alcanzan por la salida inmediata hacia otra carretera convencional. También indica la dirección 
propia de la carretera convencional y su número. 
 
S-362. Señales sobre la calzada en carretera convencional. Salida inmediata hacia autopista o 
autovía y dirección propia. Indica, en una carretera convencional, las direcciones que se alcanzan 
por la salida inmediata hacia una autopista o una autovía. También indica la dirección propia de la 
carretera convencional. 
 
S-366. Señales sobre la calzada en autopista o autovía. Salida inmediata hacia carretera 
convencional y dirección propia. Indica, en una autopista o una autovía, las direcciones que se 
alcanzan por la salida inmediata hacia una carretera convencional, así como el número del enlace 
y, en su caso, la letra del ramal. También indica la dirección propia de la autopista o la autovía. 



 
S-368. Señales sobre la calzada en autopista o autovía. Salida hacia autopista o autovía y 
dirección propia. 
 
Indica, en una autopista o una autovía, las direcciones que se alcanzan por la salida inmediata 
hacia una autopista o una autovía, así como el número del enlace y, en su caso, la letra del ramal. 
También indica la dirección propia de la autopista o de la autovía. 
 
S-371. Señales sobre calzada en carretera convencional. Dos salidas inmediatas muy próximas 
hacia carretera convencional y dirección propia. 
 
S-373. Señales sobre la calzada en autopista o autovía. Dos salidas inmediatas muy próximas 
hacia carretera convencional y dirección propia. Indica las direcciones de los ramales de las dos 
salidas consecutivas de la autopista o autovía, la distancia de la segunda, el número del enlace y la 
letra de cada salida. También indica la dirección propia de la autopista o autovía. 
 
S-375. Señales sobre la calzada en autopista o autovía. Dos salidas inmediatas muy próximas 
hacia autopista o autovía y dirección propia. Indica las direcciones de los ramales de las dos 
salidas consecutivas de la autopista o autovía, la distancia de la segunda, el número del enlace y la 
letra de cada salida. También indica la dirección propia de la autopista o autovía. 
 
4. Las señales destinadas a identificar las vías, sea por su número, compuesto en cifras, letras o 
una combinación de ambas, sea por su nombre, estarán constituidas por este número o este 
nombre encuadrados en un rectángulo o en un escudo. Tienen la nomenclatura y el significado 
siguientes: 
 
S-400. Itinerario europeo. Identifica un itinerario de la red europea. 
 
S-410. Autopista y autovía. Identifica una autopista o autovía. Cuando ésta es de ámbito 
autonómico, además de la letra A y a continuación del número correspondiente o bien encima de 
la señal con un panel complementario, pueden incluirse las siglas de identificación de la 
comunidad autónoma. Ninguna carretera que no tenga características de autopista o autovía podrá 
ser identificada con la letra A. Cuando la autopista o autovía es una ronda o circunvalación la letra 
A podrá sustituirse por las letras indicativas de la ciudad, de acuerdo con el código establecido al 
efecto por los Ministerios de Fomento e Interior. 
 
S-410 a. Autopista de peaje. Identifica una autopista de peaje. 
 
S-420. Carretera de la red general del Estado. Identifica una carretera de la red general del Estado 
que no sea autopista o autovía. 
 
S-430. Carretera autonómica de primer nivel. Identifica una carretera del primer nivel, que no sea 
autopista o autovía, de la red autonómica de la comunidad a la que corresponden las siglas de 
identificación. 
 
S-440. Carretera autonómica de segundo nivel. Identifica una carretera del segundo nivel, que no 
sea autopista o autovía, de la red autonómica de la comunidad a la que corresponden las siglas de 
identificación. 
 



S-450. Carretera autonómica de tercer nivel. Identifica una carretera del tercer nivel, que no sea 
autopista o autovía, de la red autonómica de la comunidad a la que corresponden las siglas de 
identificación. 
 
5. Las señales de localización podrán utilizarse para indicar la frontera entre dos Estados o el 
límite entre dos divisiones administrativas del mismo Estado o el nombre de un poblado, un río, 
un puerto, un lugar u otra circunstancia de naturaleza análoga. 
 
La nomenclatura y significado de las señales de localización son los siguientes: 
 
S-500. Entrada a poblado. Indica el lugar a partir del cual rigen las normas de comportamiento en 
la circulación relativas a poblado. 
 
S-510. Fin de poblado. Indica el lugar desde donde dejan de ser aplicables las normas de 
comportamiento en la circulación relativas a poblado. 
 
S-520. Situación de punto característico de la vía. Indica un lugar de interés general en la vía. 
 
S-540. Situación de límite de provincia. Indica el lugar a partir del cual la vía entra en una 
provincia. 
 
S-550. Situación de límite de comunidad autónoma. Indica el lugar a partir del cual la vía entra en 
una comunidad autónoma. 
 
S-560. Situación de límite de comunidad autónoma y provincia. Indica el lugar a partir del cual la 
vía entra en una comunidad autónoma y provincia. 
 
S-570. Hito kilométrico en autopista y autovía. Indica el punto kilométrico de la autopista o 
autovía cuya identificación aparece en la parte superior. 
 
S-570 a. Hito kilométrico en autopista de peaje. Indica el punto kilométrico de la autopista de 
peaje cuya identificación aparece en la parte superior. 
 
S-571. Hito kilométrico en autopista y autovía que, además, forma parte de un itinerario europeo. 
Indica el punto kilométrico de la autopista o autovía que, además, forma parte de un itinerario 
europeo, cuya identificación aparece en la parte superior de la señal. 
 
S-572. Hito kilométrico en carretera convencional. Indica el punto kilométrico de una carretera 
convencional cuya identificación aparece en la parte superior sobre el fondo del color que 
corresponda a la red de carreteras a la que pertenezca. 
 
S-573. Hito kilométrico en itinerario europeo. Indica el punto kilométrico de una carretera 
convencional y que forma parte de un itinerario europeo, cuyas letras y números aparecen en la 
parte superior de la señal. 
 
S-574. Hito miriamétrico en autopista o autovía. Indica el punto kilométrico de una autopista o 
autovía cuando aquel es múltiplo de 10. 
 



S-574 a. Hito miriamétrico en carretera convencional. Indica el punto kilométrico de una carretera 
convencional cuando aquel es múltiplo de 10. 
 
S-574 b. Hito miriamétrico en autopista de peaje. Indica el punto kilométrico de una autopista de 
peaje cuando aquel es múltiplo de 10. 
 
S-575. Hito miriamétrico. Indica el punto kilométrico de una carretera que no es autopista ni 
autovía cuando aquel es múltiplo de 10. Su color se corresponderá con el de la red de la que forma 
parte dicha carretera. 
 
6. Las señales de confirmación tienen por objeto recordar, cuando las autoridades competentes lo 
estimen necesario, como puede ser a la salida de los poblados importantes, la dirección de la vía. 
 
Cuando se indiquen distancias, las cifras que las expresen se colocarán después del nombre de la 
localidad. 
 
Su nomenclatura y significado son los siguientes: 
 
S-600. Confirmación de poblaciones en un itinerario por carretera convencional. Indica, en 
carretera convencional, los nombres y distancias en kilómetros a las poblaciones expresadas. 
 
S-602. Confirmación de poblaciones en un itinerario por autopista o autovía. Indica, en autopista 
o autovía, los nombres y distancias en kilómetros a las poblaciones expresadas. 
 
7. Las señales de uso específico en poblado están constituidas por módulos, utilizados conjunta o 
separadamente, cuya finalidad común es comunicar que los lugares a que se refieren se alcanzan 
siguiendo el sentido marcado por la flecha, y cuya nomenclatura y significado respectivos son los 
siguientes: 
 
S-700. Lugares de la red viaria urbana. Indica los nombres de calles, avenidas, plazas, glorietas o 
de cualquier otro punto de la red viaria. 
 
S-710. Lugares de interés para viajeros. Indica los lugares de interés para los viajeros, tales como 
estaciones, aeropuertos, zonas de embarque de los puertos, hoteles, campamentos, oficinas de 
turismo y automóvil club. 
 
S-720. Lugares de interés deportivo o recreativo. Indica los lugares en que predomina un interés 
deportivo o recreativo. 
 
S-730. Lugares de carácter geográfico o ecológico. Indica los lugares de tipo geográfico o de 
interés ecológico. 
 
S-740. Lugares de interés monumental o cultural. Indica los lugares de interés monumental, 
histórico, artístico o, en general, cultural. 
 
S-750. Zonas de uso industrial. Indica las zonas de importante atracción de camiones, mercancías 
y, en general, tráfico industrial pesado. 
 



S-760. Autopistas y autovías. Indica las autopistas y autovías y los lugares a los que por ellas 
puede accederse. 
 
S-770. Otros lugares y vías. Indica las carreteras que no sean autopistas o autovías, los poblados a 
los que por ellas pueda accederse, así como otros lugares de interés público no comprendidos en 
las señales S-700 a S-760. 
 
Artículo 163. Paneles complementarios. 

Los paneles complementarios precisan el significado de la señal que complementan. Su 
nomenclatura y significado son los siguientes: 
 
S-800. Distancia al comienzo del peligro o prescripción. Indica la distancia desde el lugar donde 
está la señal a aquél en que comienza el peligro o comienza a regir la prescripción de aquélla. En 
el caso de que esté colocada bajo la señal de advertencia de peligro por estrechamiento de calzada, 
puede indicar la anchura libre del citado estrechamiento. 
 
S-810. Longitud del tramo peligroso o sujeto a prescripción. Indica la longitud en que existe el 
peligro o en que se aplica la prescripción. 
 
S-820 y S-821. Extensión de la prohibición, a un lado. Colocada bajo una señal de prohibición, 
indica la distancia en que se aplica esta prohibición en el sentido de la flecha. 
 
S-830. Extensión de la prohibición, a ambos lados. Colocada bajo una señal de prohibición, indica 
las distancias en que se aplica esta prohibición en cada sentido indicado por las flechas. 
 
S-840. Preseñalización de detención obligatoria. Colocada bajo la señal de ceda el paso, indica la 
distancia a que se encuentra la señal de detención obligatoria o stop de la próxima intersección. 
 
S-850 a S-853. Itinerario con prioridad. Panel adicional de la señal R-3, que indica el itinerario 
con prioridad. 
 
S-860. Genérico. Panel para cualquier otra aclaración o delimitación de la señal o semáforo bajo 
el que este colocado. 
 
S-870. Aplicación de la señalización. Indica, bajo la señal de prohibición o prescripción, que la 
señal se refiere exclusivamente al ramal de salida cuya dirección coincide aproximadamente con 
la de la flecha. Colocada bajo otra señal, indica que ésta se aplica solamente en el ramal de salida. 
 
S-880. Aplicación de señalización a determinados vehículos. Indica, bajo la señal vertical 
correspondiente, que la señal se refiere exclusivamente a los vehículos que figuran en el panel, y 
que pueden ser camiones, vehículos con remolque, autobuses o ciclos. 
 
S-890. Panel complementario de una señal vertical. Indica, bajo otra señal vertical, que ésta se 
refiere a las circunstancias que se señalan en el panel como nieve, lluvia o niebla. 
 
Artículo 164. Otras señales. 



Otras señales de indicación son las siguientes: 
 
S-900. Peligro de incendio. Advierte del peligro que representa encender un fuego. 
 
S-910. Extintor. Indica la situación de un extintor de incendios. 
 
S-920. Entrada a España. Indica que se ha entrado en territorio español por una carretera 
procedente de otro país. 
 
S-930. Confirmación del país. Indica el nombre del país hacia el que se dirige la carretera. La 
cifra en la parte inferior indica la distancia a la que se encuentra la frontera. 
 
S-940. Limitaciones de velocidad en España. Indica los límites genéricos de velocidad en las 
distintas clases de carreteras y en zona urbana en España. 
 
S-950. Radiofrecuencia de emisoras específicas de información sobre carreteras. Indica la 
frecuencia a que hay que conectar el receptor de radiofrecuencia para recibir información. 
 
S-960. Teléfono de emergencia. Indica la situación de un teléfono de emergencia. 
 
S-970. Apartadero. Indica la situación en un apartadero de un extintor de incendios y teléfono de 
emergencia. 
 
S-980. Salidas de emergencias. Indica la situación de una salida de emergencia. 
 
S-990. Cartel flecha indicativa señal de emergencia en túneles. Indica la dirección y distancia a 
una salida de emergencia. 
 
Artículo 165. Formato de las señales de indicación. 

La forma, color, diseño, símbolos, significado y dimensiones de las señales de indicación figuran 
en el Catálogo oficial de señales de circulación. La forma, símbolos y nomenclatura de las 
correspondientes señales figuran también en el anexo I de este Reglamento. 
 

SECCIÓN V. DE LAS MARCAS VIALES. 
 
Artículo 166. Objeto y clases. 

1. Las marcas sobre el pavimento, o marcas viales, tienen por objeto regular la circulación y 
advertir o guiar a los usuarios de la vía, y pueden emplearse solas o con otros medios de 
señalización, a fin de reforzar o precisar sus indicaciones. 
 
2. Las marcas viales pueden ser: marcas blancas longitudinales, marcas blancas transversales, 
señales horizontales de circulación, otras marcas e inscripciones de color blanco y marcas de otros 
colores. 
 
Artículo 167. Marcas blancas longitudinales. 



La nomenclatura y significado de las marcas blancas longitudinales son los siguientes: 
 
Marca longitudinal continua. Una marca longitudinal consistente en una línea continua sobre la 
calzada significa que ningún conductor con su vehículo o animal debe atravesarla ni circular con 
su vehículo sobre ella ni, cuando la marca separe los dos sentidos de circulación, circular por la 
izquierda de aquélla. 
 
Una marca longitudinal constituida por dos líneas continuas adosadas tiene el mismo significado. 
 
Una línea blanca continua sobre la calzada también puede indicar la existencia de un carril 
especial, y los conductores de los vehículos que circulen por el carril especial pueden sobrepasarla 
con las debidas precauciones para abandonarlo cuando así lo exija la maniobra o el destino que 
pretenden seguir. En este caso la marca es sensiblemente más ancha que en el caso general. 
 
Marca longitudinal discontinua. Una línea discontinua en la calzada está destinada a delimitar los 
carriles con el fin de guiar la circulación, y significa que ningún conductor debe circular con su 
vehículo o animal sobre ella, salvo, cuando sea necesario y la seguridad de la circulación lo 
permita, en calzadas con carriles estrechos (de menos de tres metros de anchura). 
 
Puede además estar destinada a: 
 
Anunciar al conductor que se aproxima a una marca longitudinal continua la prohibición que esta 
marca implica o la proximidad de un tramo de vía que presente un riesgo especial; en estos casos, 
la separación entre los trazos de la línea es sensiblemente más corta que en el caso general. 
 
Indicar la existencia de un carril especial (para determinar la clase de vehículos, de entrada o 
salida, u otro); en este caso la marca es sensiblemente más ancha que en el caso general. 
 
Marcas longitudinales discontinuas dobles. Como caso especial de línea discontinua, las dobles 
que delimitan un carril por ambos lados significan que éste es reversible, es decir, que en él la 
circulación puede estar reglamentada en uno u otro sentido mediante semáforos de carril u otros 
medios. 
 
Marcas longitudinales continuas adosadas a discontinuas. Cuando una marca consista en una línea 
longitudinal continua adosada a otra discontinua, los conductores no deben tener en cuenta más 
que la línea situada en el lado por el que circulan. Cuando estas marcas separen sentidos distintos 
de circulación, esta disposición no impide que los conductores que hayan efectuado un 
adelantamiento vuelvan a ocupar su lugar normal en la calzada. 
 
Marcas de guía en la intersección. Indican a los conductores cómo se debe realizar determinada 
maniobra en una intersección. 
 
Líneas de borde y estacionamiento. A los efectos de este artículo, no se consideran incluidas las 
líneas longitudinales que delimitan, para hacerlos mas visibles, los bordes de la calzada o los 
lugares de estacionamiento contemplados en el artículo 170. 
 
Artículo 168. Marcas blancas transversales. 



La nomenclatura y significado de las marcas blancas transversales son los siguientes: 
 
Marca transversal continua. Una línea continua, dispuesta a lo ancho de uno o varios carriles, es 
una línea de detención que indica que ningún vehículo o animal ni su carga debe franquearla en 
cumplimiento de la obligación impuesta por una señal horizontal o vertical de detención 
obligatoria, una señal de prohibición de pasar sin detenerse, un paso para peatones indicado por 
una marca vial, un semáforo o una señal de detención efectuada por un agente de la circulación o 
por la existencia de un paso a nivel o puente móvil. 
 
Si, por circunstancias excepcionales, desde el lugar donde se ha efectuado la detención no existe 
visibilidad suficiente, el conductor deberá detenerse de nuevo en el lugar desde donde tenga 
visibilidad, sin poner en peligro a ningún usuario de la vía. 
 
Marca transversal discontinua. Una línea discontinua dispuesta a lo ancho de uno o varios carriles 
es una línea de detención que indica que, salvo en circunstancias anormales que reduzcan la 
visibilidad, ningún vehículo o animal ni su carga deben franquearla, cuando tengan que ceder el 
paso, en cumplimiento de la obligación impuesta por una señal vertical u horizontal de Ceda el 
paso, por una flecha verde de giro de un semáforo, o cuando no haya ninguna señal de prioridad 
por aplicación de las normas que rigen ésta. 
 
Marca de paso para peatones. Una serie de líneas de gran anchura, dispuestas sobre el pavimento 
de la calzada en bandas paralelas al eje de ésta y que forman un conjunto transversal a la calzada, 
indica un paso para peatones, donde los conductores de vehículos o animales deben dejarles paso. 
No podrán utilizarse líneas de otros colores que alternen con las blancas. 
 
Marca de paso para ciclistas. Una marca consistente en dos líneas transversales discontinuas y 
paralelas sobre la calzada indica un paso para ciclistas, donde éstos tienen preferencia. 
 
Artículo 169. Señales horizontales de circulación. 

La nomenclatura de las señales horizontales de circulación es la siguiente: 
 
Ceda el paso. Un triángulo, marcado sobre la calzada con el vértice opuesto al lado menor y 
dirigido hacia el vehículo que se acerca, indica a su conductor la obligación que tiene en la 
próxima intersección de ceder el paso a otros vehículos. Si el mencionado triángulo está situado 
en un carril delimitado por líneas longitudinales, la anterior obligación se refiere exclusivamente a 
los vehículos que circulen por el citado carril. 
 
Detención obligatoria o stop. El símbolo stop, marcado sobre la calzada, indica al conductor la 
obligación de detener su vehículo ante una próxima línea de detención o, si esta no existiera, 
inmediatamente antes de la calzada a la que se aproxima, y de ceder el paso a los vehículos que 
circulen por esa calzada. 
 
Si el citado símbolo está situado en un carril delimitado por líneas longitudinales, la anterior 
obligación se refiere exclusivamente a los vehículos que circulen por el citado carril. 
 
Señal de limitación de velocidad. Indica que ningún vehículo debe sobrepasar la velocidad 
expresada en kilómetros por hora. Si la cifra está situada en un carril delimitado por líneas 



longitudinales, la anterior prohibición se refiere exclusivamente a los vehículos que circulen por 
el citado carril. La limitación establecida se aplica hasta la próxima señal de Fin de limitación, Fin 
de limitación de velocidad u otra señal de velocidad máxima diferente. 
 
Flecha de selección de carriles. Una flecha situada en un carril delimitado por líneas 
longitudinales indica que todo conductor debe seguir la dirección, o una de las direcciones, 
indicada por la flecha en el carril en que aquél se halle o, si la señalización lo permite, cambiarse a 
otro carril. Esta flecha puede ir complementada con una inscripción de destino. 
 
Flecha de salida. Indica a los conductores el lugar donde pueden iniciar el cambio de carril para 
tomar una salida y la dirección propia de ésta. 
 
Flecha de fin de carril. Indica que el carril en que está situada termina próximamente y es preciso 
seguir su indicación. 
 
Flecha de retorno. Una flecha, situada aproximadamente en el eje de una calzada de doble sentido 
de circulación y que apunta hacia la derecha, anuncia la proximidad de una línea continua que 
implica la prohibición de circular por su izquierda, e indica, por tanto, que todo conductor debe 
circular con su vehículo cuanto antes por el carril a la derecha de la flecha. 
 
Artículo 170. Otras marcas e inscripciones de color blanco. 

La nomenclatura y significado de otras marcas e inscripciones de color blanco son los siguientes: 
 
Marca de bifurcación. Anuncia al conductor que se aproxima a una bifurcación en la calzada por 
la que transita, con posible reajuste del número total de carriles antes y después de ella. 
 
Marca de paso a nivel. Las letras P y N, una a cada lado de un aspa, indican la proximidad de un 
paso a nivel. 
 
Inscripción de carril o zona reservada. Indica que un carril o zona de la vía están reservados, 
temporal o permanentemente, para la circulación, parada o estacionamiento de determinados 
vehículos tales como autobuses (bus), taxis y ciclos. 
 
Marca de comienzo de carril reservado. Indica el comienzo de un carril reservado para 
determinados vehículos. 
 
Marca de vía ciclista. Indica una vía ciclista o senda ciclable. 
 
Líneas y marcas de estacionamiento. Delimitan los lugares o zonas de estacionamiento, así como 
la forma en que los vehículos deben ocuparlos. 
 
Cebreado. Una zona marcada por franjas oblicuas paralelas enmarcadas por una línea continua 
significa que ningún conductor debe entrar con su vehículo o animal en la citada zona, excepto los 
obligados a circular por el arcén. 
 
Línea de borde de calzada. Delimita para hacerlo más visible el borde de la calzada. 
 



Otras marcas o inscripciones de color blanco en la calzada repiten indicaciones de señales o 
proporcionan a los usuarios indicaciones útiles. 
 
Artículo 171. Marcas de otros colores. 

La nomenclatura y significado de marcas de otros colores son los siguientes: 
 
Marca amarilla zigzag. Indica el lugar de la calzada en que el estacionamiento está prohibido a los 
vehículos en general, por estar reservado para algún uso especial que no implique larga 
permanencia de ningún vehículo. Generalmente se utilizará en zonas de parada (no 
estacionamiento) de autobuses o destinadas a la carga y descarga de vehículos. 
 
Marca amarilla longitudinal continua. Una línea continua de color amarillo, en el bordillo o junto 
al borde de la calzada, significa que la parada y el estacionamiento están prohibidos o sometidos a 
alguna restricción temporal, indicada por señales, en toda la longitud de la línea y en el lado en 
que esté dispuesta. 
 
Marca amarilla longitudinal discontinua. Una línea discontinua de color amarillo, en el bordillo o 
junto al borde de la calzada, significa que el estacionamiento está prohibido o sometido a alguna 
restricción temporal, indicada por señales, en toda la longitud de la línea y en el lado en que esté 
dispuesta. 
 
Cuadrícula de marcas amarillas. Un conjunto de líneas amarillas entrecruzadas recuerda a los 
conductores la prohibición establecida en el artículo 59.1. 
 
Damero blanco y rojo. Una cuadrícula de marcas blancas y rojas indica el lugar donde empieza 
una zona de frenado de emergencia y prohíbe la parada, el estacionamiento o la utilización de esta 
parte de la calzada con otros fines. 
 
Marcas azules. Las marcas que delimitan los lugares en que el estacionamiento está permitido, 
que sean de color azul en lugar del normal color blanco, indican que, en ciertos periodos del día, 
la duración del estacionamiento autorizado está limitada. 
 
Artículo 172. Formato de las marcas viales. 

La forma, color, diseño, símbolos, significado y dimensiones de las marcas viales figuran en el 
Catálogo oficial de señales de circulación. La forma, símbolos y nomenclatura de las 
correspondientes marcas figuran también en el anexo I de este Reglamento. 
 

 
 
 
 
 
 
 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

NORMATIVA MUNICIPAL 
 
 

TEMA 23 
 

ORDENANZA MUNICIPAL SOBRE CIRCULACION DE VEHICULOS Y PEATONES, 
DE 31 DE ENERO DE 2006 

 
ORDENANZA DE CIRCULACIÓN DE PEATONES Y VEHÍCULOS. 

 
EXPOSICION DE MOTIVOS 

 
El nuevo papel preponderante que se le ha otorgado al peatón, la reaparición de la 

bicicleta como modo de transporte, la prioridad a favor de los vehículos de transporte público y la 
creciente demanda social de medidas que atenúen los efectos negativos de la circulación 
motorizada, hacen necesario una actualización amplia de las reglas de juego que respondan al 
panorama actual de la movilidad en nuestra ciudad. 

Los cambios que se han impulsado en la ciudad en materia de movilidad en las líneas 
mencionadas en los últimos quince años, así como las modificaciones normativas que se han 
venido produciendo, justifican que desde el ámbito municipal se proceda a recoger en un único 
documento las disposiciones que, referidas a la circulación, se han venido dictando desde el 
Ayuntamiento. 

En el texto no se ha querido realizar una pormenorizada transcripción de la legislación 
vigente en este campo. Se han recogido los aspectos fundamentales, algunos que se ha 
considerado debían ser resaltados y sobre todo las disposiciones que adaptan la legislación general 
a la realidad de nuestra ciudad. Entre éstas podemos reseñar, las referidas a la circulación en la 
Parte Vieja y otras zonas peatonales, el uso de patines y monopatines, la circulación de bicicletas, 
los requisitos para concesión de vados y reservas de estacionamiento o la regulación de 
autorizaciones en la calzada.  

La ordenanza está dividida en seis títulos. El título I, de carácter general, recoge el objeto 
y ámbito de aplicación de la Ordenanza así como un capítulo dedicado a la señalización vial. 



El Título II dedicado a los peatones, resalta la prioridad de éstos en la circulación urbana 
y recopila las normas sobre limitaciones a la circulación en zonas peatonalizadas y, en especial, en 
la Parte Vieja. 

El Título III recopila diversos aspectos de la circulación de los vehículos motorizados. 
Destacamos la opción de autorizar a los ciclomotores y motocicletas a circular por los carriles 
reservados al transporte público cuando la señalización lo autorice de modo expreso. Se recoge la 
posible implantación de zonas con velocidad limitada a 30 km./h., con el fin de hacer más 
compatible la circulación motorizada con zonas de elevado tránsito peatonal o de carácter 
básicamente residencial. 
Se ha querido destinar un título específico a las bicicletas, el Título IV, en atención al 
redescubrimiento de este modo de transporte y también a los potenciales o reales conflictos que su 
reintroducción pueda generar. Se regula la circulación de bicicletas en calzada y en las zonas de 
prioridad peatonal. Se regula la creación de un registro de bicicletas de carácter voluntario con el 
objetivo de prevenir los robos de este tipo de vehículos. 

El Título V recoge diversos aspectos relacionados con el uso de la calzada para 
actividades diversas. Entre ellas, las referidas a los vehículos de reparto de mercancías, los vados 
de diverso tipo, las reservas de estacionamiento, como las destinadas a vehículos de personas con 
movilidad reducida, y las autorizaciones para ocupaciones puntuales de la calzada. 

El régimen sancionador está regulado en el último Título VI de la Ordenanza. En él se 
clasifican las infracciones en leves, graves y muy graves, y se establece la cuantía de las 
sanciones; hasta 90 euros para las leves y hasta 600 euros para las muy graves. 

El Real Decreto Legislativo 339/1990 de 2 de marzo, por el que se aprueba el texto 
articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a motor y Seguridad Vial atribuye en 
su artículo 7 a los municipios competencia para la ordenación y el control del tráfico en las vías 
urbanas de su titularidad, así como para su vigilancia por medio de agentes propios, la denuncia 
de las infracciones que se cometan en dichas vías y la sanción de las mismas cuando no esté 
expresamente atribuida a otra administración. 

Asimismo, de conformidad con el citado artículo, el municipio es competente para la 
regulación, mediante una ordenanza municipal de circulación, de los usos de las vías urbanas, 
haciendo compatible la equitativa distribución de los aparcamientos entre todos los usuarios con 
la necesaria fluidez del tráfico rodado y el uso peatonal de las calles, y siempre dentro del marco 
de las disposiciones legales vigentes sobre estas materias. 
 
En ejercicio de las competencias reconocidas por la legislación vigente se dicta la siguiente: 

 
TITULO I.  

 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
CAPITULO I. OBJETO, AMBITO DE APLICACION Y CONCEPTOS 

 

Artículo 1. Objeto. 
La presente Ordenanza, que se dicta en ejercicio de las competencias municipales en 

materia de tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial reconocidas por la legislación 
vigente, tiene por objeto la regulación de determinados aspectos de la ordenación del tráfico de 
personas y vehículos en las vías urbanas de Donostia-San Sebastián y la concreción para este 
municipio de lo establecido en la normativa vigente en materia de tráfico, circulación de vehículos 
a motor y seguridad vial, que resulta de plena aplicación en todas aquellas cuestiones no reguladas 
específicamente por la presente norma. 



 
A tal efecto, la Ordenanza regula: 

a) Las normas de circulación para los vehículos y peatones por las vías urbanas. 
b) Los criterios de señalización de las vías de utilización general. 
c) Las licencias y autorizaciones que, para garantizar la seguridad y fluidez de la circulación vial, 
debe otorgar el Ayuntamiento con carácter previo a la realización de actividades relacionadas con 
la circulación de vehículos, especialmente a motor, así como las medidas cautelares que puedan 
ser adoptadas en orden al mismo fin. 
d) Las infracciones derivadas del incumplimiento de las normas establecidas y las sanciones 
aplicables a las mismas. 
 

Artículo 2. Ambito de aplicación. 
Los preceptos de esta ordenanza serán aplicables en todo el término municipal y obligarán 

a los titulares y usuarios de las vías y terrenos públicos urbanos aptos para la circulación, a los de 
las vías y terrenos que, sin tener tal aptitud sean de uso común y, en defecto de otras normas, a los 
titulares de las vías y terrenos privados que sean utilizados por una colectividad indeterminada de 
usuarios. 
 

Artículo 3. Conceptos utilizados. 
A los efectos de esta ordenanza, los conceptos básicos sobre vehículos, vías públicas y 

usuarios de las mismas, se entenderán utilizados en el sentido que para cada uno de ellos se 
concreta en el Anexo al presente texto. 
 

Artículo 4. Organos competentes. 
Es competencia del Ayuntamiento Pleno la ordenación general de la circulación de 

peatones y vehículos en el municipio de Donostia-San Sebastián vinculada a la aprobación de los 
planes urbanísticos, planes de ordenación de la circulación y/o el aparcamiento, así como la 
aprobación de disposiciones de carácter general en la materia. 

Compete a la Junta de Gobierno, sin perjuicio de la estructura de delegación de sus 
atribuciones vigente en cada momento, o, en su caso, al Alcalde, la aprobación de cuantas 
medidas de ordenación sean precisas para el normal y adecuado desarrollo de la circulación y el 
aparcamiento en ejecución de los acuerdos plenarios, y, en su caso, las que puntualmente deban 
acometerse en defecto de ordenación general aprobada por el Pleno. 

En caso de urgencia, la Junta de Gobierno Local podrá adoptar medidas de ordenación de 
carácter general, que deberán ser ratificadas por el Ayuntamiento Pleno. 
Asimismo, compete a la Junta de Gobierno Local la concesión o denegación de las licencias o 
autorizaciones reguladas en esta norma. 
 

CAPITULO II. DE LA SEÑALIZACION DE LAS VIAS 
 

Artículo 5. 
El órgano municipal competente ordenará la colocación, retirada y sustitución de las 

señales que en cada caso proceda. 
Los particulares en ningún caso podrán colocar señales de circulación. 
Las personas usuarias de las vías objeto de esta Ordenanza están obligadas a obedecer las 

señales de circulación y a adaptar su comportamiento al mensaje de las señales reglamentarias 
existentes en las vías por las que circulan o transitan. 
 

Artículo 6. 



Las señales preceptivas instaladas en las entradas de la ciudad, individualmente o 
agrupadas en carteles, regirán para todo el término municipal, salvo señalización específica para 
un tramo de calle. 

Las señales instaladas en las entradas de las zonas de prioridad peatonal y demás áreas de 
circulación restringida o de estacionamiento limitado, rigen en general, salvo excepción 
expresamente señalizada, para la totalidad del viario interior del perímetro. 
 

Artículo 7. 

La instalación por particulares de señales informativas requerirá siempre de autorización 
municipal, que será otorgada cuando concurran motivos de interés público. 

El órgano municipal competente en materia de señalización procederá a la retirada 
inmediata de toda aquella señalización que no cumpla la normativa vigente, no esté debidamente 
autorizada o incumpla las condiciones de la autorización municipal, todo ello sin perjuicio de la 
pertinente sanción. 

Se prohibe modificar el contenido de las señales o colocar sobre ellas o al lado de éstas, 
placas, carteles, marquesinas, anuncios, marcas u otros objetos que puedan inducir a confusión, 
reducir su visibilidad o eficacia, deslumbrar a las personas usuarias de la vía o distraer su 
atención.  

Artículo 8. 
El orden de prioridad entre los distintos tipos de señales es el siguiente: 

1. Señales y órdenes de los agentes encargados de la vigilancia del tráfico. 
2. Señalización circunstancial que modifique el régimen de utilización normal de la vía pública. 
3. Semáforos. 
4. Señales verticales de circulación. 
5. Marcas Viales. 
En el supuesto de que las prescripciones indicadas por diferentes señales entren en contradicción 
entre sí, prevalecerá la prioritaria, según el orden a que se refiere el párrafo anterior, o la más 
restrictiva si se trata de señales del mismo tipo. 
 

Artículo 9. 

Los pasos para peatones con semáforos se señalizarán horizontalmente con dos rayas 
blancas discontinuas antideslizantes de 50 centímetros de ancho cada una, dispuestas 
perpendicularmente al eje de la calzada, dependiendo su separación de las características de la 
calle y de su intensidad de uso, y con una línea de detención continua de 40 centímetros de ancho 
separada a tres metros de la primera línea discontinua. Mediante acuerdo o resolución del órgano 
competente se podrán establecer pasos de peatones semaforizados con señalización horizontal de 
bandas blancas continuas antideslizantes. 

Los pasos no semaforizados se señalizarán horizontalmente mediante una serie de rayas 
blancas de 50 centímetros cada una, dispuestas en bandas paralelas al eje de la calzada, formando 
un conjunto transversal a ésta. Se empleará pintura antideslizante. 

Esta señalización se completará con las señales verticales «P-20» y «S-13», siempre y 
cuando la anchura, características e intensidad de uso del vial lo permitan. 
 

Artículo 10. 
Por razones de seguridad de tráfico y de tránsito peatonal, los pasos de peatones podrán 

ser construidos a cota superior a la de la calzada siempre que cumplan los requisitos de 
accesibilidad. 



Asimismo, podrán instalarse dispositivos que contribuyan a la seguridad del tránsito 
peatonal allí donde coexista con la circulación de bicicletas por itinerarios señalizados en zonas de 
prioridad peatonal. 
Igualmente, y por las mismas razones, podrán ser instaladas en la calzada bandas debidamente 
señalizadas con el fin de obligar a la reducción de velocidad de los vehículos. 
 

Artículo 11. 
Estará autorizada la implantación de dispositivos que contribuyan a la seguridad y 

comodidad de los/as ciclistas, tanto en calles de tráfico mixto como en calles que disponen de vía 
ciclista, como los siguientes: 
—Vías ciclistas en dirección opuesta a la del tráfico motorizado. 
—Zonas avanzadas de espera en intersecciones semaforizadas. 
 

TITULO II 
 

DE LOS PEATONES 
 

CAPITULO I. DEL TRANSITO PEATONAL 
 

Artículo 12. 
Los peatones circularán por las aceras, paseos y zonas peatonales debidamente 

señalizadas. Atravesarán las calzadas y las vías ciclistas por los pasos señalizados. Para atravesar 
la calzada fuera de un paso para peatones, deberán cerciorarse de que pueden hacerlo sin riesgo ni 
entorpecimiento indebido.  
 

CAPITULO II. DE LAS ZONAS DE PRIORIDAD PEATONAL 
 

Artículo 13. 

El órgano municipal competente podrá establecer zonas de prioridad peatonal en las que 
se restringirá total o parcialmente la circulación y el estacionamiento de vehículos, determinando 
las condiciones concretas en que deberá desarrollarse la circulación en el área afectada. 
 

Artículo 14. 

Las zonas de prioridad peatonal se señalizarán a la entrada y a la salida, sin perjuicio de 
los elementos móviles que se puedan colocar para impedir o controlar los accesos de vehículos.  
 

Artículo 15. 
La prohibición de circulación y estacionamiento en las zonas de prioridad peatonal podrá 

establecerse con carácter permanente o referirse únicamente a unas determinadas horas del día o a 
unos determinados días y podrá afectar a todas o solamente a algunas de las vías de la zona 
delimitada. Pudiendo también limitarse al vehículo por dimensión o por tipo. 
 

Artículo 16. 

Las limitaciones de circulación que se establezcan en las zonas de prioridad peatonal no 
afectarán a los siguientes vehículos: 
a)A los del servicio de extinción de incendios, fuerzas y cuerpos de seguridad, y ambulancias, que 
se hallen prestando servicio. Los vehículos que presten otros servicios públicos requerirán 
autorización municipal.  
b)A los que trasladan personas enfermas con domicilio o atención dentro de la zona.  



c)A los que trasladan a las personas alojadas en los establecimientos hoteleros situados dentro de 
la zona. En este supuesto se permitirá la parada por el tiempo estrictamente necesario para acceso 
y bajada de viajeros y carga o descarga de equipajes, que no podrá sobrepasar los diez minutos. 
Esta posibilidad no será aplicable en la Parte Vieja. 
d)A los que accedan o salgan de garajes y estacionamientos autorizados. 
e)A los que sean conducidos por personas con movilidad reducida o transporten a personas con 
movilidad reducida y se dirijan al interior o salgan de la zona. En este supuesto, se permitirá la 
parada del vehículo por el tiempo estrictamente necesario para satisfacer la causa que haya 
motivado la entrada en la zona de prioridad peatonal. 
f)A los que cuenten con autorización municipal expresa. 
 

Artículo 17. 
Al transitar por las zonas de prioridad peatonal, los vehículos relacionados en el artículo 

anterior deberán adecuar su velocidad a la de los peatones, no pudiendo sobrepasar la velocidad 
máxima de 20 km/h. 
Artículo 18. 

Las personas podrán circular con patines y bicicletas por estas zonas en las condiciones 
indicadas en los artículos 27 y 50, respectivamente. En su tránsito, las bicicletas y los patines 
disfrutarán de prioridad sobre el resto de vehículos, pero no sobre los peatones. 
 
CAPITULO III. DE LAS NORMAS ESPECIALES DE CIRCULACION DE LA PARTE 

VIEJA 
 

Artículo 19. 
La circulación y estacionamiento de vehículos en la zona delimitada por el Monte Urgull, 

C/ 31 de agosto, C/ Aldamar, Alameda del Boulevard, C/ Igentea y la zona portuaria, se regula 
específicamente por lo dispuesto en este Capítulo. 

En las calles Mari, Campanario, Lasala, Soraluce, San Juan y San Vicente se permite el 
acceso de vehículos que dispongan de tarjeta de lectura automática sin limitación horaria. En estas 
calles podrán estacionar los vehículos de los residentes que dispongan de la correspondiente 
autorización. 
 

Artículo 20. 

En la zona descrita en el artículo anterior, se permite la circulación de vehículos que 
tengan por objeto las operaciones de carga y descarga de mercancías cuya naturaleza, bien sea por 
razones de peso, volumen, tamaño y circunstancias similares, no permita ser transportados por 
una persona y se permite exclusivamente los días laborables de 07:00 a 11:30 horas. Los días 
festivos no se podrá circular. 

Asimismo, el estacionamiento se prohíbe con carácter general en toda la zona, salvo en 
los espacios expresamente señalizados como de aparcamiento. En cualquier caso, deberán 
permanecer libres de estacionamiento las embocaduras de las calles en los itinerarios de acceso a 
dichos espacios. 

La velocidad de los vehículos se deberá ajustar a la del peatón, teniendo presente que es 
éste el que goza, en todo momento, de prioridad. 

Los ciclomotores y motocicletas estarán sujetos a las mismas restricciones de acceso a la 
zona de la Parte Vieja que el resto de los vehículos motorizados 
 

Artículo 21. 



Previo informe de los servicios técnicos del área de Movilidad, se podrán establecer 
sistemas que impidan el acceso de vehículos a la zona delimitada en el artículo 20. 

El acuerdo o resolución que decida su implantación y establezca las normas de 
funcionamiento será hecha pública para general conocimiento. 

Dicho acuerdo o resolución preverá la emisión de autorizaciones para permitir el acceso a 
determinados vehículos a la zona y los requisitos a cumplir para su obtención. 
 

Artículo 22. 

Los vehículos de P.M.A. superior a tres mil quinientos (3.500) kilogramos y/o 
dimensiones superiores a dos metros y cuarenta centímetros (2,40 mts.) de ancho y seis metros y 
cincuenta centímetros (6,50 mts.) de largo no podrán acceder ni circular en la Parte Vieja. 

No obstante lo anterior, los vehículos de P.M.A. hasta doce mil (12.000) kg. que precisen 
acceder a la Parte Vieja deberán, en todo caso y previa solicitud, ser acompañados por la Guardia 
Municipal y abandonar la Parte Vieja antes de las 10 horas. Esta hora límite podrá ser ampliada 
para los vehículos de abastecimiento de materiales de construcción de obras debidamente 
autorizadas en el interior de la zona limitada. 
 

Artículos 23. 

Las paradas para subir o bajar viajeros y para carga y descarga de mercancías deben 
realizarse sin obstaculizar el espacio de acceso a las viviendas dejando un espacio libre de un 
metro a cada lado del portal y a una distancia superior a los cinco metros de las zonas de giro y de 
tres metros respecto de otro vehículo ya estacionado. 
 

Artículo 24. 
Con carácter general, no están sujetos a las restricciones establecidas en este Capítulo los 

vehículos destinados a atender al servicio de extinción de incendios, los de las fuerzas y cuerpos 
de seguridad, y ambulancias, que se hallen prestando servicio. 

Se permitirá el acceso a la a la zona delimitada en el artículo 20 a los vehículos que 
presten el servicio de auto-taxi cuando: 
a)accedan a la Parte Vieja con personas residentes en la zona o con problemas de movilidad. 
b)necesiten acceder a la Parte Vieja para recoger a personas residentes o con problemas de 
movilidad. 

Los vehículos auto taxi no podrán acceder a la Parte Vieja los viernes, sábados y vísperas 
de festivo entre las 19:00 y las 01:00 horas de la madrugada. Esta restricción no afectará a los que 
transporten personas de movilidad reducida.  
 

Artículo 25. 
Mediante acuerdo o resolución del órgano competente, previo informe de los servicios 

técnicos del Area de Movilidad, se podrá autorizar el acceso a la Parte Vieja de aquellos vehículos 
que trasladen personas de movilidad reducida y los de propiedad de establecimientos y talleres 
radicados en el interior del área, que justifiquen debidamente la necesidad de utilización del 
vehículo fuera de las horas señaladas. 

En la autorización deberá especificarse la vía por la que se accederá y las condiciones que 
deberán respetarse en el acceso. Los vehículos autorizados en ningún caso podrán estacionar en el 
área. 
 

CAPITULO IV. DEL TRANSITO CON PATINES Y MONOPATINES 
 

Artículo 26. 



Los patines sin motor o aparatos similares transitarán únicamente por las aceras, zonas de 
prioridad peatonal y vías ciclistas, no pudiendo invadir carriles de circulación. En su tránsito 
deberán acomodar su marcha a la de los peatones, evitando en todo momento causar molestias o 
crear peligro. Los monopatines no podrán ser utilizados en aceras y zonas peatonales. 
Ninguno de estos aparatos gozará de prioridad respecto a los peatones. 
 

Artículo 27. 
Los monopatines, patines sin motor y aparatos similares únicamente podrán utilizarse con 

carácter deportivo en las zonas específicamente señalizadas en tal sentido. 
 

TITULO III.  
 

VEHICULOS A MOTOR 
 

CAPITULO I. DE LAS NORMAS GENERALES DE CIRCULACION 
 

SECCION 1.ª Del uso de los carriles 
 

Artículo 28. 
La circulación por los carriles reservados está limitada a los vehículos que indique la 

señalización colocada al comienzo de los mismos. 
Los vehículos motorizados no podrán circular por aceras, zonas exclusivas de peatones, 

vías ciclistas o los mencionados carriles reservados. 
Con carácter previo a la decisión por el órgano competente de instalar protectores de 

carriles reservados, deberá elaborarse un informe técnico en el que se analice la adecuación del 
modelo propuesto a las características, uso y seguridad de la vía. 
 

Artículo 29. 

Podrán circular por los carriles reservados para usos específicos aquellos vehículos a los 
que se refiera la señalización instalada en la calzada o junto a ella. 

Los vehículos de policía, bomberos, protección civil y asistencia sanitaria sólo podrán 
usar estos carriles en situación de emergencia y accionando las señales acústicas o luminosas 
correspondientes. 

La circulación del resto de los vehículos no está autorizada excepto en situaciones de 
emergencia y de acuerdo a lo que establezcan la Guardia Municipal o el resto de los cuerpos de 
policía. 

Dado este carácter mixto de canal de transporte público y canal prioritario para la 
circulación de los servicios de emergencia, la Guardia Municipal velará por el mantenimiento 
expedito de estos carriles evitando que se produzca la circulación o el estacionamiento de 
vehículos no autorizados incluso en paradas inferiores a dos minutos. 

Los vehículos que transporte personas con movilidad reducida podrán utilizar las esquinas 
de los inicios o finales de cada tramo con carril reservado para el ascenso o descenso de estas 
personas, cuando estos espacios estén debidamente señalizados. 
 

SECCION 2.ª De la velocidad 
 

Artículo 30. 
En las vías urbanas del término municipal de Donostia-San Sebastián, la velocidad de los 

vehículos, cualquiera que sea su categoría, no podrá superar los 50 km/h., sin perjuicio de otras 



regulaciones más restrictivas en razón de la configuración y las circunstancias de cada vía, que 
serán expresamente señalizadas. 

Con el objeto de aumentar la seguridad de las personas y mejorar la calidad 
medioambiental, se podrán establecer zonas de la ciudad con limitación de velocidad a treinta (30) 
km/h. La zona con limitación de velocidad se señalizará tanto a la entrada como a la salida de la 
misma con las señales S-30 y S31 respectivamente. 
 

Artículo 31. 

En las calles sin aceras, en las zonas de prioridad peatonal y en las de gran afluencia de 
peatones, todos los vehículos circularán a velocidad máxima de veinte (20) km/h., adoptando las 
precauciones necesarias. Los conductores deben conceder prioridad a los peatones. Los vehículos 
no pueden estacionarse más que en los lugares indicados por señales o por marcas. 
 

SECCION 3.ª De la contaminación acústica y atmosférica 
 

Artículo 32. 

Los motores de los vehículos que circulen por las vías urbanas no podrán superar los 
límites de emisión establecidos por la normativa vigente en materia de contaminación acústica y 
atmosférica. 

En concreto, no podrán producir ruidos ocasionados por aceleraciones bruscas, tubos de 
escape alterados u otras circunstancias anómalas. 

En materia de contaminación acústica será de aplicación lo dispuesto en la ordenanza 
reguladora de la actuación municipal frente a la contaminación por ruidos y vibraciones o norma 
que la sustituya. 
 

Artículo 33. 
Todos las personas conductoras de vehículos están obligadas a someterse y colaborar en 

las pruebas reglamentarias de detección de niveles de emisión de ruidos y gases. 
 

CAPITULO II. DE LAS MEDIDAS EXCEPCIONALES DE CIRCULACION 
 

Artículo 34. 
Por razones de desarrollo del tráfico y la circulación, emergencia, seguridad, orden 

público, celebración de actos deportivos, culturales o de cualquier otra naturaleza, el órgano 
competente podrá modificar provisionalmente la ordenación del tráfico existente y adoptar, en su 
caso, todas las medidas necesarias para garantizar la seguridad de las personas y vehículos, 
priorizar el transporte público y procurar una mayor fluidez en la circulación. 

A tal efecto, podrá ordenar la colocación o retirada provisional de las señales que resulte 
conveniente, así como imponer restricciones o limitaciones a determinados vehículos y para vías 
concretas, que serán de obligatorio cumplimiento para los personas usuarias afectadas. 
 

Artículo 35. 
La zona afectada por la medida excepcional, si fuera posible, será señalizada con 

veinticuatro horas de antelación. Se incorporará a la señalización leyenda explicativa en la que se 
expresará el motivo de las medidas, el plazo y la resolución por la que se adoptan. 

Si la medida conllevara la supresión de espacio de aparcamiento, en la señalización 
provisional se indicará, con veinticuatro horas de antelación, la prohibición de estacionar y la 
advertencia de que los coches indebidamente estacionados en la zona señalizada serán retirados 
por el servicio de grúa. 



Los vehículos que se encontraran estacionados en la zona antes de adoptarse la medida, si 
no fueran retirados por sus titulares, serán desplazados o retirados por la grúa previo aviso a sus 
propietarios, debiendo quedar constancia de los avisos efectuados o intentados. La intervención de 
la grúa no generará tasa o precio alguno. 
 

Artículo 36. 

En casos de urgente necesidad, podrá prescindirse de la señalización de las zonas 
afectadas. Las medidas excepcionales se mantendrán el tiempo estrictamente necesario y si fuera 
precisa su permanencia, deberán ser ratificadas mediante resolución del órgano competente. 
 

CAPITULO III. TRANSPORTES ESPECIALES 
 

Artículo 37. 

El tránsito por el término municipal de transportes especiales requerirá autorización 
municipal. 
Dicha autorización deberá ser solicitada, sin perjuicio de cuantas otras fueran precisas en virtud de 
la normativa vigente, con una antelación mínima de cinco días hábiles a la fecha prevista para su 
entrada en el municipio. 

La autorización deberá indicar el horario de entrada y tránsito por el término municipal y 
el itinerario obligado. El itinerario deberá ser comprobado por el solicitante asumiendo la 
responsabilidad de su viabilidad. 

Los transportes especiales deberán ir acompañados por agentes de la Guardia Municipal 
en su tránsito por el municipio, a cuyo efecto deberán abonar la contraprestación económica fijada 
por el Ayuntamiento. 

Llegada la fecha prevista de realización del transporte sin haber sido notificada la 
resolución municipal concediendo o denegando la autorización, la solicitud podrá entenderse 
desestimada. 
 

CAPITULO IV. PARADA Y ESTACIONAMIENTO 
 

SECCION 1.ª Parada 
 

Artículo 38. 

Se entiende por parada toda detención de un vehículo con objeto de tomar o dejar 
personas o cargar y descargar cosas, cuya duración no exceda de dos minutos. 

En las paradas, el conductor no podrá abandonar el vehículo y si lo hiciera 
excepcionalmente, habrá de tenerlo a la vista y retirarlo cuando sea requerido para ello o las 
circunstancias lo demanden. 

En las calles sin aceras, al efectuar la parada, se dejará una distancia de un metro entre el 
vehículo y la fachada más próxima. 
 

Artículo 39. 
Queda prohibida la parada en: 
—Donde así esté señalizado o prohibido reglamentariamente, excepto para tomar o dejar 
pasajeros enfermos o impedidos o que se trate de servicios de urgencia o seguridad y de vehículos 
autorizados. 
—En las vías declaradas de atención preferente o de alta intensidad de tráfico por disposición de 
la Alcaldía, excepto en los lugares señalizados al efecto si los hubiere. 
—Donde se entorpezca la circulación de personas o vehículos. 



—Sobre los refugios, isletas, medianas, zonas de protección y demás elementos canalizadores de 
tráfico. 
—Obstruyendo los accesos de vehículos en inmuebles debidamente señalizados con el 
correspondiente vado.  
—Cuando se obstaculice la utilización normal del paso de salida o acceso de personas a un 
inmueble. 
—Sobre las aceras, paseos, zonas peatonales y jardines. 
—En pasos a nivel, pasos para ciclistas y pasos para peatones. 
—En los carriles o partes de la vía reservados exclusivamente para la circulación o para el 
servicio de determinados usuarios. 
—En las zonas destinadas para estacionamiento de uso exclusivo para el transporte público 
urbano. 
—En las zonas señalizadas como reserva para vehículos de disminuidos físicos. 
—En los carriles destinados al uso exclusivo del transporte público urbano o en los reservados 
para las bicicletas. 
—En las zonas señalizadas como reservadas para vehículos de servicio público, organismos 
oficiales y servicios de urgencia. 
—En los rebajes de acera para el paso de disminuidos físicos. 
—Sobre los raíles de tranvías o tan cerca de ellos que pueda entorpecerse su circulación. 
—En los puentes y pasos elevados o bajo los mismos. 
—A menos de cinco metros de una esquina, cruce o bifurcación. 
—En los lugares donde se impida la visibilidad de la señalización a los usuarios a quienes les 
afecte u obligue a hacer maniobras. 
—En sentido contrario al de la marcha. 
 

Artículo 40. 
En el supuesto de que el vehículo esté parado de forma que entorpezca o obstaculice la 

circulación, los agentes encargados de la vigilancia del tráfico podrán proceder a su retirada de la 
vía pública. 
 

Artículo 41. 
Mediante acuerdo o resolución del órgano competente, se habilitarán paradas del 

transporte público urbano de viajeros y del servicio de taxi, que serán específicamente 
señalizadas. 

Las paradas habilitadas no podrán ser utilizadas por vehículos ajenos a los servicios de 
transporte público. 

En las paradas del servicio de taxi, en ningún momento, el número de vehículos detenidos podrá 
ser superior a la capacidad de la parada, que se hará constar en la señal. 

 
SECCION 2.ª Estacionamiento 

 

Artículo 42. 
El régimen de estacionamiento de los vehículos en el municipio de Donostia-San 

Sebastián será el establecido legal y reglamentariamente, sin perjuicio de otras limitaciones o 
prohibiciones señalizadas específicamente. 
 

Artículo 43. 
El estacionamiento de vehículos se regirá por las normas siguientes: 
1.Los vehículos se podrán estacionar en fila y en batería. 



2.Como norma general el estacionamiento se hará siempre en fila. La excepción a esta norma se 
señalizará expresamente. 
3.En los estacionamientos con señalización en el pavimento, los vehículos se situarán dentro del 
perímetro marcado. 
4.El conductor inmovilizará el vehículo de manera que no pueda desplazarse espontáneamente ni 
ser movido por terceros, y responderá de las infracciones cometidas a consecuencia del 
movimiento del vehículo por causa de una inmovilización incorrecta, a menos que el 
desplazamiento se haya producido en contra de la voluntad del titular o conductor del vehículo. 
5.Las caravanas, remolques, semirremolques o similares, estén unidos o separados del vehículo 
tractor, únicamente podrán estacionar en los lugares habilitados al efecto, debidamente 
señalizados. 
6.Las motocicletas y ciclomotores estacionarán en los espacios específicamente señalizados para 
tal fin. En caso de que no existieran zonas reservadas a su estacionamiento, estos vehículos 
estacionarán en las bandas de aparcamiento señalizadas, perpendicularmente al bordillo, sin 
invadir carril de circulación y ocupando el menor espacio de aparcamiento posible. No podrán 
estacionar en las barras destinadas a aparcamiento de bicicletas. 
7.Las bicicletas estacionarán en los espacios específicamente acondicionados para tal fin, 
debidamente aseguradas en las parrillas habilitadas al efecto. En caso de que estos no existieran, o 
se encontraran todas las plazas ocupadas, podrán estacionarse en otros lugares, siempre que no 
obstaculicen el tránsito peatonal ni la circulación de vehículos y en ningún caso podrán sus 
usuarios sujetarlas a los troncos de los árboles ni a otros elementos del mobiliario urbano sobre 
los que puedan causar desperfectos o impedir su normal uso, ni estacionarlas en aceras con 
anchura total inferior a 3 metros. 
8.Los vehículos motorizados no están autorizados a estacionar sobre la acera, vías ciclistas, pasos 
para peatones y para bicicletas y paradas de transporte público. 
 

Artículo 44. 
Los vehículos de transporte de viajeros y los de mercancías únicamente podrán estacionar en los 
lugares señalizados a tal efecto y en las condiciones que especifique la señalización.  
 

Artículo 45. 
El Ayuntamiento de Donostia San Sebastián es competente para el establecimiento de 

limitaciones horarias de duración del estacionamiento de vehículos en la ciudad mediante la 
aprobación de la ordenanza correspondiente. En las distintas zonas de la ciudad se indicará 
mediante señalización vertical y horizontal la existencia de limitación de estacionamiento y su 
concreto régimen. En dichas zonas únicamente está permitido el estacionamiento en las 
condiciones y por los tiempos que se establezca. 

 
TITULO IV. 

 
DE LAS BICICLETAS 

 

Artículo 46. 

Las bicicletas, vehículos sujetos a la normativa vigente sobre tráfico y circulación, 
circularán por las vías ciclistas o por los itinerarios señalizados en zonas de prioridad peatonal. 
Donde no existan, circularán por la calzada.  

Las bicicletas estarán dotadas de timbre y de los elementos reflectantes y luminosos 
establecidos en la legislación vigente. 
 



Artículo 47. 

Las vías ciclistas, segregadas físicamente del resto del tráfico y de las zonas destinadas a 
peatones, únicamente podrán ser utilizados por personas en bicicleta o en patines. La velocidad 
recomendada no excederá de quince (15) km/h, y en ningún caso podrán superarse los veinte (20) 
km/h. 
 

Artículo 48. 
En los itinerarios ciclistas señalizados en zonas de prioridad peatonal podrán circular las 

bicicletas siempre que: 
—Respeten la señalización existente. 
—Respeten la preferencia de paso de los peatones. 
—La velocidad máxima sea de 10 km/h., adecuándola en todo caso a la mayor o menor presencia 
de peatones. 
—Deberán mantener una distancia de seguridad de 1 metro al rebasar o cruzarse con un peatón. 
—No realicen maniobra, negligente o temeraria, que pueda afectar a la seguridad de los peatones. 

Los/as menores de hasta siete años podrán circular por las aceras en bicicleta, al cargo de 
una persona mayor de edad, a condición de hacerlo al mismo paso que los peatones, y sin causar 
molestias a éstos. 
 

Artículo 49. 
Si van por la calzada, las bicicletas circularán por el carril de la derecha, pudiendo ocupar 

la parte central del mismo. Asimismo, podrán circular por el carril izquierdo, cuando las 
características de la vía no permitan efectuarlo por el carril de la derecha, o por tener que girar a la 
izquierda. 
 

Artículo 50. 
Las bicicletas que circulen por vías ciclistas o por los itinerarios señalizados en zonas de 

prioridad peatonal o por zonas con limitación de velocidad a 30 km/h., podrán arrastrar un 
remolque o semirremolque, tanto de día como de noche, para el transporte de todo tipo de bultos y 
niños/as, en dispositivos debidamente certificados u homologados, con las limitaciones de peso 
que dichos dispositivos estipulen.  

Asimismo, se autoriza transportar, cuando el conductor sea mayor de edad, un menor de 
hasta siete años en sillas acopladas a las bicicletas debidamente certificadas u homologadas, con 
las limitaciones de peso que dichos dispositivos estipulen.  
 

Artículo 51. 
El Ayuntamiento creará un registro de bicicletas, de inscripción voluntaria, con la 

finalidad de prevenir los robos o extravíos de las mismas y facilitar su localización, que será 
gestionado por la Sección Administrativa de Movilidad. 
En el mismo podrán ser registradas las bicicletas que dispongan de número de serie. 
Podrán registrar sus bicicletas las personas mayores de catorce años, aportando los siguientes 
datos:  
—Nombre y apellidos del titular. 
—Domicilio y teléfono de contacto. 
—Número del documento de identidad. 
—Número de serie de la bicicleta. 
—Marca, modelo y color de la bicicleta. 

En el caso de bicicletas pertenecientes a menores de catorce años, la inscripción se 
realizará a nombre de sus progenitores o tutores legales. 



Al inscribir el vehículo en el Registro, su titular podrá hacer constar si dispone de 
aseguramiento voluntario. 

Mediante acuerdo o resolución del órgano competente, se establecerán las instrucciones 
para el funcionamiento del registro. 
 

TITULO V. 
 

LIMITACIONES AL USO COMUN GENERAL  
DE LA VIA PUBLICA 

 
CAPITULO I. CARGA Y DESCARGA 

 

Artículo 52. 

1.Se considera carga y descarga en la vía pública la acción de trasladar una mercancía desde una 
finca a un vehículo estacionado o viceversa y entre vehículos, siempre que el o los automóviles se 
consideren autorizados para esta operación.  
Tienen la consideración de vehículos autorizados a los efectos de poder efectuar la Carga y 
Descarga, los vehículos que no siendo turismos estén autorizados al transporte de mercancías y 
con esa definición sean clasificados en el Permiso de Circulación o posean la Tarjeta de 
Transportes. 
2.La carga y descarga de mercancías se realizará:  
a)Preferentemente en el interior de los locales comerciales e industriales, siempre que reúnan las 
condiciones adecuadas, y cuando las características de acceso de los viales lo permitan. 
b)En las zonas reservadas para este fin, dentro del horario reflejado en la señalización 
correspondiente. El tiempo máximo de estacionamiento será de 20 minutos para los vehículos de 
hasta 3.500 kilogramos de carga máxima, y de 40 minutos para los vehículos de entre 3.500 y 
12.000 kilogramos de carga máxima, salvo en las zonas reservadas para este fin ubicadas en el 
Ensanche Oriental para dar servicio al propio Ensanche o a la Parte Vieja, donde el tiempo 
máximo de estacionamiento será de 40 minutos para todos los vehículos. 
3.Se delimitarán zonas reservadas para la carga y descarga de los vehículos destinados al 
transporte de mercancías en la proporción que, según informe técnico, se considere suficiente para 
dar servicio a la actividad económica de la zona y en función de sus características. Fuera del 
horario reservado para la carga y descarga, los espacios señalizados se ajustarán al régimen de 
estacionamiento de la zona en que se encuentren. 
4.Los vehículos que realicen operaciones de carga y descarga no podrán ocupar las aceras, paseos 
o zonas en las que específicamente o con carácter general esté prohibida la parada. 
5.Las mercancías y objetos objeto de carga o descarga serán trasladados directamente de la finca o 
local al vehículo o viceversa y, en ningún caso, se depositarán temporalmente en la vía pública. 
6.Las operaciones de carga y descarga habrán de hacerse con la debida precaución, evitando 
ruidos innecesarios y dejando limpio el espacio utilizado. 
7.Las mercancías se cargarán y descargarán por el lado del vehículo más próximo a la acera, 
utilizando los medios necesarios para agilizar la operación y sin dificultar la circulación, tanto de 
peatones como de vehículos. 
 

CAPITULO II. RESERVAS EN VIA PUBLICA PARA ACCESO DE VEHICULOS 
 

Artículo 53. 



Previa la tramitación del oportuno expediente, se concederá licencia para la señalización 
de espacios libres de estacionamiento para el acceso de vehículos a locales o terrenos particulares, 
denominada licencia de vado. 
 

Artículo 54. 
1.Podrán solicitar licencia de vado cuando dispongan de licencia de actividad clasificada las 
personas titulares de: 
—Locales que destinados a garajes, se ordenen interiormente de modo que, puedan albergar a los 
vehículos y sus respectivas maniobras. 
—Actividades del sector del automóvil: Concesionarios, talleres, empresas de alquiler y venta de 
vehículos. 
—Actividades que dispongan en el interior del local de espacio para la realización de las tareas de 
carga y descarga. 
—Centros sanitarios o asistenciales, para entrada y salida de vehículos de urgencia. 
2.También podrán solicitar licencia de vado:  
—Terrenos que destinados a garajes, se ordenen interiormente de modo que, puedan albergar a los 
vehículos y sus respectivas maniobras. 
—Viviendas unifamiliares y aisladas que tengan una zona edificada y cubierta, en el interior de la 
parcela, destinada a garaje. 
—Viviendas unifamiliares adosadas con espacio destinado a garaje en el edificio. 
—Los locales que, no precisando licencia de actividad clasificada, tenga autorizado su uso como 
garaje. 
 

Artículo 55. 
La solicitud de licencia deberá ser formalizada en instancia normalizada y acompañarse 

de la documentación que en la misma se requiera, al efecto de acreditar el cumplimiento de los 
requisitos necesarios para obtener la licencia. 

Transcurridos tres meses desde que se haya solicitado la licencia sin que se haya 
notificado su concesión o denegación, la persona solicitante podrá entender desestimada su 
solicitud. 
 

Artículo 56. 
La reserva ocupará como máximo cinco metros lineales, salvo en el caso de garajes 

particulares con más de una rampa o talleres destinados a la reparación de vehículos que 
dispongan de dos accesos con espacios de atención independientes o diferenciados por el tipo de 
reparación.  

En el espacio señalizado como reserva no podrán estacionar los vehículos de los titulares 
de la licencia ni terceros, debiendo permanecer libre el acceso durante el horario de reserva. 
 

Artículo 57. 

La licencia de vado será de horario permanente en el caso de guarderías de vehículos y 
laboral para el resto de actividades, en este caso de 08:00 a 13:30 y de 15:00 a 20:00 horas, con 
excepción de domingos y festivos. El horario del vado deberá figurar en las placas cuyo modelo 
será el normalizado por el Ayuntamiento. 
 

Artículo 58. 
Las señales indicativas de la reserva serán entregadas por el Ayuntamiento, previo abono 

de su importe por el titular de la licencia. 



La zona de reserva será señalizada por su titular, verticalmente mediante la colocación de 
las señales facilitadas por el Ayuntamiento, una a cada extremo del espacio reservado. 

Las señales se colocarán adosadas a la fachada, salvo aquellos supuestos en los que la 
licencia establezca otra ubicación. 

En el caso de que exista banda de aparcamiento deberán señalizar el vado con un 
rectángulo y dos diagonales de color amarillo y 0,15 metros de ancho. 

La persona titular de la licencia deberá mantener el acceso correctamente señalizado y las 
señales en buen estado de conservación, debiendo solicitar al Ayuntamiento su sustitución o 
reposición si fuese necesario. 

En caso de sustracción de las señales, deberá solicitar un duplicado previa presentación de 
la correspondiente denuncia. 

En el caso de que la señalización de la reserva requiera el traslado de elementos de 
mobiliario urbano, la persona titular de la licencia deberá seguir las indicaciones contenidas en la 
licencia. 

Si para facilitar el acceso rodado fuera necesario realizar obras de construcción, 
reparación, reforma o supresión de aceras, serán abonadas por el titular de la licencia. 

No podrán colocarse instalaciones provisionales o elementos móviles para facilitar el 
acceso, salvo en casos justificados para los que deberá obtenerse la oportuna autorización. 
 

Artículo 59. 
Los desperfectos ocasionados en el dominio público municipal con motivo de la entrada y 

salida de los vehículos serán responsabilidad de los titulares de la licencia, quienes vendrán 
obligados a su reparación a requerimiento del órgano municipal competente, dentro del plazo que 
al efecto se otorgue. En caso de que el obligado no diera cumplimiento al requerimiento 
municipal, se procederá a la ejecución subsidiaria de las reparaciones o reposiciones necesarias, 
con cargo al obligado. 
 

Artículo 60. 

Mediante acuerdo o resolución del órgano competente, podrán suspenderse 
temporalmente los efectos de la licencia de vado atendiendo a razones de ordenación y desarrollo 
del tráfico, obras en la vía pública u otras circunstancias extraordinarias. 
 

Artículo 61. 

La licencia de reserva en vía pública para acceso de vehículos se extinguirá cuando 
cambie la actividad, el destino del local para el que fue solicitada y por impago de las tasas. 
Asimismo, el incumplimiento de sus obligaciones por la persona titular de la licencia motivará la 
incoación de expediente para la revocación de la licencia. 

El cambio de titularidad de la actividad o instalación deberá ser notificado al 
Ayuntamiento, produciéndose automáticamente el cambio en la titularidad de la licencia de vado.  

El Excmo. Ayuntamiento de San Sebastián se reserva el derecho a dejar sin efecto las 
autorizaciones a que se refiere esta Ordenanza en cualquier momento sin derecho a indemnización 
alguna por parte de quienes las disfrutan y atendiendo siempre a criterios o circunstancias de 
interés general. 

A la extinción de la licencia, el titular deberá hacer entrega en el Ayuntamiento de las 
señales de reserva y reponer el dominio público municipal a su estado anterior. 
 

CAPITULO III.RESERVAS DE ESTACIONAMIENTO 
 

Artículo 62. 



Previa la tramitación del oportuno expediente, se podrán conceder licencias de reserva de 
zona de estacionamiento. Dichas reservas supondrán el establecimiento de una prohibición 
genérica para estacionar en beneficio del titular de la licencia. 

Las reservas se concederán por plazo de cinco años. A su vencimiento, las personas 
interesadas podrán solicitar su renovación si las circunstancias que motivaron su otorgamiento 
permanecen. 

En el supuesto de reservas de estacionamiento por colocación de contenedores o ejecución 
de obras, las licencias se concederán por el plazo que se solicite y en todo caso, su duración 
máxima será la prevista en la licencia de obras. Estos términos se podrán prorrogar por periodos 
de igual duración si se solicita con una antelación de quince días a la fecha de la terminación y 
persisten las condiciones que motivaron el otorgamiento. 
 

Artículo 63. 

Podrá concederse, previo abono de la correspondiente tasa, esta clase de reservas a: 
a)Los hoteles con acceso o recepción desde bajo comercial y apertura al público las 24 horas, para 
facilitar el acceso y salida de vehículos, con un máximo de tres plazas.  
b)Los locales de pública concurrencia, a fin de preservar los accesos y las salidas de emergencia. 
c)Los edificios cuya garantía de la seguridad colectiva lo recomiende. 
d)Los centros sanitarios, para facilitar el acceso de los vehículos de emergencia y enfermos. 
e)Para la descarga de gasóleo. 
f)Para la colocación de contenedores de obra. 
g)Para la ejecución de obras. 
h)Para vehículos de personas con movilidad reducida. 
i)Para cualquier otra actividad similar a las enumeradas que disponga de la preceptiva licencia 
municipal. 

En el caso de licencias para garantizar accesos o salidas de emergencia, el uso de la 
reserva con zona de aparcamiento dará lugar a la incoación de expediente de retirada de la 
reserva. 

En el caso de las reservas para vehículos de personas con movilidad reducida, se podrá, de 
conformidad con lo previsto en la Ordenanza Fiscal correspondiente, excluir del pago de la tasa a 
las personas o unidades familiares con recursos escasos, previa solicitud e informe favorable de la 
Dirección de Bienestar Social. 
 

Artículo 64. 
Las licencias reguladas en este capítulo deberán solicitarse por la persona interesada en 

instancia normalizada, acompañando la documentación que, para cada supuesto, se indique. 
Las reservas para vehículos de personas con movilidad reducida para uso de un 

determinado vehículo, denominadas nominales o específicas, se concederán a aquellas personas 
que precisen de silla de ruedas o bastones para sus desplazamientos o tengan un baremo de 
movilidad 10 reconocido por el Departamento de Bienestar Social de la Diputación Foral de 
Gipuzkoa. En el caso de que el solicitante no sea el conductor habitual del vehículo, ambos 
deberán residir en el mismo domicilio. No se concederán cuando en la unidad familiar se 
disponga de una plaza de garage próxima al domicilio, siempre que está cumpla las condiciones 
de accesibilidad. 
 

Artículo 65. 
El cambio de titularidad, la ampliación, reducción y traslado de la reserva, supondrán la 

revisión de la licencia concedida. 
 



Artículo 66. 

Las licencias de reserva de estacionamiento podrán ser revocadas, previa tramitación del 
oportuno expediente, por cambio de circunstancias en la ordenación del tráfico y aparcamiento o 
por razones de interés general, sin que el titular de la licencia ostente derecho a indemnización 
alguna. 
 

Artículo 67. 
La señalización de la zona reservada en los términos que se indiquen en la licencia correrá 

a cargo de la persona titular de la misma, quien deberá abonar su importe y será responsable de su 
mantenimiento y conservación. 

Vencido el plazo de vigencia de la licencia, el titular deberá retirar la señalización en el 
plazo de quince días. Si no lo hiciera dentro del plazo concedido, se iniciará expediente de 
ejecución subsidiaria para su retirada. 
 

Artículo 68. 
La zona de reserva será señalizada horizontal y verticalmente. Señalizada correctamente, 

la zona de reserva constituye zona de estacionamiento prohibido para el resto de vehículos, con 
las consecuencias que de ello se derivan. 
 

CAPITULO IV 
 

 AUTORIZACIONES PARA ACTUACIONES PUNTUALES EN LA VIA PUBLICA 
 

Artículo 69. 
La ocupación de acera, zona peatonal, vía ciclista, carril de circulación o banda de 

aparcamiento para la realización de obras, instalaciones, colocación de contenedores, mobiliario 
urbano o de cualquier otro elemento u objeto de forma permanente o provisional en las vías objeto 
de esta Ordenanza necesitará la autorización previa del Ayuntamiento y se regirá por lo dispuesto 
en las normas municipales y en la autorización, que contendrá las condiciones particulares a que 
deberá ajustarse el desarrollo de la ocupación autorizada, de obligado cumplimiento para la 
persona titular de la autorización. 

Para la celebración de pruebas deportivas se tendrá en cuenta la normativa estatal vigente. 
 

Artículo 70. 
La persona interesada deberá solicitar la autorización con una antelación mínima de cinco 

días hábiles a la fecha prevista para el desarrollo de la actividad. La solicitud se formalizará en 
instancia normalizada en la que se hará constar el motivo de la ocupación y su duración, así como 
un plano en el que se indique la zona a ocupar. 
 

Artículo 71. 

Previa tramitación del correspondiente expediente administrativo, se concederá la 
autorización solicitada en la que se indicarán las medidas de seguridad que deban adoptarse por la 
persona solicitante, el plazo de vigencia de la autorización y las condiciones a cumplir por el 
solicitante. En su caso, se requerirá el previo abono de la tasa o precio público establecido. 

La autorización podrá exigir como requisito la imposición de fianza por la persona 
solicitante para responder del mantenimiento y reposición de la vía pública utilizada. 

Llegada la fecha para la que se solicita la autorización sin que se haya notificado la 
resolución concediendo o denegando el permiso, la persona solicitante podrá entender 
desestimada su petición, todo ello sin perjuicio de la obligación de resolver expresamente. 



 

Artículo 72. 
La zona afectada por la autorización deberá ser señalizada con veinticuatro (24) horas de 

antelación. Se incorporará a la señalización leyenda explicativa que señalará el plazo de 
ocupación y la resolución por la que se autoriza. En caso de que la autorización suponga la 
ocupación de zona de aparcamiento, la señalización a implantar será la de prohibición de 
estacionamiento. 

Los vehículos que se encontraran estacionados al señalizarse la reserva y que, 
transcurridas las 24 horas, permanezcan estacionados en la zona señalizada, serán desplazados o 
retirados al Depósito Municipal de vehículos por el servicio de grúa, debiendo la persona titular 
de la autorización abonar los gastos de los servicios que hayan sido necesarios. A tal fin, con 
antelación a la concesión de la autorización, deberán de prestar fianza cuyo importe se 
determinará en la autorización. Los gastos de servicio de grúa que hayan sido necesarios se 
detraerán de la mencionada fianza.  

Los vehículos que estacionen en la zona afectada por la autorización una vez señalizada 
serán denunciados por estacionamiento indebido y retirados por el servicio de grúa, debiendo 
abonar los gastos que por la utilización de tal servicio se hayan producido. 
 

Artículo 73. 
El incumplimiento de las condiciones de la autorización dará lugar a la revocación de la 

misma y a la incoación del oportuno expediente sancionador. 
 

TITULO VI. 
 

REGIMEN SANCIONADOR 
 

CAPITULO I. PROCEDIMIENTO SANCIONADOR 
 

Artículo 74. 
La competencia para sancionar las infracciones a las disposiciones en materia de tráfico, 

circulación de vehículos y seguridad vial previstas en esta Ordenanza, o, con carácter general, en 
la normativa vigente de tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial corresponde a la 
Alcaldía, que podrá delegar la competencia si lo estima oportuno. 
 

Artículo 75. 

El procedimiento a tramitar para la imposición de sanciones por infracción a las normas 
contenidas en esta Ordenanza y, en general, para la sanción de las infracciones previstas en la 
normativa de circulación, tráfico y seguridad vial será el previsto en el Real Decreto 320/1994 de 
25 de febrero por el que se aprueba el Reglamento del Procedimiento Sancionador en la materia, o 
norma que lo sustituya. 

La responsabilidad por las infracciones a lo dispuesto en esta ordenanza recaerá 
directamente en el autor del hecho en que consista la infracción. 

Cuando sea declarada la responsabilidad de los hechos cometidos por un menor de 18 
años, responderán solidariamente con él sus padres, tutores, acogedores y guardadores legales o 
de hecho por este orden, en razón al cumplimiento de la obligación impuesta a los mismos que 
conlleva un deber de prevenir la infracción administrativa que se impute a los menores. 

La responsabilidad solidaria quedará referida estrictamente a la pecuniaria derivada de la 
multa impuesta, que podrá ser moderada por la autoridad sancionadora. Cuando se trate de 



infracciones leves, previo el consentimiento de las personas referidas en el párrafo anterior, podrá 
sustituirse la sanción económica de la multa por otras medidas también reeducadoras. 
 

Artículo 76. 
La tramitación del procedimiento sancionador será independiente de aquellos otros 

procedimientos que, para la restauración de la realidad física alterada o para la ejecución forzosa, 
pudieran, en su caso, incoarse. 
 

Artículo 77. 
El plazo de prescripción de las infracciones previstas en esta Ordenanza será de tres meses 

para las infracciones leves, seis meses para las infracciones graves y un año para las infracciones 
muy graves. 
 

CAPITULO II. INFRACCIONES 
 

Artículo 78. 

Las infracciones a los preceptos de esta Ordenanza se clasifican en leves, graves o muy 
graves. 

Las infracciones a lo dispuesto en los artículos de esta ordenanza que no se encuentren 
expresamente tipificadas en los artículos siguientes, se sancionarán según lo previsto en la 
legislación de tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, en función del tipo 
infractor establecido por aquella normativa en el que se incluyan. 
 

Artículo 79. 
Son infracciones leves: 

—Realizar paradas en el interior de la Parte Vieja obstaculizando el espacio de acceso a las 
viviendas y a distancia inferior a tres metros de las zonas de giro. 
—La circulación por el interior de la Parte Vieja sin el objeto de efectuar las operaciones de carga 
y descarga de mercancías cuya naturaleza no permita ser transportados por una persona los días 
laborables de 07:00 a 11:30 horas. 
—Incumplimiento del horario de acceso a la Parte Vieja establecido para los vehículos auto taxi. 
—Depositar materiales objeto de carga y descarga sobre la vía pública. 
—Realizar las tareas de carga y descarga produciendo ruido y/o suciedad excesivas. 
—Señalizar incorrectamente la zona de reserva autorizada por la licencia de vado. 
—Colocación de elementos provisionales o móviles para facilitar el acceso a las zonas de reserva 
autorizadas por la licencia de vado sin la preceptiva autorización. 
—Transitar sobre patines o aparatos similares sin acomodar la marcha al peatón o con carácter 
deportivo fuera de las zonas señalizadas en tal sentido. 
—Circular las bicicletas sin atender a las condiciones de circulación previstas en el artículo 48. 
—Ocupar los aparcamientos para bicicletas por parte de ciclomotores o motocicletas. 
 

Artículo 80. 
Son infracciones graves: 

—Circular por la Parte Vieja fuera del horario establecido para los días laborales o en festivo. 
—Circular por la Parte Vieja sin respetar el límite de velocidad y/o la preferencia peatonal. 
—Acceder a la Parte Vieja vehículos de P.M.A. superior a 3.500 kgs. o de dimensiones superiores 
a dos metros de ancho y cinco de largo, sin autorización.  
—Incumplir las condiciones de la autorización de acceso a la Parte Vieja. 



—Estacionar dentro de la Parte Vieja fuera de los espacios especialmente señalizados o en la 
embocadura de los señalizados. 
—Incumplimiento de las restricciones establecidas con motivo de la adopción de medidas 
excepcionales de circulación por la autoridad competente. 
—Circulación de transporte especial por el término de Donostia-San Sebastián sin la preceptiva 
autorización. 
—Incumplimiento de las condiciones de la autorización de transporte especial. 
—Realizar tareas de carga y descarga fuera de las zonas y horario establecido sin la preceptiva 
autorización. 
—Realizar tareas de carga y descarga ocupando zonas de parada prohibida. 
—Realizar las tareas de carga y descarga obstaculizando la circulación de vehículos y peatones. 
—Ocupar carril de circulación o banda de aparcamiento para la realización de obras, 
instalaciones, colocación de contenedores, mobiliario urbano o de cualquier otro elemento u 
objeto de forma permanente o provisional en las vías municipales sin la preceptiva autorización 
municipal. 
—Incumplimiento de las condiciones de la autorización de ocupación de carril o banda de 
aparcamiento. 
—Estacionamiento de vehículo en la zona de reserva por el titular del vado o personas por él 
autorizadas. 
—Incumplimiento de las condiciones de la licencia de reserva de estacionamiento. 
—Incorrecta señalización, mantenimiento y conservación de las zonas de reserva de 
estacionamiento. 
—Estacionar vehículos motorizados en paradas de transporte público. 
—Circular vehículos motorizados por aceras, zonas exclusivas para peatones y vías ciclistas, de 
forma negligente. 
—Circular vehículos motorizados por carriles reservados o parar por tiempo inferior a 2 minutos. 
—No respetar la prioridad en los pasos de peatones y en los de ciclistas. 
—No respetar los vehículos motorizados y las bicicletas la prioridad peatonal en las zonas 
señalizadas. 
—Estacionar vehículos motorizados sobre la acera, vías ciclistas, pasos para peatones y para 
bicicletas.  
—Circular en bicicleta superando las velocidades permitidas con grave riesgo para los peatones. 
—Circular en bicicleta de noche sin foco ni reflectante. 
—La instalación de señales informativas sin la preceptiva autorización municipal. 
—La instalación de señales informativas incumpliendo las condiciones de la autorización. 
—Modificación o alteración del contenido de las señales o colocación de elementos sobre las 
mismas que puedan inducir a confusión, reducir su visibilidad o eficacia, deslumbrar a las 
personas usuarias de la vía o distraer su atención.  
—La ocupación, estacionamiento ú obstrucción de los carriles destinados al transporte público. 
 

Artículo 81. 
Es infracción muy grave: 

—Circular vehículos motorizados por aceras, zonas exclusivas para peatones y vías ciclistas, de 
forma temeraria. 
 

CAPITULO III. SANCIONES 
 

Artículo 82. 



Las infracciones leves se sancionarán con multa de cincuenta (50) hasta noventa (90) 
euros o importe que señale la normativa general de aplicación. 
 

Artículo 83. 
Las infracciones graves se sancionarán con multa de noventa y un (91) euros a trescientos 

(300) euros o importe que señale la normativa general de aplicación. 
 

Artículo 84. 

Las infracciones muy graves se sancionarán con multa de trescientos un (301) euros a 
seiscientos (600) euros, o importe que señale la normativa general de aplicación. 
 

CAPITULO IV. MEDIDAS CAUTELARES 
 

Artículo 85. 
Los agentes de la autoridad encargados de la vigilancia del tráfico podrán proceder a la 

inmovilización del vehículo en los supuestos previstos legal y reglamentariamente. 
Los gastos que se originen como consecuencia de la inmovilización del vehículo serán por 

cuenta del titular, que deberá abonarlos o garantizar su pago como requisito previo al 
levantamiento de la medida cautelar, sin perjuicio del derecho de defensa que le asiste y de la 
posibilidad de repercutirlo sobre la persona responsable que haya dado lugar a que la 
Administración adopte dicha medida. 
 

Artículo 86. 

Los agentes de la autoridad podrán proceder, en los supuestos previstos legal y 
reglamentariamente, a la retirada del vehículo de la vía y su depósito en el lugar que designe la 
autoridad competente. 
 

DISPOSICION TRANSITORIA UNICA 
 

Aquellas reservas de estacionamiento en vía pública que no cumplan con las condiciones 
establecidas en esta Ordenanza tendrán un plazo de un año para adaptarse a los nuevos 
requerimientos. En el caso de que transcurrido dicho plazo no se haya instado su adaptación o, 
instada ésta, sea denegada, las reservas de estacionamiento serán extinguidas, previa la 
tramitación del oportuno expediente. En el caso de plazas reservadas al estacionamiento de un 
determinado vehículo a favor de personas con movilidad reducida, se convertirán en plazas de uso 
general reservadas al estacionamiento de vehículos conducidos o que transporten a personas con 
movilidad reducida. 
 

DISPOSION ADICIONAL PRIMERA 
 
A la entrada en vigor de la presente ordenanza, seguirá vigente la Ordenanza Municipal 

de Estacionamiento Regulado y sus modificaciones. 
 

DISPOSICION ADICIONAL SEGUNDA: 
 

Por resolución de la Junta de Gobierno Local se establecerán las condiciones en que 
podrán circular y estacionar en el municipio de Donostia San Sebastián los nuevos tipos de 
vehículos que vayan incorporándose a la circulación. Una vez constatada la implantación de los 



nuevos vehículos y su incorporación estable al tráfico de la ciudad se promoverá una 
modificación en la Ordenanza de Circulación de Peatones y Vehículos. 
 

DISPOSICION ADICIONAL TERCERA: 
 

En los procedimientos de concesión de licencias y autorizaciones previstas en la presente 
Ordenanza, el vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa, 
legitimará a las personas solicitantes para entender desestimadas sus solicitudes por silencio 
administrativo, sin perjuicio de la obligación municipal de resolver expresamente. 
 

DISPOSICION ADICIONAL CUARTA 
 

El Ayuntamiento elaborará un catálogo general de acuerdo con la presente ordenanza, a 
fin de calificar las vías e itinerarios ciclistas dentro de alguna de las categorías existentes en el 
anexo para público conocimiento de los ciudadanos. La nueva creación y/o la modificación 
sustancial de los trazados y/o características de estas vías e itinerarios implicará la necesidad de 
calificar, o, en su caso, revisar la calificación existente de conformidad con el propio anexo en 
ambos casos. 
 

DISPOSICION DEROGATORIA 
 

A la entrada en vigor de la presente Ordenanza, quedan derogadas las siguientes normas: 
—Bando de Alcaldía de 6 de agosto de 1997 sobre el uso del Monopatín. 
—Bando de Alcaldía de 15 de febrero de 1994 sobre normas de circulación en la Parte Vieja. 
—Ordenanza de 20 de abril de 1972 reguladora de la autorización de placas de uso especial en vía 
pública y prohibición de aparcamiento en la zona de la misma de acceso a garajes particulares 
(Vados) 
—Bando de Carga y Descarga de 1991. 
 

DISPOSICION FINAL 
 

La presente ordenanza entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Boletin 
Oficial de Gipuzkoa. 
 

ANEXO 
 
Acera: Zona longitudinal de la carretera, elevada o no, destinada al tránsito de peatones. 
 
Bicicleta: Vehículo de dos ruedas accionado exclusivamente por el esfuerzo muscular de las 
personas que lo ocupan, en particular mediante pedales o manivelas. 
 
Itinerarios ciclistas señalizados en zonas de prioridad peatonal: Espacio acondicionado para la 
circulación de bicicletas en una zona de prioridad peatonal y que debe disponer de señalización 
horizontal o vertical, o ambas. En estos itinerarios, tiene preferencia el peatón.  
 
Carril bus: Carril reservado para la circulación del transporte público. 
 
Estacionamiento: Inmovilización de un vehículo que no se encuentra en situación de detención o 
parada. 



 
Ciclomotor: Tienen la condición de ciclomotor los vehículos que se describen a continuación: 
—Vehículo de dos ruedas provistos de un motor de cilindrada no superior a 50 cm³ si es de 
combustión interna y con una velocidad máxima por construcción no superior a 45 km/h. 
—Vehículo de tres ruedas provisto de un motor de cilindrada no superior a 50 cm³ si es de 
combustión interna y con una velocidad máxima por construcción no superior a 45 km/h. 
—Vehículo de cuatro ruedas cuya masa en vacío sea inferior a 350 kg. Excluida la masa de las 
baterías en el caso de vehículos eléctricos, cuya velocidad máxima por construcción no sea 
superior a 45 km/h y con un motor de cilindrada igual o inferior a 50 cm³ para los motores de 
explosión o cuya potencia máxima neta sea igual o inferior a 4 kw para los demás tipos de 
motores. 
 
Carril: Banda longitudinal en que puede estar subdividida la calzada, delimitada o no por marcas 
viales longitudinales, siempre que tenga una anchura suficiente para permitir la circulación de una 
fila de automóviles que no sean motocicletas.  
 
Carril reservado: Carril por el que únicamente se permite la circulación de determinados 
vehículos en función de la señalización implantada en el mismo. 
 
Transporte especial: Transporte que, por sus características técnicas o por la carga indivisible 
que transportan, superan las masas y dimensiones máximas establecidas en las disposiciones que 
se determinan en la normativa sobre vehículos. 
 
Parada: Inmovilización de un vehículo durante un tiempo inferior a dos minutos, sin que el 
conductor pueda abandonarlo. 
 
Patines sin motor: Aparato adaptado al pie dotado de ruedas que permite deslizarse por un 
pavimento resistente y uniforme. 
 
Motocicleta: Automóvil de dos ruedas con o sin sidecar, entendiendo como tal el habitáculo 
adosado lateralmente a la motocicleta y el de tres ruedas. 
Licencia de vado: Licencia concedida para la señalización de espacios libres de estacionamiento 
para el acceso de vehículos a locales o terrenos particulares. 
 
Monopatín: Tabla sobre ruedas que permite deslizarse por un pavimento resistente y uniforme. 
 
Peatón: Persona que sin ser conductor transita por las vías o terrenos a que se refiere esta 
Ordenanza. Son también peatones quienes empujan o arrastran un coche de niño o una silla de 
ruedas, o cualquier otro vehículo sin motor de pequeñas dimensiones, los que conducen a pie un 
ciclo o ciclomotor de dos ruedas y las personas que circulan al paso en una silla de ruedas con o 
sin motor.  
 
Vehículo: Artefacto o aparato apto para circular por las vías o terrenos a que se refiere esta 
ordenanza. 
 
Vía ciclista: Vía específicamente acondicionada para el tráfico de ciclos con la señalización 
horizontal y vertical correspondiente y cuyo ancho permite el paso seguro de estos vehículos. 
Pueden ser de dos clases: Acera-bici, vía ciclista señalizada sobre la acera, y Carril bici, vía 



ciclista que discurre adosada a la calzada, en un solo sentido o en doble sentido. En estas vías, 
tendrá preferencia la bicicleta. 
 
Zona avanzada de espera: Espacio adelantado a una línea de parada de tráfico que tiene como 
objetivo permitir a las bicicletas iniciar la marcha en cabeza de los vehículos a motor donde 
existan paradas semaforizadas. 
 
Zona de prioridad peatonal: Zona en la que se restringirá total o parcialmente la circulación y el 
estacionamiento de vehículos, determinando las condiciones concretas en que deberá desarrollarse 
la circulación en el área afectada. 
 
Zona peatonal: Parte de la vía, elevada o delimitada de otra forma, reservada a la circulación de 
peatones. Se incluye en esta definición la acera y el paseo. 
 

 
TEMA 24 

 
ORDENANZA MUNICIPAL SOBRE EL CIVISMO, EL USO Y LA LIMPIEZA EN LA 
VIA PUBLICA Y LA PROTECCION DEL PAISAJE URBANO, DE 31 DE AGOSTO DE 

2004 
 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

Una ciudad es algo más que un conjunto de edificios, calles, parques y plazas. La ciudad 
la forman fundamentalmente sus ciudadanos. Son ellos los que comparten con instituciones, 
agentes sociales y económicos, la tarea colectiva de construir ciudad y de hacerlo con la idea de 
mejorar la convivencia. 

La responsabilidad compartida de hacer ciudad exige seguir unas pautas de 
comportamiento cívico que permita la libertad de los ciudadanos con el límite esencial del respeto 
a los demás, que preserven el patrimonio urbano y natural, así como los bienes públicos, y 
garanticen la convivencia ciudadana en armonía. 

Hacer de Donostia-San Sebastián una ciudad más cohesionada socialmente, cívica, limpia 
y acogedora, respetuosa con los derechos de las personas, protectora del patrimonio, los espacios 
públicos y el paisaje urbano, es tratar de configurar un modelo de ciudad que requiere la 
implicación y la participación de todos los donostiarras. 

Actuar con civismo es un compromiso que tienen los donostiarras no sólo con San 
Sebastián, sino también con sus conciudadanos. Los comportamientos incívicos de una minoría 
además de dañar bienes y espacios que son patrimonio de todos, suponen un ataque a la 
convivencia, una actitud de insolidaridad y falta de respeto hacia una gran mayoría de 
donostiarras que asumen cívicamente sus derechos y deberes ciudadanos. 

Pero es que, además, todo ello conlleva emplear miles de euros cada día en labores de 
limpieza y mantenimiento que podrían tener otro destino. Respetar los espacios públicos y el 
patrimonio de nuestra ciudad es mejorar la sostenibilidad, permite aplicar el presupuesto con 
racionalidad a lo más prioritario, ser solidario con el resto de ciudadanos y compartir el proyecto 
de construir entre todos San Sebastián. 



En esta labor, la participación de los centros educativos, la familia, el movimiento 
ciudadano y de los donostiarras en general, en la tarea colectiva de proteger el paisaje, respetar la 
ciudad y todo un patrimonio puesto al servicio de los donostiarras es más importante que corregir 
los comportamientos incívicos por medio de sanciones. 

El Ayuntamiento, dirigido por el Gobierno de la ciudad, ha realizado en los últimos años 
un importante esfuerzo para mejorar la calidad de vida de los donostiarras. Actuaciones como la 
creación de zonas peatonales en el centro y en los barrios, la reducción de tráficos de paso por el 
centro de la ciudad, la ejecución de parques y plazas, la eliminación de barreras arquitectónicas, el 
esfuerzo permanente por quitar las pintadas, la renovación de mobiliario urbano, la limpieza 
viaria, la eliminación de los grandes paneles de publicidad, la renovación de servicios en las 
playas, las nuevas esculturas, etc., contribuyen sin duda a provocar el civismo de los donostiarras. 

Esta inquietud permanente contrasta con una cierta frustración al observar, en reiteradas 
ocasiones, como las mejoras no se consolidan por el rápido deterioro derivado del uso inadecuado 
de los espacios públicos. 

En nuestra ciudad, como en tantas otras, sufrimos los problemas ocasionados por las 
pintadas, grafitis y cartelería, excrementos de animales domésticos, vertidos de porquerías al 
suelo, publicidades incontroladas, ruidos estridentes producidos por motos y actividades varias 
que superan los niveles máximos de contaminación acústica, mobiliario urbano y juegos infantiles 
deteriorados por actos vandálicos, mal uso de los contenedores de basuras, vertidos ilegales, etc. 

El Ayuntamiento de San Sebastián, en su afán por mejorar la presencia de la ciudad y la 
convivencia ciudadana, ha elaborado la presente Ordenanza como una herramienta más en la 
corrección de actitudes y comportamientos negligentes e irresponsables. 

En este sentido, lo que se pretende con esta Ordenanza es establecer fundamentalmente 
unas normas básicas de comportamiento en las vías y demás espacios públicos que permitan la 
libertad de las personas dentro del respeto al patrimonio urbano y natural de la ciudad y el cuidado 
del entorno en el que vivimos. 

 
TITULO PRELIMINAR 

 
CAPITULO I. DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1.Objeto. 

La presente Ordenanza tiene por objeto la regulación del comportamiento ciudadano en la 
vía pública así como de la limpieza de la vía pública, en relación con los diversos usos que en ella 
se efectúan: 

—Uso normal de la vía pública. 

—Uso especial de la vía pública. 

—Uso privativo de la vía pública. 

—Uso como soporte de servicios públicos. 

—Uso necesario para la realización de obras públicas y privadas. 

Asimismo es objeto de esta Ordenanza la regulación complementaria de las Ordenanzas 
municipales de edificación en lo que se refiere a ornato de inmuebles o edificios, públicos y 
privados, con fachada a la vía pública. 



Artículo 2.Ambito de aplicación. 

La presente Ordenanza es de aplicación en todo el término municipal de Donostia-San 
Sebastián. 

Artículo 3.Principios generales sobre la utilización de la vía pública. 

1.Las vías públicas, los espacios públicos y las instalaciones y el mobiliario urbano ubicados en 
ella, son destinados al uso general y disfrute de los ciudadanos, según la naturaleza respectiva de 
los bienes y de acuerdo con los principios de libertad individual y respeto a las demás personas, a 
combinar adecuadamente. 

2.Las actividades que se desarrollan en la vía pública no pueden limitar el derecho de los demás al 
uso general, excepto en el caso de que se disponga de licencia o concesión para el uso común 
especial o el uso privativo. 

3.Corresponde a la Junta de Gobierno Local determinar y armonizar los usos y actividades que se 
desarrollen en la vía pública, dando preferencia a aquellos que en cada momento sean prioritarios 
para el interés público. A este efecto, se prohibirán o restringirán temporalmente aquellas 
actividades de las que se deriven inconvenientes o incompatibilidades. 

4.Los usos comunes de carácter general tendrán preferencia sobre otro tipo de usos, si bien se 
procurará armonizar y hacer posible estos últimos cuando sean indispensables para el 
mantenimiento de los intereses privados y no comporten grandes perjuicios al interés público. 

Artículo 4.Terminología de conceptos utilizados. 

La terminología de los conceptos utilizados en esta Ordenanza es la siguiente: 

1.Vía pública: A efectos de la presente Ordenanza, se consideran vía pública las calles, plazas, 
vías de circulación, los paseos, avenidas, aceras, bulevares, parques y zonas ajardinadas, túneles 
viarios y demás bienes de uso público destinados al uso común general de los ciudadanos. 
Asimismo, las previsiones de esta norma serán de aplicación en las playas, zonas de propiedad 
municipal no urbanizadas y otros espacios públicos gestionados por el Ayuntamiento, Organismos 
Autónomos Municipales y Entes Dependientes. 

2.Mobiliario urbano: Se incluyen en esta denominación los árboles, bancos, papeleras, juegos, 
fuentes, farolas, señalizaciones, contenedores de residuos, estatuas, esculturas, jardineras, kioscos, 
marquesinas y demás elementos colocados por el Ayuntamiento en las vías públicas. 

3.Residuos: Se entiende por Residuo cualquier sustancia, materia o producto incluido en alguna 
de las categorías del Anejo de la Ley 10/1998, de 21 de abril, y de la que su poseedor se 
desprende o tiene la intención o la obligación de desprenderse. 

Los residuos domésticos, los de comercios y de oficinas y servicios, así como aquellos 
otros residuos que por su naturaleza o composición puedan asimilarse a los residuos domésticos, 
tendrán la consideración de Residuos Urbanos. 

4.Instrumentos peligrosos: A los efectos de la presente Ordenanza, tendrán la consideración de 
peligrosos todos los instrumentos cortantes, contundentes y aquellos que por su naturaleza y 
características sean susceptibles de causar menoscabos a la integridad física de los ciudadanos, 
inclusive aquellos objetos propios de los ámbitos profesionales o deportivos que se porten en 
circunstancias especiales y temporales que no correspondan con la utilización para los que fueran 
concebidos. A título meramente enunciativo se citan los siguientes: Martillos, mazas, bates de 
béisbol, objetos empleados en artes marciales o en deportes de contacto físico, cadenas, barras de 
metal, piolets, etc. 



5.Mendicidad: A los efectos de esta Ordenanza, se considera mendicidad pedir limosna en la vía 
pública. 

6.Octavillas: Todo tipo de propaganda impresa no incluida entre los carteles: Folletos, pegatinas, 
trípticos, etc. 

7.Establecimiento: A los indicados efectos, se entiende por establecimiento todo local destinado 
a desarrollar actividades sujetas a previa licencia municipal. 

8.Obras: Se entenderán por tales las obras de derribo, de urbanización, de construcción, 
rehabilitación, reforma, movimiento de tierras, zanjas, canalizaciones y cualesquiera otras 
análogas. 

9.Carteles: Se incluyen en esta denominación toda clase de propaganda en soporte apto para su 
colocación en inmuebles públicos o privados, arbolado o mobiliario público: Pasquines, carteles, 
pancartas, banderolas, etc. 

10.Pintadas: Se entenderán por tales las inscripciones manuales o de cualquier tipo realizadas en 
la vía pública, sobre pavimentos y toda clase de muros o paredes de los edificios, o sobre 
cualquiera de los elementos estructurales o del mobiliario urbano. Aquí se incluyen los actos de 
rayado de cristales en el mobiliario y vías públicas en general. 

Artículo 5.Licencias y autorizaciones. 

1.En las licencias municipales de obras y en las licencias y autorizaciones previstas en esta 
Ordenanza podrá imponerse la constitución de una fianza para responder de las obligaciones 
referentes a la limpieza y el ornato público. 

2.Estas últimas se concederán siempre por un plazo determinado y podrán ser revocadas antes de 
que transcurra el mismo. 

 

CAPITULO II. DENOMINACION Y ROTULACION DE LAS VIAS PUBLICAS 

 

Artículo 6.Denominación de las vías públicas. 

Las vías públicas se identificarán con un nombre, diferente para cada una de ellas, que ha 
de ser aprobado por el Ayuntamiento Pleno. 

Artículo 7.Rotulación de las vías públicas. 

1.La rotulación de las vías públicas tiene carácter de servicio público, y podrá efectuarse mediante 
una placa, poste o similar, que se fijará en un lugar bien visible, como mínimo en la entrada y 
salida de cada vía pública. En las plazas será en el edificio más preeminente y en sus principales 
accesos. 

2.Esta rotulación podrá llevarse a cabo en fachadas de inmuebles privados, cuyos propietarios 
vendrán obligados a consentirlo. 

TITULO I 

COMPORTAMIENTO CIUDADANO EN LA VIA PUBLICA 



CAPITULO I. DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 8.Normas de comportamiento general en la vía pública. 

1.Los ciudadanos tienen derecho a utilizar libremente en la vía y los espacios públicos de la 
ciudad, y han de ser respetados en su libertad. Este derecho, que debe ser ejercido con civismo, 
está limitado por las disposiciones sobre el uso de los bienes públicos y por el deber de respetar a 
otras personas y a los bienes privados. 

2.Nadie puede, con su comportamiento en la vía pública, menospreciar los derechos de las demás 
personas, ni su libertad de acción, ni ofender las convicciones ni las pautas de convivencia 
generalmente admitidas, no permitiéndose las actitudes exhibicionistas de los genitales. 

3.No está permitido provocar ruidos que perturben el descanso de los vecinos, ni participar en 
alborotos nocturnos, o salir ruidosamente de los locales de recreo nocturnos. 

4.En lo referente a los ruidos provocados por vehículos de motor, especialmente ciclomotores y 
motocicletas, se estará a lo dispuesto en la Ordenanza de 3 de octubre de 2000 aprobada por este 
Ayuntamiento, incluidas las infracciones y posibles sanciones en esta materia. 

5.Todo ciudadano se abstendrá de realizar en la vía pública prácticas abusivas o discriminatorias, 
o que comporten violencia física o moral. 

Artículo 9.De la solidaridad en la vía pública. 

1.El Ayuntamiento estimulará el comportamiento solidario de los ciudadanos en la vía pública 
con el fin de prestar ayuda a las personas que así la necesiten para transitar u orientarse, que hayan 
padecido accidentes o se encuentren en circunstancias de riesgo. Se fomentará también la 
costumbre de ceder la preferencia en el paso o en el uso del mobiliario urbano a las personas que 
más lo necesiten, así como otras actitudes de solidaridad y educacion. 

2.Todas las personas que encuentren niños o personas discapacitadas extraviadas o personas en 
situación de evidente estado de anomalía física o psíquica deben ponerlo en conocimiento de los 
agentes de la autoridad, los cuales se harán cargo de su protección y restitución a los responsables 
de su tutela. 

Artículo 10.Uso de los bienes públicos. 

Los bienes públicos deben ser utilizados de acuerdo con su naturaleza, haciendo un buen 
uso de los mismos y respetando siempre el derecho que el resto de ciudadanos poseen también 
para su disfrute. 

Artículo 11.Comportamiento de los agentes de la autoridad y los servicios municipales. 

1.Los agentes de la autoridad y los miembros de los servicios municipales tratarán en todo 
momento con corrección y cortesía a los ciudadanos, a los que auxiliarán y protegerán. En sus 
intervenciones proporcionarán la información apropiada sobre las causas y finalidades de sus 
actuaciones. 

2.Los agentes de la autoridad podrán dar a los ciudadanos las órdenes e instrucciones oportunas 
en orden a garantizar el cumplimiento de las determinaciones contenidas en la presente 
Ordenanza. 



3.En los casos de gravedad y tras actuar conforme al apartado 1.º, en que sea necesario utilizar el 
mandato de autoridad sobre las personas, se llevarán a cabo los actos de fuerza estrictamente 
indispensables, con pleno respeto a la dignidad de las personas afectadas. 

 

CAPITULO II. DEL COMPORTAMIENTO CIVICO 

 

Artículo 12.Protección del mobiliario urbano y de los espacios públicos. 

1.Es obligación de todos los ciudadanos hacer un buen uso del mobiliario urbano existente en la 
ciudad, debiendo éste ser respetado y utilizado de tal forma que no sufra deterioro que impida su 
normal conservación y uso. 

2.Quedan prohibidas las acciones que ensucien, produzcan daños o sean susceptibles de 
producirlos en el mobiliario urbano y, en concreto, los siguientes actos: 

a)El uso de bancos de forma contraria a su natural utilización, no pudiendo pisotearlos, ni 
arrancarlos del lugar en que estén colocados, ni romperlos, ni mancharlos y, en general, todo 
aquello que perjudique su uso o deteriore su conservación. 

b)Queda prohibida la utilización de los juegos de forma indebida que los puedan dañar o destruir, 
así como la utilización de juegos infantiles por los adultos o por menores de edad superior a la 
indicada en el juego. Cada juego contendrá una placa que indique la edad adecuada de uso del 
juego. 

c)Queda prohibido arrojar desperdicios, chicles o papeles fuera de las papeleras a tal fin 
establecidas. 

d)Queda prohibido volcar o arrancar las papeleras, así como otros actos que deterioren su aspecto. 

e)Queda prohibido arrojar instrumentos u objetos peligrosos en las papeleras y contenedores 
destinados a los residuos urbanos. 

A estos efectos, se considerarán instrumentos u objetos peligrosos todos aquellos 
susceptibles de generar daños a las personas, tales como animales y restos de animales, 
jeringuillas y útiles para el consumo de sustancias estupefacientes, materiales utilizados en la 
atención sanitaria que puedan ser susceptibles de contagiar o propagar enfermedades, así como 
todo tipo de drogas tóxicas, estupefacientes y productos químicos, radioactivos, pirotécnicos o 
explosivos. 

f)Queda prohibida toda manipulación en cañerías, grifos y demás elementos de las fuentes 
públicas que no sean propias de su funcionamiento normal. 

En las fuentes decorativas se prohíbe ensuciarlas, utilizar el agua de las mismas para 
limpiar, bañarse o introducirse en sus aguas, así como arrojar cualquier tipo de detergente, 
colorante o producto químico. 

g)Queda prohibida cualquier acción o manipulación que perjudique a los árboles, farolas, estatuas, 
señales y demás elementos decorativos existentes en la ciudad, así como cualquier acto que 
deteriore los mismos. 

h)Queda prohibido hacer fuego y actividades pirotécnicas en la vía pública sin la preceptiva 
autorización municipal y la de las Administraciones competentes. Las hogueras de la víspera de 
San Juan y similares requerirán la preceptiva autorización municipal. 



i)Queda prohibido que los animales beban de las fuentes situadas en la vía pública y destinadas al 
consumo humano. 

j)Queda prohibido verter o arrojar en las fuentes y estanques o a la vía pública cualquier sustancia 
que genere olores molestos. 

Artículo 13.Prohibiciones específicas. 

1.Se prohibe la práctica en la vía pública de actividades deportivas o lúdicas en las que se utilicen 
objetos o instrumentos que pueden causar daños a las personas o bienes, o molestias a la 
ciudadanía, salvo en los lugares y en las zonas autorizadas para ello y en los horarios autorizados. 
En las plazas se indicarán las zonas en las que pueda practicarse el juego, siempre que ello sea 
posible. 

A título meramente enunciativo, queda prohibido jugar en calles y plazas con balones, 
monopatines, discos voladores y boomerang que entrañen riesgos evidentes o molestias notables 
para personas y propiedades privadas. 

2.Queda prohibida la utilización en la vía pública de petardos o bengalas y cualquier instrumento 
o artilugio que proyecte cualquier tipo de objeto, tales como arcos, cerbatas, tiragomas y pistolas 
lanzabolas. 

3.Queda prohibida la circulación en motocicletas y ciclomotores por las plazas peatonales. 

Artículo 14.Parques y jardines públicos. 

1.Es obligación de los ciudadanos respetar los parques y jardines públicos de la ciudad. 

2.Para la buena conservación y mantenimiento de las diferentes especies vegetales de parques, 
jardines, jardineras y árboles plantados en la vía pública, quedan prohibidos los siguientes actos: 

a)La sustracción de plantas. 

b)Dañar el césped, acampar sobre él, excepto en espacios de los parques en que expresamente se 
autorice. 

c)Talar, podar o romper árboles, así como utilizar motos y ciclomotores en plazas, parques y 
jardines. 

d)Grabar o pintar sus cortezas, clavar puntas, atar a los mismos escaleras, herramientas, soportes 
de andamiaje y colocar carteles. 

e)Acopiar, aun de forma transitoria, materiales de obra sobre cualquiera de los árboles o verter en 
ellos cualquier clase de productos tóxicos. 

f)Arrojar en las zonas verdes basuras, residuos, piedras, grava o cualquier otro producto que 
puedan dañarlas o atentar a su estética y buen uso.  

g)Dejar excrementos sobre el césped y jardines. 

h)Encender fuegos u hogueras en los parques y jardines. 

3.Queda igualmente prohibido permanecer en el interior de los parques con horario regulado más 
allá del horario de cierre. 

Artículo 15.Consumo de drogas y bebidas alcohólicas. Consumo de bebidas en grupo. Armas e 

instrumentos peligrosos. 



1.El consumo de drogas y bebidas alcohólicas, así como el portar y utilizar armas e instrumentos 
peligrosos, se ajustará a las normas contenidas en la legislación vigente en la materia. 

2.La Guardia Municipal procederá al decomiso inmediato de las drogas, sustancias 
estupefacientes, psicotrópicas y de las armas e instrumentos peligrosos. 

3.En lo referente al consumo de tabaco, se prohibe fumar de forma absoluta en todas las 
dependencias municipales, salvo las que se encuentren al aire libre o en lugares habilitados para 
ello. En caso de que no se delimitaran esos lugares, se mantendrá la prohibición de fumar en 
dichas dependencias. 

4. Queda prohibido el consumo de bebidas en grupo, cuando ello genere molestias e imposibilite 
el disfrute de los espacios públicos por parte de otros usuarios. 

Artículo 16.Mendicidad. 

1.Se prohibe el ejercicio de la mendicidad por los menores de edad dentro del término municipal, 
debiéndose estar a lo que disponga la legislación vigente en materia de protección de menores. 

2.Queda prohibido la petición de dinero o limosna ejercida de forma coactiva, intimatoria o 
molesta de palabra u obra. Asimismo queda prohibido el ofrecimiento de objetos o servicios a 
cambio de dinero efectuado con maneras coactivas, intimidatorias o molestas. 

3.Los Agentes de la Autoridad informarán a las personas que lo necesiten de la existencia de los 
Servicios Sociales, Municipales o de otras Entidades, a fin de que puedan solicitar el socorro y 
ayuda necesarios. 

4.Los Servicios Sociales Municipales atenderán a las personas que, vista su situación, no 
dispongan de refugio para pernoctar, especialmente durante la época invernal. 

Artículo 16. bis.Venta ambulante. 

Se prohibe la venta ambulante de cualquier producto en la vía pública o en establecimientos, sin 
que cuente con la debida autorización municipal. 

TITULO II 

LIMPIEZA DE LA VIA PUBLICA 

CAPITULO I - LIMPIEZA DE LA VIA PUBLICA POR SU USO NORMAL 

 

SECCION I 

De la limpieza de la vía pública como consecuencia del uso común general de los ciudadanos 

 

Artículo 17.Obligación municipal. 

Los servicios municipales tienen la responsabilidad de mantener los espacios públicos de 
la ciudad en condiciones de limpieza y salubridad. A este efecto, el Ayuntamiento prestará el 
servicio público correspondiente con la intensidad necesaria, y ejercerá las facultades de 
vigilancia y policía que le corresponden. 

Artículo 18.Obligaciones y colaboraciones de los ciudadanos. 



1.Todo ciudadano está obligado a mantener limpia la ciudad en general y sus espacios públicos en 
particular. 

2.En caso de nevadas, los propietarios de fincas urbanas, tanto públicas como privadas, deberán 
colaborar a limpiar de nieve y hielo las aceras en la longitud correspondiente a la fachada y en la 
anchura mínima de 1,50 metros, salvo cuando la anchura de la acera sea menor, depositando la 
nieve a lo largo del borde de la acera, sin afectar a los árboles ni obstaculizar los sumideros o 
alcantarillas. 

3.Los servicios municipales y los agentes de la Guardia Municipal deben velar en todo momento 
por el cumplimiento de las obligaciones de los ciudadanos en materia de limpieza, requiriendo la 
reparación inmediata de la afección causada, sin perjuicio de cursar la denuncia que corresponda. 

Artículo 19.Prohibiciones específicas. 

1.Se prohiben realizar cualquier operaciones que puedan ensuciar la vía pública, y en particular 
queda prohibido: 

—Lavar vehículos en la vía pública. 

—Defecar, orinar y escupir en la vía pública. 

—Manipular o seleccionar desechos o residuos urbanos, produciendo su dispersión, dificultando 
su recogida o alterando sus envases. 

—Arrojar a la vía pública o depositar en ella desperdicios, residuos y octavillas. 

2.En caso de arrojar octavillas, los servicios municipales correspondientes procederán a limpiar el 
espacio urbano afectado por dicha distribución, imputando a los responsables el coste de los 
servicios extraordinarios prestados, sin perjuicio de las sanciones correspondientes. 

3.El riego de tiestos, macetas o plantas y la sacudida de alfombras en balcones, miradores o 
ventanas que den a la vía pública o a patios interiores en los que haya tránsito de personas, sólo 
podrá realizarse entre las 23:00 y las 9:00 horas. Estas operaciones se realizarán de forma que no 
causen daño ni molestias. 

4.En especial, se prohibe abandonar animales muertos.  

Artículo 20.Depósito de residuos. 

1.Los residuos deberán depositarse en los lugares fijados por el Ayuntamiento, y en la forma y 
dentro de los horarios previstos en la Ordenanza Municipal de Recogida de Residuos Urbanos. 

2.Queda prohibido rebuscar y extraer residuos depositados en las bolsas de basura y en los 
contenedores instalados en la vía pública, incluidos los destinados a recogida de desechos de 
obras. 

Artículo 21.Uso de las papeleras. 

1.Los residuos sólidos de pequeño volumen, tales como colillas apagadas, cáscaras, chicles, 
papeles, bolsas, envoltorios y similares, deben depositarse en las papeleras, excepto si se trata de 
materiales reciclables, en cuyo caso se utilizarán los contenedores de recogida selectiva instalados 
en la vía pública. 

2.Se prohíbe dejar en las papeleras, además de los objetos a que se refiere el artículo 12.2.c) de la 
presente Ordenanza, pequeños residuos sólidos encendidos y cualquier otra materia encendida. 



SECCION II 

De la limpieza en relación con actividades comerciales e industriales 

 

Artículo 22.Limpieza de la zona próxima. 

Cuando una actividad comercial o industrial genere suciedad frecuente en sus 
proximidades, o en el espacio autorizado en caso de terrazas, el titular del establecimiento deberá 
mantener limpia la parte de vía pública afectada, sin perjuicio de las medidas correctoras y demás 
obligaciones derivadas del régimen aplicable a las preceptivas licencias. 

 

Artículo 23.Escaparates. 

La limpieza de escaparates, establecimientos, puntos de venta y similares, se hará con 
precaución para no ensuciar la vía pública, y se realizará en un horario que no cause molestias a 
los viandantes. 

Artículo 24.Toldos y persianas. 

Deberán mantenerse en buen estado de conservación y limpieza los toldos y persianas de 
los locales de planta baja y se repondrán cuando lo requiera su aspecto externo. 

Artículo 25.Rótulos, placas y demás distintivos. 

Cualquier rótulo, placa y distintivo hacia la vía pública está sujeto a licencia municipal. 
Habrán de mantenerse limpios y deberán reponerse los deteriorados. 

Artículo 26.Máquinas de venta automática. Expositores y demás elementos. 

1.Se prohibe la colocación de máquinas expendedoras de productos de consumo que realicen su 
distribución de forma directa a la vía pública, sin que cuente con la debida autorización municipal. 

2.Queda prohibida la ocupación de la vía pública por expositores o por cualquier otro tipo de 
objeto, instalación o elemento que carezca de la correspondiente licencia municipal. 

Artículo 27.Derramamiento. 

Los vehículos que transporten género a granel, o cualquier materia sin envasar, han de ir cargados 
y equipados de modo que se impidan derrames sobre la vía pública. 

Artículo 28.Carga y descarga. 

1.En caso de operaciones de carga y descarga de cualquier vehículo, la limpieza de las aceras y 
calzadas que hubieran sido ensuciadas se realizará inmediatamente después de concluir esas 
tareas. 

2.Están obligados a realizar dicha limpieza los dueños de los vehículos y, subsidiariamente, los 
titulares de los establecimientos o fincas en que haya sido efectuada la carga o descarga. 

 

SECCION III 

De la limpieza en relación con la conducción o tenencia de animales 

 



Artículo 29.Trato hacia los animales. Excrementos. 

1.Los ciudadanos deberán atender convenientemente a los animales domésticos y, en particular, 
queda prohibido el abandono de los mismos. 

2.Se prohibe que los perros y otros animales depositen sus deyecciones en parques infantiles, 
paseos, jardines o cualquier otro lugar de la vía pública. Las personas que los conduzcan 
impedirán que evacuen en ella sus excrementos. Para ello acercarán al animal al sumidero más 
próximo del alcantarillado o a los lugares expresamente destinados para ello, si los hubiere. 

3.En caso de no haber podido evitar que los excrementos se depositen en la vía pública, el 
propietario del animal o la persona que lo conduzca deberá inmediatamente recogerlos. Del 
incumplimiento será responsable el propietario del animal y, subsidiariamente, la persona que lo 
conduzca. Si no apareciera ninguno de los dos, será retirado el animal por el Servicio Municipal 
correspondiente. 

Artículo 30.Conducción de animales. 

1. Los animales no podrán invadir los jardines y parterres, pudiendo circular, debidamente 
controlados, por los Parques donde expresamente se autorice. 

2.Queda prohibida la circulación de perros y demás animales de compañía por las playas a 
cualquier hora del día durante la temporada estival. En ningún caso se podrá acceder a la Isla de 
Santa Clara con animales de compañía de ninguna especie. 

3.Se cumplirá en todo momento con la Normativa relativa a la tenencia y control de animales, y 
prevención de daños a terceros. 

 

CAPITULO II 

DE LA LIMPIEZA COMO CONSECUENCIA DEL USO COMUN ESPECIAL, DEL 
PRIVATIVO Y DE LOS ACTOS PUBLICOS 

 

Artículo 31.Limpieza de la zona afectada por el uso especial o privativo. 

1.La suciedad de la vía pública ocasionada como consecuencia del uso común especial y del 
privativo será responsabilidad de las personas físicas o jurídicas autorizadas o concesionarias de 
tales usos. 

2.Los titulares de establecimientos y terrazas, sean o no fijos, tales como bares, cafés, quioscos, 
puestos de venta y similares, están obligados a mantener en las debidas condiciones de limpieza 
tanto las propias instalaciones como el espacio urbano afectado. 

3.El Ayuntamiento podrá exigirles la colocación de recipientes homologados para el depósito y 
retención de los residuos que generen, correspondiéndoles igualmente limpiar los recipientes. 

4.Los vendedores del Mercadillo semanal de Venta Ambulante deberán dejar en condiciones de 
limpieza la zona ocupada una vez finalizadas las ventas. Igual deber corresponderá a los 
vendedores del mercado diario de productos del País –baserritarras–. 

5.La limpieza general de las terrazas, permanentes o de temporada, aprovechadas por 
establecimientos de hostelería y del mobiliario instalado en ellas, la realizarán sus titulares en el 
plazo de una hora contada a partir de la de cierre del establecimiento, con independencia del 



mantenimiento permanente a lo largo del día, en las debidas condiciones de limpieza e higiene, 
mediante tareas de barrido y limpieza periódicas. 

Artículo 32.Celebración de actos públicos. 

1.Los organizadores privados de un acto en espacios de propiedad pública serán responsables de 
la suciedad derivada de su celebración. 

2.A efectos de limpieza de la ciudad, los organizadores están obligados a informar al 
Ayuntamiento del lugar, recorrido y horario de los actos públicos. El Ayuntamiento podrá 
exigirles la constitución de una fianza en función de los previsibles trabajos extraordinarios de 
limpieza que pudieran ocasionar. De encontrarse el espacio público afectado en perfectas 
condiciones de limpieza, la fianza les será devuelta. En caso contrario, se deducirá de la misma el 
importe de los trabajos extraordinarios a realizar. 

3.En los actos públicos donde se reúna un elevado número de asistentes y en los que se instalen 
bares, tabernas, txoznas o similares donde tenga lugar consumo de alimentos y/o bebidas, los 
congregados dispondrán de evacuatorios abiertos al público. En su defecto, la organización 
instalará evacuatorios portátiles homologados, en la cantidad y ubicación indicada por los 
servicios técnicos municipales. 

4.Asimismo, cuando se instalen en la vía pública este tipo de establecimientos provisionales, será 
necesario, además del cumplimiento de las medidas higiénico-sanitarias de aplicación, disponer 
de toma de agua y de evacuación a la red de saneamiento, así como adoptar las medidas oportunas 
para que los residuos se depositen selectivamente para ulterior reciclaje. 

Artículo 33.Festejos con animales. 

Cuando la celebración de actos o festejos incluya la utilización de animales, el 
organizador deberá eliminar la suciedad que provoquen, tan pronto termine el acto y los animales 
sean retirados. 

Artículo 34.Acampada. 

1.No se podrá acampar, instalar tiendas de campaña o vehículos a tal efecto habilitados en 
terrenos públicos o privados que carezcan de autorización para ello. No se podrá cocinar ó 
desplegar sillas y mesas en la vía pública. 

2.Los Agentes de la Autoridad requerirán a los propietarios o usuarios de las tiendas de campaña, 
vehículos o de cualquier tipo de material que ocupe indebidamente la vía pública, para que desista 
de su actitud, sin perjuicio de efectuar la denuncia correspondiente. En caso de negativa, o de 
imposibilidad de localizar a los propietarios o usuarios, los Agentes de la Autoridad podrán 
articular los medios necesarios para la retirada inmediata de los mismos, corriendo los 
propietarios con los gastos que se originen. 

 

CAPITULO III 

DE LA LIMPIEZA DE LA VIA PUBLICA EN RELACION CON LA EJECUCION DE 
OBRAS 

 

Artículo 35.Adopción de medidas. 



1.Todas las actividades y obras imponen a su titular, sin perjuicio de lo que se derive de las 
licencias preceptivas, la obligación de adoptar medidas para evitar que se ensucie la vía pública, 
así como la de limpiar con la frecuencia adecuada la parte afectada de la misma, y retirar los 
materiales residuales resultantes. 

2.La Junta de Gobierno Local podrá requerir al responsable para que efectúe las acciones de 
limpieza correspondientes. 

3.Cuando se trate de edificios en construcción, rehabilitación, reforma o derribo, será el 
contratista de la obra el responsable de la limpieza de vía pública que se vea afectada por las 
obras. 

Artículo 36.Protección de la obra. 

1.Para prevenir la suciedad, las personas que ejecuten trabajos u obras que afecten a la vía pública 
deberán proceder a la protección de ésta mediante la colocación de elementos adecuados a su 
alrededor, de modo que se impida la expansión y vertido de tierras y materiales sobrantes de obra 
fuera de la zona autorizada. 

2.Se prohibe depositar en la vía pública no acotada por la obra, tierras, arenas, gravas y demás 
materiales, así como elementos mecánicos de contención, excavación y demás auxiliares de 
construcción, salvo autorización municipal expresa recogida en la correspondiente licencia de 
obras, manteniendo dicho espacio siempre limpio. 

3.Al término de la jornada laboral, las zonas de trabajo de zanjas, canalizaciones, etc., realizadas 
en la vía pública deberán quedar suficientemente protegidas y adecuadamente señalizadas en 
previsión de accidentes, incluyendo elementos de balizamiento nocturno. 

Artículo 37.Plataforma de limpieza. 

1.En el recinto de la obra deberá disponerse de una plataforma apta para limpiar, antes de que 
salgan a la vía pública, las ruedas y demás elementos de los vehículos que puedan ensuciar la 
calzada. 

2.El incumplimiento de esta prevención llevará aparejada, además de la oportuna sanción, la 
prohibición por parte de la Guardia Municipal de acceso a la vía pública de dichos vehículos de la 
obra. 

Artículo 38.Hormigoneras. 

1.Queda prohibido el transporte de hormigón con vehículo hormigonera sin llevar cerrada la boca 
de descarga mediante un dispositivo que impida el vertido de hormigón a la vía pública. 

2.Se prohibe limpiar las hormigoneras en la vía pública y en cualquier otro lugar no adecuado 
para ello. 

3.Del incumplimiento de los dos apartados anteriores serán responsables el propietario del 
vehículo y su conductor y responsable subsidiario el promotor de la obra o titular de la actividad a 
la que den servicio, quedando obligados a la limpieza del hormigón que se vierta, y de la vía 
pública afectada, sin perjuicio de las sanciones que correspondan. 

Artículo 39.Transporte de tierras y escombros. 

1.Los vehículos en que se efectúe el transporte de tierras y escombros reunirán las debidas 
condiciones para evitar el vertido de su contenido sobre la vía pública. 



2.Los transportistas de tierras y escombros están obligados a proceder a la limpieza inmediata del 
tramo de vía afectada, en el supuesto de que la vía pública se ensuciase a consecuencia de las 
operaciones de carga, descarga y transporte. 

3.También quedan obligados a retirar en cualquier momento, y siempre que sean requeridos por la 
Autoridad municipal, las tierras y escombros vertidos en lugares no autorizados, sin perjuicio de 
las sanciones que correspondan. 

Artículo 40.Contenedores de obra. 

1.Se prohibe el abandono o vertido en la vía pública de cualquier material residual de obra o 
escombro, así como su depósito en alguno de los contenedores de residuos sólidos urbanos. 

2.Los escombros y demás material residual de obra se depositarán en los contenedores para obras 
que, en su caso, haya autorizado el Ayuntamiento. Los requisitos a cumplirse en los contenedores 
serán los exigidos por la Ordenanza Municipal reguladora del uso especial de la vía pública con 
contenedores. 

3.Una vez llenos, los contenedores para obras deberán ser tapados de modo adecuado, de forma 
que no se produzcan vertidos al exterior de los materiales residuales. 

4.Igualmente es obligatorio tapar los contenedores al finalizar el horario de trabajo. 

 

TITULO III 

LIMPIEZA EXTERIOR DE LOS INMUEBLES 

CAPITULO I 

DE LA LIMPIEZA EXTERIOR DE EDIFICIOS PUBLICOS Y PRIVADOS Y DEL 
RESPETO AL PAISAJE URBANO 

 

Artículo 41.Limpieza y mantenimiento de elementos y partes exteriores de los inmuebles. 

1.Los propietarios de inmuebles y los titulares de establecimientos están obligados a mantenerlos 
en las debidas condiciones de limpieza pública. Deberán proceder a la limpieza, remozado o 
estucado –según resulte más acorde con la naturaleza de fachadas, rótulos, paredes medianeras, 
entradas, escaleras de acceso y, en general, de todos los elementos arquitectónicos y materiales 
incorporados al inmueble que sean visibles desde la vía pública– cuando sea perceptible su estado 
de suciedad o lo prescriba el Ayuntamiento previo informe de los Servicios municipales. 

2.Las verjas, barandillas de balcones, herrajes de toldos y demás elementos metálicos se 
mantendrán libres de óxido y habrán de ser pintados y reparados cuando lo exija el Ayuntamiento. 

Artículo 42.Publicidad. 

1.La publicidad exterior, en cualquier soporte y cualesquiera que sean sus características o 
finalidades, únicamente podrá instalarse en los lugares especialmente habilitados para ese fin y 
cumpliendo la normativa específica que le es de aplicación. 

2.Queda prohibido, en tal sentido, salvo autorización municipal expresa, colocar cualquier tipo de 
anuncio en fachada de edificios públicos o privados, porches, marquesinas, mobiliario urbano, 



arbolado, muros, túneles, pasos subterráneos y, en general, fuera de los lugares especialmente 
habilitados. De igual modo, se prohíbe poner en los mencionados lugares cualquier clase de 
pegatina, cartel, pasquín, pancarta o banderola de carácter político o de otra índole, todo ello con 
las salvedades previstas en el artículo 43.1 de la presente Ordenanza. 

3.El Ayuntamiento proporcionará a aquellas Comunidades de Vecinos que no deseen recibir 
propaganda o publicidad comercial en sus buzones un cartel indicativo de tal extremo para su 
colocación en el portal de entrada al inmueble. 

Artículo 43.Carteles y banderolas. 

1.La colocación de carteles y banderolas en la vía pública, además de en las vallas de obras y 
demás lugares permitidos por la Ordenanza Municipal reguladora de la instalación de carteleras 
publicitarias, podrá autorizarse expresamente por el Ayuntamiento en los siguientes supuestos: 

a)Cuando se celebren en la ciudad acontecimientos culturales, artísticos o deportivos de gran 
relieve. 

b)Cuando contribuyan a realzar la celebración de conciertos, actos o exposiciones de interés para 
la ciudad. 

c)En campañas electorales, en los espacios debidamente autorizados. 

De modo excepcional, podrá autorizarse la colocación de carteles y banderolas en la vía pública 
en supuestos diferentes a los señalados. 

2.El Ayuntamiento regulará en cada caso las condiciones en que podrán utilizarse los espacios que 
a tal fin se destinen y los trámites necesarios para obtener la correspondiente autorización. No 
obstante, nunca podrá utilizarse el arbolado para sujetar o colgar los carteles o banderolas. 

3.La solicitud de autorización a la que se refiere este artículo deberá incluir, como mínimo, las 
siguientes precisiones: 

a)Contenido y dimensiones de los carteles o banderolas. 

b)Sitios donde se colocarán. 

c)Tiempo que permanecerán instalados. 

d)Compromiso de retirarlos y reparar los daños que pudieran ocasionar. 

4.Los carteles y banderolas se atendrán a las especificaciones de la solicitud y de la autorización. 
No incluirán publicidad que ocupe más del 20% de su superficie. 

5.Los carteles y banderolas se quitarán tan pronto transcurra el plazo concedido. De no hacerlo así 
el promotor, serán retirados por los Servicios municipales, imputándose al responsable los costes, 
sin perjuicio de las sanciones a que hubiere lugar. 

Idénticas consecuencias tendrá su colocación no autorizada y cuando no se ajusten a lo permitido. 

6.Las previsiones contenidas en este artículo y en los correlativos serán aplicables al propio 
Ayuntamiento de Donostia y al resto de Instituciones y organismos públicos. 

Artículo 44.Edificios singulares. 

1.En los edificios catalogados, histórico-artísticos y otros que sean emblemáticos, no se admitirá 
ninguna clase de publicidad, ni se podrán exhibir carteles, banderolas o rótulos, excepto los que 
informen de sus características, hagan referencia a las actividades que en el edificio se desarrollen 
o se refieran a sus obras de reforma o rehabilitación. 



Artículo 45.Pintadas y grafitis. 

1.Quedan prohibidas las pintadas, tanto en la vía pública como en fachadas de edificios públicos o 
particulares, mobiliario urbano, arbolado, estatuas, monumentos y, en general, sobre cualquier 
elemento del paisaje de la ciudad. 

2.Están igualmente prohibidos los graffitis y las rayaduras en los ámbitos señalados en el apartado 
anterior. 

3.Se exceptúan los murales dibujados sobre vallas de solares, cierres de obras, paredes medianeras 
y similares, siempre que se obtenga previamente autorización municipal y se cumplan sus 
especificaciones. 

4.Cuando un edificio público o elemento del mobiliario urbano haya sido objeto de pintadas, 
colocación de papeles, rayado de cristales, pegado de carteles o cualquier otro acto que lo 
deteriore, el Ayuntamiento podrá imputar a la empresa o persona responsable el coste de las 
correspondientes facturas de limpieza y acondicionamiento, al margen de la sanción que 
corresponda. 

 

CAPITULO II 

DE LA LIMPIEZA DE URBANIZACIONES Y SOLARES 

 

Artículo 46.Limpieza de espacios privados. 

1.La limpieza de aceras, pasajes, calzadas, plazas y jardines de las urbanizaciones privadas 
corresponde a sus propietarios. 

2.Será obligación de los propietarios la limpieza de patios interiores de manzana, solares 
particulares, galerías comerciales y similares. 

3.El Ayuntamiento ejercerá el control e inspección del estado de limpieza de todos estos 
elementos privados, y requerirá a los responsables para su limpieza, de acuerdo con las 
instrucciones que al efecto dicten los servicios municipales. 

4.Los propietarios de locales comerciales adecuarán sus fachadas en cuanto a ornato, 
mantenimiento y características de edificación de acuerdo con las especificaciones que a tal fin 
establezca la Ordenanza de edificación. 

Artículo 47.Solares y terrenos privados. 

1.Los propietarios de solares y terrenos deberán mantenerlos libres de desechos y residuos, y en 
las debidas condiciones de salubridad, higiene, seguridad y ornato público. Deberán, asimismo, 
proceder a desratizarlos y desinsectarlos mediante empresa autorizada. 

2.En caso de que no se produzca la situación prevista en el primer párrafo del presente artículo, o 
de ausencia manifiesta de los propietarios, el Ayuntamiento procederá, con carácter subsidiario y 
con las limitaciones legales de rigor, a tomar las medidas adecuadas a estos efectos, pudiendo 
acceder al terreno con los fines expresados en el párrafo anterior, imputándose a los propietarios 
los costes que se ocasionen. 

TITULO IV 

REGIMEN SANCIONADOR 



SECCION I - Infracciones 

 

Artículo 48.Infracciones. 

1.Constituye infracción administrativa el incumplimiento de las disposiciones que contiene esta 
Ordenanza y la vulneración de las prohibiciones que en ella se establecen. 

2.Las infracciones de lo dispuesto en esta Ordenanza serán sancionadas por la Junta de Gobierno 
Local, de acuerdo con lo establecido en el presente Título, dentro de los límites que la legislación 
autoriza y sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales a que hubiere lugar en cada 
caso. 

Artículo 49.Clases de infracciones. 

1.Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves, atendiendo a la intencionalidad, 
falta de civismo en el comportamiento, grado de negligencia, riesgo para la salud y seguridad de 
las personas, gravedad del perjuicio causado y reincidencia. 

2.A estos efectos, se considerará que existe reincidencia cuando el infractor hubiese sido 
sancionado en los doce meses precedentes, por el mismo concepto, una o más veces. 

3.Serán consideradas como leves las infracciones a los siguientes artículos: 

8.3.º, 12.2.º (excepto a, b,c), 13, 14.2.º (excepto c, e y f), 16, 19.1.º, 20.2.º, 21.2.º, 22, 25, 26, 28, 
29, 30.1.º, 31, 33, 34, 41.1.º 

Se considerará infracción leve la producción de daños en los bienes de dominio público 
cuando su importe no exceda de 10.000 euros. 

4.Serán consideradas como graves las infracciones a los siguientes artículos: 

14.2.ºe) (únicamente acopio de materiales de obra), 14.2.ºf), 15.1.º y 2.º, 35, 36, 37, 38, 39, 40.3.º, 
40.4.º, 42.2, 43, 44, 45.2, 46 y 47. 

Se considerará infracción grave la producción de daños en los bienes de dominio público 
cuando su importe supere la cantidad de 10.000 euros y no exceda de 1.000.000 de euros 

Tendrá la consideración de infracción grave la desobediencia a una orden dada por los 
Agentes de la Autoridad con relación a la exigencia de cumplimiento de las determinaciones de la 
presente Ordenanza, siempre que la misma no reúna la cualidad de infracción de carácter penal. 

Además, la reincidencia en la comisión de una infracción leve se considerará infracción 
grave. 

5.Serán consideradas como muy graves las infracciones a los siguientes artículos: 

14.2.ºc), 14.2.ºe) (únicamente vertido de productos tóxicos), 15.3.º, 19.4.º, 40.1.º y 45.1.º 

Se considerará infracción muy grave la producción de daños en los bienes de dominio 
público cuando su importe supere la cantidad de un millón de euros. 

Además, la reincidencia en la comisión de una infracción grave se considerará infracción 
muy grave. 

Artículo 50.Sanciones. 

1.A las infracciones leves se les aplicará una sanción de multa de 50 a 200 euros; a las graves, de 
201 a 500 euros; y a las muy graves de 501 a 3.000 euros. 



Estas cuantías serán de aplicación sin perjuicio de las sanciones que la normativa sectorial 
correspondiente pueda establecer. 

2.Cualesquiera otros incumplimientos a la presente Ordenanza que, conforme a lo establecido en 
el artículo precedente en concordancia con el presente, no tengan señalada específicamente 
cuantía económica como sanción, serán sancionadas con multa de 50 a 200 euros. 

3.Con independencia de las sanciones que pudieran imponerse, deberán ser objeto de adecuado 
resarcimiento los daños que se hubieran irrogado en los bienes de dominio público, así como los 
perjuicios que se hubieran causado, todo ello previa su evaluación por los servicios municipales 
correspondientes. El importe de estos daños y perjuicios se fijará ejecutoriamente por el órgano 
competente para imponer la sanción. 

4.En caso de reincidencia en infracciones graves o muy graves se podrá declarar la inhabilitación 
del infractor para ser titular de autorizaciones y concesiones por un plazo de uno a tres años. 

5.La Guardia Municipal podrá decomisar, tanto los útiles, mercancías, material e instrumentos 
empleados en la comisión de las infracciones a la presente Ordenanza, como el resultado obtenido 
en la comisión de la infracción, de acuerdo con lo previsto en la normativa vigente. 

Artículo 51.Los trabajos voluntarios alternativos a las sanciones. 

1.Se establecen como fórmulas alternativas a la imposición de sanciones económicas las 
siguientes: La reparación del daño y los trabajos voluntarios. 

2.Cuando el infractor haya reparado el daño material causado, de forma voluntaria y antes de 
haberse iniciado el expediente sancionador, podrá solicitar en período de información previa que 
no se incoe el mismo, siempre y cuando no exista conocimiento por parte del Ayuntamiento de 
una actitud reiteradamente incívica por parte del infractor. 

3.Con el fin de reparar en la medida de lo posible los daños causados al resto de los ciudadanos 
como consecuencia de una infracción, el infractor podrá solicitar la condonación de la sanción, 
comprometiéndose a la realización de trabajos voluntarios en beneficio del resto de la comunidad, 
dirigidos o bien a generar conductas cívicas o a reparar los daños causados por acciones similares. 
Dado el carácter voluntario de estos trabajos, no será considerada una sanción. 

SECCION II - Responsables 

 

Artículo 52.Responsables. 

1.En los actos públicos será responsable su organizador o promotor. 

2.En caso de que un menor contravenga lo prescrito en esta Ordenanza, se considerarán 
responsables sus padres o las personas mayores bajo cuya custodia se encuentre el menor. 

3.Corresponderá al promotor y al contratista, solidariamente, la responsabilidad de la limpieza de 
la vía pública afectada por sus obras, incluida la suciedad producida por los vehículos en 
operaciones de carga, descarga, salida o entrada de las obras. 

4.En las infracciones tipificadas en los artículos 27 y 38.1 serán responsables solidarios el 
propietario y el conductor del vehículo. 

5.Los propietarios, y subsidiariamente las personas que conduzcan animales, son responsables de 
los daños o afecciones a personas o cosas y de la suciedad causada por el animal. 

6.De las infracciones referentes a la publicidad exterior responderá el anunciante. 



7.En los demás supuestos será responsable quien vulnere personalmente lo establecido en la 
presente Ordenanza. 

 

SECCION III - Reparación del daño y ejecución de la reposición del estado de limpieza 

Artículo 53.Resarcimiento de los daños. 

1.Los daños ocasionados por los infractores serán siempre resarcidos por las personas 
responsables. 

2.El Ayuntamiento, previa incoación del correspondiente expediente sancionador, ejecutará, a 
costa del obligado, los actos precisos para reponer las cosas al estado en que se encontraban antes 
de la infracción, sin perjuicio de las sanciones correspondientes. 

3.La Guardia Municipal ordenará que cesen los actos flagrantes que contravengan lo preceptuado 
en esta Ordenanza y deberá impedir que los infractores desobedientes continúen ejecutándolos, 
sin perjuicio de la sanción que corresponda. 

 

SECCION IV - Procedimiento 

Artículo 54.Procedimiento sancionador. 

1.La imposición de sanciones se ajustará al procedimiento legal o reglamentariamente establecido 
para el ejercicio de la potestad sancionadora en esta materia. 

2.Cuando el órgano competente para iniciar el procedimiento sancionador tuviera conocimiento 
de que los hechos, además de poder constituir una infracción administrativa, pudieran ser 
constitutivos de una infracción penal, lo comunicará al órgano judicial competente, absteniéndose 
de proseguir el procedimiento sancionador, una vez incoado, mientras la autoridad judicial no se 
haya pronunciado. 

Durante el tiempo que estuviera en suspenso el procedimiento sancionador, se entenderá 
suspendido tanto el plazo de prescripción de la infracción como la caducidad del propio 
procedimiento. 

DISPOSICION DEROGATORIA UNICA 
 

Quedan derogadas cuantas disposiciones del mismo o inferior rango regulen las materias 
contenidas en esta Ordenanza, en cuanto se opongan o contradigan al contenido de las mismas, y 
en especial quedan derogadas: 

—Las Ordenanzas de Policía Municipal de la ciudad de Donostia-San Sebastián de 23 de febrero 
de 1904. 

—Las Ordenanzas de Limpieza, Ornato y Bienestar Público de la ciudad, de 1967. 

 
DISPOSICION FINAL 

Esta Ordenanza entrará en vigor a los 15 días de su publicación en el Boletin Oficial de 
Gipuzkoa. 

 
 
 



 


